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Introducción
(Re)Distribución y regulación de las riquezas en una 
clave solidaria y justa

Soledad Stoessel y Valeria Coronel

Dos grandes consensos se han instalado en el debate académico la-
tinoamericano en los últimos quince años: que América Latina es el 
continente más desigual del mundo, al menos desde la mitad del si-
glo pasado (Rodríguez Weber, 2018) y que el giro posneoliberal, tam-
bién llamado la “marea rosa”, ubicado entre principios del siglo XXI 
hasta el año 2015, ha revertido la senda desigualitaria que se asentó 
en la región durante los años noventa. Un vuelo rápido por algunas 
cifras ofrecería sustento a dichos consensos.

Respecto al primero, una amplia literatura, no solo reciente, lo 
viene confirmando desde hace varias décadas. Gasparini y Gluzmann 
(2011) muestran para el año 2006 que el coeficiente de Gini para Amé-
rica Latina es de 0,52, mientras que el de Europa occidental, América 
del Norte y Europa oriental-Asia central es de 0,402, 0,438 y 0,497, 
respectivamente. O, siguiendo a Rodríguez Weber (2018), apoyándo-
se en la historia económica, la desigualdad latinoamericana de los 
dos últimos siglos está entrelazada con el desarrollo del capitalismo 
periférico desde el siglo XIX que, pese a los avances en derechos la-
borales, sociales y económicos, perpetuó instituciones reproducto-
ras de desigualdades que datan de la colonia, como la estructura de 
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la propiedad de la tierra y el racismo, así como otras más recientes 
ligadas a la inserción dependiente de la región en la división interna-
cional del trabajo. Incluso diversos estudios muestran cómo desde 
antes de la formación capitalista en el siglo XVII, la región ya presen-
taba intensas desigualdades en relación con otras partes del mundo 
(Milanovic, 2017). Asimismo, la mayoría de los trabajos que abordan 
la desigualdad global, considerando a América Latina en su totalidad 
(y no a partir de las diferencias en su interior), coinciden en que per-
siste como el continente más desigual (Anand y Segal, 2015; Lakner y 
Milanovic, 2013), pese a un breve interregno entre 1930 y 1970 cuando 
se produjo una “pequeña nivelación” basada en la dispersión de los 
ingresos por la industrialización, políticas redistributivas, reformas 
institucionales-laborales, como aumento de los salarios mínimos y 
reales (Bleynat et al., 2021), la negociación colectiva y la ampliación 
de la seguridad social (Rodríguez Weber, 2018).

Respecto al segundo consenso, Amarante et al. (2016) presentan 
algunos datos, como la reducción en dieciséis de diecisiete países la-
tinoamericanos del coeficiente de Gini en el período 2002-2012, sien-
do el año 2008 cuando se produce una disminución más significativa 
de la desigualdad (con excepción, paradójicamente, de Costa Rica). 
Asimismo, muestran que para tal período la participación del quin-
til más pobre en los ingresos totales ha aumentado, y la del quintil 
más rico ha disminuido. Respecto a las clases medias, varios estudios 
identifican que los ingresos apropiados por estos sectores no presen-
tan grandes variaciones durante el período.

Adicionalmente, muestran cómo el crecimiento del ingreso en los 
hogares latinoamericanos entre 2006 y 2016 ha sido más pronuncia-
do entre los hogares y personas del estrato bajo de la distribución, 
haciendo que las condiciones de vida de los habitantes de América 
Latina sean más igualitarias al final de la primera década del siglo 
que al comienzo de esta. En esta misma línea, los trabajos de Kessler 
(2014, 2015) señalan con datos empíricos no solo esta disminución 
de la desigualdad en América Latina y, por el contrario, su aumen-
to en países considerados desarrollados, sino también la relación 
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inversamente proporcional entre aumento de crecimiento económi-
co y reducción de las desigualdades, siendo el año 2003 cuando un 
mayor crecimiento económico (medido por el PIB) redunda en una 
reducción de las desigualdades (el coeficiente de Gini se reduce de 
0,55 en 2003 a 0,507 en 2013, Kessler 2015).

En este sentido, se puede apreciar un cada vez más extendido 
campo de estudios propiamente latinoamericano en torno al tema 
de las desigualdades y la pobreza, sus persistencias y sus reversio-
nes a lo largo de distintos ciclos políticos. En este campo de estudios 
abundan trabajos de investigación disciplinarios e interdiscipli-
narios que apuntan a desentrañar los factores que profundizan o 
aminoran las desigualdades, los procesos políticos que conducen a 
ciclos de reforzamiento de las desigualdades, a estudiar la intensi-
dad o profundidad de los cambios en las últimas décadas respecto a 
las inequidades en la región latinoamericana. No obstante la abulta-
da investigación al respecto, llama la atención la ausencia dentro de 
este debate de un fenómeno que luce fundamental para comprender 
con cabalidad por qué la región continúa siendo la más desigual del 
globo, o por qué, pese al esfuerzo del activismo estatal y de los gobier-
nos a principios de este siglo para mejorar las condiciones de vida de 
las poblaciones, reducir la pobreza y acortar las desigualdades, los 
cambios no han sido estructurales.

La riqueza, sus fuentes, concentración y (no) distribución, es el 
fenómeno que opera como la contracara de la pobreza y las desigual-
dades. Tal como sostiene René Ramírez, la pobretología ha domina-
do el campo de los estudios sociales y económicos. Empecinadas en 
la pesquisa sobre la pobreza y los pobres, las ciencias sociales críticas 
han abandonado el estudio de la opulencia y la riqueza y de cómo su 
concentración y escasa redistribución han ampliado las distancias 
que imposibilitan una convivencia social digna e igualitaria. Mien-
tras que la pobreza se considera un problema académico y social 
(Bourdignon, 2005; Cattani, 2008), la riqueza concentrada parece 
no tener importancia en términos científicos y académicos, no ser 
escandalosa ni recibir una sanción social. La pobreza se considera 



14	

Soledad Stoessel y Valeria Coronel

aberrante, pero todas las reflexiones y propuestas prácticas para 
erradicarla se basan en el mismo principio: crecer económicamente 
y distribuir con más justicia los frutos de dicho crecimiento, sin afec-
tar los privilegios. Pobreza, desigualdad y riqueza aparecen como 
fenómenos inamovibles, necesarios, intransformables. El entendi-
miento de las desigualdades es indisociable del conocimiento sobre 
cómo y por qué se genera y concentra la riqueza; sobre cómo y por 
qué las elites (económicas, políticas e intelectuales) aceptan sin más 
los altísimos niveles de concentración de la riqueza y de la desigual-
dad en la región (Burchardt, 2012). Las múltiples desigualdades son 
comprensibles como resultado de procesos concatenados de despo-
sesión y acumulación oligárquica de la riqueza a lo largo del tiem-
po. Asimismo, estudiar y comprender la riqueza, su concentración y 
las vías para su transmisión (por ejemplo, por medio de los sistemas 
tributarios y las herencias) contribuye a comprender las fuentes de 
las inequidades y el nivel de bienestar de los hogares (Jiménez et al., 
2021).

En América Latina ha habido prolíficas experiencias políticas de 
ciclos de regulación estatal de la riqueza. En ese sentido, el laborato-
rio del Centro Maria Sibylla Merian de Estudios Latinoamericanos 
Avanzados [CALAS], titulado “Riqueza, poder y desigualdad”, coordi-
nado por Angela Schrott (Universidad de Kassel), Hans-Jürgen Bur-
chardt (Universidad de Kassel) y Valeria Coronel (FLACSO-Ecuador), 
se ha orientado en esa dirección. El laboratorio, que en este libro 
presenta varias de sus contribuciones generadas en el marco de dis-
tintas actividades, como la Platafoma de Diálogo “La (des)regulación 
de la riqueza en América Latina” realizada en FLACSO-Ecuador, en 
Quito, se ha concentrado en detalle en el estudio de los regímenes 
de acumulación de la riqueza y el poder. Atento al análisis de estra-
tegias socio-políticas reguladoras y desreguladoras de la riqueza, el 
laboratorio ha elaborado una lectura que articula el problema de las 
matrices de desigualdad en la región, con la cuestión de la distribu-
ción asimétrica de recursos materiales, la histórica concentración de 
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tierra, desiguales formas de recompensa del trabajo, acceso a bienes 
inmuebles y redes financieras, así como formas de desposesión y 
subordinación ligadas a clivajes y divisiones en torno a la etnia, la 
raza, el género y la clase. Estas variables no pueden desconectarse 
de los mecanismos y estrategias que pueden darse los Estados para 
mitigar la concentración de la riqueza en un sentido emancipador o, 
por lo menos, regulador para morigerar las desigualdades.

En efecto, en el marco del laboratorio inscribimos el trabajo so-
bre el regulacionismo entre los Estados latinoamericanos dentro 
de un diálogo interdisciplinario que permitió interrogar los ciclos 
históricos de formación del Estado. Allí observamos cómo deter-
minados regímenes de regulación del capital se originaron históri-
camente en el predominio de bloques de poder que han apostado a 
procesos de democratización y redistribución. Se vieron asociacio-
nes entre derechos sociales, políticos y económicos que instituciona-
lizaron regímenes reguladores del capital y orientaciones tributarias 
progresivas, potenciando derechos sociales y redistributivos. Por el 
contrario, también se identificaron etapas en las que los programas 
desreguladores se acompañaron y reforzaron por los intereses del 
capital transnacional y los pactos entre elites políticas regionales 
que no necesariamente lograron desarrollarse sin tal respaldo para 
apuntalar un modelo desregulador del Estado.

También el laboratorio ha contemplado el estudio de problemá-
ticas comúnmente menos abordadas, como la jerarquización y dis-
criminación en el acceso al espacio público, a lenguajes técnicos y 
políticos, así como imaginarios instalados socialmente, en torno a la 
riqueza y los privilegios, al control del acceso a la letra y el uso públi-
co de la razón, así como representaciones discriminatorias y exclu-
yentes que viabilizan la desposesión, la subordinación y la violencia 
asociada. Esto sin desconocer que estas construcciones ideacionales 
están íntimamente relacionadas con la restricción de la participa-
ción política de ciudadanías por su género, raza y clase en el marco de 
una inserción global de América Latina en una economía capitalista 
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mundial cada vez más volcada hacia la financiarización del capital, 
la desposesión de los más y la despersonalización del capital.

Ha sido fundamental reconocer, al mismo tiempo, que América 
Latina es el continente más largamente politizado con ciudadanías 
populares activas, formas de acción colectiva disruptivas, trayecto-
rias de construcción y dinámicas estatales que han conjugado des-
de principios del siglo XX aproximaciones propias al socialismo y 
la democracia (Coronel, 2022; Coronel et al., 2022). La región ha sido 
escenario de movimientos sociales radicales, así como de programas 
socioestatales redistributivos y regulacionistas que apostaron de 
forma articulada a economías políticas populares, políticas sobera-
nistas frente al capital transnacional y procesos de regulación del 
capital en sus distintas expresiones.

En este continente se observa una de las más largas trayectorias 
de politización social y de combate por la configuración de Estados 
antioligárquicos. Se han conjugado aspiraciones populares para lu-
char contra el colonialismo interno, la servidumbre y las desigual-
dades naturalizadas. En varias ocasiones, estas luchas tomaron la 
forma de un proyecto estatal que combatió el poder político-instru-
mental de las elites económico-financieras apoyado en la captura de 
los Estados (Guamán y Stoessel, 2022). Un claro ejemplo de aquello es 
el ciclo de movilización y conflictividad social que se viene registran-
do en la región desde 2018, en países como Chile, Ecuador, Haití y 
Colombia. Este ciclo puso en evidencia la historicidad y acumulación 
de las desigualdades y la riqueza concentrada en manos de elites 
económico-financieras que, lejos de encarnar proyectos de país igua-
litarios y justos, promueven culturas políticas desiguales, instalan 
imaginarios desigualitarios y modelos de desarrollo privatistas, ex-
tractivistas, antiecológicos e injustos socialmente. No es casualidad 
que en los últimos años la academia latinoamericana haya presen-
ciado el surgimiento de un vasto subcampo de estudios para com-
prender a las elites latinoamericanas, sus estrategias, imaginarios, 
redes, volcados a acaparar riqueza en detrimento de los destinos de 
sus naciones.
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Asimismo, este ciclo convulsionado de movilización social mos-
tró el rechazo social a las reformas impositivas que gravan a las ma-
yorías y las decisiones políticas que favorecen la fuga de capitales. 
Recordemos las protestas nacionales tanto en Colombia (2021) como 
en Ecuador (2019 / 2022) contra los intentos gubernamentales de una 
clase política comprometida con el gran capital para reducir sub-
sidios sociales, aumentar impuestos a las mayorías y cumplir obli-
gaciones financieras con organismos internacionales que cada vez 
más establecen acuerdos políticos con las clases políticas criollas. 
La deuda externa contraída en Argentina desde 2016 con el Fondo 
Monetario Internacional es elocuente al respecto, así como el pago 
a los acreedores externos en Ecuador en medio de la catástrofe sa-
nitaria en la ciudad de Guayaquil durante los meses más tenebrosos 
de la pandemia por covid-19. El repudio a las políticas neoliberales y 
necropolíticas que condenan a las mayorías a un destino de supervi-
vencia aberrante ha sido la seña de estos tiempos.

La pandemia que estalló en 2020, que atravesó la vida en todas 
sus dimensiones de forma tan brutal, vino a profundizar esta seña-
lada desigualdad. El desmantelamiento de la inversión pública, con-
cesiones a transnacionales de recursos estratégicos, flexibilización 
laboral, encarecimiento de la vida y autoritarismo, incluyendo dic-
taduras bancarias, se entronaron en el ciclo de mayor dolor social y 
riesgo por la emergencia sanitaria. A más de dos años de la declarato-
ria de emergencia por la pandemia, las desigualdades y la concentra-
ción de la riqueza se profundizaron. Algunos estudios demuestran 
que catástrofes sociales, como una pandemia, afectan de manera 
desproporcionada a los pobres y producen un aumento general en 
la desigualdad de los ingresos (Cohn y Alfani, 2007; Karlsson et al., 
2014). Otros, como Thomas Piketty en su célebre libro El capital en 
el siglo XXI, señalan que las pandemias y otras crisis han tenido un 
efecto disruptivo que ha redundado en una redistribución de los ac-
tivos y propiciado los cambios institucionales necesarios para pro-
mover la redistribución de los ingresos (Piketty, 2014). En el caso de 
la pandemia por el covid-19, según datos de la CEPAL, para 2020 la 
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pobreza extrema se elevó a niveles registrados veintisiete años atrás 
(35 % promedio). El coeficiente de Gini aumentó en 2020 más de dos 
puntos porcentuales y estudios demuestran que, de no haber existi-
do programas estatales de transferencias de ingresos de emergencia, 
la pobreza habría aumentado tres puntos. La crisis del mercado labo-
ral afectó especialmente a las mujeres, los jóvenes y los trabajadores 
informales que ya tenían una situación de por sí precaria. En lo que 
respecta al continente latinoamericano, la pandemia se convirtió en 
el gran desigualador, más que en un igualador y en un activador de 
políticas que morigeren las desigualdades en la perspectiva de gene-
rar una convivencia colectiva a más largo plazo. Varios países de la 
región estuvieron administrados por círculos favorables a la reduc-
ción del Estado, aprobándose incluso leyes que agravaron la vulne-
rabilidad y remercantilizaron la vida. Datos recientes indican que 
el deterioro distributivo afectó más a los segmentos pobres. Así, en 
2020 se detuvo la tendencia a la caída de la desigualdad que venía 
observándose en la región desde 2002. En los países donde la des-
igualdad aumentó, “los quintiles más acomodados perdieron menos 
que los más pobres: más específicamente, la caída del ingreso medio 
total del quintil más pobre fue, en promedio, 3,2 veces la reducción 
del ingreso total en el quintil más rico” (CEPAL, 2021, p. 56).

Este acontecimiento vino a reflejar que los escasos e insuficientes 
esquemas de política e intervención estatal para regular la riqueza 
con el objetivo de romper los regímenes de inequidad han mostrado 
rotundos fracasos. Sistemas tributarios regresivos, Estados captu-
rados por las elites financieras, prácticas como fugas de capitales y 
malversación de fondos públicos son algunas de las marcas histó-
ricas de nuestras sociedades. Los ingresos fiscales por impuestos al 
consumo y por exportaciones de materias primas son los principales 
instrumentos de los esquemas tributarios latinoamericanos. Los im-
puestos al consumo en América Latina representan un 46,2 % de los 
ingresos totales, seguidos del impuesto sobre la renta, con un 26,8 % 
del total, y las contribuciones a la seguridad social, con un 20,5 % del 
total, esto para el año 2021. En la OCDE tienen un mayor peso relativo 
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el impuesto sobre la renta, que llega al 34,0 % del total (CEPAL, 2021a). 
Asimismo, mientras que en América Latina para 2018 la recaudación 
del impuesto sobre la renta alcanza un promedio del 5,6 % del PIB, 
en los países de la OCDE el promedio es del 11,5 % del PIB. En Amé-
rica Latina los más ricos no han tenido cargas tributarias acordes a 
su nivel de riqueza, y los impuestos directos a la propiedad (bienes 
inmuebles, herencias, transacciones financieras) tradicionalmente 
han sido poco importantes (CEPAL, 2021). Según estimaciones de la 
CEPAL, el patrimonio total de ciento cuatro milmillonarios latinoa-
mericanos representa el 11 % del PIB de los siete países donde habi-
tan esas personas. Asimismo, estas elites, sobre todo empresariales, 
acuden a una serie de estrategias para captar mayor renta, aprove-
chándose en muchos casos del modo en que el Estado implementa 
políticas públicas como las de transferencias condicionadas dirigi-
das a los sectores menos pudientes. Este es el caso, por ejemplo, de 
los créditos fiscales otorgados como asignaciones sociales (Garriga y 
Tortarolo, 2021). Esto significa que la riqueza no puede ser solo me-
dida en términos monetarios. Tal como puntualiza Piketty (2022) 
desde la historia económica, para el siglo XVIII, en el marco de la Re-
volución francesa, la clase aristocrática representaba menos del 1 % 
de la población y, además de poseer grandes propiedades, gozaba de 
importantes privilegios fiscales, políticos y jurisdiccionales. Es decir 
que la posesión de propiedades es uno de los tantos indicadores para 
estudiar la riqueza, pero que, al mismo tiempo, constituye el factor 
que activa nuevos privilegios que, a su vez, potencian aquella pose-
sión. En ese sentido, medir la riqueza solo en términos monetarios 
(propiedades) puede invisibilizar el resto de indicadores que también 
muestran posiciones de riqueza, así como las diversas categorías de 
bienes que pueden ser poseídos (medios de producción, vivienda, ins-
tituciones estatales –deuda pública, por ejemplo–, el mundo como tal 
–activos en países extranjeros–) y, a partir de estas, comprender las 
diversas modalidades del ejercicio del poder a partir de las desigua-
les relaciones sociales que estas categorías de bienes producen.
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La histórica regresividad e injusticia de los sistemas tributarios 
mencionada, sumado a la concentración de la riqueza y su impacto 
en las desigualdades, terminó por manifestarse de forma escabrosa 
en la vigente coyuntura caracterizada por la pandemia: la fortuna 
de los setenta y tres milmillonarios de América Latina aumentó en 
48 200 millones de dólares desde el comienzo de la pandemia y cada 
dos semanas ha aparecido un nuevo milmillonario. La riqueza de 
esta élite de supermillonarios ha crecido un 17 %, esto es, USD 48 200 
millones que equivalen al 38 % de los paquetes de estímulo que la 
totalidad de Gobiernos latinoamericanos ha activado. En este con-
texto, la cantidad de personas en situación de pobreza superó los 200 
millones por primera vez en más de diez años (Garriga y Tortarolo, 
2021), lo que provocó que un tercio de la población latinoamericana 
esté por debajo de la línea de pobreza.

La historia, la actualidad y el probable futuro de los sistemas 
tributarios y, desde una perspectiva más amplia, de las políticas re-
gulatorias de la riqueza, no pueden seguir siendo entendidas desde 
categorías tecnicistas. Es urgente un acercamiento interdisciplina-
rio que abarque temas de instituciones y senderos históricos, cons-
telaciones de poder, culturas tributarias, resistencias sociales frente 
a la riqueza y discursos en torno a la justicia fiscal y tributaria y las 
desigualdades. La importancia de crear “legitimidad impositiva”, es 
decir, reducir el rechazo de las elites al pago de impuestos progre-
sivos aparece como apremiante. Esto no se obtiene solo con leyes, 
técnicas o administraciones eficientes, sino con Estados que ofrez-
can bienes públicos de calidad y de amplio acceso, que a corto plazo 
logren gestionar en una perspectiva de justicia social la pandemia y 
sus efectos devastadores y que mejoren, a largo plazo, la calidad de 
vida y las perspectivas de los ciudadanos a quienes se les obliga a ser 
contribuyentes sin recibir a cambio una vida digna.

Históricamente, en América Latina han sido los Estados los que 
han ejercido un rol primordial en ese sentido, ya sea para mitigar la 
concentración de la riqueza como para reproducirla a favor de de-
terminados grupos de poder. Así lo han retomado recientes estudios 
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que, en contraste al énfasis planteado por las teorías monetaristas 
sobre los Estados, han propuesto observar de manera más comple-
ja el rol de la estatalidad en la configuración de regímenes de (des)
igualdad y de modelos de desarrollo nacionales con perspectiva de 
inclusión y justicia social.

En este marco, no cabe dudas de que la crisis contemporánea en 
la región es integral, en tanto atraviesa múltiples terrenos, desde lo 
social, económico y cultural, hasta la contienda sociopolítica. Asi-
mismo, es histórica en tanto la coyuntura de transición se alimenta 
de trayectorias de las sociedades en ciclos de corto, mediano y largo 
plazo, y, al tiempo, la conducción en torno a la crisis determinará el 
futuro del continente en medio de un proceso global.

Este libro compila un conjunto de textos académicos que dialo-
gan con las ponencias y debates presentados en el marco del Labora-
torio de Conocimiento sobre riqueza y poder y de manera específica 
en la Plataforma para el Diálogo desarrollada por el CALAS en el mes 
de abril de 2022 en la ciudad de Quito, en la Sede Regional Andes (Fa-
cultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, Ecuador). Estos textos 
trascienden las ponencias pero recuperan la discusión producida en 
el marco de este espacio académico que congregó a más de veinte 
expertas y expertos de distintas disciplinas. Los capítulos del libro 
dialogan con el debate teórico en torno a la riqueza y desigualdades, 
presentan una serie de casos empíricos para dar cuenta de elemen-
tos que responden a distintos ejes y abren interrogantes sobre el fu-
turo del estudio de la riqueza en la región.

El libro se desarrolla en cuatro bloques temáticos. El primero, “Ri-
queza y privilegios, ¿cómo medirlos?”, aborda una cuestión clave que 
ha sido completamente descuidada en los estudios sobre riqueza, 
esto es, la forma de analizar y medir la riqueza. El capítulo de Juan 
Pablo Jiménez, Fernando Lorenzo, James Mahon y Gustavo Viñales 
sugiere mejorar el modo en que se estudia la génesis y la reproduc-
ción de la riqueza, así como las políticas públicas de regulación y 
reproducción de la misma en la región. Proponen perfeccionar las 
mediciones y estimaciones del patrimonio e ingreso para América 
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Latina dado que la concentración de la riqueza está conectada, desde 
su argumento, a la incorrecta tributación sobre aquellos. Pese a que 
la dificultad de contar con base de datos sobre riqueza bajo distin-
tas formas ha atentado contra la posibilidad de gravar justamente 
al patrimonio, los autores sugieren una serie de mecanismos para 
perfeccionar los diversos impuestos existentes

Por su parte, el capítulo de Jonathan Báez y Gonzalo Silva Zam-
brano propone un modo de estudiar el nivel, lugar y apropiación 
de la riqueza en una serie de tiempo considerable de forma tal que 
permita observar las tendencias de cada país en la región y que, en 
la medida de lo posible, permita realizar comparaciones entre ellos. 
Puntualizan en la tasa, naturaleza y cualidad de la tenencia de la vi-
vienda como causa e indicador para estudiar la concentración de la 
riqueza y la producción de desigualdades. El indicador de la vivienda 
abona al debate ya planteado en Piketty (2022) acerca de las relacio-
nes de poder que esta categoría de bien poseído (la vivienda) cons-
truye, por ejemplo, entre propietarios e inquilinos en la esfera de la 
“reproducción social”, contribuyendo al debate marxista clásico en 
torno a la propiedad de los medios de producción como la forma que 
adquiere la riqueza en el capitalismo.

El segundo bloque temático, “Imaginarios y representaciones 
en torno a la riqueza, los privilegios y la desigualdad”, indaga en las 
ideas y nociones que se han construido a lo largo del tiempo en tor-
no a la riqueza y los privilegios. Desde una perspectiva relacional e 
histórica, estos textos evidencian cómo los derechos de propiedad 
se materializan y son entendidos de forma singular según los con-
textos sociales, políticos y económicos cambiantes. Asimismo, cómo 
las representaciones e imaginarios acerca de lo que es ser pobre o 
rico, desposeído o privilegiado operan con tal eficacia capaz de mol-
dear políticas públicas y medidas gubernamentales. Los capítulos 
de Luz Irene Pyke y de Matías Landau abordan los debates públicos 
generados acerca de diversas iniciativas gubernamentales en Ar-
gentina para gravar la renta o generar nuevos impuestos en contex-
tos de crisis global. Pyke analiza desde una perspectiva histórica y 
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comparativa el modo en que en dos coyunturas críticas como fue-
ron la crisis de los años treinta y la pandemia por covid-19 en el siglo 
XXI activaron discusiones políticas en que las nociones de justicia 
o equidad impositiva cobraron centralidad. Además, muestra cómo 
consensos que parecían inamovibles acerca de la justeza de los siste-
mas tributarios progresivos se resquebrajan en medio de crisis como 
la de la pandemia que, paradójicamente, como hemos mencionado 
previamente, han reforzado las estructuras de concentración de la 
riqueza. Por su parte, el texto de Landau parte de la perspectiva del 
análisis del discurso para comprender los regímenes de justificación 
que deliberadamente se construyen desde distintos sectores sociales 
para profundizar jerarquías y desigualdades y afianzar estructuras 
de privilegios. Lo analiza en el marco de dos medidas de emergencia 
que adoptó el Gobierno argentino para enfrentar las consecuencias 
económicas y sociales de la pandemia: una medida de asistencia 
estatal que otorgaba subsidios a empresas, y otra recaudatoria que 
gravaba por única vez a las llamadas “grandes fortunas”, o a los ri-
cos, concepto que fue objeto de controversia pública tal como nos 
muestra este capítulo. Los trabajos de Irene Lungo Rodríguez y de 
Alba Carosio, a partir de una perspectiva relacional en la que la in-
terseccionalidad como momento analítico juega un papel clave, 
descifran los sentidos que han adquirido conceptos como el de pri-
vilegio y cultura de privilegio para comprender la concentración de 
la riqueza y su contracara: la pobreza, exclusiones y desigualdades. 
Lungo Rodríguez lo analiza en algunas sociedades ubicadas en el 
triángulo norte centroamericano, caracterizadas por la autora como 
sociedades atravesadas por la violencia y la polarización estructu-
rales: unos pocos privilegiados y unos muchos empobrecidos, que 
constantemente están expuestos de forma desigual a las distintas 
formas de la violencia (social, política e institucional), según cómo se 
intersecan el género, la etnia y la clase. Por su parte, Carosio coloca 
las legitimaciones sobre la riqueza y las desigualdades como el factor 
generador y potenciador de la mayor concentración de la riqueza y 
las desigualdades más que los factores económicos, siguiendo la tesis 
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que propone Piketty (2020). Este capítulo indaga cómo el modo en 
que se significan la riqueza, los privilegios y las desigualdades im-
pacta en las medidas y políticas que se adoptan para mitigar estas 
o reducir la concentración de la riqueza, hipótesis explorada en el 
marco de la pandemia en América Latina.

El tercer bloque del libro, “Mecanismos del capital y las elites para 
la generación y acumulación de riqueza”, se zambulle en un terreno 
que en las últimas dos décadas ha cobrado mayor relevancia en el 
campo de la economía política, la sociología económica y las ciencias 
políticas. Las elites económicas operan cada vez más como actores 
con capacidad de veto que despliegan una serie de mecanismos para 
potenciar no solo su poder estructural, sino su poder instrumental, 
siguiendo la distinción que realiza Tasha Fairfield (2015). Este bloque 
indaga diversas estrategias y mecanismos empleados por los grupos 
económicos, empresarios y grandes capitales para incidir en el modo 
de generación y concentración de la riqueza, desde el manejo de las 
deudas externas, la incidencia en políticas y medidas estatales para 
flexibilizar las condiciones laborales y redirigir los sistemas tributa-
rios, hasta el uso de los capitales sociales y simbólico para expandir 
sus redes de influencia en la sociedad. El primer capítulo del bloque 
a cargo de María Emilia Val estudia el caso argentino, a partir de in-
dagar en un mecanismo específico que utiliza el capital y los sectores 
dominantes –aupados muchas veces por dispositivos estatales que 
operan en el nivel internacional y local– para afianzar su domina-
ción y posición, como es la deuda externa. Val reconstruye ciclos de 
endeudamiento y desregulación financiera en el país conosureño a 
lo largo de cuatro décadas, mostrando cómo el sobrendeudamien-
to ha producido dinámicas de mayor concentración del ingreso y 
simultáneamente mayor desigualdad. Por su parte, María Elena 
Herrera Amaya estudia el caso mexicano del desenvolvimiento de 
la agroindustria como una maquinaria acumuladora de capitales 
y, al mismo tiempo, precarizadora del trabajo, que se potencia aún 
más en el contexto de poblaciones laborales racializadas y mucho 
más en la situación de emergencia sanitaria por la pandemia. La 
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conformación de una elite rural en este sector, la cual el Estado abo-
nó con políticas específicas, generó el crecimiento de dicho sector a 
expensas de la explotación laboral de un sector racializado, como 
es el caso de las poblaciones indígenas. El capítulo de Javier Pérez 
Ibáñez se concentra en el estudio del sector automotriz en Argenti-
na y las estrategias empresariales para insertarse en las cadenas de 
valor global de forma tal de acumular ganancias. Estas estrategias, 
tales como inducir a una mayor “competitividad” que debe ser pro-
movida por el Estado (catalogada por el autor como un eufemismo) 
redundan en la menor participación de diversos actores –Estado, 
trabajadores y autopartistas– en la riqueza generada en este sector, 
en favor de los grandes capitales locales y las empresas transnacio-
nales. El capítulo de John Crabtree, Francisco Durand y Jonas Wolff 
muestran, al igual que el de Pérez Ibáñez, cómo las elites empresa-
riales se constituyen en actores de poder a partir de la capacidad que 
tienen de incidir en el Estado y controlarlo a su favor (el concepto de 
“captura estatal” se coloca en el centro) para reforzar su posición de 
privilegio. Estudian esta disposición de las elites en países andinos, 
como Bolivia, Perú y Ecuador a lo largo de distintos ciclos políticos. 
Desde un enfoque relacional y multidimensional del poder conclu-
yen que las elites económicas en estos países han debido enfrentarse 
no solo a movimientos y sectores populares que resisten el despojo 
y pugnan por incidir en el Estado, sino también a gobiernos progre-
sistas –en los casos de Bolivia y Ecuador– que llevaron adelante me-
didas redistributivas, aunque no haya sido suficiente para lastimar 
estructuralmente la concentración de la riqueza de estos sectores 
oligárquicos. Por último, el capítulo de Priscilla Villegas indaga en 
otras estrategias empleadas por los grupos de poder para afianzar 
sus posiciones, como los espacios de socialización y la capitaliza-
ción de las redes sociales de pertenencia. Estas estrategias, menos 
estudiadas en la academia, se apoyan en mecanismos de distinción 
y segregación que permiten perpetuar el estatus y desplegar mayor 
cantidad de redes de poder. La autora analiza estos mecanismos en el 
caso concreto de las llamadas “uniones” en Chile y Costa Rica, clubes 
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sociales que se fundaron en América Latina en el siglo XIX, que han 
funcionado desde entonces como instituciones que no requieren de 
lo político-partidario ni de la intervención estatal para cohesionar y 
afianzar a los grupos económicos de poder.

El último bloque del libro, “Y los Estados, ¿qué pueden hacer para 
incidir en la (des)concentración de la riqueza?”, se desliza hacia las 
estrategias y programas estatales que, en lugar de desregular la ri-
queza, apuntan a regularla y desconcentrarla por medio de distintos 
mecanismos. En ese sentido, el Estado deja de aparecer como el te-
rreno por excelencia “capturado” por el capital para pasar a ser un 
terreno de constante disputa entre diversos proyectos. El capítulo de 
Valeria Coronel reconstruye históricamente el proceso sociopolítico 
que se desarrolló entre los años veinte y cuarenta en Ecuador a fin 
de resaltar una experiencia de regulación estatal sobre la renta y el 
capital a partir de una reforma promovida por una izquierda hete-
rodoxa y de compleja base popular. El texto indaga en los artefactos 
jurídicos, institucionales y políticos que sostuvieron la apuesta re-
gulacionista del Estado ecuatoriano de aquel entonces, señalándolo 
como caso paradigmático de relación entre auge de la movilización 
social, reorganización del sistema político y partidario, expansión 
de derechos y regulación de la riqueza. Por último, el capítulo de 
Hans-Jürgen Burchardt coloca el dedo en la llaga del problema del 
desarrollo y el extractivismo en América Latina al desplazar el trilla-
do debate desde los pros y contras de modelo exportador de materias 
primas, hacia el debate de la importancia de instaurar reformas del 
sistema fiscal y tributario en dicho modelo –dado como una realidad 
difícilmente reversible en el corto plazo–. A la luz del último boom 
de las materias primas, Burchardt evidencia la dependencia estatal 
de recursos provenientes del extractivismo “verde”, y al mismo tiem-
po las iniciativas políticas que ha habido en la región para transitar 
hacia cambios estructurales que, a juzgar por el autor, fueron insu-
ficientes y maldireccionadas, debilitando la posibilidad de transitar 
hacia un modelo económica, social y ecológicamente más justo.
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Este libro pretende ser un aporte para el campo de estudios so-
bre la riqueza, su concentración e impacto en las desigualdades. 
Dará cuenta de experimentos regulacionistas que han formado par-
te de la apuesta de las sociedades latinoamericanas en determina-
dos ciclos históricos, cuando las sociedades se han organizado para 
combatir el autoritarismo del capital, las formas de discriminación 
de clase raza y género, para conformar una voluntad colectiva así 
como bloques de poder y marcos jurídicos que permitieron apunta-
lar vías socialmente orientadas de construcción de los Estados y de 
operación social frente al capital hasta comprometerlo, regularlo y 
evitar la captura del poder público por parte de actores económicos 
monopólicos, como lo anotan varios de los trabajos presentados a la 
plataforma.

Por otro lado, se espera que el libro pueda provocar la deliberación, 
la concientización y la pedagogía política en torno a la necesidad de 
repensar los sistemas tributarios, las implicancias ético-políticas de 
la concentración de la riqueza y las estrategias de las elites en las 
capturas de rentas en detrimento de los sectores sociales más pobres, 
la producción deliberada de desigualdades y pobreza bajo el mantra 
neoliberal que hoy en día se ha vuelto dominante a nivel global.

Como nunca para el continente, se torna urgente abrir la discu-
sión sobre la (re)distribución y la regulación de las riquezas en una 
clave solidaria, sabiendo que la distribución justa no lo es todo, pero 
es un primer paso para construir sociedades más igualitarias.

Este doble aprendizaje sobre cómo entender la conformación 
multivariada del régimen de acumulación y cómo entender de ma-
nera histórica y comparativa los retos del presente, están en el cen-
tro del libro.

Agradecemos al Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales 
[CLACSO] y al CALAS por su entrañable apoyo para la elaboración de 
esta obra y por su constante compromiso con una producción inte-
lectual de calidad que al mismo tiempo esté al servicio de proyectos 
igualitarios. Asimismo, un agradecimiento a la FLACSO-Ecuador por 
acoger el proyecto del laboratorio y ser un espacio de permanente 
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crítica y construcción intelectual, y al Consejo Nacional de Investi-
gaciones Científicas y Técnicas, en el marco del cual Soledad Stoes-
sel, investigadora del organismo, inició sus estudios sobre las elites 
económicas y su incidencia en los procesos de regulación y desre-
gulación estatal. Por último, un especial agradecimiento a las y los 
autores de los capítulos de este libro que en medio de complejas con-
diciones de producción (pandemia de por medio) aportaron con sus 
investigaciones y minuciosos trabajos para abonar a una inteligen-
cia colectiva que tan necesaria se vuelve hoy en día para afrontar los 
irreverentes y persistentes procesos de desposesión global.
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Riqueza desconcentrada, distancias dignas

René Ramírez Gallegos

En el 2008 escribí un texto que titulé “Good bye pobretología, bien-
venida ricatología”. Se partía implícitamente de un supuesto: el 
problema del continente no es la pobreza sino el empobrecimiento 
generado por un enriquecimiento híperconcentrado. Esto implica 
que hay que cambiar la mirada. Si importan los pobres, no debemos 
focalizar la atención en ellos, como suscribía el recetario neoliberal, 
sino hay que poner la atención en los mecanismos sociales, económi-
cos, ecológicos y culturales que reproducen riqueza y obscenamente 
promueven su concentración. Esto implica producir un cambio epis-
temológico en los procesos de intervención social: hay que generar 
metodologías que midan la híperconcentración del ingreso y la ri-
queza y las distancias indignas para romper con la reproducción es-
tructural de las relaciones de poder asimétricas.

Este libro es una invitación a pensar, cuestionar, reflexionar so-
bre estos diversos mecanismos, así como las estrategias que actores 
diversos, especialmente las elites económicas y financieras, los go-
biernos comprometidos con ellas y las redes transnacionales del ca-
pital, se dan para producir, acaparar y concentrar riqueza. Esta obra 
presenta resultados de investigación en distintos ámbitos y desde 
diversas disciplinas para comprender precisamente esa otra cara 

Doi 10.54871/ca24d12r
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oculta para las ciencias sociales de las desigualdades y la pobreza. 
Es una invitación a indagar con mayor detenimiento cómo las socie-
dades latinoamericanas producen, concentran y acaparan riqueza, 
mirada que ha estado ausente en la mayoría de estudios sobre las 
desigualdades y lo que he denominado pobretología. Así, este libro 
parte de la “ricatología” como apuesta epistemológica, política y 
metodológica.

En el presente prólogo que introduce al libro La (des)regulación de 
la riqueza en América Latina. Lecturas interdisciplinarias en tiempos de 
pospandemia quisiera esgrimir once nodos que permiten reflexionar 
sobre la economía política de la riqueza y la desigualdad. Se resalta-
rá la importancia de insistir en abandonar la pobretología y centrar 
el análisis en la economía política de la generación de riqueza con-
centrada que produce distancias indignas y acumulación de poder 
antidemocrático. En este marco se intentará generar una reflexión 
que sirva como macroparaguas del contenido específico que se en-
contrará en los capítulos del presente libro. El eje articulador de tal 
análisis será que generar riquezas desconcentradas y distancias dig-
nas solo puede ser posible si se transita hacia una igualdad demo-
crática, es decir, una igualdad que rompa las asimetrías de poder. En 
este marco, el análisis debe retornar siempre a la relación existente 
entre acumulación económica concentrada y acumulación política 
concentrada. Así, la perspectiva propuesta en estas breves páginas 
implica trastocar el régimen de desigualdad colonial y capitalista de-
pendiente que viven nuestras economías.

1.	 De la “acumulación desacumuladora” a la riqueza desconcen-
trada: ha sido muy usual encontrar dentro de los argumentos 
del progresismo que el problema de la región es que tiene mo-
delos que generan escaso valor agregado dado que su sistema 
productivo se basa en la exportación de bienes primarios, lo 
cual no genera la suficiente riqueza para dar el salto que ne-
cesitan nuestros países. Es claro que es un problema si solo 
exportamos petróleo y no refinamos la materia prima para 
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generar –por ejemplo– gasolina, o solo exportamos litio y no 
hacemos baterías para coches eléctricos. Se solía decir que los 
países en vías de desarrollo debían llegar a los niveles de par-
ticipación manufacturera similar a los países ricos para po-
der hacer el “gran salto”. Pero los teóricos de la dependencia 
marxistas ya demostraron el siglo pasado que es un mito que 
la industrialización necesariamente democratiza e iguala al 
generar trabajos de calidad. El problema de la región no es 
que no tenga la riqueza necesaria para hacer el “big push”. El 
problema es que su patrón de especialización tiene una fór-
mula perversa en su lógica de generación de riqueza. En otras 
ocasiones he llamado irónicamente que tal modo productivo 
es un oxímoron: “modo de acumulación desacumuladora”. A 
través de procesos rentistas y de despojo social, económico y 
ecológico, la elite económica genera una acumulación híper-
concentrada que permitiría el desarrollo de nuestros países 
bajo los baremos incluso que señala el mainstream económi-
co. No obstante, la riqueza no se realiza en el consumo de los 
trabajadores o ciudadanos de nuestras economías, sino que 
son depositadas en paraísos fiscales articulándose a los sis-
temas especulativos financieros globales o –en el mejor de 
los casos– a las cadenas de valor mundial. En efecto, Améri-
ca Latina es el continente con mayor cantidad de depósitos 
en la banca off-shore en todo el mundo (Ramírez, 2024). La 
fuga de capitales y los depósitos en paraísos fiscales es algo 
consustancial a la lógica que desde las periferias se “aporta” 
a la acumulación capitalista mundial para su reproducción. 
Pero la lógica es inversa a la que construyen las narrativas 
conservadoras: los capitales no migran por miedo al compor-
tamiento de los mercados o de la economía de nuestros paí-
ses, sino que la cultura rentista de nuestras elites económicas 
genera fuga de capitales que no permite que la acumulación 
se realice al interior de nuestros países y con ello niegan la 
posibilidad de generar sistemas económicos robustos. Para 



36	

René Ramírez Gallegos

muestra un botón: los depósitos en paraísos fiscales de ecua-
torianos equivalen al 30 % de su Producto Interno Bruto. Este 
porcentaje es similar al promedio de América Latina (27 %). 
En este marco, el relato de que “debe ser prioridad económi-
ca generar el marco institucional para atraer capital porque 
no hay suficiente inversión” resulta una falacia política; pero 
sobre todo es una mentira histórica. Más prioritario que la 
entrada de capitales para inversión industrial, resulta que no 
exista fuga de capitales (apátridas) nacionales que se invier-
ta en el país. La riqueza concentrada que genera distancias 
indignas es producto de un “colonialismo interno” generado 
por una praxis cultural de las elites económicas históricas y 
de nuevo cuño que se encargan de reproducir la lógica de de-
pendencia que dio origen al capitalismo: el colonialismo. La 
fuga de dinero a paraísos fiscales de la riqueza generada en 
nuestros países es el alimento de reproducción de la lógica 
colonial que sigue más viva que nunca. Bajo esta perspectiva, 
superar el modelo de acumulación desacumuladora implica 
romper con el legado colonial que hizo posible el capitalismo 
y que da cuenta de que la independencia política de los países 
del Sur global fue posible porque estuvo acompañada –y se 
ha perpetuado en el tiempo– de una dependencia histórica 
económicas en donde se despoja internamente para acumu-
lar externamente, siendo útil a la salud del capitalismo de los 
países centrales. En la lógica histórica, debe quedar claro que 
para generar cualquier tipo de transformación social es ne-
cesario en la transición generar mucha acumulación. Frente 
a tal oxímoron de modelo económico que tenemos, es nece-
sario debatir e implementar uno nuevo que genere riqueza 
desconcentrada y que rompa el colonialismo interno de una 
elite económica histórica que se autorreproduce en el tiem-
po; esto mientras se disputa el sentido de la riqueza que debe 
conllevar otros sentidos del valor (en donde incluso la no acu-
mulación sea posible).
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2.	 El problema no es la desigualdad sino las distancias in-
dignas: la sociedad de iguales perfectos no solo que no es 
posible, sino que no es deseable. El problema real son las 
distancias indignas generadas por la concentración de la 
riqueza en menos del 1 % de la población. Desde una pers-
pectiva de justica he sostenido que –en el lado negativo de la 
igualdad– se debe construir sociedades cuyas distancias no 
permitan la generación de procesos de opresión, discrimi-
nación, subordinación, explotación (incluida la de la natu-
raleza) entre seres humanos y entre estos con la naturaleza; 
y, a su vez –en el lado afirmativo de la igualdad (positivo)–, 
conlleva generar las cercanías necesarias para que florezca 
el mutuo reconocimiento y con este la posibilidad de la reci-
procidad, fraternidad y solidaridad. Desde el punto de vista 
de la praxis, tal mirada encierra poner el acento en políticas 
públicas e intervenciones sociales que promuevan un tipo 
de igualdad que rompa con todo tipo de relación de poder: 
capital / trabajo, hombre / mujer, blanco-mestizo / indíge-
na, centro / periferia, nacional / extranjero, ser humano / 
naturaleza. En el ámbito metodológico tal perspectiva debe 
conllevar a que se generen herramientas que permitan eva-
luar cuándo una sociedad tiene distancias indignas, si las 
intervenciones públicas / privadas y sociales están cami-
nando a disminuirlas y si las relaciones sistémicas de los 
procesos económicos y políticos generan o no una democra-
cia igualitaria. Volveremos sobre este punto más adelante 
(ver inciso 11).

3.	 Guaridas fiscales, herencia y meritocracia: es usual señalar 
que América Latina es la región más desigual del mundo e 
inmediatamente asociarlo a la concentración del ingreso. Si 
medimos según ingresos esto no es verdad. La región más des-
igual del mundo es África. El problema estructural es cuando 
se analiza la concentración de activos o patrimonio (riqueza). 



38	

René Ramírez Gallegos

Si bien si medimos por ingresos la desigualdad no es tan gro-
tesca, las distancias obscenas se observan al estudiar la rique-
za en el sendero de acumulación 1/50 y 50/1: mientras el 1 % 
más rico de la población tiene el 50 % de todos los activos de 
la nación, el 50 % de la población más baja de la distribución 
concentra el 1 % del total del patrimonio nacional (ver https://
wid.world/). El problema estructural desde una perspectiva 
histórica es que estas distancias indignas se transmiten de 
generación a generación. Se ha instaurado en las narrativas 
conservadoras que el heredar es un derecho. En este ámbi-
to, el primer punto para discutir es: ¿quién puede ahorrar? 
Bajo las formas de acumulación que viven nuestros países, 
ahorrar es un bien de lujo. En promedio, solo el quintil más 
rico tiene capacidad de ahorrar, en el mejor de los casos. La 
gran mayoría de personas a nivel mundial viven mes a mes 
e incluso día a día. Si pocos ahorran, pocos heredan. Pero de 
los que heredan, una buena parte de ciudadanos heredan 
deudas (como, por ejemplo, el ciudadano promedio que vive 
en Chile o México); mientras que muy pocos heredan activos 
y patrimonios libres de deuda. No solo aquello, la híperacu-
mulación de la riqueza proviene de la híperconcentración 
de la herencia. En este marco, resulta una hipocresía que las 
narrativas liberales hablen de meritocracia sin referirse a las 
dotaciones iniciales y a la redistribución de la herencia. La 
acumulación de la herencia es una de las principales razones 
de por qué la probabilidad de nacer pobre y morir pobre y na-
cer rico y vivir rico es de más del 0,9, como lo señala el Premio 
Nobel Stiglitz. Más allá de las críticas que se pueden hacer al 
concepto de meritocracia, las cuales comparto en su mayo-
ría, se puede señalar que no habrá sociedad meritocrática si 
no existe democratización del patrimonio y los activos desde 
una perspectiva no solo del presente, sino intertemporal, lo 
cual debe estar acompañado con democratización de la tie-
rra, el crédito, la tecnología, la educación de calidad y de la 
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participación en el capital accionario de empresas públicas 
y privadas (con voz y voto). Pero una vez más, la discusión de 
la herencia nos lleva al agujero negro de la desigualdad pan-
tagruélica: las guaridas fiscales. La forma estructural en que 
las oligarquías protegen su herencia es a través de un entra-
mado financiero sofisticado que articula la propiedad de sus 
activos con depósitos en paraísos fiscales. ¡La posibilidad de 
generar sociedades más igualitarias que rompan relaciones 
de poder –en este ámbito– pasa por desestructurar la institu-
cionalidad creada para reproducir la sociedad del privilegio a 
lo largo de los siglos y por los siglos, amén!

4.	 Corrupción privada / pública, lavado de activos y paraísos fis-
cales: todos los caminos parecen conducir a los paraísos fis-
cales. Es usual preocuparse por los procesos de corrupción a 
escala micro, pero sin duda el proceso sistemático de corrup-
ción a gran escala decanta en la ruta del dinero que sistemáti-
camente desemboca en las guaridas fiscales. Estos territorios 
no solo son útiles para no pagar impuestos, sino que sirven 
de espacio para ocultar recursos obtenidos ilícitamente. Se 
debe estudiar la articulación de los bancos privados con los 
carteles del narcotráfico (y afines, como venta de armas, trata 
de blancas, tráfico de órganos, etcétera) en el proceso de “la-
vado de dinero”. Las comisiones de negocios con el Estado, 
como se ha visto en los juicios públicos en diferentes países, 
usualmente han sido reveladas cuando se ha hecho público 
filtraciones como los Panamá Papers o Pandora Papers. Así, 
por ejemplo, los Panamá Papers mostraron que doscientas 
catorce mil compañías opacas o de papel, que no tienen nin-
gún negocio sino solo cuenta bancaria, operan en doscientos 
países, con el contubernio de quinientos bancos y diez políti-
cos, de los cuales doce han sido jefes de Estado de diferentes 
países. A su vez, los Pandora Papers, la mayor filtración de 
secretos financieros de sociedades off-shore (once millones y 
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medio de documentos confidenciales), expusieron a treinta 
y cinco líderes mundiales (presidentes), trescientos treinta 
funcionarios públicos de noventa países y a empresarios que 
figuran en el ranking en Forbes. Algunas de las personas nom-
bradas enfrentan acusaciones hoy en día de corrupción, la-
vado de dinero o evasión fiscal.1 Tales procesos que terminan 
en paraísos fiscales son articulados a través de ciertos bancos 
del sistema financiero global. Si se quiere estudiar la riqueza 
se debe analizar los depósitos en paraísos fiscales, las cuentas 
en sociedades off-shore y los bancos ligados a tales procesos. 
Si se quiere combatir la corrupción de una manera estructu-
ral se deben tomar acciones concretas sobre la posesión de 
recursos de políticos y actores públicos en los mal denomina-
dos paraísos fiscales. Quizá una propuesta pionera de comba-
te a la corrupción y la evasión fiscal fue realizada en Ecuador 
cuando, a través de consulta popular, se decidió que ningún 
político que quiera acceder a cargos públicos por votación 
pueda tener recursos o bienes en estos países.2

5.	 Extractivismo infocognitivo y de recursos naturales: las asi-
metrías en los términos de intercambio y la acumulación por 
desposesión construyen un flujo de apropiación no solo de di-
nero, sino también de recursos físicos. Los países de ingresos 
altos dependen de una larga apropiación de recursos netos 
del Sur global que incluyen: diez mil millones de toneladas de 
materia prima, trescientos setenta y nueve millones de hora 
de trabajo humano, 27,2 EJ de energía, ochocientos millones 
de hectáreas de tierra (Dorninger et al., 2021). Esta apropia-
ción neta no va acompañada de un pago neto de fondos, así 
que el resultado final son superávits positivos en las balanzas 

1  Ver https://www.bbc.com/mundo/noticias-internacional-58779754
2  La pregunta realizada en Ecuador en la consulta popular fue: “¿Está usted de acuerdo 
en que, para desempeñar una dignidad de elección popular o para ser servidor público, se 
establezca como prohibición tener bienes de capital, de cualquier naturaleza, en paraísos 
fiscales?”. El 55,12 % de la población votó por el “sí” y el 44,88 % por el “no”.

https://www.bbc.com/mundo/noticias-internacional-58779754
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comerciales de los países del centro (muchas veces en contu-
bernio con elites intermediarias del capital global). Esto no 
se debe a que los países de ingresos altos sean superiores en 
términos tecnológicos o más productivos. Como señalan Dor-
ninger et al., la diferencia de precios se debe a los desequili-
brios de poder en la economía global que imponen precios 
más altos que los países más pobres. En países primario-ex-
portadores de materia prima, las grandes fortunas están 
asociadas a aquellas empresas y personas naturales ligadas 
al sector petrolero y minero. Estudiar las negociaciones de 
los contratos petroleros y mineros es sin duda fundamental 
para entender cómo se generan distancias indignas y cómo 
se dan procesos de acumulación descomunales. Difícilmente 
se podrán construir sociedades democráticas con distancias 
dignas en economías rentistas basadas en la extracción de 
recursos primarios. No obstante, en la transición al capitalis-
mo cognitivo la valorización del capital no solo está ligada a 
la explotación en la fábrica sino a la autoexplotación laboral 
en los tiempos Netflix de autoconvencimiento de autonomía 
de tiempo y en la alienación que sucede a lo largo de la vida 
cotidiana y por fuera incluso de las horas de trabajo. La acu-
mulación de nuestro tiempo, nuestra información y nuestro 
conocimiento es la gran estrategia rentista de las grandes 
corporaciones tecnológicas como Google, Facebook, Amazon, 
etcétera. El extractivismo infocognitivo es sin duda en el siglo 
XXI una de las piedras angulares de la acumulación concen-
trada y las distancias indignas. Parte de la recuperación de 
la caída de la tasa de ganancia del capital a nivel mundial se 
está realizando a través del rentismo infocognitivo vincula-
do a través de marcos regulatorios novedosos de propiedad 
intelectual, apoyados de nuevas tecnologías que permiten 
capturar rentas ligados al tiempo dedicado a la generación 
de información y conocimiento (incluida la biopiratería y los 
saberes ancestrales).
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6.	 Intermediación económica / financiera (bancaria) y nar-
co-capitalismo: los países primario-exportadores también se 
suelen caracterizar por ser comerciantes de bienes importa-
dos. Una de las fuentes centrales de acumulación de riqueza 
y que es una barrera estructural de generar valor agregado 
en nuestras economías es el rentismo de la intermediación 
tanto de importadores como de exportadores. La mayoría de 
los productos que compra el Estado suelen ser bienes impor-
tados. El análisis de las compras públicas de bienes importa-
dos y el lobby de comerciantes importadores / exportadores 
en los espacios estatales de comercio exterior resulta un es-
pacio que permite entender la acumulación concentrada. A 
su vez, en el lado de los bienes primarios exportados, anali-
zar la cadena de valor poniendo énfasis en la intermediación 
entre los costos de producción y la venta del bien exportado 
(agrícola) permite dilucidar no solo la pobreza de los campe-
sinos (generalmente indígenas en los países andinos, de Cen-
troamérica y de México), sino la acumulación excesiva de los 
empresarios exportadores de bienes agrícolas. Finalmente, 
estudiar la intermediación financiera de los bancos generada 
a través de lobbies en marcos regulatorios, así como sustenta-
dos en mecanismos técnicos y tecnológicos usados en la ge-
neración de ganancias extraordinarias resulta fundamental 
para comprender los procesos de reproducción de las distan-
cias indignas. No obstante, hoy en día estudiar tal interme-
diación no es suficiente. Actualmente, el otro mecanismo de 
recuperación de las ganancias del capital está vinculado al 
rentismo generado en el marco del narco-capitalismo. Desde 
las “vacunas” para poder comerciar (o para simplemente vi-
vir) que se generan a nivel micro hasta la articulación de los 
cárteles de droga con bancos específicos y paraísos fiscales 
es otra de las rutas que permiten ver los procesos de genera-
ción de riqueza concentrada. La violencia que ha crecido en 
la región está articulada no solo con la lucha de los carteles 
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de droga sino también con la lucha al interior de la banca 
por capturar tales depósitos. Seguir la ruta del dinero ilícito 
debe ser parte de la agenda de investigación sobre la riqueza 
concentrada.

7.	 Deuda externa ilegal e ilegítima: la pugna por la búsqueda 
del poder estatal por parte de los representantes de los gru-
pos económicos es para reproducir el rentismo garantizando 
normas e instituciones desde el Estado con tal fin. La forma 
más eficaz de generar concentración está articulada a la eco-
nomía política de la deuda. Este proceso no es de ahora, sino 
que data incluso de los procesos de independencia política 
de nuestros Estados. Cuando se analizan las condiciones de 
los préstamos y sus reestructuraciones a través del proceso 
de compra y venta de bonos, se permite detectar los abusos 
(tanto desde un punto de vista legal como de legitimidad) que 
ha habido en nuestros países en tales procesos. En las audito-
rías de deuda en nuestros países se detectaron abusos como 
altas tasas de interés, comisiones exorbitantes, cláusulas 
abusivas y préstamos otorgados sin la debida autorización 
o sin el cumplimiento de los requisitos legales. Lo descrito 
es parte de la historia de nuestros países. Hoy en día, no es 
fortuito que los Gobiernos neoliberales del último lustro que 
ha vivido la región hayan tenido como práctica usual gene-
rar procesos de endeudamiento masivos que, a través de la 
“bicicleta financiera”, salen hacia el exterior sin ser reinverti-
dos en el país. En estos lares, el establishment estadounidense 
parece considerar a América Latina únicamente en términos 
de acumulación por desposesión: los paquetes de ayuda a 
Macri (presidente de Argentina) en 2018 (USD 57 MM), a Mo-
reno (presidente de Ecuador) en 2019 (USD 4,5 MM) y a Du-
que (rpesidente de Colombia) en 2021 (USD 11 MM) vinieron 
condicionados a medidas de austeridad que desencadenaron 
previsibles explosiones sociales. Dicha deuda no solo genera 
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acumulación en una elite económica, sino que reproduce 
las condiciones para dejar atados de manos a Gobiernos que 
buscan generar diseños populares de redistribución hacia las 
grandes mayorías.

8.	 Democracia privada: procesos electorales y captura de los 
sistemas de justicia: el libro de Julia Cagé (2021), The Price of 
Democracy: How Money Shapes Politics and What to Do About 
It, explora cómo el poder económico influye en la política 
moderna. La autora argumenta que el dinero desequilibra la 
representación cívica y democrática al dar a los ricos una voz 
mucho más fuerte en el proceso político, y esto es evidente en 
la desproporción de las donaciones de los partidos que repre-
sentan a las elites frente al dinero que disponen los partidos 
de izquierda.

	 Cagé argumenta que los sistemas democráticos occidentales 
están en función de los intereses monetarios de los grandes 
financiadores de los partidos políticos; es decir, “quien paga, 
gana”, a lo que añadiríamos, “quien paga, manda”. En este 
marco, se puede hablar de una democracia privada vs. una de-
mocracia pública. Las donaciones privadas sin límite ponen 
no solo en evidencia el contenido programático de los candi-
datos y partidos que son “sponsorizados” por los inversionis-
tas, sino que se apropian de la democracia como bien público. 
Supone el final de los partidos políticos y el triunfo del dinero 
como partido único, señala la autora. En este marco, a través 
de diferentes mecanismos, el pago de la campaña se hace a tra-
vés de diferentes acciones u omisiones particulares: políticas 
públicas, normativas, información privilegiada, sistemas de 
justicia, cargos en puestos estratégicos como empresas públi-
cas o entidades de regulación. Uno de los orígenes de la acu-
mulación concentrada de riqueza o de su perpetuación está 
asociado al vínculo sistemático entre financiamiento, proce-
sos electorales y “pagos” gubernamentales. Son mecanismos 
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que privatizan la democracia, capturan el Estado y generan 
acumulación concentrada de la riqueza. Este es quizá uno de 
los procesos políticos más regresivos en la democracia repre-
sentativa moderna.

	 La privatización de la democracia tiene que ver también con 
la cooptación de los sistemas de justicia. Si se analizan los ciu-
dadanos que pertenecen al 1 % más rico de la población, no 
es difícil encontrar los casos en que estos han ganado juicios 
al Estado. Estudiar los juicios de los multimillonarios de la 
región que tienen contra el Estado sin duda develaría la eco-
nomía política de la injusticia en países que el equilibrio de po-
deres debe estar centrado en la separación entre los poderes 
económicos y el Estado y no exclusivamente –como dicen los 
liberales– entre poderes del Estado.

9.	 Sobre el valor: narrativas y temporalidad de las políticas fis-
cales regresivas de la riqueza:3 en las líneas que anteceden he 
abogado por la búsqueda de una igualdad que rompa con las 
relaciones de poder. Esto implica usualmente concentrarse en 
el lado de la distribución más que en el de la re-distribución; es 
decir, en que la igualdad se consiga mientras se genera rique-
za (ex ante) y no después (ex post). Las políticas redistributivas 
generalmente producen mayor igualdad, pero no necesaria-
mente generan mayor simetría en la distribución del poder. 
En el extremo, podríamos decir que, si hay una justa distribu-
ción en el mismo proceso productivo, no sería necesario redis-
tribuir el ingreso a través de impuestos. De hecho, el sistema 
tributario juega un papel fundamental en la constitución del 
sistema capitalista. No obstante, más allá de su dimensión 
instrumental, la política fiscal está vinculada a los objetivos 
colectivos, a la ideología, a los valores, o al poder político. Así, 

3  Para analizar detalladamente el argumento planteado en este inciso ver: Ramírez y 
Albertone (2022).
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una baja carga fiscal traduce un contrato social mínimo, y la 
regresividad fiscal establece de su lado una tolerancia de la 
injusticia distributiva donde los que menos tienen más contri-
buyen. A la luz de lo señalado por la mirada clásica, se podría 
sostener que los regímenes de bienestar en realidad se ajus-
tan más a regímenes de (des)igualdad en tanto son los marcos 
regulatorios (formales e informales) que estructuran el pacto 
de convivencia. Incluso, podríamos señalar que la cultura ren-
tista latinoamericana es base estructurante –por acción u por 
omisión– de políticas fiscales regresivas. En este sentido, el Es-
tado periférico latinoamericano, donde la carga fiscal es baja 
y sumamente regresiva, prefigura en cierta medida el Estado 
neoliberal antes que este existiera (Palma, 2019).

	 En este escenario, si bien en sociedades con dotaciones inicia-
les tan desiguales es fundamental tener políticas progresivas 
en la redistribución del ingreso y del patrimonio, es necesa-
rio llamar la atención sobre la construcción de narrativas que 
construyen el sentido del valor, así como sobre las no acciones 
estructurales que generan acumulación concentrada y dis-
tancias indignas. Sin proponer una definición de la frontera 
productivo / improductivo, ciertos grupos de poder económi-
co lograron elaborar una nueva narrativa que se puede resu-
mir de la siguiente manera: “soy un miembro particularmente 
productivo de la economía, mis actividades crean riqueza, 
asumo grandes ‘riesgos’, y por lo tanto merezco un ingreso 
más alto que la gente que simplemente se benefician de las 
repercusiones de esta actividad” (Mazzucato, 2018, p. 13). Este 
imaginario se complementa con un corolario importante: si la 
sociedad quiere seguir con la progresión de su condición ma-
terial, tiene que dejar el espacio (fiscal) para que los que crean 
valor sigan creando valor. En otras palabras, es necesario re-
ducir la fiscalidad sobre el capital; y los trabajadores con alto 
“capital humano” deben tener las mayores remuneraciones 
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para liberar las fuerzas productivas. De esta forma se gene-
ra una fiscalidad regresiva en el propio modo de producción. 
Aquí una línea clara de investigación histórica y de semiótica 
de la riqueza.

	 Ahora bien, la política fiscal también tiene su temporalidad. 
Como se discutió antes, la política fiscal es un instrumento 
que afecta las capacidades, las preferencias interpersonales 
o la visión colectiva. Las políticas regresivas, al concentrar la 
riqueza económica en una sociedad híperconcentrada, legiti-
man la conservación del presente o la no esperanza en el cam-
bio futuro. Así, el instrumento fiscal es un regulador del ritmo 
de las sociedades. Desde esta mirada, la fiscalidad es también 
un elemento clave de las estrategias ecológicas porque des-
plaza la necesidad de aceleración de las sociedades. Es parte 
de una solución para aliviar la dependencia del trabajo por la 
creación de una escasez monetaria artificial que lleva a esta si-
tuación paradójica en la cual los trabajadores venden su vida 
(tiempo) a cambio de dinero para luego comprar tiempo para 
la vida (en forma de bienes y servicios) (Ramírez, 2019, p. 111). 
Una distribución más igualitaria de la riqueza, anteponiendo 
el valor del tiempo sobre el dinero, permitiría repensar la ética 
capitalista de trabajar más hoy para disfrutar la vida buena 
mañana. Así, el debate sobre la temporalidad de las políticas 
fiscales puede resultar un medium importante para abrir ca-
minos hacia realizaciones de vidas orientadas hacia un tiem-
po bien vivido (Ramírez et al., 2020; Ramírez, 2019). Esto nos 
lleva a una ruptura epistemológica: ¿qué entendemos por ri-
queza? ¿Qué entendemos por valor y cómo lo construimos?

10.	Sobre la política redistributiva del progresismo: adiós a Rawls 
o sobre la “trampa de primero los pobres”. Se puede argumen-
tar que las políticas neoliberales se encuentran en declive he-
gemónico; dominan y sobreviven sin convencer. No obstante, 
en aproximadamente estos últimos veinte años ha existido un 
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consenso tanto en la izquierda como en la derecha, a saber: 
primero los pobres.

	 Sin duda la reducción de la pobreza es un imperativo ético. Sin 
embargo, priorizar la atención en los más pobres (generalmen-
te desde lo social por fuera de lo económico) entraña proble-
mas que imposibilitan –en el mediano y largo plazo– cambios 
estructurales si no se toma en cuenta el resto de la sociedad. 
Muchos de los Gobiernos progresistas buscaron centrar su ac-
ción en el principio de maximin (maximizar el bienestar de los 
más pobres de la sociedad), olvidándose o poniendo poca aten-
ción en el resto de la distribución poblacional (Ramírez, 2024). 
Si se quiere avanzar en procesos de igualdad emancipadora 
se debe matar a Rawls y su principio de justicia como equidad 
de maximización de los mínimos. El principio de “primero los 
pobres” entraña trampas que han terminado reproduciendo 
la estructura social injusta ad infinitum e incluso en ciertos 
casos la vuelve más desigualitaria. Las políticas pro-pobres lo 
que han hecho –en general– es perpetuar la pobreza. Sin ser 
todas, quisiera enumerar tres trampas que se generan alrede-
dor del principio de equidad que justifica la desigualdad si este 
maximiza los mínimos de los indigentes.4

	 Trampa 1. Adiós al trabajador, bienvenido el pobre: antes del 
neoliberalismo, la principal cuestión social estaba centrada 
en el trabajador, en el marco de la búsqueda de los procesos de 
industrialización. En los noventa, se dio un proceso de trans-
mutación de las problematizaciones sobre la cuestión social 
en donde el pobre suplantó la centralidad del trabajador. Esto 
implicó un cambio en la agencia del ciudadano en donde este 
podría ser autor de su propio bienestar a través del trabajo y 
la acción colectiva en los sindicatos a un paradigma que era 

4  Para un análisis de todas las trampas ver, Ramírez (2024) Quien parte y reparte, ¿se 
queda con la mejor parte? Las derechas y las izquierdas en la distribución del pastel en 
América Latina, 2000-2020, Buenos Aires, IPET.
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receptor de caridad a través de política pública asistencial. Se 
abandonaron con ello los debates y las políticas sobre cambio 
productivo, se buscó eliminar la acción colectiva sindical y se 
puso en la mesa del debate público la política social separando 
deliberadamente de los procesos económicos y productivos. 
El hecho social relevante es el relegamiento del trabajo-valor. 
Una bienvenida al trabajo no emancipador, indigno a lo social 
y humano.5 ¡Adiós trabajador, bienvenido el pobre!

	 Trampa 2. Puede existir reducción de pobreza sin cambios en 
la estructura socioeconómica, y con profundización de las 
desigualdades indignas: si bien la región durante casi una 
década del nuevo milenio vio disminuir la desigualdad, una 
buena parte de los países que la conforman evidenció una 
inmovilidad estructural en la distribución del ingreso y la 
riqueza en los últimos veinte años. No solo aquello, del total 
de Gobiernos que redujo la pobreza durante las dos primeras 
décadas de siglo XXI, el 40 % también vio incrementar la par-
ticipación del 1 % más alto de la distribución de ingresos. Para 
muestra un botón: Alan García (2006-2011), quien redujo la po-
breza en dieciocho puntos porcentuales, también incrementó 
la participación del 1 % más alto de la distribución. No está 
de más decir que al finalizar su período de gobierno en Perú 
(2011), el 1 % más alto de la distribución tenía 26 % del total del 
ingreso nacional neto [INN] y 41 % del patrimonio de la na-
ción, en tanto que el 50 % más bajo de la distribución tenía el 
9 % del ingreso y 1 % de la riqueza del país, respectivamente. Se 
redujo la pobreza profundizando incluso las distancias indig-
nas preexistentes. En la otra vereda ideológica, José Mujica en 
su período de gobierno 2010-2015 redujo pobreza, pero tam-
bién aumentó la participación del 10 % más alto de la distri-
bución y marginalmente la del 1 % superior. De hecho, incluso 

5  Para un análisis sobre esta temática ver Andreoni, Chang, 2017.
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la evidencia demuestra que frecuentemente puede haber re-
ducción de la pobreza sin modificación de la participación en 
el ingreso o en la riqueza del 50 % inferior de la distribución. 
En otras palabras, el hecho de que se reduzca la pobreza en 
términos relativos no viene de la mano necesariamente con 
que aumente la porción del pastel que reciben las clases popu-
lares que se encuentran en la mitad inferior de la distribución. 
De esta manera, la evidencia demuestra que frecuentemente 
Gobiernos que realmente apostaron por “primero los pobres” 
no necesariamente cambiaron la distribución estructural del 
pastel y tampoco disminuyeron distancias indignas previa-
mente existente, porque los otros estratos sociales también 
mejoraron y en muchos casos a mayor velocidad que las clases 
más pobres o clases populares. No se quiere decir con esto que 
no deba existir acumulación. Pero la acumulación en la región 
de la elite económica es grotesca. En países como Finlandia, 
Islandia o Noruega el 1 % más alto de la distribución tienen el 
10,8 %, 8,7 % y 8,8 % del ingreso nacional neto, respectivamen-
te. La transición necesita una acumulación desconcentrada. 
Es necesario tener en cuenta que, en términos operativos, las 
líneas de pobreza son tan bajas que incluso superarlas man-
tiene en estado de vulnerabilidad de la población pobre. No 
es fortuito que incluso en los países que tuvieron amplias re-
ducciones de la pobreza, el shock de los últimos años los haya 
hecho regresar a su estado inicial de pobre. Dicha situación se 
debe, entre otras razones, a que muy pocos Gobiernos acom-
pañaron la reducción de la pobreza con una distribución 
significativa de riqueza (patrimonio) y poniendo énfasis en 
una igualdad antes de impuestos que democratice poder. Así, 
“primero los pobres” suele terminar siendo una distribución 
de mínimos (migajas) para los más carentes de la sociedad. 
Es claro que es mejor proyecto “maximizar los mínimos” que 
aumentar el privilegio de los estratos altos, disminuyendo la 
participación de las grandes mayorías; pero es claro también 



	 51

Prólogo

que dista de ser un proyecto que busque democratizar el poder 
y transformar la sociedad estructuralmente.

	 Trampa 3. El desmantelamiento de lo público, el valor de cam-
bio de los derechos y acumulación por privatización de lo so-
cial: el discurso maximin de “primero los pobres” fue parte de 
la narrativa del neoliberalismo, construida a través del con-
cepto de equidad, que permitió abandonar las políticas uni-
versales y plantear políticas sociales focalizadas, desmantelar 
lo público y empezar los procesos de privatización de los servi-
cios sociales y, por cierto, en nombre de la eficiencia financie-
ra. Como parte del imaginario, lo universal del derecho quedó 
focalizado hacia los pobres, porque los que tenían poder ad-
quisitivo debían comprar el derecho en el ámbito privado. Lo 
social se privatizaba y generaba acumulaciones concentradas; 
lo cual venía acompañado paralelamente de procesos de pri-
vatización de sectores estratégicos (energía, salud, seguridad 
social, educación, etcétera) y desmantelamiento de la banca 
de desarrollo. Entender la riqueza concentrada es entender 
los procesos de desmantelamiento del Estado, la privatización 
de lo social, de los sectores estratégicos y de la banca pública. 
Al quedar lo público para los pobres, la posibilidad de levantar 
la voz –diría Hirschman– disminuye a su mínima expresión, 
razón por la cual hubo un deterioro sistemático de la oferta 
de servicios sociales públicos de calidad. La pobreza como 
cuestión social vino acompañada de dilapidar lo público, y, 
con ello, la posibilidad de construir sociedades integradas. Así, 
la desigualdad incrementó no solo por los procesos de priva-
tización de facto que se dieron, sino porque el deterioro de lo 
público funcionó como multiplicador subjetivo de defensa de 
las desigualdades. Paralelamente, la política hegemónica fue 
la instauración de transferencias monetarias condicionadas. 
A través de una suerte de valor de cambio de los derechos, la 
política social buscaba cambiar comportamientos a través de 
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dinero para incentivar que las madres lleven a sus hijxs a la 
escuela o a los servicios de salud vía condicionamiento de la 
transferencia. Esta lógica venía de la mano de una suerte de 
estigma al pobre y a los servicios públicos, que acompañada 
del silencio en los debates de política productiva industrial 
generaban un ciclo perverso de inmovilidad social y de repro-
ducción de la pobreza. Así, la métrica del mérito, principal in-
termediador narrativo, se agota como mito en una sociedad 
que al solo ver el extremo inferior de la curva no termina por 
interpelar públicamente la grotesca e indigna acumulación 
del 1 % de la población frente a lo que tienen las clases popula-
res. Es este mismo 1 % que se apalanca en el discurso del éxito 
/ mérito para justificar su privilegio y con ello matar la posibi-
lidad de movilidad social tanto ascendente como descenden-
te. No es fortuito que en el debate público de los últimos años 
haya adquirido relevancia la defensa del mérito de la herencia 
para justificar dotaciones iniciales excesivamente concentra-
das que generan distancias indignas con mínima probabili-
dad de ser trastocadas.

11.	 Distribución primaria del ingreso, líneas de riqueza (inciden-
cia), Ratio de Redistribución Antidemocrática [RRA] y partici-
pación en la distribución de la riqueza de toda la población: 
el neoliberalismo creó un arsenal metodológico que permitió 
construir narrativas que sustentaban el principio filosófico de 
la “equidad como justicia” de Rawls y que dio paso a la hege-
monía moral de “primero los pobres”. La pobretología se con-
virtió en una “ciencia” para la cual había muy pocos técnicos 
con conocimientos para analizar el fenómeno. Los cálculos 
del coeficiente de Engel, la incidencia de la pobreza, la brecha 
y severidad de la pobreza, las líneas y los mapas de pobreza, 
etcétera, constituyen hasta ahora tecnologías de análisis que 
son los lentes a través del cual se sustenta la política social. 
Estos lentes, permiten contar pobres, pero no permiten ver las 
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distancias indignas. En efecto, mientras se analiza la evolución 
de la pobreza, incluso en el mejor de los casos su reducción, 
paralelamente sucedía en muchos países (incluso en períodos 
presidenciales de los denominados Gobiernos progresistas) el 
incremento de la acumulación concentrada del ingreso o de la 
riqueza. Así, la reducción de la pobreza podía coexistir con el 
incremento de la distribución primaria del ingreso (Ramírez, 
2022). Por un lado, cambiar la mirada implica construir herra-
mientas de análisis que permitan capturar lo que sucede en la 
concentración de la riqueza y el ingreso de toda la población. 
En este sentido, implica construir líneas de riqueza (y no de 
pobreza) y conocer el porcentaje de incidencia de la misma a 
lo largo del tiempo. Significa que se dé un debate público sobre 
la evolución de las distancias indignas, si estas aumentan o 
disminuyen. Para aquello se pueden utilizar, entre otras me-
todologías, las líneas de riqueza, por ejemplo, medida como el 
límite de la distribución de más altos ingresos con el cual se 
podría superar la pobreza del país. Así, por ejemplo, en el caso 
de Ecuador6 (Ramírez, 2012) o Argentina (OCEPP, 2020),7 se 
puede constatar que con menos del 4 % del ingreso / consumo 
de los más adinerados / ricos de la población se podría superar 
la pobreza de toda la población. Es evidente que, si tal porcen-
taje disminuye, las distancias indignas están aumentando. He 
propuesto también el indicador Ratio de Redistribución An-
tidemocrática [RRA]. Esta ratio compara la participación del 
1 % versus la del 50 %. Incrementar la concentración del 1 % 
más rico de un país suele implicar aumentar el poder de los 
grupos económicos de facto (elite) y disminuir el grado de au-
tonomía estatal. Por otro lado, aumentar la participación del 

6  En el caso de Ecuador, la incidencia de la riqueza en el 2008 era del 2,1  % (Ver 
Ramírez y Burbano, 2012).
7  “Los resultados muestran que, si se redistribuyera el 28 % del Ingreso Total Familiar 
del 1,4 % de la población más rica, se eliminaría la pobreza medida por ingresos sin 
modificar significativamente la situación de los “ricos” (OCEPP, 2020, p. 2).
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50 % más bajo de la distribución implica incrementar el poder 
de las clases populares. La RRA permite ver en qué medida se 
da un cierre o no de brechas entre la acumulación concentra-
da del 1 % de la población que ostenta el poder de facto (que 
ya es grotesca en su dotación inicial) y la participación en la 
riqueza de las grandes mayorías populares (la cual es ínfima). 
La redistribución es antidemocrática si se observa que crece la 
participación del 1 % y esta viene acompañada de una menor 
participación del 50 % más pobre de la población. Un mínimo 
consenso de los países para romper las desigualdades indig-
nas es que la evaluación del RRA sea menor que 0 (o que cami-
ne hacia ser menor a 0); esto quiere decir, que el 1 % más rico 
no tenga más que el 50 % más bajo de la distribución. Solo la 
enunciación de tal aseveración ya parece indigna, pero duran-
te las dos décadas del nuevo milenio ningún país de la región 
tenía en promedio un RRA inferior a 1 en América Latina.8 No 
solo aquello, en los últimos 6 años se observa un incremento 
promedio de la RRA en el continente Latinoamericano (Ra-
mírez, 2012), lo que quiere decir que la distribución de la ri-
queza y el ingreso tiende a ser antidemocrática en la tercera 
década del siglo XXI.

	 A su vez, si se quiere construir una igualdad que rompa las 
relaciones de poder es necesario sistemáticamente observar 
cómo evoluciona la distribución primaria del ingreso, es decir, 
la relación entre la participación de los capitalistas y los traba-
jadores. Existen países que pueden haber disminuido la par-
ticipación del 1 % o del 10 % más alto de la distribución, pero 
incrementando la participación de los capitalistas o en su de-
fecto reduciendo la participación salarial de los trabajadores. 

8  De una muestra de cuarenta y seis gobiernos analizados durante los últimos 
veinte años en la región, únicamente en las presidencias de Rafael Correa, Cristina 
Fernández, Raúl Castro y José Mujica se consiguió un RRA menor a 1 (ver Ramírez, 
2024).
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En estos casos se podría señalar que se redujo la desigualdad 
sin romper las asimetrías de poder. En este marco, observar 
una igualdad democratizante implica estudiar si las brechas 
salariales capitalista / trabajador, hombre / mujer, nativo 
/ migrante, no indígena / indígena, entre otros, disminuye. 
La construcción de una democracia plena implica construir 
una sociedad que rompa sus distancias indignas mientras 
construye una igualdad que quiebre las asimetrías de poder 
estructurales.

A manera de cierre: pobreza / desigualdad o desigualdad / 
pobreza: el orden de los factores sí altera el producto

Si bien públicamente se ha construido la narrativa según la cual el 
eje central de la discusión social debe ser la pobreza, lo que hemos in-
tentado sugerir en este prólogo es que tal mirada construye un cierto 
tipo de sociedad que, si bien es acorde con la máxima de “primero 
los pobres”, no rompe con las estructuras de dominación, explota-
ción y discriminación que atentan a la democracia y a la convivencia 
social. En tal virtud, si la pobreza no es la “cuestión social”, sostene-
mos que el problema es el empobrecimiento, que es generado por 
una economía política del enriquecimiento híperconcentrado que 
caracteriza a nuestras sociedades. En ese marco, debe ser centro del 
debate de la cuestión social la economía política de la construcción 
de distancias dignas y acumulación desconcentrada, que rompan las 
relaciones de poder históricas que han existido en nuestras socieda-
des y que se reproducen en el modo de acumulación imperante (que 
incluye tomar a la naturaleza de forma pasiva como objeto de ex-
tracción), en las relaciones sociales y en sus prácticas culturales. Si la 
prioridad es la pobreza, la construcción de una democracia igualita-
ria y de una igualdad democrática no puede ser construida sin tomar 
en cuenta las distancias sociales producto de relaciones de poder 
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asimétricas históricamente construidas. La evidencia histórica del 
neoliberalismo lo ha demostrado. El producto social de la pobreto-
logía fueron sociedades con riqueza concentrada, distancias indig-
nas y poco democráticas (siendo benevolentes). Si se quiere superar 
la pobreza, la cuestión social debe ser la construcción de distancias 
dignas democráticas; es decir, la igualdad que rompe las relaciones 
de poder y construye sociedades en donde las distancias no sean lo 
suficientemente tan grandes como para generar opresión y sean lo 
suficientemente cortas como para generar posibilidad de reciproci-
dad y mutuo reconocimiento. Debe quedar claro en este marco, que 
no es lo mismo que se intervenga primero en los pobres y después se 
busque reducir las desigualdades; a que se busquen construir distan-
cias dignas democratizantes y democratizadoras con acumulación 
desconcentrada; en donde, en el mismo proceso que se genera rique-
za, se empodera a las clases populares y se construye ciudadanía. Es 
claro que, en este caso, ¡el orden de los factores sí altera el producto!

Cordillera de los Andes, 21 de abril 2022.
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El postergado fortalecimiento integral  
de la imposición sobre la riqueza
y la propiedad en América Latina
Debilidades persistentes y nuevas oportunidades

Juan Pablo Jiménez, Fernando Lorenzo, 
James Mahon y Gustavo Viñales

Introducción

Luego de un largo periodo de ausencia en el debate público, duran-
te los últimos años se ha asistido a un renovado interés académico 
y político por el análisis de la concentración de la riqueza a escala 
global y regional. Este debate adquiere particular relevancia en 
América Latina, ya que es la región que históricamente se ha carac-
terizado por los más altos niveles de desigualdad del ingreso y la 
riqueza, donde resalta la alta concentración de la riqueza en pocas 
regiones y en pocas familias, donde de acuerdo con la información 
del World Inequality Database [WID], el 1 % más rico de la población 
de América Latina tenía una participación del 31,7 % en 2019 en el 
ingreso nacional total, así como concentra alrededor del 46 % de la 
riqueza, proceso que se ha intensificado en los últimos años como 
consecuencia de la crisis por la pandemia. Esta cifra es superior al 
promedio mundial que es del 38 %, y también a lo registrado para 
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otras regiones del mundo, como la Unión Europea (24 %), Asia (36 %) 
o el África subsahariana (37 %).

Este debate se desarrolla en un contexto signado por la elabora-
ción y la difusión de un variado conjunto de indicadores que apor-
tan nuevas mediciones de la riqueza y el patrimonio, permitiendo 
visibilizar mejor la magnitud que ha alcanzado la concentración de 
la riqueza personal y, asimismo, han servido para evaluar las dificul-
tades para medirla de manera consistente.

Más allá de estos avances recientes, las mediciones de la riqueza 
y desigualdad han derivado en una complejidad relevante para el es-
tudio y la toma de decisiones relacionada con la política económica 
de los países. Esto se debe a que, si bien estas nuevas estimaciones 
sirvieron para dar ideas de magnitud de la concentración de la rique-
za, su utilización en la evaluación de políticas públicas es limitada 
ya que la producción de estadísticas e información sobre la riqueza 
y su concentración carece de la actualización y sistematización con 
la que, por ejemplo, sí cuentan las mediciones del Producto Interno 
Bruto (Saez y Zucman, 2020).

Adicionalmente, vale advertir que las comparaciones de los re-
sultados de estos estudios se ven obstaculizadas por una serie de 
diferencias metodológicas y por dificultades de comparación de sus 
diferentes fuentes y metodologías, por lo que solo se logra delinear 
un panorama incompleto y poco adecuado, para el diseño de políti-
cas públicas.

La debilidad de las fuentes de información sobre la concentra-
ción de la riqueza se expresa a través de la ausencia de registros co-
herentes acerca de la estructura de propiedad de las empresas y de 
los activos inmobiliarios, lo que agrava la virtual ausencia en los sis-
temas impositivos latinoamericanos de instrumentos que graven de 
manera efectiva los altos ingresos y las manifestaciones de riqueza 
extrema, fuente fundamental del débil impacto distributivo que pre-
sentan las estructuras fiscales vigentes en la región.

Dos razones de importancia surgen para revisar la relación entre 
la concentración de la riqueza y el sistema tributario en países: por 
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un lado, el posible rol de la tributación en la reproducción y alta con-
centración de la riqueza; por el otro, el potencial, tanto recaudatorio 
como de legitimidad tributaria, que significa gravar de forma ade-
cuada a los más ricos (Jiménez y Solimano, 2012).

El problema es que mientras una extensa literatura estima la 
elasticidad de la oferta de trabajo, los ingresos imponibles y el im-
pacto de los impuestos a la renta sobre la concentración del ingreso 
(Zucman et al., 2020), se sabe mucho menos sobre cómo los impues-
tos directos afectan la concentración de capital.

La falta de evidencia hace que sea difícil evaluar la mejor manera 
de gravar la riqueza de los hogares, una propuesta que ha ganado 
interés en los últimos años, tanto en términos conceptuales (Piketty 
2014), como en popularidad, a través de nueva evidencia de la cre-
ciente desigualdad de riqueza (Saez y Zucman, 2016).

En este contexto, en los últimos años se ha llevado adelante un 
debate acerca de cómo fortalecer los impuestos sobre las diferen-
tes manifestaciones de riqueza, enfocado principalmente en la 
introducción de impuestos sobre la riqueza (activos mobiliarios e 
inmobiliarios) o el patrimonio neto. No obstante, las estimaciones 
de recaudación potencial de los impuestos a la propiedad son bajas, 
o por lo menos decepcionantes, cuando se compara con el nivel de 
concentración de la riqueza y la propiedad en América Latina.

Aparte de la falta de buenas mediciones que permitan una esti-
mación adecuada de la recaudación potencial de estos tributos, uno 
de los motivos principales de este débil impacto se explica especial-
mente porque en América Latina la reproducción de la riqueza no 
se da solo por una baja tributación sobre los patrimonios (stock) sino 
principalmente por las debilidades de la tributación sobre los ingre-
sos (flujo) sesgado a los ingresos salariales. En América Latina, los 
más ricos no han tenido cargas tributarias acordes a su nivel de ri-
queza y los impuestos directos, tanto sobre los ingresos como sobre 
la propiedad, han sido, tradicionalmente, poco importantes.

Es por ello que, para atender la creciente concentración del in-
greso y la riqueza en la región, en este capítulo se sugiere no solo 
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fortalecer las mediciones y estimaciones de patrimonio e ingreso, 
también revisar de manera integrada la imposición a la propiedad 
más la necesidad de emprender iniciativas que amplíen la base im-
ponible del impuesto a la renta.

El objetivo de este capítulo entonces es resaltar los vínculos entre 
la concentración de la riqueza y los ingresos, con la débil imposición 
directa en América Latina, así como también proponer iniciativas 
que permitan evaluar de manera adecuada este vínculo, junto con 
algunos lineamientos de reforma sobre la tributación a los ingresos 
y a los patrimonios, que permitan atender de manera efectiva la alta 
concentración de ingreso y riqueza.

Desarrollos recientes en la medición de la riqueza  
y el irresistible ascenso de la imposición a la propiedad

El interés por la imposición sobre la propiedad ha crecido en el con-
texto de las crisis recientes y eventos extremos, cuyas repercusiones 
han impactado de manera inédita sobre los niveles de actividad y el 
empleo, provocando un aumento considerable en la incidencia de la 
pobreza, junto a un agravamiento de los indicadores distributivos. El 
esfuerzo fiscal sin precedentes implementado para hacer frente a la 
emergencia sanitaria y las urgencias derivadas del conflicto bélico 
en Europa del este ha conectado el debate académico y conceptual 
con las urgencias por generar recursos genuinos para financiar los 
crecientes déficits públicos, así como también, distribuir de manera 
más equitativa los costos fiscales de las crisis múltiples.

Avances en la medición de la riqueza y el ingreso

Existe un consenso generalizado, surgido en particular a partir 
del informe de 2009 de la Comisión de Medición del Desempeño 
Económico y del Progreso Social (Stiglitz et al., 2009) respecto a 
que las mediciones del PIB son insuficientes para dar cuenta del 
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bienestar económico de los hogares. En la búsqueda de medidas al-
ternativas, gran parte de la atención se ha centrado en la medición 
de la renta de los hogares y el perfeccionamiento de las estimaciones 
de desigualdad de los ingresos y la riqueza.

Para hacer comparaciones significativas de la desigualdad de la 
riqueza entre países y a lo largo del tiempo, es fundamental adoptar 
una definición consistente de riqueza. Siguiendo la definición codifi-
cada en el Sistema de Cuentas Nacionales (ONU, 2009), el patrimonio 
neto de los hogares incluye todos los activos no financieros (bienes 
inmuebles, terrenos, edificios) y los activos financieros (acciones, 
bonos, depósitos bancarios, seguros de vida, fondos de pensiones), 
sobre los cuales las personas pueden hacer valer los derechos de pro-
piedad real.

La medición de la riqueza importa principalmente porque per-
mite aproximarse a los factores estructurales que inciden en la re-
producción de la desigualdad en el tiempo. La tenencia de riqueza 
depende, en parte, de la estructura social, puesto que las posiciones 
de afluencia tienden a heredarse de una generación a otra. La rique-
za es menos sensible a las modificaciones en el mercado laboral que 
el ingreso y presenta una mayor permanencia en el tiempo (CEPAL, 
2022).

Existe un consenso en los estudios sobre la desigualdad y desa-
rrollo social y económico, en que la alta concentración de la riqueza 
tiene un efecto negativo en el crecimiento económico de los países 
(Bagchi y Svejnar, 2013; Brueckner y Lederman, 2018; Davies et al., 
2008; Morck et al., 2000); en la sospecha y desconfianza ciudadana 
en las elites y en las instituciones (Bagchi y Svejnar, 2013; Freund y 
Oliver, 2016); así como en las prácticas democráticas que adoptan los 
países (Islam, 2018; Sałach y Brzeziński, 2019).

Estudios recientes han indagado en las desigualdades que se pro-
ducen entre regiones dentro de un mismo país, producto de la con-
centración de la riqueza, específicamente aquella relacionada con 
los recursos naturales, tal y como se ha demostrado para el caso de 
los países de América Latina (Brosio et al., 2018; Lessmann y Seidel, 
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2017; Muñoz et al., 2017). Aunado a esto, es importante resaltar que 
se ha desarrollado evidencia reciente que indaga en la relación que 
existe entre la desigualdad y la reducción de las emisiones de carbo-
no y la mejora en la calidad del medio ambiente, a grandes rasgos, 
esta evidencia apunta a que la reducción de la concentración de la 
riqueza puede conducir a mejoras medioambientales (Hailemariam 
et al., 2020).

El interés en la distribución de la riqueza de los hogares se ha 
sumado a la creciente disponibilidad de datos sobre desigualdad en 
la riqueza, incluyendo la Base de Datos de Distribución de Riqueza 
[WDD] de la OCDE (Balestra y Tonkin, 2018).1 Otras fuentes interna-
cionales proporcionan información sobre la desigualdad de la ri-
queza en una serie de países, pertenecientes y no pertenecientes a 
la OCDE. Estos incluyen el Credit Suisse Global Wealth Report and 
Databook (Davies, Lluberas y Shorrocks, 2017) y la Base de Datos 
Mundial de Riqueza e Ingresos (World Inequality Database) utiliza-
da para el Informe mundial sobre la desigualdad 2018 (Alvaredo et 
al., 2017). En conjunto, estos estudios comienzan a proporcionar una 
imagen más completa de la distribución de la riqueza en el mundo, 
aunque cabe advertir que las comparaciones de los resultados de es-
tos estudios pueden verse obstaculizadas por una serie de diferen-
cias metodológicas.

Una fuente potencial de desigualdad, que resulta relevante desde 
el punto de vista del bienestar personal, está relacionada con los me-
canismos de transmisión de la riqueza. La evidencia al respecto es es-
casa, aunque estudios recientes sugieren que cada año se transfieren 
grandes cantidades de riqueza a través del mecanismo de herencias 
y sucesiones (OECD, 2021). El flujo anual de herencias se estimó entre 
el 8 % y el 15 % de la Renta Nacional Bruta [RNB] en algunos países 
europeos (Piketty y Zucman, 2014).

1	 El WDD se puso en marcha en 2015 y ahora abarca veintiocho países de la OCDE, lo 
que demuestra información sobre los activos de los hogares, la deuda y las herencias, 
sobre la base de las definiciones y convenios de medición recogidos en las Directrices 
de la OCDE de 2013 sobre microestadísticas sobre la riqueza de los hogares.
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Un importante cuestionamiento que se realiza a los estudios dis-
tributivos tradicionales refiere a que los mismos prestan atención a 
la medición de la concentración del ingreso, omitiendo considerar el 
papel que juega la desigualdad en la distribución de la riqueza para 
dar cuenta de los niveles de bienestar de las personas. La razón por 
la que la mayor parte de los análisis empíricos sobre equidad distri-
butiva recurren a este tipo de abordaje, es porque los ingresos mo-
netarios son relevados usualmente por las encuestas de hogares. Sin 
embargo, estudios recientes comparan indicadores de desigualdad 
del ingreso y de la riqueza, y muestran que la riqueza se distribuye en 
forma más inequitativa que el ingreso, tanto en el mundo como en la 
región (IMF, 2014; CEPAL, 2019).

La riqueza permite a las personas suavizar el consumo a lo lar-
go del tiempo y protegerlo de cambios inesperados en los ingresos. 
Los hogares con reservas de riqueza pueden beneficiarse de flujos de 
ingresos de capital que permiten sustentar un mayor nivel de vida 
material. Si bien cierta riqueza se mantiene en activos que no se con-
vierten fácilmente en dinero, la existencia misma de acumulaciones 
patrimoniales amplía las posibilidades de suavizar el consumo a lo 
largo del ciclo de vida de las personas, en la medida en que permiten 
pedir prestado para financiar gastos, apoyándose en ese colateral. 
Además, la inequidad en la distribución de la riqueza puede aumen-
tar la vulnerabilidad económica y traducirse en pérdidas de opor-
tunidades, en reducciones a la movilidad social y en desigualdades 
políticas (véanse, Hills, 2017; Piketty, 2014; Stiglitz, 2012).

El marco conceptual

Durante décadas, desde la teoría de la imposición óptima se cues-
tionó que los impuestos sobre la riqueza sean un instrumento ade-
cuado en un sistema tributario. La perspectiva dominante establecía 
dudas conceptuales acerca de la conveniencia de gravar la acumu-
lación de riqueza y, en caso de hacerlo, en qué criterios debían ba-
sarse la definición de la base imponible y las alícuotas aplicadas. En 
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el transcurso de los últimos años, se ha desarrollado una creciente 
literatura que ha comenzado a incorporar supuestos más realistas 
sobre el funcionamiento de los mercados laborales en los modelos 
tradicionales sobre política fiscal óptima (Scheuer y Slemrod, 2021).

Esta línea de investigación se ha centrado en el diseño óptimo 
de los impuestos sobre la renta del trabajo en modelos estáticos que 
capturan las tendencias recientes en la clasificación ocupacional y 
la desigualdad salarial. Debido a que una creciente concentración de 
las ganancias puede afectar, a través del ahorro, el grado de desigual-
dad de la riqueza en el futuro, corresponde interrogarse acerca de si 
estas tendencias, también, alteran los criterios generales de la tribu-
tación óptima sobre el capital y la riqueza.

El punto de partida del análisis teórico parte de suponer que toda 
la desigualdad de la riqueza está impulsada por la desigualdad en los 
ingresos laborales (Scheuer y Slemrod, 2021). En este caso, el teore-
ma de Atkinson-Stiglitz (1976) proporciona una referencia clásica, en 
la que se establece que si se dispone de un impuesto (no lineal) sobre 
las rentas del trabajo, cualquier distorsión sobre el ahorro es Pare-
to-ineficiente, en la medida en que se cumplan ciertas condiciones. 
La conclusión que se deriva de esta aproximación teórica es que no 
existiría razón fundada para la imposición de las rentas del capital o 
de la riqueza.

Diversos trabajos desarrollados en el transcurso de los últimos 
años han cuestionado el realismo de los supuestos subyacentes en 
esta aproximación teórica. Sáez (2002), por ejemplo, ha aportado 
evidencia sobre la correlación positiva entre las productividades la-
borales y las propensiones al ahorro, lo que iría en contra de lo esta-
blecido en la segunda condición de teorema Atkinson-Stiglitz, en la 
medida en que los individuos tendrían diferentes tasas de descuento, 
según sus habilidades para generar ganancias.

Cabe precisar, por otra parte, que en la realidad los responsables 
del diseño de políticas no se enfrentan a un papel en blanco, sino 
que deben adoptar decisiones en un contexto dominado por un ni-
vel de desigualdad de la riqueza preexistente, donde nada indica que 
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las diferencias observadas sean atribuibles a desempeños dispares 
en materia de productividad. Esto implica que las personas pueden 
diferir en la riqueza que poseen, ya sea porque la han heredado de 
generaciones anteriores o porque ellos mismos han ahorrado en el 
pasado.

A partir de estos desarrollos, la moderna teoría de la tributación 
óptima apoya gravar la acumulación de riqueza, aunque en la litera-
tura no se han definido los instrumentos impositivos más apropia-
dos para la implementación de este tipo de propuestas (Scheuer y 
Slemrod, 2021). Téngase en cuenta que, en los modelos tradicionales, 
el impuesto a la riqueza es equivalente a un impuesto sobre los ren-
dimientos de las rentas del capital, por lo que se mantiene abierta 
la discusión entre la utilización de impuestos progresivos sobre las 
rentas generadas por el capital (flujos), o la alternativa de crear un 
impuesto sobre la riqueza acumulada (stock).

En lo que refiere a la riqueza heredada ha resurgido una contro-
versia teórica sobre el nivel adecuado de la tributación a aplicar, te-
niendo en cuenta el trade-off existente entre equidad y eficiencia. En 
este debate económico se ha propuesto un conjunto dispar de mode-
los para definir un esquema de tributación óptima aplicable sobre 
las herencias.2

En Piketty y Saez (2013), los autores muestran que las fórmulas 
óptimas del impuesto de sucesiones se pueden expresar en términos 
de “estadísticas suficientes” estimables, construidas a partir de las 
elasticidades que determinan las conductas de los individuos, de los 
parámetros que caracterizan la distribución y de las preferencias so-
ciales por la redistribución.3

2	 En la interpretación dinástica del modelo de horizonte infinito de Chamley (1986) y 
Judd (1985), el impuesto de herencias óptimo sería igual a cero a largo plazo, porque 
una alícuota constante del impuesto crea una distorsión creciente en las decisiones 
intertemporales. Sin embargo, numerosos estudios posteriores han demostrado que 
este resultado puede ser anulado si se relajan cada una de las hipótesis consideradas 
en el modelo de base (véase Piketty y Saez, 2013).
3	 De acuerdo con los autores esas fórmulas son robustas para las primitivas subya-
centes del modelo y logran capturar las claves del equilibrio entre equidad y eficiencia 
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En definitiva, tanto la imposición al capital, como a la riqueza 
acumulada y a la riqueza heredada han vuelto a formar parte de la 
caja de herramientas de la moderna teoría de la tributación óptima, 
luego de años de haber sido dejadas a un lado. La antigua prudencia 
convencional, de que un sistema tributario ideal no debiera incluir 
este tipo de impuestos, hoy aparece severamente cuestionada.

Cambios de paradigma en los organismos internacionales

Influido por los desarrollos conceptuales antes señalados, así como, 
por los efectos distributivos y fiscales de las crisis de la última dé-
cada, los organismos internacionales han subrayado la importancia 
que tiene la imposición directa, fundamentalmente la patrimonial.

Las conclusiones del Fiscal Monitor 2021 del FMI sugieren que 
los países deberían considerar la posibilidad de cubrir las lagunas 
existentes en la tributación directa, aplicando esquemas más pro-
gresivos en los impuestos sobre la renta personal y fortaleciendo los 
infrautilizados impuestos a la propiedad inmueble y a las herencias. 
En el caso en que reformas se consideraran insuficientes para alcan-
zar los objetivos trazados, los países podrían considerar la alternati-
va de gravar directamente a la riqueza, abordando los desafíos que 
supone el diseño y la implementación de este tipo de tributo.

Estos impuestos no son populares entre los contribuyentes. En 
el estudio realizado por Ahmad, Brosio y Jiménez (2018) se conclu-
ye que la impopularidad del impuesto predial, es atribuible a varios 
factores. Se relacionan con la determinación de la base imponible, o 
sea con el valor de la vivienda (Slack y Bird, 2014), con la escasa parti-
cipación (pasividad) de los contribuyentes en el proceso de valuación 

de una manera transparente, mostrando que la lógica de compensación entre ambas 
dimensiones, también, se aplica a la tributación sobre las herencias. En este sentido, 
y al igual que ocurre en el debate público, la evaluación teórica de la conveniencia de 
gravar las herencias depende, principalmente, de la desigualdad de la riqueza, de las 
posibilidades de movilidad en las escalas de ingresos y de cómo se distribuyen en la 
definición del bienestar social los pesos (marginales) correspondientes a los distintos 
grupos de la población ordenados según tramos de ingreso.
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de los activos (Shreffin, 2010), con la falta de correspondencia entre 
la “capacidad de pago” y las alícuotas aplicadas, con la capacidad real 
para satisfacer la obligación tributaria y con alta visibilidad del pro-
ceso de pago, que genera animosidad y oposición en los contribuyen-
tes (Cabral y Hoxby, 2012).

No obstante, en los últimos años puede visualizarse otra historia. 
En FMI (2021) se presentan los resultados de una encuesta donde la 
mayoría de los encuestados piensa que la carga fiscal sobre los ingre-
sos bajos y medios es demasiado elevada y cree que los impuestos a 
los ricos son demasiado bajos, lo que, claramente, puede interpretar-
se como una preferencia por una tributación más progresiva. Sobre 
esta base, en la mayoría de las economías una mayor proporción de 
encuestados apoyaría una tributación más progresiva. La opinión se 
mantiene en todos los niveles de ingresos, tanto para las economías 
avanzadas, como para las emergentes, y también entre los que mues-
tran diversos niveles de confianza de los funcionarios públicos.

Mayor cooperación y coordinación internacional

En su libro El capital en el siglo XXI, Piketty (2014) realiza una pro-
puesta para un “impuesto mundial sobre el capital”. La propuesta im-
plica la creación de un tributo anual y progresivo que grave el capital 
de forma individual, es decir, el valor neto de los activos que cada 
persona controla (véase Viñales et al., 2021). El principal obstáculo 
que enfrentaba la implementación de esta propuesta, explicitado en 
el propio desarrollo conceptual de Piketty, se encontraba en el magro 
avance en los sistemas de intercambio automático de la información 
bancaria de los contribuyentes. Entre los ejemplos de mayor avan-
ce registrados, el autor mencionaba la FATCA (Foreign Account Tax 
Compliance Act) de Estados Unidos. Esta norma, que actualmente se 
encuentra en plena vigencia y aplicación, obliga a instituciones fi-
nancieras extranjeras a transmitir información a la Administración 
Tributaria [IRS] de Estados Unidos.
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En la actualidad, mucho más importante que FATCA, por su al-
cance global, ya existe un sistema de intercambio automático de in-
formación financiera con fines tributarios entre Administraciones 
Tributarias, que opera en el marco del CRS (Common Reporting Stan-
dard) o Estándar Común de Reporte de OCDE, que se aplica operati-
vamente desde 2017. En la práctica, además, los acuerdos bilaterales 
y multilaterales de amplio alcance para la aplicación de convenios 
entre Administraciones Tributarias, impulsados a partir de la crisis 
financiera internacional de 2008, han representado un hito trascen-
dente para la coordinación internacional en materia tributaria.

Dentro de esa lógica, hoy el mundo discute y estudia la puesta en 
práctica a nivel global en 2024, a partir de los nuevos impulsos del 
actual Gobierno de los Estados Unidos y el liderazgo de la OCDE, la 
aplicación de una tasa impositiva mínima global del 15 % sobre las 
rentas corporativas, el denominado Pilar Dos, para “evitar la doble 
elusión de impuestos”. Hace tan solo unos años, el principal objetivo 
era la aplicación de convenios internacionales para “evitar la doble 
imposición tributaria” entre países. En similar sentido, pero de for-
ma más lenta, se procesa la implementación del denominado Pilar 
Uno, que procura garantizar la distribución más justa entre países 
de los beneficios y derechos de imposición relativos a las mayores 
y más rentables empresas multinacionales, reasignando derechos 
de gravamen sobre las multinacionales desde sus países de origen 
hacia los mercados en los que estas empresas realizan su actividad 
económica y obtienen beneficios, con independencia de si tienen o 
no presencia física en ellos.

Los contribuyentes latinoamericanos ricos han mantenido du-
rante mucho tiempo gran parte de su patrimonio en el extranjero, 
especialmente, a partir de la crisis de la deuda de 1982. Para muchos 
expertos fiscales, esta situación ha reforzado la posición en contra 
de la fiscalidad al patrimonio, al tiempo que ha sido utilizada para 
apoyar la reducción de las alícuotas impositivas sobre las ganancias 
de capital y para mantener sistemas de exenciones para estimular la 
inversión. Como se señala en Viñales et al. (2021) esta preocupación 
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puede ser ahora exagerada, en la medida en que la relevancia de esta 
línea argumental ha ido disminuyendo a partir de los cambios rese-
ñados con el intercambio de automático de información financiera 
y de previa petición.

Existe espacio para el fortalecimiento de estos impuestos  
en América Latina: algunos motivos

Alta concentración de la riqueza en América Latina

Los países de América Latina y el Caribe tienen una abundante ri-
queza natural (Jiménez, Lorenzo, Mahon y Viñales, 2021). Si bien la 
región solo tiene el 8,6 % de los activos físicos mundiales, la propor-
ción crece al 30 % cuando se consideran los recursos forestales no 
madereros (semillas comestibles, hongos, frutos, fibras, especias, 
fauna silvestre, resinas, gomas, productos vegetales y animales), al 
29 % en áreas protegidas (principalmente por la contribución de la 
Amazonia) y al 26 % en los recursos minerales (CEPAL, 2019).

La mayor parte de los activos de la región se concentran en seis 
países: Brasil (33 %), México (25 %), República Bolivariana de Vene-
zuela (11 %), Argentina (8 %), Colombia (7 %) y Chile (4 %). Los mayores 
recursos forestales no madereros los poseen Brasil (62 %) y México 
(10 %), en tanto los mayores recursos en metales y otros minerales se 
ubican en el Brasil (46 %), Chile (29 %), el Perú (12 %) y México (6 %) 
(CEPAL, 2019).

La riqueza de los países se compone, además, de activos finan-
cieros en poder de las empresas, del Gobierno, de los hogares y de 
las instituciones que sirven a los hogares (CEPAL, 2019). Solo cuatro 
países latinoamericanos (Brasil, Chile, Colombia y México) han pu-
blicado, como parte de su sistema de cuentas nacionales, cifras de la 
cuenta financiera.

Brasil es el país latinoamericano que tiene el mayor monto de 
capital financiero. Las empresas no financieras, el Gobierno, los 
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hogares y las instituciones que sirven a los hogares acumulan once 
billones de dólares, medidos en paridad de poder adquisitivo [PPA], 
en activos financieros (sin incluir deuda). Le sigue muy de cerca Mé-
xico, con 7,9 billones de dólares (PPA); Colombia y Chile tienen poco 
más de dos billones de dólares (PPA). Sin embargo, estas diferencias 
se deben, en buena medida, al tamaño de la población de cada país. 
Si se divide el capital financiero (sin incluir deuda) entre el número 
de habitantes, Chile ocupa el primer lugar, con ciento veinte mil dó-
lares per cápita, seguido por México, con sesenta y un mil dólares per 
cápita (CEPAL, 2019).

Los países han realizado importantes esfuerzos por cuantificar la 
desigualdad en términos de riqueza, a partir de información de re-
gistros tributarios o de encuestas especiales donde se releva tenencia 
de activos y deudas (encuestas financieras). Este tipo de encuestas, 
llamadas encuestas de “finanzas de las familias”, aportan informa-
ción sobre activos acumulados y deudas de los hogares, además de 
ingresos y gastos. Ejemplos de larga data de este tipo de relevamien-
tos son el Survey of Consumer Finance [SCF] realizado en Estados 
Unidos y la Encuesta Financiera de las Familias [EFF] en el caso de 
España. El diseño de estas encuestas suele incluir la sobrerrepresen-
tación (oversampling) de los hogares de mayores ingresos.

En muchas experiencias internacionales este procedimiento se 
ha realizado con la ayuda de las autoridades tributarias nacionales 
que proporcionan información sobre la renta de los contribuyentes, 
lo que permite construir, respetando el secreto tributario, un marco 
muestral más preciso de los hogares con mayores ingresos. Con este 
tipo de información es posible analizar la distribución de la riqueza 
y su concentración, yendo más allá de la desigualdad de ingresos o 
consumo.

Este tipo de relevamiento de información está poco extendido en 
América Latina. Las tres experiencias que de manera explícita se pro-
pusieron avanzar en esta materia refieren a la Encuesta Nacional so-
bre Niveles de Vida de los Hogares [ENNViH] de México, realizada en 
2002, 2005-2006 y 2009-2012, a la Encuesta Financiera de Hogares 
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[EFH] de Chile, realizada en 2007, 2011-2012, 2014 y 2017, y la Encues-
ta Financiera de los Hogares Uruguayos [EFHU], para los períodos 
2012-2014 y 2015-2017.

En Jiménez, Lorenzo, Mahon y Viñales (2021) se observa el peso 
de los distintos sectores industriales en la generación de las grandes 
fortunas, comparando el caso de América Latina y el Caribe, con el 
resto del mundo. El 24 % de la cantidad de milmillonarios en Amé-
rica Latina (ciudadanos o residentes) que acumulan el 22,5 % de la 
riqueza total de estos pertenece a la industria de Finanzas e Inversio-
nes, mientras que este dato es de aproximadamente 12 % en el resto 
del mundo, teniendo menor peso en la generación de fortunas. Por 
otro lado, con la industria de la tecnología ocurre lo contrario, re-
presenta un 3,4 % de la riqueza de los multimillonarios latinoameri-
canos (siendo solo tres personas) y un 15,6 % del resto del mundo, en 
ambos casos ha ido en aumento.

Una industria de alto peso en la riqueza de los milmillonarios 
del resto del mundo es Bienes Raíces (con un 9,3 %), sin embargo, en 
América Latina únicamente representa un 0,7 % de la fortuna de es-
tos. Lo opuesto ocurre con la industria de Telecomunicaciones, que 
tiene el mayor promedio de milmillonarios de la región, solo una 
persona en esta industria hace que pese 16 % en la fortuna de los la-
tinos, siendo dicho valor 1,2 % para el resto del mundo. Algo similar 
ocurre con Alimentos y Bebidas, que pesa casi 18 % en América Lati-
na y 7 % en los demás.

En lo que refiere a los procesos de transmisión de la riqueza en la 
región, una importante limitación para el análisis de la desigualdad 
es la escasez de datos de panel, de largo alcance. La disponibilidad 
de información permitiría determinar la trayectoria de las personas 
y los hogares a lo largo de un período suficientemente largo y así se 
podrían realizar estudios sobre movilidad intra o intergeneracional. 
En el primer caso se analizan los movimientos considerando dos mo-
mentos del tiempo de la vida de una determinada persona, mientras 
que en el segundo caso se podrían considerar las trayectorias entre 
generaciones de una misma familia (de padres a hijos). En algunos 
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países de la región se dispone de paneles rotatorios de las encuestas 
de hogares, a partir de los cuales se puede realizar el seguimiento 
de un conjunto de hogares durante un cierto número de periodos. 
Ejemplos de este tipo de encuestas de panel rotatorio existen en Ar-
gentina, Chile, México, Brasil, Venezuela y Perú. Cabe precisar, no 
obstante, que este tipo de datos es más útil para analizar la movilidad 
laboral que para determinar la importancia de distintas formas de 
transmisiones intergeneracional de riqueza (véase Amarante y Jimé-
nez, 2015).

Crisis, desigualdad y escasa incidencia distributiva

Las crisis recientes han provocado un incremento de la desigual-
dad y han exacerbado la ya elevada concentración del ingreso y de 
la riqueza. El avance y la extensión en el tiempo de la emergencia 
sanitaria junto con los efectos del conflicto bélico han ocurrido en 
un contexto signado por graves dificultades para los sectores más 
vulnerables de la población y por un importante proceso de valoriza-
ción de los activos financieros, que aportaron ganancias patrimonia-
les extraordinarias para los más ricos de la región.

Esto se ve agravado por la falta histórica de esfuerzos redistribu-
tivos en la región, dónde todavía se caracterizan los sistemas imposi-
tivos por su débil musculo redistributivo. Con respecto al impuesto a 
la renta personal varias características dificultan gravar de manera 
adecuada los ingresos más altos, permitiendo una mayor concentra-
ción del ingreso y, consecuentemente, de la riqueza. Entre ellos vale 
resaltar una estructura impositiva sesgada a los ingresos del trabajo, 
en detrimento de los ingresos al capital, y un alto nivel de evasión.

Por el lado de la imposición a la propiedad, los tributos han sido 
históricamente de reducida importancia en los países de América 
Latina, al punto de haber estado prácticamente ausentes en los de-
bates sobre herramientas fiscales disponibles, tanto para aumentar 
la recaudación, como para mejorar el impacto distributivo de los sis-
temas tributarios.



	 77

El postergado fortalecimiento integral de la imposición sobre la riqueza...

Cuadro 1. Ingreso total por concepto de impuestos sobre la propiedad, 
y el mismo total menos los ingresos de los impuestos a las transacciones 
financieras, expresado en porcentaje del PIB y de ingreso total tributario 
(cursiva), varios grupos de comparación, durante tres décadas

Grupos
Períodos

1990-99 2000-09 2010-19

Países OCDE 
actuales (36)

Total ingresos 
de impuestos a 
propiedad

1,72 / 5,50 1,75 / 5,46 1,87 / 5,69

Total – ingresos imps.
a trans. financieras

1,24 / 3,88 1,24 / 3,82 1,46 / 4,40

24 países OCDE 
pre-1990*

Total ingresos 
de impuestos a 
propiedad

1,93 / 6,08 2,10 / 6,46 2,21 / 6,65

Total – ingresos imps.
a trans. financieras

1,39 / 4,29 1,46 / 4,44 1,68 / 5,04

América Latina 
y el Caribe (25)

Total ingresos 
de impuestos a 
propiedad

0,79 / 4,57 0,86 / 4,48 0,84 / 3,90

Total – ingresos imps.
a trans. financieras

0,31 / 1,73 0,37 / 1,82 0,43 / 1,99

13 países 
mayores de 
América Latina*

Total ingresos 
de impuestos a 
propiedad

0,64 / 3,65 0,96 / 4,66 0,91 / 3,95

Total – ingresos imps.
a trans. financieras

0,39 / 2,29 0,47 / 2,32 0,53 / 2,45

Fuente: Jiménez, Lorenzo, Mahon y Vi.ales (2021) basado en OECD.stat.

.

En el Cuadro 1 se presenta información sobre la recaudación genera-
da en América Latina y el Caribe por concepto de impuestos sobre la 
propiedad, expresados como porcentajes del PIB y como proporción 
de los ingresos fiscales totales del sector público. Puede apreciarse 
que, en todos los rubros incluidos en la clasificación de impuestos so-
bre la propiedad, el promedio de los países de la OCDE recauda más 
que los países de la región, tanto en términos del PIB, como en pro-
porción de los ingresos del sector público. La información expues-
ta en el Cuadro 3 muestra que América Latina y el Caribe tiene una 

http://stats.oecd.org/OECDStat_Metadata/ShowMetadata.ashx?Dataset=RSLACT&Coords=%5bCOU%5d.%5bOAVG%5d&ShowOnWeb=true&Lang=en
http://stats.oecd.org/OECDStat_Metadata/ShowMetadata.ashx?Dataset=RSLACT&Coords=%5bCOU%5d.%5bOAVG%5d&ShowOnWeb=true&Lang=en
http://stats.oecd.org/OECDStat_Metadata/ShowMetadata.ashx?Dataset=RSLACT&Coords=%5bCOU%5d.%5b419%5d&ShowOnWeb=true&Lang=en
http://stats.oecd.org/OECDStat_Metadata/ShowMetadata.ashx?Dataset=RSLACT&Coords=%5bCOU%5d.%5b419%5d&ShowOnWeb=true&Lang=en
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baja recaudación de impuestos sobre la propiedad (categoría 4000 
según la clasificación de la OCDE. En el total de esta categoría, que 
incluye impuestos recurrentes sobre bienes inmuebles; Impuestos 
recurrentes sobre el patrimonio neto; Impuestos sobre sucesiones y 
donaciones, Impuestos sobre transacciones financieras y de capital 
e Impuestos no recurrentes sobre la propiedad, América Latina y el 
Caribe recauda en promedio el 0,84 % del PIB, mientras que en los 
países de la OECD dichos tributos recaudan más del doble (1,87  % 
del PIB). Si en la comparación se excluyeran los impuestos sobre las 
transacciones financieras y de capital, se observa que los países de la 
región recaudan 0,43 % del PIB mientras que los países OCDE 1,46 % 
del PIB, o sea más del triple.

Obstáculos a un mayor rol de estos impuestos  
en América Latina

Falta de información relevante para su diseño y evaluación

Mientras que existe una extensa literatura que estima la relación 
entre la oferta de trabajo, los ingresos imponibles y el impacto de 
los impuestos a la renta sobre la concentración del ingreso, se sabe 
mucho menos sobre cómo los impuestos afectan la concentración 
de capital. La falta de evidencia hace que sea difícil evaluar la me-
jor manera de gravar la riqueza de los hogares (Piketty 2014; Saez 
y Zucman, 2016). Es todavía difícil responder a preguntas del tipo: 
¿cómo afectarían los impuestos a la riqueza las decisiones de ahorro 
y consumo de los ricos? ¿Cómo afectarían los impuestos a la rique-
za las decisiones de elusión y evasión? ¿Reducirían la desigualdad 
de la riqueza, y en cuánto? En algunos países desarrollados, como 
Dinamarca (Jakobsen et al., 2020), se está intentando contestar estas 
preguntas.

Responder a estas preguntas es difícil debido a varios desafíos em-
píricos, que en la región se ven agravados. En primer lugar, mientras 

about:blank
about:blank
about:blank
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que muchos países recopilan datos sobre la oferta de mano de obra 
y los ingresos imponibles, muy pocos recopilan datos individuales 
sobre la riqueza. En segundo lugar, resulta difícil encontrar una va-
riación convincente en el impuesto a la riqueza que permita estimar 
los efectos causales. Además, debido a que la riqueza siempre está 
muy concentrada, mucho más que el ingreso laboral, es crucial esti-
mar las respuestas conductuales para los individuos más ricos. Las 
fuentes de variación exógena en la parte superior de la distribución 
de la riqueza han sido hasta ahora esquivas. En tercer lugar, para 
evaluar la conveniencia de los impuestos sobre el patrimonio y de 
los impuestos sobre el capital de manera más amplia, es importante 
obtener estimaciones de los efectos a largo plazo. Si bien el diseño de 
los impuestos siempre depende de los efectos a largo plazo, este es un 
desafío mayor para los impuestos al capital que para los impuestos 
laborales debido a la naturaleza dinámica y lenta de la acumulación 
de riqueza.

En la región hay una escasez de trabajos empíricos sobre la con-
centración real de la riqueza. Si bien en el mundo desarrollado existe 
una creciente disponibilidad de datos que proporcionan informa-
ción sobre la desigualdad de la riqueza como la Base de Datos de Dis-
tribución de Riqueza [WDD] de la OCDE, la Base de Datos Mundial 
de Riqueza e Ingresos (World Inequality Database), las publicaciones 
de Forbes, UBS y Credit Suisse y las encuestas financieras (Survey 
of Consumer Finances) y el uso de registros administrativos, funda-
mentalmente tributarios, su cantidad, representatividad y cobertura 
en muchos países de la región son muy limitadas.

Adicionalmente a su escasez y baja representatividad, vale adver-
tir que las comparaciones de los resultados de estos estudios se ven 
obstaculizadas por una serie de diferencias metodológicas y dificul-
tades de comparación por sus diferentes fuentes y metodologías. Es-
tas dificultades en la medición parten de que la mayoría de los países 
no realizan un seguimiento pormenorizado de las cuentas de acer-
vo o stock del capital para las economías nacionales. Es por eso que 
las estimaciones antes citadas utilizan fuentes de datos diferentes, 
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como las encuestas de hogares en las que se registran las tenencias 
de activos y deuda, sin embargo, son poco confiables por sus conoci-
dos problemas de muestreo y subdeclaración.

También se utiliza información impositiva sobre riqueza y patri-
monio que se deriva de los registros de impuesto a la riqueza o que 
se obtiene de la construcción de multiplicadores relacionados con el 
impuesto al patrimonio, si bien estas fuentes pueden dejar de consi-
derar algún tipo de acervo de riqueza (por ejemplo, bienes de consu-
mo duraderos o alhajamiento) o brindar información subvaluada de 
algunos activos, problema que se agrava en la región por sus débiles 
registros catastrales.

Otras estimaciones como las de Forbes o Fortune utilizan estadís-
ticas publicadas sobre las tenencias de riqueza o activos de ciertos 
individuos o familias, estadísticas que en el caso de América Latina 
se ven claramente subrepresentadas. También la definición de rique-
za de la que se parte es diferente en estas estimaciones, mientras que 
el Banco Mundial parte de información relativa al valor de la rique-
za e información macroeconómica diversa para construir el stock 
de capital, en el caso del Credit Suisse se define la riqueza como el 
patrimonio neto, o sea que se considera valor comercial de los acti-
vos financieros más los activos no financieros deducidas las deudas 
y pasivos de los agentes.

Los tributos a la propiedad en América Latina

Los impuestos sobre la propiedad han sido históricamente de redu-
cida importancia en los países de América Latina, al punto de haber 
estado prácticamente ausentes en los debates sobre herramientas 
fiscales disponibles, tanto para aumentar la recaudación, como para 
mejorar el impacto distributivo de los sistemas tributarios. Este tipo 
de tributación abarca una amplia gama de instrumentos. Además 
de los impuestos recurrentes sobre la propiedad o posesión de bie-
nes inmuebles, también son utilizados el impuesto a la herencia y 
el impuesto a la propiedad de los vehículos automotores, mientras 
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que algunos países han establecido un impuesto recurrente sobre el 
patrimonio neto.

En la región, entre los impuestos sobre la propiedad, el más di-
fundido es el impuesto predial. Este tributo existe en todos los paí-
ses analizados y sirve, fundamentalmente, como financiamiento de 
los Gobiernos intermedios y los municipios, si bien su recaudación 
no alcanza en promedio el 0,5 % del PIB, muy lejos de su potencial 
(Ahmad, Brosio y Jiménez, 2018). Con respecto al impuesto al patri-
monio, previo a la pandemia, se mantenían vigentes tributos en Ar-
gentina, Colombia y Uruguay. En tanto el impuesto a las herencias se 
cobra en 7 países de la región, con una recaudación marginal, que no 
alcanza al 0,1 del PIB en ninguno de los países en los que está vigente 
(BID-CEPAL-CIAT-OECD, 2021),

En los últimos años, como respuestas para atender las necesi-
dades más inmediatas de la crisis sanitaria, social y económica, se 
han aprobado una serie de propuestas para la implementación de 
impuestos a la riqueza o patrimonio neto, como el Aporte Solidario 
y Extraordinario implementado en Argentina y el Impuesto a las 
Grandes Fortunas en Bolivia con diferentes montos de base gravable 
y con diferentes alícuotas, si bien en todos los casos las estimacio-
nes de recaudación no superan el 0,5 % del PIB (Oxfam, 2020; Paez y 
Oglietti, 2020; Jiménez, Lorenzo, Mahon y Viñales, 2021)

Cuando se revisa el potencial recaudatorio de los impuestos patri-
moniales, la imposición predial ofrece mayores oportunidades que 
los impuestos sobre herencia y patrimonios netos. La recaudación 
del impuesto predial, al ser asignada al financiamiento de los Gobier-
nos subnacionales, permitiría mejorar la movilización de recursos 
locales, ampliar el espacio de los componentes compensatorios de los 
sistemas de transferencias intergubernamentales y atenuar los des-
equilibrios y asimetrías verticales intergubernamentales, contribu-
yendo a la descentralización y a mejorar el acceso a bienes públicos 
fundamentales. Por otra parte, el rápido crecimiento de la urbani-
zación, la tendencia alcista en el valor de los inmuebles, la alta in-
formalidad en el sector de la vivienda, las significativas disparidades 
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territoriales, la debilidad en la imposición directa y las importantes 
brechas en infraestructura vial y de acceso a servicios básicos que se 
observan en las principales ciudades de América Latina, justifican 
un aumento de la carga tributaria sobre la propiedad inmobiliaria, 
que contribuya a mejorar la base de ingresos fiscales de los Gobier-
nos locales a través de herramientas eficientes y equitativas. El apro-
vechamiento integral de las potestades tributarias asignadas en esta 
materia a los Gobiernos subnacionales reforzaría los incentivos de 
éstos para aumentar el caudal de recursos propios, minimizando las 
actuales asimetrías y disparidades territoriales y disminuyendo su 
dependencia de las transferencias intergubernamentales.

El potencial recaudatorio de los impuestos al patrimonio neto no 
debería evaluarse sin considerar el sesgo eminentemente progresi-
vo de este tipo de tributación. Esto supone una ruptura respecto a 
los criterios fiscalistas que, tradicionalmente, han predominado a la 
hora de justificar la oposición a fortalecer la imposición sobre la ri-
queza y el patrimonio.

La historia reciente de los impuestos sobre el patrimonio neto 
en América Latina ha seguido este patrón, casi de manera sistemá-
tica. Aunque la tasa extraordinaria del impuesto patrimonial apro-
bada en diciembre de 2020 en Argentina fue promovida desde un 
Gobierno de centro izquierda, esta iniciativa fue justificada por la 
existencia de un alto déficit fiscal y por las limitaciones de acceso 
al financiamiento. En Bolivia, también se crea, en diciembre 2020, 
apenas asumido el Gobierno de Luis Arce, el Impuesto a las Grandes 
Fortunas con el diseño de un impuesto al patrimonio. No obstante, 
curiosamente, en la historia de la región la creación de este tipo de 
tributos ha sido tradicionalmente impulsada por Gobiernos conser-
vadores (Jiménez, Lorenzo, Mahon y Viñales, 2021). En Uruguay, el 
moderno impuesto al patrimonio neto se originó en 1964, bajo un 
Gobierno del Partido Nacional, se confirma en 1967 en el Gobierno 
de Jorge Pacheco y su formato actual se adapta en 1996, en ocasión 
de una reforma impulsada por la Administración de Julio María San-
guinetti, también perteneciente al Partido Colorado. En Colombia, 
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en el año 2002 el presidente Álvaro Uribe impuso un gravamen tem-
poral al capital, justificado por razones de seguridad nacional. Lue-
go, el mismo presidente Uribe extendió por primera vez la aplicación 
del tributo entre 2004 y 2006, que más tarde se prolongó la extensión 
repetidamente hasta 2018. En Argentina, el impuesto al patrimonio 
neto recurrente fue creado durante la administración de Carlos Saúl 
Menem, en un contexto signado por una profunda crisis económica 
y por abultados déficits fiscales.

Algunos expertos consideran que la tributación al patrimonio 
neto tiene efectos de segundo orden, de contralor y su introducción 
puede mejorar el desempeño recaudatorio del impuesto sobre la 
renta de las personas físicas (Tanabe, 1967; Lehner, 2000: Benítez y 
Velayos, 2018). Scheuer y Slemrod (2021) argumentan que el papel 
principal de un impuesto a la riqueza es hacer que la política tribu-
taria y la desigualdad resultante sean más estables, de modo que se 
puedan resistir las amenazas de conflicto político y social (véase Far-
hi et al., 2012; Piketty, 2014). Tales amenazas fueron importantes en 
Europa cuando se impulsaron profundas reformas en las políticas 
fiscales y cuando se desarrolló el moderno Estado de Bienestar (Es-
ping-Andersen, 1990). Este tipo de motivaciones son palpables hoy en 
día en algunos países de América del Sur. Si la inestabilidad política 
y los reclamos sociales son problemas urgentes, los impuestos anua-
les a la riqueza pueden aportar a mejorar la distribución de la rique-
za con mayor rapidez que los impuestos sobre herencias o sobre las 
rentas del capital.

Para que los impuestos patrimoniales cumplan con sus objetivos 
es importante que en la labor de diseño de los instrumentos y en la 
definición de las estrategias de implementación, se contemplen as-
pectos relacionados con inequidades verticales y horizontales que 
pudieran distorsionar de manera indeseada las decisiones de ahorro 
e inversión o que incidieran de forma negativa en el cumplimiento 
de las obligaciones tributarias. Al respecto, importa considerar las 
interacciones entre los diversos impuestos patrimoniales, apuntan-
do a generar diseños coherentes, que eviten la múltiple tributación 
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sobre algunos activos o la nula tributación sobre otros. En este sen-
tido, el impuesto sobre el patrimonio neto debería considerarse 
como un instrumento complementario de los otros tributos que se 
aplican sobre activos o sobre transacciones patrimoniales, evitando 
superposiciones o inconsistencia entre el conjunto de herramientas 
utilizadas.

En la etapa de diseño de los impuestos patrimoniales es importan-
te evaluar la calidad y cantidad de información con la que cuentan 
las administraciones tributarias, en particular, resulta fundamental 
la verificación y actualización periódica de las formas de valuación 
de los activos y pasivos considerados. En el caso del impuesto predial, 
las formas de valuación de los inmuebles y el tratamiento separado 
de terrenos, edificios y mejoras, no han funcionado en los países la-
tinoamericanos respecto a la experiencia de otros países en desarro-
llo y emergentes. El modelo tradicional de valuación de los activos 
inmobiliarios se apoya en la información catastral y requiere la ac-
tualización de las valuaciones de los inmuebles. La realidad regional, 
aun el caso de países como Colombia y Argentina que tienen una lar-
ga tradición en el mantenimiento de los registros catastrales, mues-
tra que la actualización se realiza de forma esporádica y, en muchos 
casos, recurriendo a técnicas de valuación complejas y costosas de 
implementar (Ahmad, Brosio y Jiménez, 2019). El mantenimiento de 
los valores catastrales de las propiedades alineados con los precios 
del mercado es un desafío que todos los países tienen que afrontar. 
La actualización de la valuación debe ser una actividad continua, si 
es que se pretende evitar una merma de la recaudación generada por 
este tipo de tributo y deterioro en los niveles de equidad.

En lo que refiere al impuesto a las herencias, es imprescindible 
una revisión integral del diseño del gravamen, incorporando los 
aportes realizados recientemente por organismos internacionales. 
La adopción de estándares internacionales en esta materia resulta 
fundamental si se pretende minimizar la planificación fiscal agresiva 
que favorezca a los propietarios de grandes fortunas. Los niveles his-
tóricamente elevados que ha alcanzado la desigualdad patrimonial 
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hacen que la cooperación internacional sea el camino más adecuado 
para asegurar que las transferencias patrimoniales entre generacio-
nes no sigan perpetuando situaciones de extrema desigualdad de 
oportunidades.

Conclusiones y consideraciones finales

La necesidad de investigar los mecanismos que generan la concen-
tración de la riqueza adquiere especial relevancia en América Latina. 
Más allá de frecuentes referencias a la región como caso extremo a 
nivel mundial en materia de desigualdad económica, hasta el pre-
sente el análisis de la concentración de la riqueza ha presentado de-
bilidades notorias, careciendo de bases cuantitativas que permitan 
entender la base misma del proceso de reproducción de uno de los 
fenómenos más importantes que afectan el desarrollo económico y 
social de la región. La carencia de estudios rigurosos y sistemáticos 
sobre la concentración de la riqueza es sustituida, frecuentemente, 
por una retórica que subraya el papel de la desigualdad como causa y 
consecuencia de una dinámica económica y política que se muestra 
incapaz para cerrar las brechas que ha afectado históricamente al 
desarrollo equitativo de los países de la región.

En este contexto, adquiere importancia la propuesta de medir 
adecuadamente y de caracterizar los procesos que se encuentran 
en la génesis y en la reproducción de la riqueza en la región más 
desigual del planeta. Aunque recientemente se ha desarrollado un 
conjunto de estudios, en la región existen escasos estudios sobre la 
riqueza, su concentración y muy particularmente sobre el papel que 
tienen las políticas públicas en su regulación y reproducción.

Del conjunto de mediciones que aportan nuevas estimaciones de 
la riqueza, el ingreso y el patrimonio, vale advertir que las compara-
ciones de los resultados de estos estudios se ven obstaculizadas por 
una serie de diferencias metodológicas y por dificultades de compa-
ración de sus diferentes fuentes y metodologías, por lo que solo se 
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logra delinear un panorama incompleto y poco adecuado, para el 
diseño de políticas públicas. La debilidad de las fuentes de informa-
ción sobre la concentración de la riqueza se expresa a través de la au-
sencia de registros coherentes acerca de la estructura de propiedad 
de las empresas y de los principales activos mobiliarios e inmobilia-
rios, lo que ayuda a entender la virtual ausencia en los sistemas im-
positivos latinoamericanos de instrumentos que graven de manera 
efectiva los altos ingresos y las manifestaciones de riqueza extrema, 
fuente fundamental de la regresividad que presentan las estructuras 
fiscales vigentes en la región.

De hecho, las ineficientes estructuras impositivas se manifiestan 
en una escasa incidencia distributiva, llegando a tener un impacto 
regresivo, reproduciendo e incluso aumentando las desigualdades 
distributivas y el grado de concentración de la riqueza. Mientras que 
la imposición sobre la propiedad y la riqueza resulta muy poco rele-
vante en el promedio regional y casi inexistente en varios países de 
la región, la tributación sobre la renta personal, que aporta solo el 
30 % de la recaudación por concepto de este impuesto, mientras que 
en los países de la OCDE alcanza al 70 % y se encuentra sesgada hacia 
los ingresos salariales, gravando débilmente los ingresos de capital, 
acentuando la característica regresiva del sistema tributario y acre-
centando la acumulación de riqueza en los deciles más ricos.

Es imprescindible mejorar la información sobre concentración 
de ingresos y riqueza y su tributación, de manera de poder evaluar 
de forma sistemática el impacto distributivo de las medidas que los 
países están discutiendo, por ejemplo, cuál es el impacto distributi-
vo de un impuesto al patrimonio versus ampliar las bases imponi-
bles del impuesto a la renta.

Además del impacto de las recientes crisis en términos de caídas 
de la actividad económica y de la concomitante intensificación de los 
procesos de concentración de la riqueza a escala mundial, existe un 
conjunto de factores que se han conjugado para favorecer el resur-
gimiento de la imposición a la propiedad. La creciente desigualdad 
económica y social registrada durante la última década en el mundo 
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y las significativas mejoras en la información disponible sobre dis-
tribución de los ingresos y la riqueza han servido de base para esta-
blecer un estado de opinión favorable a la introducción de cambios 
progresivos en los sistemas tributarios.

Desde el ámbito académico se han desarrollado nuevos argumen-
tos teóricos que han dado un renovado respaldo a la incorporación 
de los impuestos sobre la riqueza en los modelos y diseños de impo-
sición óptima. El contexto propicio para avanzar en la incorporación 
de estas modalidades tributarias se completa con la baja observada 
en la tradicional impopularidad de los impuestos directos sobre el 
patrimonio y la herencia.

En este trabajo se ha podido constatar que estos factores generan 
condiciones propicias en América Latina para avanzar en el fortale-
cimiento de la imposición patrimonial. En el caso de la imposición a 
la herencia y al patrimonio neto, es posible identificar un conjunto 
de acciones que contribuirían a mejorar su recaudación, las posi-
bilidades de su contralor, a ampliar su cobertura y a maximizar su 
incidencia distributiva. Las reformas necesarias se asientan sobre 
la necesidad de avanzar en diseños que aseguren la consistencia in-
terna entre las diferentes modalidades de imposición patrimonial y 
adaptar los nuevos instrumentos tributarios para lograr sinergias 
con la tributación a la renta, fundamentalmente, a la renta personal.

No obstante, debe tenerse en cuenta que el fortalecimiento de 
la imposición a la propiedad no es suficiente para cubrir la brecha 
fiscal ni para atender la creciente concentración de la riqueza. El fi-
nanciamiento del esfuerzo fiscal necesario para apuntalar la salida 
de la crisis requerirá del recurso a otros instrumentos tributarios. 
En este contexto, el papel de la imposición patrimonial no sería solo 
recaudatorio, sino que realizaría una valiosa contribución en térmi-
nos distributivos, le daría legitimidad y aceptación social y respal-
do político para otros ajustes de los sistemas tributarios que serían 
necesarios para cubrir la gran brecha fiscal existente, atendiendo 
a los nuevos desafíos que plantea el tradicional equilibrio entre los 
principios de equidad, eficiencia y suficiencia, que hoy se encuentra 
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amenazado. No debería perderse de vista que la lentitud con que se 
ha procesado la salida de la pandemia se combina con la emergencia 
de movilizaciones sociales que han reclamado por mejoras en la ca-
lidad de los servicios públicos y por la ampliación de los niveles de 
cobertura de las políticas aplicadas

Es necesario avanzar en las tareas pendientes en el perfecciona-
miento de otros impuestos. En especial, no puede obviarse el replan-
teo de reformas, muchas veces postergadas, en la imposición general 
sobre el consumo (como el IVA e impuestos específicos), el impuesto 
sobre la renta personal, el ISR a la renta de las empresas y los es-
quemas de contribuciones especiales destinados al financiamiento 
de los sistemas de seguridad social en los países de la región. Solo 
con esta mirada integral, y con un énfasis explícito en los aspectos 
de equidad distributiva y de sostenibilidad ambiental que facilite la 
economía política de las reformas, será viable encarar procesos de 
reforma tributaria con la legitimidad social y el respaldo político in-
dispensables para garantizar cambios progresivos y duraderos.

La expectativa recaudatoria no debiera ser, sin embargo, un ar-
gumento en contra del necesario fortalecimiento de estos instru-
mentos tributarios. Por el contrario, el desarrollo de una reforma 
tributaria solvente, equitativa, sostenible y equilibrada entre los dis-
tintos componentes de la estructura impositiva debería entenderse 
como una condición necesaria (pero no suficiente), en términos de 
suficiencia y equidad, para justificar una nueva agenda de reforma 
tributaria, en la cual los Gobiernos se hagan cargo de la importancia 
que tiene para los países de América Latina el recurso a modalidades 
impositivas con contribuyan a apoyar los objetivos distributivos y 
medioambientales.

Es por ello que, para los países de la región, resulta ineludible 
combinar la implementación de reformas que actualicen los siste-
mas tributarios en términos de imposición a la propiedad junto con 
atender a los desafíos pendientes para poder financiar la brecha fis-
cal acrecentada por la pandemia. Aún con diferentes realidades y 
trayectos recorridos, los Gobiernos deberán continuar fortaleciendo 
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la recaudación de los impuestos tradicionales. La nueva agenda tri-
butaria postpandemia, entonces, deberá también retomar algunos 
de los lineamientos de reforma que ya se podían identificar algunos 
años atrás para la mayoría de los países y en los cuales aún se percibe 
un amplio espacio para generar mejoras significativas.

En términos de coordinación tributaria internacional (CEPAL, 
2020; Jiménez, Ocampo, Valdés y Podestá, 2020) si bien han existido 
avances gracias a diversas iniciativas de cooperación internacional, 
a las cuales han adherido gran parte de los países de América Lati-
na, como aquellas acciones relacionadas con el Proyecto BEPS (Base 
Erosion and Profit Sharing) empujada por la OCDE, los problemas de 
desviación de los beneficios empresariales hacia localidades de baja 
o nula tributación y la competencia fiscal nociva que acompaña este 
proceso, aún siguen teniendo efectos significativos sobre los países 
de la región. El aprovechamiento de sinergias entre la cooperación 
internacional y las medidas de política nacional podría acercar a los 
países hacia un contexto de mayor justicia internacional, donde los 
Gobiernos vayan recuperando su capacidad de elegir de manera au-
tónoma el nivel efectivo de sus ingresos y gastos fiscales, y el alcance 
redistributivo de su política nacional, al tiempo que respeten el dere-
cho de los demás Gobiernos para ejercer estas facultades.

La cooperación fiscal internacional ha resurgido —a instancias 
de EE. UU., la OECD, el G20 y el G7— con bríos tal vez nunca alcanza-
dos en la historia de la tributación internacional, con propuestas de 
creación de una tasa mínima global del 15 % sobre las rentas de las ac-
tividades empresariales de las grandes empresas (con avances reales 
en 2023 y generalizar en el año 2024) para combatir la elusión fiscal 
y la transferencia de beneficios a jurisdicciones de baja o nula tribu-
tación, situación ésta, que adquiere importancia en la recolección de 
la información necesaria para determinar la riqueza, que serviría de 
soporte para el fortalecimiento de la imposición patrimonial.

Las reformas tributarias planteadas requerirán un mayor diálo-
go interdisciplinario en que los expertos tributarios, necesariamen-
te, deberán interactuar con especialistas de otras disciplinas, que 
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incorporen un espectro amplio de perspectivas, que abarcan dimen-
siones sociales, políticas y económicas.
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Introducción

Los estudios sobre la estimación de la riqueza y cómo se distribuye en 
América Latina y el Caribe son limitados (Jiménez y Solimano, 2012), 
a diferencia de los existentes a nivel mundial (Pfeffer y Waitkus, 
2021). Esto como parte de la opacidad de la información en la que 
se desenvuelven sus propietarios: elites económicas. Por lo tanto, es 
trascendental avanzar en estudios que den cuenta del nivel, lugar y 
apropiación de la riqueza en una serie de tiempo considerable que 
permita observar las tendencias de cada país en la región y que, en 
la medida de lo posible, permita realizar comparaciones entre ellos. 
Desde esa perspectiva, este capítulo tiene como objetivo presentar di-
cha información para los países de la región en el periodo 2012-2021 
con información del Global Wealth Databook. Los resultados mues-
tran la evolución y la desigualdad –medida por el índice de Gini–, 
además de bosquejar sus trayectorias y una posible hipótesis de sus 
causas: la tenencia de la vivienda.

La estructura del artículo tiene como primer elemento un acer-
camiento analítico, así como la operacionalización empírica so-
bre la riqueza. A continuación, se presenta el método y fuentes de 
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información utilizados. En la tercera parte se presentan los resulta-
dos a nivel de país tanto de la evolución del nivel hasta su distribu-
ción en el periodo antes mencionado. En la cuarta parte se esboza un 
contraste de la hipótesis de la tenencia de la vivienda como la cau-
sa principal de la desigualdad de la riqueza, planteada por Pfeffer y 
Waitkus (2021) para los países del centro. Para finalizar se plantean 
algunas conclusiones sobre los hallazgos observados.

¿La riqueza?

A pesar de ser un elemento de profundo debate, su definición y ope-
racionalización práctica para hacerla medible aún se encuentra en 
la superficie. No obstante, para fines operativos y, en función de la 
información disponible, se entiende por riqueza a la suma del valor 
de mercado de todos los activos financieros y no financieros, menos 
la totalidad de todas las deudas, de un hogar o una persona. La to-
talidad de riqueza puede ser estimada a nivel de país por medio de 
los agregados de las cuentas nacionales, en países donde se haga la 
secuencia completa (Credit Suisse Research Institute, 2021; Piketty, 
2014) Además, con la ayuda de registros administrativos y encuestas 
se puede conocer la riqueza a nivel de hogares o personas. Sin embar-
go, no todos los países levantan esta información, por lo que algunos 
institutos de investigación se dedican a realizar estimaciones para 
conocer cómo se distribuye a este nivel. Se sugiere que los activos 
no financieros (casas, terrenos, automóviles, etcétera) están más ex-
pandidos entre los hogares, sin embargo, son los activos financieros 
(acciones, bonos, certificados de depósitos, etcétera) los bienes que 
actualmente hacen una gran diferencia en la distribución de la ri-
queza sobre todo en el decil de la población con mayor riqueza y en 
los países de altos ingresos.

Se suele diferenciar entre capital, riqueza y patrimonio, pero 
hacer esta distinción es complicado en la práctica. Se utiliza “capi-
tal” para denominar aquellos activos dedicados exclusivamente a 



	 103

Panorama de la riqueza y su distribución en América Latina y el Caribe 2012-2021

la producción y que han sido acumulados por el hombre. Bajo esta 
denominación las tierras y los recursos naturales no podrían de-
nominarse capital, sino más bien como riqueza, ya que no han sido 
acumulados. Incluso, habría dificultad para clasificar el valor de los 
edificios, ya que es complejo separar el valor de la construcción de 
los terrenos sobre los que están construidos; o para separar el valor 
de aquellas tierras vírgenes de las múltiples mejoras realizadas por 
el ser humano (sistemas de riego, barbecho, etcétera) (Piketty, 2014). 
Por lo tanto, para este estudio, es factible utilizar riqueza y capital 
como sinónimos casi perfectos.

Existe un número limitado de estudios que abordan la distribu-
ción de la riqueza en América Latina y el Caribe en un periodo de 
análisis considerable y actualizado. Entre ellos se encuentran los de 
Davies et al. (2008), que realiza un análisis y estimaciones a nivel glo-
bal. De este trabajo pionero se desprenden otros estudios como los 
de Solimano (2015), con información que ronda el año 2000. Entre 
las investigaciones más recientes se observa la de Pfeffer y Waitkus 
(2021) que utiliza la base de datos Luxembourg Wealth Study Data-
base [LWS], que es una base de datos armonizada con datos países, a 
nivel de hogares y de adultos; sin embargo, no se incluyen a los paí-
ses de Latinoamérica debido a la escasez de fuentes de información. 
Una situación similar a la base de datos World Inequality Database.

Existen iniciativas aisladas por países para analizar la dinámica 
de la riqueza. En el caso de Ecuador, por ejemplo, Deere y Contreras 
Díaz (2011) implementan una encuesta basada en activos. En Chile, 
Uruguay y México se realizan encuestas para estimar el nivel de ri-
queza a nivel de hogares (Sanroman et al., 2016; Del Castillo, 2017; 
Banco Central de Chile, 2022). Sin embargo, para el resto de los paí-
ses de la región se recolecta muy poca o no se recolecta información 
acerca de la distribución de la riqueza.

La riqueza inmobiliaria constituye el mayor componente indivi-
dual de la riqueza de las familias ubicadas en los percentiles medios 
de riqueza (Wolff, 2016). En varios países la vivienda es la principal 
forma de acumulación de riqueza. Sin embargo, es en la vivienda 
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donde se contrasta la desigualdad, se materializa y es más visible 
(Aalbers y Christophers, 2014). Existen varias formas donde se resal-
ta la desigualdad espacial, una de ellas se presenta a través de tugu-
rios (favelas, barriadas); en la mayoría de las personas arrendatarias; 
en aquellos hogares donde la propiedad de la vivienda es menos re-
presentativa debido a que tienen un menor valor de uso o de cam-
bio porque el dueño real es el prestamista hipotecario; e incluso la 
desigualdad resalta en el número creciente de personas que decide 
prestar servicios domésticos internos (puertas adentro) (Elizondo 
Salazar, 2016).

Por medio de la vivienda también se refuerza la dislocación es-
pacial, debido a que la mala ubicación de los hogares impide a las 
personas recibir servicios básicos, servicios de salud, educación y 
recreación. De igual manera, puede aumentar el riesgo a inundacio-
nes, contaminación, crimen, entre otros problemas, lo que conlleva a 
la desigualdad territorial (Acioly et al., 2017; Olmedo, 2016; Elizondo 
Salazar, 2016).

Mediante un análisis contrafactual se sugiere que la desigualdad 
en la posesión de activos, principalmente la vivienda, es el principal 
factor que ayuda a explicar altos valores en el indicador desigualdad 
de la riqueza (Pfeffer y Waitkus, 2021a). Se observa una correlación ne-
gativa: países con altas tasas de propiedad de vivienda, en promedio, 
se asocian con menores niveles de desigualdad y concentración de la 
riqueza (Kaas et al., 2019; Pfeffer y Waitkus, 2021a) Se argumenta que 
la variación a nivel nacional de la riqueza está correlacionada con la 
distribución de la vivienda y esta a su vez está relacionada con la finan-
ciarización y la dinámica de los mercados de vivienda, esferas institu-
cionales que en primera instancia, están por fuera del mercado laboral.

En nuestra opinión, la financiación y la dinámica del mercado de la 
vivienda, es decir, las esferas institucionales ajenas al mercado laboral 
y a los ámbitos clásicos del Estado del bienestar, determinan de mane-
ra crucial la situación de la vivienda. (Pfeffer y Waitkus, 2021, p. 24)1

1  Traducción de los autores.
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Existen muy pocos estudios acerca de la concentración de la vivien-
da y distribución de la riqueza entre países debido a que muy po-
cos países recolectan datos sobre la riqueza, sobre todo en América 
Latina (Alarco Tosoni y Castillo García, 2020).

Por estos motivos, el presente estudio tiene como objetivo presen-
tar información del nivel de riqueza y su distribución con una meto-
dología consistente y comparable para América Latina y el Caribe en 
el periodo 2012-2021. A continuación, se presenta brevemente la me-
todología y los datos utilizados, los resultados y una breve discusión 
de los resultados obtenidos.

Método y datos

Para el presente análisis se utilizaron los datos del Instituto de 
Investigaciones del Credit Suisse [CSRI], la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe [CEPAL] y el Banco Mundial [BM]. 
La metodología de las estimaciones del CSRI se puede dividir en dos 
partes: recolección de información o estimación del nivel de rique-
za de los países y, la segunda, la estimación de la distribución de la 
riqueza dentro de los países. La primera etapa empieza mediante la 
recolección de información a partir de las “Hojas de Balance de los 
Hogares” y encuestas sobre la riqueza. La población de los países que 
mantienen al menos un método de recolección de información de 
riqueza representa aproximadamente al 66 % de la población global. 
Para estimar la riqueza en países que no recolectan información se 
utilizan técnicas de regresión lineal.

La segunda parte consiste en estimar el patrón de la tenencia de 
la riqueza dentro de las naciones. Existen datos directos de la dis-
tribución de la riqueza en treinta y tres países, para el resto se uti-
liza la relación entre la distribución de la riqueza y la distribución 
de ingresos. Para mejorar el ajuste en la parte superior de la distri-
bución de la riqueza, la cual es la más susceptible de ser subestima-
da, la metodología del CSRI utiliza los datos de listas de millonarios, 
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principalmente aquella elaborada por Forbes (Credit Suisse Research 
Institute, 2021; Davies, 2008; Davies et al., 2017).

Existen críticas acerca de la consistencia de los datos de la distri-
bución de riqueza estimados por el CSRI. Las estimaciones economé-
tricas no alcanzan a reflejar la posesión de pequeños activos de los 
hogares más pobres, así como tampoco pueden reflejar la riqueza 
oculta en paraísos fiscales. Sin embargo, es un estudio exhaustivo y 
uno de los pocos esfuerzos realizados para estimar la distribución 
de la riqueza en los países de Latinoamérica. Las deficiencias provie-
nen, sobre todo, de las escasas fuentes de información acerca de la 
riqueza (Oxfam, 2016). En efecto, este estudio no tiene como objetivo 
una propuesta impositiva,2 sino una aproximación consistente en el 
tiempo de las tendencias de la riqueza y su distribución en la región 
analizada, por lo que se utiliza la información disponible del CSRI. 
Esta base, a pesar de sus limitaciones, es una estimación sistemática 
que debe dar lugar a mejorar los registros de la riqueza en la región.

Resultados

Para facilitar el análisis, se ha realizado un promedio de los indica-
dores de riqueza para dos periodos, el primero de 2012 a 2016 y el 
segundo de 2017 a 2021. En el gráfico 1 se puede observar que en la 
mayoría de los países (excepto en Colombia, Haití y Surinam) el pro-
medio de riqueza aumentó entre el periodo 2012-2016 al 2017-2021. 
Eso implica que el stock de capital que se está acumulando en los 
países de América Latina y el Caribe tiende a aumentar su nivel de 
forma considerable. Entre los principales países con mayor rique-
za de la región se encuentran Brasil, México, Chile, Colombia, Perú, 
Venezuela, Argentina y Ecuador.

2  Para este fin se recomienda ver el informe de Oxfam (2023).
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Gráfico 1. Riqueza total promedio de los países de América Latina  
y el Caribe, periodo 2012-2016 y 2017-2021 en millones de dólares

Notas: los países de Aruba y Honduras no disponen de información  
para el periodo 2012-2016. Por otro lado, St. Kitts and Nevis no dispone de 

información para el periodo 2017-2021.

Fuente: Global Wealth Databook.

Elaboración propia.
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El aumento entre los periodos estudiados se replica en la riqueza 
por adulto promedio. Sin embargo, el orden de países se transfor-
ma. De tal manera que Bahamas, Barbados, Chile, Uruguay, Aruba, 
Panamá y Costa Rica aparecen como los países con mayor nivel 
de riqueza por adulto (Gráfico 2). Lo que resulta interesante es que 
estos países figuran como aquellos que tienen una alta opacidad 
financiera, es decir, son territorios que son utilizados para ocul-
tar los beneficiarios finales de la riqueza acumulada. En ese sen-
tido, los dos primeros territorios ocupan los puestos 22 y 63 de un 
ranking con 141 territorios. Por otro lado, Chile ocupa el puesto 73, 
Uruguay el 71, Aruba el 75, Panamá el 18 y Costa Rica el 105 (Tax 
Justice Network, 2022).

¿Cómo comprender este comportamiento de la riqueza en 
América Latina y el Caribe? Los territorios antes mencionados y la 
opacidad financiera que los caracteriza muestran una situación es-
pecífica de dos caras. Por un lado, no toda la riqueza corresponde 
a residentes de este territorio y, por tanto, personas de todos los 
rincones del mundo escogen estas jurisdicciones para ocultar su 
nivel de riqueza. Por otro lado, los residentes de América Latina y 
el Caribe tienen su riqueza en otros lugares del mundo, también de 
carácter opaco. En efecto, se estima que alrededor de 5,8 billones de 
dólares de la riqueza financiera se encuentra escondida en paraísos 
fiscales (Zucman, 2015, p.  55). Y por ello es por lo que existe esta 
transformación al analizar el nivel por adulto de riqueza en Améri-
ca Latina y el Caribe.
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Gráfico 2. Riqueza total promedio por adulto de los países de América 
Latina y el Caribe, periodo 2012-2016 y 2017-2021 en dólares

Notas: los países de Aruba y Honduras no disponen de información para el periodo 
2012-2016. Por otro lado, St. Kitts and Nevis no dispone de información para el 

periodo 2017-2021.

Fuente: Global Wealth Databook.

Elaboración propia.
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Desigualdad de riqueza en América Latina y Caribe

Los datos de la distribución de la riqueza estimados por el IRCS 
muestran que el índice de Gini promedio para Latinoamérica en 2012 
era 74,9, mientras que en 2021 fue 81,3. Latinoamérica experimentó, 
después de África, el mayor aumento en la desigualdad entre 2012 y 
2021. En 2021, Latinoamérica era la región con el mayor promedio de 
índice de Gini, lo que quiere decir que fue la región con peor distri-
bución de la riqueza. Por otro lado, Europa era la región con menor 
desigualdad promedio, acorde a los datos del IRCS.3

Gráfico 3. Diagrama de caja y bigotes del Índice de Gini  
de riqueza por regiones 2012-2021

Nota: India y China no se consideran en la región de Asia para evitar una distorsión 
en los promedios regionales. No se toma en cuenta los datos para 2013 debido a la 

escasa cantidad de datos para este año.

Fuente: Global Wealth Databook.

Elaboración propia.

3  Para un análisis de los promedios por región ponderados por el PIB véase (Alarco 
Tosoni y Castillo García, 2020).
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A nivel individual, las estimaciones del CSRI colocan en 2019 a Países 
Bajos, Rusia, Suecia, EE. UU. y Brasil como los países con un coeficiente 
de Gini mayor a 85. Se sugiere que los datos de estimación de la riqueza 
son elevados en países como EE. UU. y Suecia debido a la calidad de las 
fuentes de información que son base de las estimaciones. Estos países 
mantienen el registro de Hojas de Balance para los hogares (The Fed-
Chart: Balance Sheet of Households and Nonprofit Organizations, 1952-
2022, 2023) (Household Finances, 2023). En países con escasas fuentes 
de información es probable que las estimaciones de la distribución de 
la riqueza estén subestimadas (Davies et al., 2017).

En el Gráfico 4 se observa el nivel promedio de desigualdad de 
riqueza, medido a través del coeficiente de Gini, permite distinguir 
trayectorias distintas en los periodos comprendidos entre 2012-2016 
y 2017-2021 para los diferentes países. No obstante, se observa una 
tendencia marcada hacia el aumento de esta. De esa manera, del to-
tal de países, un 74 % tiene un aumento en la inequidad de riqueza, lo 
que muestra una profundización de esta problemática.

Existen por lo menos tres tipologías de países: i) los que tenían 
un alto nivel de desigualdad promedio de riqueza entre 2012 y 2016 
y que en el periodo 2017-2021 muestran una disminución (Uruguay, 
Chile, Perú, Argentina, Venezuela, Belice y Surinam); ii) los países 
con un alto nivel de desigualdad de riqueza y que en el periodo 2017-
2021 se incrementa el promedio de desigualdad (Haití, Costa Rica, 
México, Brasil, Panamá, Colombia, Barbados, Antigua y Barbuda y 
Bahamas) y; iii) aquellos países que tenían un bajo nivel de desigual-
dad de riqueza entre 2012 y 2016 y que aumenta en el periodo 2017-
2021 (Ecuador, Bolivia, Paraguay, Jamaica, El Salvador, Santa Lucía, 
Trinidad y Tobago, Guyana, Nicaragua, Dominica y Granada).

Por otro lado, se observa (Gráfico 5) que no existe ningún caso de 
un país que tenga una baja desigualdad de riqueza y que en el pe-
riodo 2017-2021 disminuya aún más este nivel de desigualdad. En 
efecto, parece ser que una vez que un país alcanza el mínimo nivel 
de desigualdad de riqueza posible, es muy complicado disminuirlo 
aún más.
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Gráfico 4. Desigualdad promedio de riqueza en América Latina  
y el Caribe, periodos 2012-2016 y 2017-2021

Notas: los países de Aruba y Honduras no disponen de información para el periodo 
2012-2016. Por otro lado, St. Kitts y Nevis, así como St. Vincent y the Grenadinas no 

dispone de información para el periodo 2017-2021.

Fuente: Global Wealth Databook.

Elaboración propia.
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Gráfico 5. Variación del índice de Gini entre el periodo  
2012-2016 y 2017-2021

Fuente: Global Wealth Databook.

Elaboración propia.

Las causas de la desigualdad de riqueza en América Latina  
y el Caribe

En el estudio de Pfefer y Waitkus (2021) se considera a la tasa de ho-
gares con vivienda propia como la variable principal que explica las 
variaciones en la desigualdad de riqueza entre países. Este trabajo 
se plantea replicar este estudio, por lo que se apega a esta hipótesis. 
Para ello, se utilizan los datos de la tenencia de la vivienda de los ho-
gares, tomados de la CEPAL, que hace una recopilación por medio 
del Banco de Datos de Encuestas de Hogares [BADEHOG]. No se debe 
considerar como tenencia de la vivienda propia a aquellos hogares 
donde aún se está pagando el préstamo hipotecario, sin embargo, 
no hay información sobre esta condición en la base de datos de la 
CEPAL. De igual manera, no se tienen series disponibles para todos 
los países de la región, por lo que se toma el año 2019 que mantiene 
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información de once países (Estadísticas e indicadores - CEPALSTAT 
Bases de Datos y Publicaciones Estadísticas, 2023).

De la información recolectada se observa que, en Paraguay, Pa-
namá con 80 %, Costa Rica y Brasil mantienen altas tasas de hogares 
con vivienda propia, superior al 70 %. Perú, Ecuador, Bolivia, El Sal-
vador, Chile y Uruguay con tasas entre el 57 % y el 67 %. Mientras que 
en Colombia se observan tasas significativamente bajas en compara-
ción con el resto de los países de la región con 35% . Esto se observa 
en el Gráfico 6.

Gráfico 6. Porcentaje de hogares con vivienda propia 2012-2021

Fuente: Estadísticas e indicadores, CEPALSTAT Bases de Datos  
y Publicaciones Estadísticas, 2023.

Elaboración propia.
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Para medir la correlación se utiliza el coeficiente correlación de 
Pearson, con pruebas de hipótesis para establecer que son distintos a 
cero. Además, se hace una regresión por el método de mínimos cua-
drados ordinarios. Sin embargo, debido a la reducida cantidad de 
observaciones se sugiere el uso de una regresión con datos de Panel.

La relación entre la tasa de hogares con vivienda propia y la 
distribución de la riqueza

En el Gráfico 7 se ha elaborado un diagrama de dispersión entre 
la tasa de hogares con vivienda propia y el índice de Gini de riqueza 
en 2019. A simple vista, este diagrama sugiere la existencia de una 
relación positiva débil entre la distribución de la riqueza y la tenen-
cia de la vivienda, lo cual es contrario a la hipótesis formulada por 
Pfeffer y Waitkus, (2021) en la cual países con mayores ratios de des-
igualdad de riqueza tienen menores tasas de tenencia de la vivienda.

El coeficiente correlación entre estas dos series es 0,2588, sin em-
bargo, al realizar un contraste de la hipótesis por medio del método 
de Pearson, no se rechaza la hipótesis nula de que la correlación sea 
diferente de cero, con un 95 % de confianza (p-valor: 0,472).

Para complementar el análisis se realiza un análisis de regresión 
por MCO. Los resultados obtenidos se muestran en la Tabla 2. La re-
gión de América Latina tiene gran heterogeneidad entre las regiones 
más ricas y las más pobres, se considera como una “singularidad” de 
la región. Un estudio muestra que la comparación de las divisiones 
administrativas con mayor y menor PIB per cápita en la OCDE rara 
vez llega más allá de dos, en Latinoamérica la región más rica supera 
ocho veces la región más pobre. Esto se puede apreciar en la Tabla 1. 
Con la presencia de la heterogeneidad en la región como base, ade-
más de que las tasas de hogares con vivienda propia muy similares 
a las registradas en países europeos, se puede argumentar que la di-
ferencia de riqueza entre países se podría reflejar en la calidad de 
la vivienda, en lugar de la posesión. Por lo que se podría utilizar el 
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déficit de habitacional como un medio para explicar las diferencias 
en la distribución de riqueza.

Gráfico 7. Diagrama de dispersión entre el índice de Gini  
de Riqueza y el porcentaje de hogares con vivienda propia  

en países de Latinoamérica 2021

Fuente: Global Wealth Databook y CEPAL.

Elaboración propia.

Tabla 1. Razón entre PIB per cápita de la división administrativa con 
mayor y menor PIB per cápita en Latinoamérica y países de la OCDE

País Año Región más rica Región más pobre Relación entre 
ambas regiones

América Latina

Argentina 2005 Ciudad de Buenos Aires Formosa 8,09

Bolivia 2006 Tarija Potosí 3,55

Brasil 2006 Distrito Federal Puauí 9,22

Chile 2007 Antofagasta Araucanía 4,48

Colombia 2007 Bogotá Chocó 4,87
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México 2006 Distrito Federal Chiapas 6,07

Perú 2007 Moquehuá Apurímac 7,57

Países de la OCDE

Francia 2005 Isla de Francia Languedoc-
Roussillon 1,95

Italia 2005 Provincia autónoma de 
Bolzano Campania 2,04

Japón 2005 Tokai Okinawa 1,57

República de 
Corea 2005 Geyongnam Jeju 1,88

Países Bajos 2005 West Oost 1,31

España 2005 Madrid Extremadura 1,92

Suecia 2005 Estocolmo Östra 
Mellansverige 1,63

 
Fuente y elaboración: Domingo, 2016, p. 62.

El déficit habitacional se define como la diferencia entre el requeri-
miento y la disponibilidad de viviendas adecuadas en la sociedad, se 
puede dividir en dos componentes: el déficit cualitativo y el cuantita-
tivo. El déficit cuantitativo considera la carencia de viviendas aptas 
para cubrir las necesidades habitacionales de los hogares que no po-
seen viviendas y, la segunda, “hace referencia a las deficiencias en la 
calidad de viviendas ya materializadas, ya sea por su composición, 
espacio o servicio” (Sánchez y Saldaña, 2022).

Para probar la hipótesis de que el déficit habitacional puede des-
cribir las variaciones en la desigualdad de la riqueza en países de La-
tinoamérica, se han recolectado datos del déficit habitacional para 
los países de Latinoamérica y con los datos de la distribución de la 
riqueza se ha elaborado un diagrama de dispersión (Gráfico 8). Se ob-
serva una relación positiva entre ambas variables, países con mayor 
desigualdad de la riqueza presentan un mayor número de viviendas 
con déficit habitacional.
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Gráfico 8. Diagrama de dispersión entre la distribución  
de la riqueza y el déficit habitacional 2021

Nota: los datos del déficit habitacional corresponden al año más reciente con 
información disponible.

Fuente: Global Wealth Databook y Uniapravi.

Elaboración propia.

El coeficiente de correlación entre ambas variables es de 0,748, con 
un nivel de confianza del 95 % (p-valor: 0,0013), se rechaza la hipó-
tesis nula de un coeficiente de correlación igual a cero. De manera 
similar los resultados de la regresión lineal arrojan resultados esta-
dísticamente significativos.
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Tabla 2. Resultado de los modelos de regresión de Gini de la distribución 
de la riqueza frente a las tasas de hogares con vivienda propia y el 

déficit habitacional

Modelo Coeficientes R adjusted p valor

Tasa de hogares con vivienda propia

Gini =
Constante + Tasa de propiedad de la 

vivienda
74,48*** + 0,040 0,0118 0,2922

Gini =
Constante + Tasa de propiedad de la 

vivienda Q1 + Tasa de propiedad de la 
vivienda Q2

76,202*** + 
0,03443 – 0,01149 -0,01015 0,6125

Gini =
Constante + Tasa de propiedad de la 

vivienda Q1
75,58448*** + 

0,02999 -0,000280 0,3266

Gini =
Constante + Tasa de propiedad de la 

vivienda Q2
74,90657*** + 

0,03118 -0,006725 0,5697

Gini =
Constante + Ln (Tasa de propiedad de la 

vivienda Q1) + Ln(Tasa de propiedad de la 
vivienda Q2)

1,85785***+ 
0,00699 + 
0,00926

-0,01766 0,8837

Gini =
Constante + Ln (Tasa de propiedad de la 

vivienda Q1)
1,870749*** + 

0,009573 -0,007619 0,6279

Gini =
Constante + Ln (Tasa de propiedad de la 

vivienda Q2)
1,84379*** + 

0,02322 -0,008044 0,6605

Déficit habitacional

Gini =
Constante + déficit de vivienda (millones 

de viviendas)
75,4572*** + 

0,4234** 0,527 0,00131**

 
Elaboración propia

Discusión y conclusión

Altas tasas de hogares con vivienda propia no reflejan necesaria-
mente menores niveles de desigualdad de riqueza entre países de 
Latinoamérica, a diferencia de la región europea, en donde se ha 
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hallado evidencia favorable a esta hipótesis. Presumiblemente, pese 
que existen tasas hogares con vivienda propia similares a Europa 
(entre 60 %-70 %), en Latinoamérica las viviendas no tienen una cali-
dad uniforme en los materiales de construcción ni en el acceso a ser-
vicios. En lugar de eso, lo que resalta es la heterogeneidad entre los 
sectores más ricos y aquellos más pobres de la región. Los sectores 
con menos riqueza pueden tener vivienda propia, sin embargo, estas 
no tienen las características óptimas de habitabilidad o el acceso a 
los servicios básicos que las regiones más ricas.

A partir del coeficiente de correlación, se ha encontrado una re-
lación positiva significativa entre los niveles de desigualdad de la 
riqueza y el déficit habitacional en los países de Latinoamérica. El 
déficit habitacional podría explicar las diferencias en la distribución 
de la riqueza de los países de Latinoamérica.

Pese a que en los países latinoamericanos se observan tasas de 
tenencia de vivienda propia elevadas, esto no significa que los hoga-
res latinoamericanos no dependan del acceso a créditos hipotecarios 
para acceder a la vivienda o mejorar las condiciones de la vivienda. 
Se puede argumentar que en Latinoamérica predomina un modelo 
intensivo de crédito, en lugar de uno extensivo. Es decir, el crédito 
se concentra en las mismas personas y el mercado no se expande en 
diferentes personas (Van Gunten y Navot, 2018).

Mercados laborales más proteccionistas pueden facilitar el acce-
so a préstamos en el mercado hipotecario. Se ha observado que en 
Suecia y Países Bajos un aumento notable en hipotecas incluso más 
elevado que en los EE. UU. (Pfeffer y Waitkus, 2021a). Lo que permite 
argumentar que elevadas tasas de informalidad del empleo (Pano-
rama social de América Latina y el Caribe, 2022) pueden dificultar el 
acceso a créditos y por lo tanto a las subvenciones que otorgan los 
gobiernos. Se sugiere que los subsidios a la demanda del sector de 
la vivienda tienen un problema de selección adversa, ya que las per-
sonan solo acceden al subsidio que otorga el gobierno solo si tienen 
acceso al crédito, cuando son precisamente las personas de altos in-
gresos las que pueden acceder al mercado de crédito y por lo tanto al 
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subsidio (Córdova, 2015). Además, los hogares que acceden al crédito 
hipotecario están expuestos a los riesgos cambiarios, ya que estos se 
adquieren en dólares, y con la inflación, las cuotas se hacen cada vez 
más difíciles de pagar, en otras palabras:

De esta manera, a partir de esta dinámica histórica […] [se] muestra 
cómo el financiamiento a la vivienda se topó históricamente con lí-
mites estructurales en las economías periféricas que tienen que ver 
con una moneda subordinada en el sistema financiero internacional 
y consecuentemente inestable. (Shimbo et al., 2019, p. 203)

De igual manera ya que el modelo de acumulación de los países la-
tinoamericanos depende en gran medida de los países del centro, 
se podría hipotetizar que los países latinoamericanos no son tan 
dependientes del “keynesianismo de precios” para sus modelos de 
acumulación, a diferencia de los países del centro que fomentan el 
crecimiento con base al aumento del precio de las viviendas, con el 
denominado efecto riqueza, lo que conlleva que los hogares se apa-
lanquen en créditos hipotecarios para aumentar el consumo. En su 
lugar los países latinoamericanos dependen de maquiladoras y la ex-
portación de materias primas (Pierre, 2022; Salinas Arreortua, 2022). 
Además, acudiendo al marco de “financiarización subordinada”, se 
puede argumentar que la posición de los bancos en países de la peri-
feria es ambigua. Además, cuando los bancos y corporaciones entran 
en los mercados internacionales de capitales, buscando una mayor 
rentabilidad que los mercados locales, asumen los riesgos en las ta-
sas de cambio, tasas de interés, así como riesgos macroeconómicos, 
lo que los hace dependientes de las reservas internacionales de capi-
tal (Powell, 2013).

En Ecuador las instituciones financieras privadas notan un ries-
go en el mercado hipotecario manteniendo bajos niveles de crédito, 
que fue ampliado a partir de 2010 cuando entra en funcionamiento 
el Banco del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social [BIESS] (King 
Mantilla, 2019), sin embargo, a partir de 2014 se empieza a notar un 
descenso en el número de operaciones realizadas por el BIESS y un 
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leve aumento en los Banco Privados, comportamiento que se acen-
túa definitivamente a partir de 2018. A partir de 2015 solo existen dos 
bancos que otorgan créditos en la categoría de vivienda social. Uno de 
estos es considerado privado, pero su principal accionista es el estado 
ecuatoriano, por lo que la otra institución ha quedado como el único 
banco privado en el mercado de los créditos hipotecarios. Se puede ar-
gumentar que en Ecuador los las IF privadas prefieren no arriesgarse 
al crédito hipotecario porque concentran gran parte de los créditos en 
otros sectores más rentables (Páez Pérez et al., 2021). Sin embargo, esto 
no libra a la vivienda de ser objeto de acumulación por su uso como 
reserva del valor. No obstante, en cada país los factores institucionales 
del crédito son específicos y deberían tener un estudio pormenorizado 
de su situación y efectos se escapa de los límites de este estudio.

Existen más factores que pueden explicar la ausencia de correla-
ción entre las tasas de hogares con vivienda propia y la distribución 
de la riqueza, por ejemplo, invasiones que terminan siendo legali-
zadas, después de prolongados periodos de tiempo. Por ejemplo, en 
Perú se llevó a cabo una formalización de propiedades invadidas 
que benefició alrededor de 1,6 millones de hogares, al igual que se 
registran casos en Brasil y Colombia, mejorando las condiciones de 
habitabilidad pero al mismo tiempo fomentando procesos como la 
gentrificación (Fernandes, 2011; Hernan Sullca, 2003; Uribe Castro, 
2016). También se puede hacer referencia a que en los años 70 y 80 
los gobiernos de los países de Latinoamérica se dedicaban a la cons-
trucción de viviendas y venderlas a los hogares, antes de convertirse 
en los cuasi mercados con la presencia del sistema financiero de por 
medio, acciones que pudieron aumentar drásticamente las tasas de 
vivienda propia en la región

El CSRI sugiere que la información para estimar el nivel de la ri-
queza, así como la distribución a la interna, en varios países de La-
tinoamérica es pobre. Por lo que las estimaciones del CSRI deben 
tomarse con cuidado. Se sugiere que las estimaciones de la desigual-
dad de la riqueza deberían ser tomadas como un límite inferior y 
no como el promedio real. Los datos pueden estar sesgados hacia el 
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límite superior. Esto se debe a la mala calidad de los datos y al poco 
interés de los Gobiernos en conocer datos acerca de la desigualdad de 
la riqueza (Chancel et al., 2022; Davies et al., 2017). También existen 
críticas hacia las listas de millonarios, ya que se desconoce la meto-
dología para estimar y determinar las personas que las conforman, 
sin embargo, se utilizan los datos para ajustar los resultados de las 
estimaciones de distribución de la riqueza.

Es importante que los gobiernos de los países latinoamericanos de-
cidan estudiar más a fondo la distribución de la riqueza, ya que esto 
permite el diseño de políticas públicas que promuevan el desarrollo de 
la región. Una forma de mejorar la información de la distribución de 
la riqueza es por medio de la tributación de los grandes patrimonios, 
lo que permite por un lado obtener más ingresos y por el otro lado, 
mejorar los registros administrativos de tenencia de riqueza.
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Riqueza, privilegios y exclusiones
Apuntes metodológicos desde los contextos de 
violencia en América Central

Irene Lungo Rodríguez

Introducción

La riqueza, en tanto faceta constitutiva de las desigualdades, ha sido 
un tema poco estudiado en América Latina (Cattani, 2009; Burchardt 
y Lungo Rodríguez, 2003). Esto se enmarca en una agenda política y 
de investigación centrada en la descripción y medición de la pobre-
za, la exclusión social y la marginalidad, lo cual guarda correlato con 
la persistencia, la magnitud y el carácter estructural del problema. 
Sin embargo, bajo una concepción relacional de las desigualdades, la 
pobreza y la riqueza constituyen dos caras de la misma moneda. La 
clave se encuentra entonces en la convivencia a lo largo y ancho del 
subcontinente de la pobreza estructural, el despojo y la exclusión so-
cial con la hiper concentración de riqueza, los privilegios y el acceso 
a grandes cuotas de poder político en pocas manos.

Estudios recientes ayudan a dimensionar estas distancias. En 
un extremo, durante la década pasada el 1 % más rico participaba 
de alrededor del 42 % de la riqueza total regional, período en el que 
también aumentó el número de milmillonarios (Alarco Tosoni y 
Castillo García, 2020). De hecho, este fenómeno se intensificó con la 
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pandemia del covid-19, coyuntura en la que la riqueza del 1 % aumen-
tó en noventa y siete mil millones de dólares, acaparando el 52 %, del 
total de la riqueza regional (OXFAM, 2022). Del otro lado de la mone-
da, persiste la pobreza estructural y la marginación, para inicios de 
la presente década una de cada tres personas se encontraba bajo la 
línea de pobreza y alrededor de ochenta y seis millones de personas 
en pobreza extrema en América Latina (CEPAL, 2022).

Dentro de este contexto regional, el norte de América Central ex-
pone casos particularmente intensos de concentración del poder y 
la riqueza, así como de su contraparte, el empobrecimiento y la ex-
clusión social (Pérez Sáinz, 2012). Esta subregión expone estructuras 
sociales altamente polarizadas1 con clases medias muy pequeñas 
numéricamente y donde predominan profundas carencias sociales 
–incluso se ha apuntado a la ausencia de ciudadanía social– (Pérez 
Sáinz, 2012). Por otra parte, pese a los esfuerzos democratizadores 
de las últimas décadas, predominan dinámicas políticas excluyen-
tes protagonizadas por elites y grupos de poder extremadamente 
influyentes en la toma de decisiones políticas y cada vez más enri-
quecidos (Bull et al., 2014; Robles Rivera y Nercesián, 2022). Aunado 
a ello, la exclusión social convive íntimamente con el aumento de 
la violencia social y criminal y con el auge de las políticas estatales 
de tono punitivo (Huhn y Warnecke-Berger, 2017; Wolf, 2017; Pérez 
Sáinz, 2015, 2018).

Este capítulo reflexiona sobre las ventajas que tiene el concepto 
de privilegio para explorar situaciones como la anotada, donde con-
viven profundas exclusiones sociales con reducidos grupos sociales 
que concentran el grueso de los recursos y el poder. Para ello el texto 
se divide en tres secciones. Como punto de partida se recuperan los 
principales elementos del concepto de privilegio planteado por los es-
tudios interseccionales, identificando su utilidad para el estudio de 

1  La estructura polarizada hace referencia a sociedades donde coexisten grandes ca-
pas de población empobrecida, clases medias numéricamente reducidas y pocas fa-
milias acaparando el grueso de la riqueza social.
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las desigualdades desde una perspectiva relacional. A continuación, 
se explora la forma en que se ha abordado dicho concepto en los es-
tudios sobre América Latina, mostrando la forma en que la riqueza 
se encuentra en el corazón de los privilegios. Finalmente, se realiza 
una reflexión metodológica mostrando cómo, para el caso centroa-
mericano, el uso de dicha categoría permite identificar experiencias 
extremas de desigualdad, mientras expone la vigencia de profun-
das jerarquías sociales como forma de ordenar el mundo político y 
social.

Privilegios: distribución jerarquizada de recursos estratégicos

En términos generales, el concepto de privilegio emergió para dar 
cuenta de cómo operaba la dominación social, haciendo hincapié en 
las relaciones que se entretejen entre dominantes y dominados. Es 
decir, desde sus orígenes emergió como una noción relacional. Así, 
ha sido clave para establecer un contrapunto capaz de evidenciar la 
opresión experimentada por personas a raíz de su pertenencia a de-
terminados grupos sociales subalternizados.

Este concepto se sitúa en el corazón de los estudios intersecciona-
les, el feminismo negro y los debates sobre capitalismo racial, entre 
otros. Estas miradas coinciden en concebir a los privilegios como las 
ventajas materiales y simbólicas –usualmente enormes– que tienen 
ciertos grupos sociales (group based), obtenidas a partir de su perte-
nencia o adscripción a determinadas categorías de género, clase, ra-
ciales o étnicas, entre otras.2 En otras palabras, refieren a aquellas 
ventajas asociadas a ser hombre, persona blanca o pertenecer a las 
clases más altas, en contraposición a las desventajas y exclusiones 
asociadas a ser mujer, llenar las filas de las clases trabajadoras, o ser 

2  Bailey definió al privilegio como: “systematically conferred advantages individuals 
enjoy by virtue of their membership in dominant groups with access to resources 
and institutional power that are beyond the common advantages of marginalised ci-
tizens” (Bailey, 1998, p. 109).
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una persona negra, indígena o migrante (McIntosh, 1988, 2012; Eps-
tein, 1989; Bailey, 1998).

Esta literatura también señala que tales ventajas se traducen en 
la capacidad de los grupos dominantes de acaparar el grueso de los 
recursos estratégicos, tal como aquéllos que permiten generar y fo-
mentar el acaparamiento de la riqueza (Tilly, 2000; Sherman, 2007). 
Asimismo, se expresan en la posibilidad de obtener cuotas de poder 
político y, en casos extremos al acceso a derechos sociales (Anthias, 
2001; Pease, 2009). Es decir, son ventajas que intervienen en el pla-
no estructural, permiten a los grupos dominantes acaparar los re-
cursos estratégicos de una sociedad e inciden en la reproducción de 
desigualdades.

La clave de la utilidad del concepto reside en que enfatiza en el 
acceso desigual, sistemático y cotidiano a recursos estratégicos, cuo-
tas de poder y derechos, a partir de clasificaciones sociales. Sin em-
bargo, la mera división no es suficiente, es necesario que el mundo 
social esté jerarquizado y existan sujetos dominantes con gran ac-
ceso a poder y población estructuralmente subordinada, tales como 
las mujeres, las poblaciones afrodescendientes, indígenas, migran-
tes, entre otros. La jerarquización, entonces, ha servido como la base 
para marginalizar a los grupos humanos históricamente excluidos 
del acceso a los recursos estratégicos de una sociedad, reproducien-
do así los ciclos de desigualdad a lo largo del tiempo (Tilly, 1998; An-
thias, 2001).

Privilegios en la literatura sobre América Latina:  
experiencias de riqueza y poder

El debate sobre privilegios surgió para dar cuenta de la dominación 
en el seno de las sociedades del Norte global, no obstante, en América 
Latina recientemente ha comenzado a utilizarse para estudiar pro-
blemáticas asociadas con la desigualdad social (Lungo Rodríguez, 
2023). Específicamente, dos agendas de investigación han explorado 
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esta cuestión: por una parte, destacan trabajos que describen los ha-
bitus de las clases más altas, analizando prácticas que construyen 
y refuerzan sus privilegios en la vida cotidiana. Por otra parte, han 
comenzado a publicarse trabajos que sugieren la existencia de una 
cultura del privilegio para estudiar cómo los valores culturales pro-
mueven y hacen posible la aceptación de las políticas desregulado-
ras, antiigualitarias y excluyentes.

Desde una perspectiva microsociológica se han comenzado a es-
tudiar habitus, dinámicas de interacción y prácticas de sociabilidad 
entre integrantes de las elites latinoamericanas (Tiramonte y Ziegler, 
2008; Benson, 2015; Cerón-Anaya; 2019; Ramos-Zayas, 2020). Buena 
parte de estos estudios se basan en análisis etnográficos y otras téc-
nicas cualitativas generando así un conocimiento profundo sobre 
las experiencias cotidianas asociadas al acceso y control de buena 
parte de la riqueza regional.

Estas aproximaciones retoman elementos del trabajo sobre dis-
tinción de Bourdieu, los actualizan y sitúan en el marco de las parti-
cularidades latinoamericanas. En el plano empírico, han mostrado 
la centralidad de las relaciones familiares para mantener la alta con-
centración de la riqueza, la relevancia de las redes generadas en las 
escuelas de elite, la particularidad de los espacios que habitan y tran-
sitan y el enorme peso que tiene el cruce entre blancura, clase y géne-
ro como organizadores de las relaciones sociales en todos los niveles. 
De esta forma evidencian que las elites económicas latinoamerica-
nas, lejos de evocar estampas simplistas del pasado, en la actualidad 
se encuentran en las más complejas relaciones globales.

Estos trabajos han descrito diversas experiencias de opulen-
cia y generación de identidades asociadas a los habitus y prácticas 
de las clases sociales más altas. Asimismo, han hecho hincapié en 
la importancia que mantienen las rígidas jerarquías sociales como 
ordenadores de las relaciones sociales y económicas, donde la clase 
se entrecruza con criterios étnicos-raciales y de género. En este es-
cenario, los privilegios han sido concebidos como epifenómenos de 
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estas dinámicas y como una de las claves para la reproducción de la 
desigualdad y la riqueza.

Por otra parte, desde un enfoque institucionalista algunos traba-
jos plantean la existencia de una cultura del privilegio inserta en el 
corazón de las dinámicas políticas antiigualitarias en los distintos 
países de la región. Se parte del supuesto que existen valores cultura-
les y creencias compartidas que justifican las desigualdades, susten-
tan las políticas de desregulación de la riqueza y posibilitan que las 
elites económicas ejerzan una gran influencia en distintos ámbitos 
de la política y la sociedad.

Bajo esta sombrilla se ha abordado un conjunto diverso de pro-
blemas: algunos analizan cómo distintos valores conservadores –pa-
triarcales y raciales– se institucionalizan y se traducen en prácticas 
del Estado que someten sistemáticamente a los sectores dominados. 
Por ejemplo, el predominio del trato discriminatorio en los sistemas 
de justicia o en los sistemas de salud hacia el grueso de la población 
indígena, afrodescendiente o de las mujeres –sobre todo de sectores 
populares– (Hopenhayn, 2022; Rodríguez Zepeda, 2022). Otros ad-
vierten que una sociedad que suscribe valores autoritarios tiende 
a ser tolerante ante prácticas poco transparentes como la corrup-
ción, el fraude electoral o el tráfico de influencias, minando así las 
democracias y reforzando la concentración de poder (CEPAL, 2018). 
También hay quienes exponen que tal cultura fomenta instituciones 
desreguladores, tales como los sistemas fiscales regresivos de tribu-
tación o políticas de competencia que han beneficiado de sobrema-
nera a las grandes empresas en América Latina (Ríos, 2021).

Estos trabajos han evidenciado las debilidades institucionales de 
los Estados latinoamericanos y la enorme influencia que tienen los 
más ricos y blancos –sobre todo si son varones– en estas sociedades. 
Sin embargo, no siempre queda claro qué es cultura del privilegio, si 
la cultura refiere a meros valores subjetivos individuales, si tienen 
que estar ampliamente compartidos o si deben estar necesariamen-
te institucionalizados; tampoco se clarifica si los privilegios causan o 
promueven instituciones excluyentes o son producto de estos.
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Ninguna de las agendas revisadas se centra en la discusión con-
ceptual sobre los privilegios. Sin embargo, ambas exponen cómo la 
extrema concentración de la riqueza en América Latina sustenta 
privilegios que atraviesan la vida cotidiana de las clases más altas y 
que se sitúan en el corazón de sus posibilidades de concentrar poder 
y promover políticas que les favorezcan. Es decir, los dos abordajes 
evidencian que los privilegios no se pueden entender sin observar 
las experiencias sociales y políticas de la riqueza.

Apuntes metodológicos:  
Privilegios y exclusiones en el norte de América Central

Este apartado reflexiona sobre el concepto de privilegios y su utili-
dad para abordar sociedades polarizadas donde conviven la riqueza 
con la pobreza estructural y ampliamente generalizada. La reflexión 
se alimenta tanto del debate conceptual presentado en las dos sec-
ciones previas, como del caso del triángulo norte centroamericano: 
Guatemala, El Salvador y Honduras; países donde cohabitan la ex-
clusión, la violencia social y el enriquecimiento.

A partir de la relectura de los estudios interseccionales y los tra-
bajos sobre América Latina, definimos a los privilegios como: (a) una 
expresión de la forma en que se distribuyen los recursos estratégicos 
en una sociedad, (b) una manifestación de experiencias de riqueza y 
poder y, (c) producto de las profundas jerarquías sociales que han or-
denado históricamente lo social y lo político en la región. En primer 
lugar, si los privilegios manifiestan el acceso diferenciado a recursos 
estratégicos y cuotas de poder, entonces refieren a un problema emi-
nentemente distributivo. Así, tener privilegios no implica acceder a 
cualquier ventaja social, sino recursos claves en la reproducción de 
la desigualdad y sus facetas polares. En segundo lugar, estos aluden 
a una situación sistemática de ventajas materiales y simbólicas ínti-
mamente ligadas a la extrema concentración de la riqueza y del po-
der. Los estudiosos sobre habitus han mostrado empíricamente que 
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los privilegios se traducen en experiencias de opulencia, mientras 
que los trabajos sobre cultura de privilegio han evidenciado la enorme 
capacidad de los más ricos y poderosos para influir en la política y la 
sociedad. En tercer lugar, hay que reconocer la importancia de la je-
rarquización de los grupos sociales como base para organizar quién 
accede a privilegios y quién queda marginalizado.

En el plano metodológico, esta forma de conceptualizar los privi-
legios implica tres elementos analíticos. Primero, la dimensión dis-
tributiva, que implica prestar atención a los recursos materiales y 
simbólicos que están en juego en la generación de privilegios y exclu-
siones. Segundo, las jerarquías sociales que fungen como criterios 
básicos de acceso o exclusión a dichos recursos. Por último, es funda-
mental realizar análisis situados, es decir, examinar cómo el acceso 
o exclusión se traduce en experiencias diferenciadas de desigualdad 
en los escenarios locales. Veamos cómo se puede leer el caso de la 
violencia y las desigualdades en el norte de América Central a partir 
de este foco de análisis.

Violencia y desigualdad en el triángulo norte: entre el enriquecimiento 
y la fragilidad de la vida

En el triángulo norte centroamericano predominan elevados niveles 
de desigualdad y empobrecimiento y violencia social. Se trata de so-
ciedades históricamente polarizadas y empobrecidas, en la que con-
viven altos niveles de concentración de la riqueza con grandes masas 
de población excluidas de los recursos materiales y simbólicos estra-
tégicos (Pérez Saínz, 2012). Por otra parte, ha presentado elevados y 
persistentes niveles de violencia social y política a lo largo de su his-
toria (Huhn y Warnecke-Berger, 2017).

El carácter polarizado, excluyente y violento de las sociedades 
guatemalteca, salvadoreña y hondureña no se modificó significati-
vamente luego de los procesos de democratización y transformación 
del modelo económico impulsados a fines del siglo pasado. La mar-
ginación continúa protagonizando lo social mientras comenzaron a 
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brotar nuevas y extremas manifestaciones de violencia, de hecho, la 
subregión se ha convertido en uno de los territorios más violentos 
del planeta, con promedios de la tasa de homicidios bastante supe-
riores al del resto de América Latina y otras regiones del mundo.3

Además de la dimensión cuantitativa de la violencia social en 
la región, esta ha adquirido un carácter particular respecto a otros 
contextos: se encuentra estrechamente vinculada con el control 
territorial y social por parte de las maras y el crimen organizado.4 
Al respecto Pérez Saínz (2015) argumenta que la violencia social en 
América Central, además de expresar acciones que buscan benefi-
cios económicos de manera ilícita -delincuencia común-, también 
involucra la búsqueda del control social y territorial por parte de 
grupos criminales, específicamente las maras. Este último tipo de 
violencia, que predomina en el triángulo norte, persigue el acceso 
al poder económico, social e incluso político a partir de fungir como 
autoridad en diversos territorios populares y su población, por parte 
de dichos grupos delictivos

Si bien la vida cotidiana de la población del norte de Centroamé-
rica se encuentra atravesada por elevados niveles de violencia social, 
el impacto es distinto para los diversos grupos sociales. En un extre-
mo, los elevados niveles de empobrecimiento y marginalidad se vin-
culan a una situación extrema de vulnerabilidad frente a la violencia 
asociada al control territorial de las maras (Pérez Saínz, 2015, 2018), 
esto asume mayores dimensiones cuando se trata de las mujeres y, 

3  Desde el año 2014 el proyecto INFOSEGURA encabezado por el Programa de 
Naciones Unidas para el Desarrollo realiza boletines sistematizando datos de violen-
cia sobre la subregión, mostrando las mencionadas tendencias regionales: https://
infosegura.org/ (visitado el 1 de abril de 2023).
4  Las pandillas juveniles o “maras” emergieron en América Central desde mediados 
del siglo pasado, sin embargo, a partir de la década de 1990 se convirtieron en es-
tructuras delictivas altamente organizadas y transnacionales, lo cual se vincula con 
las primeras olas de deportación de inmigrantes centroamericanos –muchos de los 
cuales eran miembros de las pandillas– desde los Estados Unidos. Hacia inicios del 
presente siglo las maras ya constituían grupos criminales con amplio control terri-
torial y social en El Salvador, Honduras y Guatemala (Pérez Sáinz, 2015; Wolf, 2017, 
Pérez Prado, 2018).

https://infosegura.org/
https://infosegura.org/
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sobre todo, de mujeres jóvenes (Sampó, 2016). En el otro extremo, la 
población con un acceso mayor a recursos estratégicos y poder no 
solamente se encuentra menos expuesta a este tipo de violencia, sino 
incluso hay quienes se han enriquecido y aumentado su poder a raíz 
de la expansión de la seguridad privada (Saavedra, 2014, Wolf, 2017). 
Se trata de dos experiencias diametralmente opuestas frente a un fe-
nómeno dramático, uno está anclado a la exclusión social y el otro a 
los privilegios.

Desde el lado de la exclusión social, el control por parte de las 
pandillas de numerosos barrios populares se traduce en la exposi-
ción cotidiana de sus habitantes a agresiones contra su integridad 
personal y física, tales como golpes, asaltos o amenazas constantes 
de muerte o violación si no pagan las cuotas de extorsión, entre un 
extenso abanico de agresiones y amenazas cotidianas (PNUD, 2015). 
Para el caso de las mujeres, estas suelen vivir cotidianamente ante el 
acecho de la violación u otras manifestaciones extremas de violen-
cia sexual. Al respecto, Sampó (2016) señala que las violaciones ade-
más de ser una forma de control dentro de las pandillas, mantiene el 
terror social en las comunidades. La situación es tan dramática en 
estos territorios, que incluso la vida de las personas de los extensos 
barrios populares parece estar amenazada día tras día.

Por otra parte, desde hace más de dos décadas se han implemen-
tado diversas políticas de mano dura en la subregión, generando 
fuertes políticas de control territorial y policial sobre los barrios po-
pulares, enfocadas sobre todo en el control de los jóvenes de clases 
populares. Esto ha producido una creciente estigmatización de sus 
habitantes, incrementando su vulnerabilidad (Wolf, 2017). El extre-
mo llegó con el Régimen de Excepción implementado por el Esta-
do salvadoreño el 27 de marzo de 2022, a partir de entonces se han 
cometido una serie de irregularidades y violaciones a los derechos 
humanos:

Esta política ha resultado en más de  sesenta y seis mil detencio-
nes, en su mayoría arbitrarias, el sometimiento a  malos tratos y 
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tortura, violaciones flagrantes al debido proceso, desapariciones for-
zadas y la muerte de al menos ciento treinta y dos personas bajo la 
custodia del Estado, quienes al momento de su fallecimiento no ha-
bían sido declarados culpables de ningún delito. (Amnistía Interna-
cional, 23 de abril de 2023)

Del otro lado de la moneda, algunas investigaciones sugieren que las 
clases más altas y blancas en estos países tienen privilegios que les 
permiten disminuir significativamente la vulnerabilidad frente al 
fenómeno de la violencia de las maras (Lungo Rodríguez, 2021). Se 
trata de reducidos grupos de población que acceden a recursos ma-
teriales que les permite costear la industria de la seguridad privada, 
residir en barrios privados con importantes dispositivos de seguri-
dad, es decir, lo que Caldeira (2007) denomina las ciudades amuralla-
das. Incluso, se ha sugerido que la implementación de estos sistemas 
alternativos y privados de la ciudad implica una industria profun-
damente lucrativa que solo es posible por la lógica de desregulación 
de los Estados (Saavedra, 2014, Wolf, 2017). Por otra parte, también 
cuentan con recursos simbólicos asociados a la pertenencia de cla-
se y a la adscripción a categorías étnico-raciales y de género que los 
vuelve menos vulnerables ante las políticas de control implementa-
da con fuerza por los Estados centroamericanos.

En el triángulo norte centroamericano, las divisiones de clase ín-
timamente asociada con la blancura y el género continúan siendo 
la llave analítica para jerarquizar las relaciones sociales y política; 
estas subyacen como criterio implícito para definir quiénes acceden 
a privilegios y quiénes terminan experimentando profundas situa-
ciones de exclusión social. En Guatemala, El Salvador y Honduras 
los varones blancos, en menor medida mestizos, se ubican en una 
posición de superioridad económica, política y simbólica que les per-
mite habitar mundos extremadamente violentos de manera mucho 
menos vulnerable que la mayoría de la población, e incluso acceder a 
cuotas de poder y riquezas asociadas a las dinámicas de contención 
de la violencia.
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Conclusiones

El texto argumenta que la categoría de privilegio puede contribuir 
a comprender cómo en sociedades polarizadas y empobrecidas, se 
pueden generar experiencias extremas de desigualdad. Tal es el caso 
de los países del norte de América Central, donde el enriquecimiento 
y concentración de poder convive con la vulnerabilidad de la vida. 
Así, en Honduras, El Salvador y Guatemala se observan grandes gru-
pos de población profundamente vulnerables ante (a) el control te-
rritorial, social, las violencias extremas y las agresiones por parte de 
miembros del crimen organizado y (b) la creciente criminalización 
de los territorios populares y su población por parte de las políticas 
punitivas de los Estados. Esta realidad contrasta con la experiencia 
de las clases más altas, usualmente blancas y mestizas, que como 
parte de sus privilegios acceden a importantes recursos materiales y 
simbólicos que facilita evadir muchos de los efectos dramáticos de la 
violencia criminal y las políticas asociadas a su contención, y hasta 
lucrar de estas.

En el plano analítico, se propone entender a los privilegios como 
ventajas materiales y simbólicas derivadas del acceso a recursos ma-
teriales y simbólicos estratégicos en una sociedad, que en América 
Central alude al acceso a importantes cuotas de poder y riqueza. Así, 
los privilegios permiten observar en el plano empírico cómo situa-
ciones vinculadas con la extrema concentración de la riqueza se 
materializa en la experiencia y la vida de las personas. Esta noción 
permite identificar las ventajas materiales y simbólicas que refuer-
zan los procesos de concentración de la riqueza y poder, mientras 
evidencia cómo pequeños grupos se benefician de determinados 
acuerdos distributivos y los principales criterios organizadores de lo 
social que están en juego. Así, quienes acceden a privilegios –princi-
palmente las clases altas y blancas, y sobre todo los hombres– tienen 
muchísimas más chances de influir en las políticas y las legislacio-
nes, acceder a espacios claves de poder y, a través de sus prácticas, 
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reproducir un orden social profundamente jerarquizado, racializa-
do y androcéntrico.

Los privilegios permiten un abordaje relacional de las desigual-
dades, pues además de reflejar experiencias de riqueza, establece 
vínculos con su contraparte. Así, permite identificar quienes que-
dan excluidos y de qué tipos de recursos son privados. Como ha sido 
ampliamente documentado, en Centroamérica los contingentes de 
población excluida de riqueza y el poder están integrados por las 
poblaciones indígenas, afrodescendientes, sectores obreros, vende-
dores informales, comunidades campesinas y, más aún, las mujeres 
que forman parte de dichos grupos. De ahí que es importante recono-
cer que esta noción condensa un problema distributivo de larga data.

En el plano metodológico, estudiar el privilegio implica poner el 
foco de atención en tres cuestiones: (a) cuáles son los recursos ma-
teriales y simbólicos que están en juego, (b) cuáles son las jerarquías 
sociales que ordenan la distribución estos –clase, género, etnicidad 
y racialidad, entre otros– y cómo se dan los entrecruces y, (c) cómo 
operan estos fenómenos en los contextos locales. Es decir, es necesa-
rio analizar quiénes son los sujetos privilegiados y quiénes no, cuáles 
recursos clave están en juego y cómo expresan desigualdades con-
cretas y situadas.

Es importante reflexionar sobre los privilegios en contextos como 
los centroamericanos, donde la abundancia y la opulencia coexisten 
con el empobrecimiento estructural y con la ausencia de derechos 
para importantes grupos de población. Si no se ubica la riqueza en 
el corazón del concepto, la categoría se puede tornar volátil y puede 
referir a una variedad de situaciones que tienen poco que ver con las 
experiencias de desigualdad que se generan en la subregión. En este 
sentido el texto reivindica la importancia de explorar las implicacio-
nes sociales y políticas de la excesiva concentración de la riqueza, 
que no debería ser abordada como un mero epifenómeno de las acti-
vidades económicas de cualquier sociedad.
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Del impuesto a la renta  
al “aporte solidario extraordinario”
Aproximaciones hacia los debates en torno  
a la justicia social e impositiva en Argentina  
en dos coyunturas históricas (1920 / 2020)

Luz Irene Pyke

Introducción

En marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud caracterizó 
la propagación de la enfermedad covid-19 como una pandemia. Para 
entonces, la enfermedad ya se encontraba presente y se extendía 
velozmente en gran parte de los países de América Latina. En esta 
región, al igual que en el resto del mundo, a los costos en vidas huma-
nas y sostenimiento de los sistemas de salud en tensión, se le suma-
ron las consecuencias económicas producto de las distintas medidas 
de aislamiento tomadas por los gobiernos. La crisis económica tuvo 
múltiples dimensiones afectando tanto a los sectores informales y 
precarizados como al funcionamiento normal de las grandes empre-
sas. No obstante, la tendencia ha sido hacia una profundización de 
las desigualdades sociales y un aumento de la pobreza como resulta-
do de la crisis.

En este marco, el rol de los Estados en sus múltiples dimensio-
nes frente a la crisis fue puesto en cuestión, particularmente en lo 
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respectivo a las iniciativas de los gobiernos para afrontar los efectos 
negativos en lo social y económico. La capacidad de los Estados para 
brindar asistencia social y económica, además de sanitaria, puso es-
pecialmente a prueba los resortes financieros de los mismos. Esta si-
tuación permitió que se abriera la discusión sobre las características 
de los sistemas tributarios con el objetivo de adoptar medidas fisca-
les, atendiendo al criterio de progresividad en los aportes (Strada y 
Garriga Olmo, 2021).

Tanto la magnitud de la crisis económica como la discusión en tor-
no a los instrumentos fiscales para afrontarla han sido comparadas 
al contexto de entreguerras, particularmente a la Gran Depresión de 
1929 por distintos actores, incluyendo al mismo Fondo Monetario In-
ternacional [FMI] (Strada y Garriga Olmo, 2021; Coronel, Pyke y Ca-
rosio, 2022). Tras la Primera Guerra Mundial durante los años veinte 
y la Gran Depresión durante los años treinta, los Estados nacionales 
iniciaron procesos de transformación en sus sistemas tributarios. 
En América Latina, países como México y Brasil lograron introducir 
bajo distintas denominaciones y modalidades nuevos tributos sobre 
los patrimonios basados en el principio de progresividad en la déca-
da de 1920, mientras que Argentina hizo lo propio durante la década 
de 1930.1

En este artículo proponemos una aproximación hacia las nocio-
nes de justicia social e impositiva en Argentina a partir de los debates 
en torno a la implementación del impuesto a la renta de las décadas 
de 1920 y 1930, y los debates en torno al llamado “aporte solidario y 
extraordinario para ayudar a morigerar los efectos de la pandemia” 
del año 2020. En ambos casos se trató de iniciativas vinculadas a dos 
coyunturas históricas de crisis global –la desatada a partir de la Pri-
mera Guerra Mundial y la Gran Depresión, y la crisis actual por la 
pandemia de covid-19–, que se propusieron tanto como instrumentos 

1  Sobre la introducción de impuestos a la renta en México puede consultarse Unda 
Gutiérrez (2017) y Aboites Aguilar (2003), en Brasil puede consultarse Sánchez Román 
(2005).
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de redistribución de la riqueza, como de respuestas a las necesidades 
fiscales del Estado nacional. No obstante, mientras el impuesto a la 
renta parece haber contado con cierto consenso político e ideológico 
entre las elites políticas y económicas argentinas, el aporte solida-
rio extraordinario fue más bien cuestionado y resistido por estas. A 
través de fuentes bibliográficas y del análisis de los argumentos de-
sarrollados durante los debates parlamentarios a favor y en contra 
de la sanción de la ley de aporte solidario durante 2020, se propone 
un contrapunto entre ambos momentos, para reconocer cambios y 
permanencias tanto entre las concepciones que vinculan la imple-
mentación de instrumentos tributarios progresivos con la idea de la 
justicia social, como entre aquellas que cuestionan la legitimidad de 
los mismos.

Se argumenta, en primer término, que mientras las ideas sobre 
la necesidad de introducir instrumentos progresivos vinculados a 
la capacidad de pago eran aceptadas mayormente como “justas” du-
rante las décadas del veinte y treinta, actualmente las mismas se en-
cuentran cuestionadas, y se las considera contrarias a los objetivos 
de la producción, la generación de empleo, la inversión y el ahorro. 
De este modo, parecen producirse desplazamientos que desvinculan 
los tributos como instrumentos de regulación y distribución de la ri-
queza, para asociarlos al origen de fenómenos como el desempleo, el 
quiebre de empresas y la recesión económica. En segundo lugar, sos-
tenemos que la discusión se llevó adelante sobre un reconocimiento 
implícito entre los legisladores respecto del carácter moderado de la 
norma, en cuanto no pretendía modificar las características funda-
mentales de la estructura tributaria nacional.

Crisis de entreguerras e impuestos a la riqueza: justicia social 
e impositiva durante las décadas de 1920 y 1930

Durante el periodo de entreguerras las economías nacionales de 
América Latina sufrieron impactos y cambios severos. Tanto el 
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estallido de la primera guerra mundial en 1914 como el crack de 1929 
produjeron una contracción de los mercados internacionales que 
puso en crisis a las exportaciones como una de las principales fuen-
tes de financiamiento de los Estados nacionales. La tendencia hacia 
el financiamiento a través de los impuestos indirectos a los artícu-
los de consumo popular se acentuó, encareciendo sensiblemente su 
costo en contextos de fuerte recesión económica. En este marco los 
cuestionamientos hacia los regímenes tributarios decimonónicos se 
profundizaron y los distintos países de América Latina debieron en-
frentar hacia las décadas de 1920 y 1930 sus crisis fiscales a través de 
distintas respuestas.

Las respuestas asumidas en mayor o menor grado en los dis-
tintos países a partir de las crisis de la primera posguerra y la gran 
depresión incluyeron cuestionamientos a la política financiera y 
demandas de integración y redistribución. Asimismo se observó en 
los distintos países la implementación de impuestos a la tierra, el 
capital o el patrimonio, la racionalización de recursos hacia la pro-
ductividad y conformación de economías regionales, impuestos a las 
inversiones transnacionales en recursos energéticos o primarios de 
exportación agrícola o agropecuaria.

En América Latina, al igual que en Europa, tras el fin de la prime-
ra guerra y durante la década de 1920 cobraron popularidad las ideas 
que proponían reformas fiscales sobre el principio de mayor progre-
sividad, siendo los impuestos a la riqueza uno de los instrumentos 
señalados entre los más efectivos en sus impactos redistributivos. 
Las críticas hacia los crecientes impuestos indirectos sobre el con-
sumo hacían hincapié en sus características regresivas y su impacto 
negativo sobre los sectores trabajadores más castigados por la crisis 
y la recesión económica. Frente a esto, desde diversas corrientes del 
socialismo, el radicalismo y el reformismo se comenzó a plantear la 
necesidad de establecer impuestos directos sobre el patrimonio que 
buscaran regular y contener los procesos de acumulación y concen-
tración de la riqueza, también favorecidos en parte por la crisis. Los 
debates giraron entonces en torno a distintas nociones de justicia 
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social, que planteaban que “lo justo” era que los tributos se impusie-
ran en relación a la posición económica del contribuyente. En este 
sentido, si bien no existía un consenso pleno respecto a cómo definir 
la riqueza, el patrimonio o los niveles de ingresos sobre los cuales se 
aplicarían estos tributos, sí se consideraba que las reformas fiscales 
de estas características mejorarían la vida de los trabajadores y los 
sectores populares, particularmente en el contexto de crisis. En otro 
plano, la introducción de mayores impuestos directos también bene-
ficiaría las bases de financiamiento de los Estados, resentidas por las 
crisis internacionales.

En Argentina, si bien los primeros proyectos de impuestos a la 
riqueza comenzaron a debatirse hacia fines de la década de 1910 du-
rante el primer ciclo de gobiernos radicales, no fue sino hasta los 
años treinta bajo los gobiernos conservadores que logró aprobarse 
e implementarse un tributo de estas características. En este senti-
do, pese a los éxitos electorales, la amplia legitimidad política y el 
apoyo popular de los que gozaron los gobiernos radicales hasta 1930, 
fueron incapaces de introducir reformas tributarias significativas 
de mayor progresividad. Las dificultades de los gobiernos radicales 
para reformar el sistema tributario han contribuido de este modo a 
la construcción de una imagen paradojal del período en la que, pese 
al proceso de democratización política, el esquema impositivo regre-
sivo se habría perpetuado tal como fue heredado del siglo XIX, limi-
tándose así las posibilidades de ampliación del gasto público y sus 
efectos redistributivos.2

Terminado el primer ciclo de gobiernos radicales, el llamado 
impuesto a la renta no fue aprobado sino hasta 1932 durante los go-
biernos conservadores sostenidos sobre la práctica del fraude elec-
toral. En este sentido, el acompañamiento que las elites económicas 
presentaron al impuesto a la renta durante la década de 1930 se 

2  Distintos autores han abordado las dificultades y el eventual fracaso del radicalis-
mo para concretar reformas como la del impuesto a la renta proponiendo posibles 
explicaciones para este desenlace, ver Caravaca, 2009; Sánchez Román, 2005 y 2013; 
Montequín, 2000.
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relacionó a una mayor capacidad del régimen conservador para con-
sensuar su cooperación, con el objetivo de hacer frente a los nuevos 
desafíos presentados por las transformaciones sociales y asumir el 
Estado un rol cada vez más social (Sánchez Román, 2013).

Tanto durante los debates de los años veinte como a inicios de 
los años treinta, los proyectos para introducir un impuesto sobre la 
riqueza fueron objeto de resistencias. No obstante, los argumentos 
sobre los que se sostenían estos rechazos no parecían cuestionar la 
concepción general respecto de que “lo justo” en materia tributaria 
y social era que la recaudación impositiva recayera principalmente 
sobre los sectores de mayor capacidad contributiva. En este sentido, 
durante los gobiernos radicales, las posiciones a partir de las cuales 
se impidió el avance los distintos proyectos presentados se sostuvie-
ron principalmente sobre los argumentos de los representantes de 
las provincias del interior del país. Para estos, los proyectos de refor-
ma fiscal e introducción de un impuesto a la renta nacional supo-
nían un proceso de centralización fiscal que socavaba su autonomía 
financiera. Por su parte, durante los años treinta, los cuestionamien-
tos hacia el impuesto a la renta tuvieron su origen en la legalidad y 
legitimidad del Gobierno conservador para imponer el nuevo tribu-
to. En efecto, la introducción del impuesto a la renta fue realizada 
originalmente por el Gobierno de facto de Uriburu a inicios de 1932. 
Si bien meses después el nuevo tributo fue sancionado por un con-
greso recientemente electo, estos comicios se habían realizado bajo 
la proscripción de la UCR, principal partido político del país (Sán-
chez Román, 2013).

De este modo, no parece advertirse en este periodo de entregue-
rras un cuestionamiento hacia los impuestos, y particularmente 
aquellos que recaen sobre los mayores patrimonios, en tanto instru-
mentos justos ni tampoco se le atribuían efectos negativos sobre la 
producción y la economía. Los cuestionamientos, por el contrario, se 
vincularon en un caso a las disputas jurisdiccionales en torno a los 
recursos fiscales entre nación y provincias, y en el otro a la legalidad 
y legitimidad de los gobiernos que introdujeron los nuevos tributos.
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Justicia social e impositiva en el debate por la ley de aporte 
solidario

A mediados de 2020 desde algunos sectores del Gobierno argentino 
se comenzaron a plantear las primeras ideas que darían forma final 
al proyecto de Ley “Aporte solidario y extraordinario para ayudar 
a morigerar los efectos de la pandemia”. Por entonces, el Gobierno 
nacional se encontraba encabezado por el presidente Alberto 
Fernández y la vicepresidenta Cristina Fernández de Kirchner, fór-
mula vencedora en las elecciones nacionales de octubre de 2019 que 
expresaba una amplia coalición de sectores del peronismo, el pro-
gresismo y el más reciente kirchnerismo, bautizada como Frente de 
Todos.3 Esta coalición puede ubicarse en términos generales como 
parte de las tendencias nacionales y populares en América Latina 
propias de las primeras décadas del siglo XXI. La fórmula vencida, 
por su parte, fue la encabezada por el expresidente Mauricio Macri, 
de Juntos por el Cambio, que expresaba otra amplia coalición de sec-
tores radicales, moderados y conservadores que pasaron a constituir 
a partir de entonces el principal sector de la oposición.

En este marco, la redacción del proyecto de aporte solidario es-
tuvo a cargo del diputado Carlos Heller bajo el auspicio del jefe del 
bloque de diputados del Frente de Todos Máximo Kirchner, hijo de 
la entonces vicepresidenta. Fue ingresado formalmente para su tra-
tamiento en Cámara de Diputados de la Nación el 31 de Agosto de 
2020. En términos generales la norma establecía un aporte dinerario 
por única vez sobre personas humanas cuyos bienes totales decla-
rados excedían los doscientos millones de pesos, con alícuotas que 
comenzaban en el 2,00 % y se incrementaban hasta el 3,50 % para 
quienes superaran los tres mil millones de bienes declarados en el 
país. En el caso de bienes en el exterior, la alícuota sería de entre el 
3 % y el 5,25 %, según el patrimonio gravado. El objetivo era alcanzar 

3  Este mandato corresponde al periodo desde diciembre de 2019 hasta diciembre de 
2023.
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alrededor de diez mil personas y recaudar unos trescientos mil mi-
llones de pesos.4

Tras su tratamiento en comisión durante varias semanas, el pro-
yecto finalmente se debatió en el recinto de diputados nacionales el 
17 de noviembre, resultando aprobado tras largas horas de debate 
por 133 votos afirmativos contra 115 negativos y 2 abstenciones. Po-
cas semanas después, el 4 de diciembre, el proyecto se debatió en la 
Cámara de Senadores de la Nación, resultado aprobado por 42 votos 
afirmativos contra 26 negativos.

Tanto durante el debate del proyecto como su divulgación en 
otros espacios de debate público como los medios de comunicación 
y las redes sociales, tanto los impulsores como los detractores de la 
norma apuntaron a presentarla como una iniciativa enmarcada en 
la discusión sobre la distribución de la riqueza e incluso como una 
suerte de “impuesto a la riqueza”. No obstante, el análisis sobre los 
argumentos desplegados en el recinto de diputados durante su trata-
miento da cuenta no solo de las características más bien moderadas 
de la iniciativa, sino también del reconocimiento implícito al respeto 
por parte de diputados oficialistas y opositores por igual, al margen 
de los discursos más o menos encendidos. Como se observa en el cua-
dro I, uno de los principales puntos de discrepancia recaía sobre la 
misma naturaleza de “impuesto” de la norma, negada como tal por el 
mismo oficialismo.

4  El tipo de cambio oficial para agosto de 2020 era de USD 1 = $ 73.
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Cuadro 1. Argumentos a favor y en contra de la Ley “Aporte solidario 
y extraordinario para ayudar a morigerar los efectos de la pandemia” 
expuestos durante el debate de la misma en la Cámara de Diputados de 

la Nación Argentina el día 17 de noviembre de 2020

Argumentos en contra de la ley Argumentos a favor de la ley
Anticonstitucional por implicar doble 
tributación debido a la existencia del 
impuestos a bienes personales
Confiscatoria
Desconfianza del carácter “excepcional” y de la 
temporalidad (por “única vez”)
Sujeto a litigios judiciales
Aumenta la presión tributaria
Atenta con la inversión y el ahorro argentino
Desincentiva las inversiones extranjeras
Alcanza a pymes
Un “aporte solidario” no debe ser obligatorio 
sino voluntario
Medida tardía en relación a la emergencia 
sanitaria

No se trata de un nuevo impuesto sino de un 
“aporte”
Medida “extraordinaria” por “única vez” en 
el contexto de emergencia sanitaria por 
pandemia de covid-19
Alcanza a personas físicas y no a pymes
Alcanzaría a unos 9 300 contribuyentes (0,8 % 
de contribuyentes a bienes personales)
Los recursos recaudados se destinarían a becas 
estudiantiles, vacunas, insumos médicos, 
obras de urbanización, subsidios a pymes y 
programas de explotación de gas
La iniciativa constituye una reparación frente 
a los niveles de desigualdad y concentración 
de la riqueza
La presión tributaria recae mayormente sobre 
los sectores populares y las clases medias

Fuente: elaboración propia con base en la Honorable Cámara de Diputados  
de la Nación Argentina. Versión Taquigráfica: 14.ª Reunión – 12.ª Sesión Ordinaria 

(especial-remota). Noviembre 17 de 2020.

Los impulsores de la ley, antes de presentarla como un verdadero 
instrumento fiscal de mayor progresividad para una distribución 
más equitativa de la riqueza, presentaron el debate como una opor-
tunidad para empezar a pensar en una reforma tributaria en dicho 
sentido en la Argentina. De este modo, buscaron hacer hincapié en 
el carácter de “no impuesto”, “excepcionalidad” y de aplicación por 
“única vez” de la norma.

La ley aparecía entonces como una “excusa” para la discusión de 
la concentración de la riqueza y las inequidades tributarias y socia-
les, y no para su corrección. El carácter de “impuesto a la riqueza” 
o de aporte de quienes “más tienen” para ayudar solidariamente a 
quienes “menos tienen”, resultaba en efecto más declamatorio que 
real. Este objetivo político fue de hecho expuesto de distintas mane-
ras en varios pasajes de los discursos pronunciados por los diputados 
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oficialistas que defendieron el proyecto en el recinto. Pero fue el mis-
mo presidente del bloque del Frente de Todos, Máximo Kirchner, 
quién en el discurso final lo expresó de modo más cabal:

Este aporte solidario tiene que servir para el fin específico para el que 
está designado, pero principalmente para ser un puente hacia una re-
forma tributaria en la Argentina que desburocratice la cantidad de im-
puestos que hay y que realmente recaude sobre los sectores que debe 
recaudar. (Honorable Cámara de Diputados de la Nación Argentina 
Honorable Cámara de Diputados de la Nación Argentina [HCDNA], 
2020, p. 288)5

En este marco, los argumentos a favor del proyecto no encontraban 
un eje realmente fuerte en los efectos redistributivos del mismo. El 
hecho giraba en torno a lo que implicaba en términos políticos la 
imposición de la norma, es decir quitarles “algo” a los más ricos, en 
momentos en los que los niveles de pobreza del país alcanzaban poco 
más del 40 %.6 El diputado oficialista Carlos Heller, quien fue uno de 
los autores de la norma, lo expresaba así:

Es simplemente solicitar un aporte extraordinario para atender a los 
que están sufriendo, a los que menos tienen, a los que tienen necesi-
dades insatisfechas. (HCDNA, 2020, p. 57)

Otra de las diputadas oficialistas que realizó una de las principales 
defensas del proyecto, la economista Fernanda Vallejos, se pronun-
ció en forma similar:

Iniciativas como el aporte extraordinario que estamos debatiendo 
son un intento de paliar en algo los vergonzantes niveles de injusticia 
que lastiman a nuestra sociedad […] Asumamos esta iniciativa como 
un acto de reparación y un puntapié inicial para tantos otros debates, a 

5  Bastardillas nuestras.
6  Según el Instituto Nacional de Estadística y Censos de la Argentina [INDEC] (2021), 
durante el segundo semestre de 2020 la pobreza alcanzaba a un 42% de personas y la 
indigencia un 10,5 % en todo el país.
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partir de los cuales podamos parir una Argentina con mayor igual-
dad. (HCDNA, 2020, pp. 66-69)

Otros diputados realizaron afirmaciones más encendidas. El diputa-
do Marcelo Koenig, por caso, afirmó:

Tienen miedo de que en la Argentina discutamos de una vez por todas 
acerca de un sistema tributario absolutamente injusto y regresivo que 
hace que los que más tienen paguen mucho menos que los que me-
nos tienen en proporción a sus ingresos. (HCDNA, 2020, p. 214)

Si bien muchos discursos se centraron en denunciar la concentra-
ción de la riqueza y en la necesidad de alcanzar una mayor justicia 
social en el país, estas intervenciones difícilmente argumentaban 
sobre cómo la norma actuaría en dicho sentido. En otras palabras, 
se buscaba discutir sobre la justicia impositiva y la capacidad redis-
tributiva de los instrumentos fiscales, a través de un proyecto de ley 
que no introduciría ninguna reforma tributaria.

De este modo, la mayoría de los argumentos en favor de la ley de-
bieron fundamentarse principalmente sobre tres ejes: 1. el contexto 
de crisis global excepcional por causa de la pandemia de covid-19; 2. 
la cantidad de personas físicas que serían realmente alcanzadas por 
la norma; y 3. el destino de los fondos que se recaudarían. El primer 
eje buscaba simplemente destacar no solo los efectos negativos de la 
crisis sanitaria global en materia económica y también social, sino 
también la excepcionalidad de este evento, que demandaba preci-
samente medidas igualmente excepcionales. Respecto del segundo 
punto, el argumento se sostenía a partir del alcance limitado del 
aporte sobre un porcentaje del 0,8 de los contribuyentes ya alcanza-
dos por el impuesto a bienes personales, y de 0,02 % de la población 
total de Argentina. Esto arrojaba un universo de potenciales contri-
buyentes de aproximadamente nueve mil trescientas personas. La 
exposición de este número servía a su vez al propósito de ilustrar lo 
que se consideraba como la hiperconcentración de grandes fortunas 
en un puñado de personas. El tercer eje buscaba destacar el destino 



160	

Luz Irene Pyke

de los fondos recaudados: becas estudiantiles, las vacunas y los me-
dicamentos, las obras de urbanización, subsidios a pymes y los pro-
gramas de explotación de gas. Muchos argumentos desarrollados a 
favor de la ley, resaltaron reiteradamente el carácter social del des-
tino de los recursos recaudados, y su objetivo principal de “morige-
rar” los efectos negativos de la pandemia en lo económico, sanitario 
y educativo.

Esta estructura de argumentación y defensa sobre el carácter 
más bien moderado de la norma que se proponía, fue la mayormente 
expuesta por los diputados oficialistas en sus discursos, particular-
mente por parte de aquellos provenientes de provincias del interior 
del país. Dos ejemplos claros los dan los diputados y exgobernadores, 
Sra. Corpacci de Catamarca y Sr. Gioja de La Rioja. En su interven-
ción, Corpacci expuso claramente:

Estamos hablando de personas que, como mínimo, tienen 200 millo-
nes de pesos en bienes declarados. […] Este es un aporte extraordina-
rio porque la situación que vive nuestro país es extraordinaria, como 
sucede en todo el mundo. Recurrimos a ellos porque son los únicos 
a los que podemos recurrir. […] Este aporte se destina fundamental-
mente a la compra de vacunas y de otros insumos para la lucha con-
tra el covid, en un sistema de salud que estaba desmantelado. Este 
aporte se destina a volver a tener el programa Progresar, para que 
nuestros jóvenes se capaciten. […] Este aporte se destina a mejorar los 
barrios más vulnerables, su infraestructura y hábitat. […] Este aporte 
se destina también a la investigación y al fomento de la producción 
de gas […] quiero adelantar mi voto positivo porque lo contemplado 
en esta iniciativa me parece una cuestión de justicia hacia todos los 
argentinos. Tanta inequidad es insostenible. (HCDNA, 2020, pp. 154, 
155)

El diputado Gioja hizo lo propio siguiendo el mismo argumento:

Las que van a pagar este impuesto […] son 9 298 personas, es decir, 
solamente el 0,8 por ciento del total de los que están empadronados 
y que declaran precisamente estos bienes. Esto está demostrando 
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cuánta es la concentración en la Argentina y la justicia de este he-
cho, que tiene que ver -insisto- con la solidaridad y con el momento 
más que difícil que viven nuestro país y el mundo. […] Entonces, cree-
mos que esta es una medida que tiene que ver con la equidad, con la 
justicia y con nuestros principios. Además, es una medida federal, 
porque… la asignación de estos recursos es para el pueblo argentino 
y tiene que ver con la pandemia, con la pequeña y mediana empresa 
–lo que implica empleo-, con la educación, con el futuro de nuestra 
empresa insignia y madre en gas y petróleo, que es YPF, para brin-
dar más gas y más servicios a nuestra gente, y también tiene que ver 
los barrios populares que hay en toda la Argentina. (HCDNA, 2020, 
pp. 158 y 159)

Tanto el carácter más bien moderado de la norma en los efectos re-
distributivos y de justicia social a los que se buscó asociar, como su 
defensa sustentada muchas veces sobre el objetivo político de gene-
rar un debate sobre los aspectos regresivos de la estructura tributa-
ria argentina, fueron advertidos fácilmente y denunciados por los 
detractores del proyecto, mayormente miembros de Juntos por el 
Cambio. La diputada opositora Silvia Lospennato exponía este hecho 
de este modo:

La pregunta es cuál es el verdadero objetivo de este impuesto si no 
es el de una vocación recaudatoria. Muy simple: alimentar el relato y 
construir una épica maniquea. (HCDNA, 2020, p. 215)7

Sin embargo, lo cierto era que la naturaleza del debate realmente ex-
ponía a los detractores del proyecto de aporte solidario como verda-
deros “defensores de los más ricos”. Esto demandó un esfuerzo extra 
entre quienes se oponían a la norma para poder fundamentar sus 
posiciones, debiendo afirmar reiteradamente que no estaban a favor 
de la concentración de la riqueza. No obstante, pese a las declaracio-
nes defensivas de este tipo, los argumentos de los diputados oposito-
res a la norma apelaron principalmente a lo que consideraban como 

7  Bastardillas nuestras.
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los aspectos jurídicamente problemáticos de la misma, ubicando los 
planteamientos de carácter político en un segundo orden.

En el plano de los argumentos de orden jurídico, los diputados 
opositores al proyecto estructuraron sus intervenciones en torno a 
los siguientes ejes: 1. el proyecto creaba de hecho un nuevo “impues-
to” y no un “aporte solidario por única vez”; 2. el nuevo impuesto re-
caía sobre sujetos y sobre una base imponible ya alcanzada por otro 
impuesto, el de bienes personales, constituyendo un hecho de doble 
imposición; 3. esta doble imposición era contraria a lo establecido 
por la Constitución Nacional, por lo que era anticonstitucional y 
confiscatoria. Estos argumentos se reforzaban planteando que nin-
guna situación de emergencia justificaba violentar la constitución, 
y que la aplicación de la norma generaría litigios judiciales. Si bien 
fueron muchos los diputados opositores que desarrollaron este argu-
mento, fue la diputada Graciela Camaño una de las que mejor logró 
sintetizar estos tres ejes en su intervención:

Este denominado aporte solidario y extraordinario para ayudar 
a morigerar los efectos de la pandemia presenta algunos inconve-
nientes, tanto jurídicos como técnicos, que permiten sembrar dudas 
sobre su legalidad en el sentido de su constitucionalidad. Indepen-
dientemente del nombre fraternal que se le ha colocado, su propia 
naturaleza y el articulado dan cuenta de que se trata de un impuesto 
[…] es irrelevante que el pretendido nuevo tributo reciba el nombre 
de aporte o que tenga un nombre distinto al de impuesto a los bienes 
personales... Existe una sustancial correspondencia entre el impues-
to a los bienes personales y el tributo que se pretende crear con este 
proyecto: son los mismos sujetos pasivos, el mismo hecho imponi-
ble y sustancialmente es la misma base imponible. (HCDNA, 2020, 
p. 100)

Al argumento de orden jurídico, se le sumaban en un segundo pla-
no los de orden político, vinculados a lo que la sanción de la nor-
ma implicaría en tanto mensaje o señal hacia los sectores privados 
o empresariales. Estas ideas se centraban en los supuestos efectos 
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negativos que la aprobación del proyecto iba a tener sobre la inver-
sión privada y la consecuente generación de empleo, al incrementar 
la presión tributaria del país, llegando a alcanzar incluso a algunas 
pymes. La idea subyacente en estas argumentaciones era que la crea-
ción de nuevos impuestos desalentaba la inversión privada tanto 
nacional como extranjera, y obraba por tanto en contra de la reacti-
vación económica necesaria para superar la recesión producto de la 
crisis sanitaria global.

En este sentido, los detractores del proyecto también jugaron en 
sus intervenciones su propia definición de lo que significaba la jus-
ticia social: la creación de empleo. De este modo, la lucha contra las 
inequidades sociales no debía librarse en el terreno de la estructura 
tributaria sino en el de los sectores productivos y el desarrollo eco-
nómico, motorizados por la inversión privada. El argumento fue ex-
puesto por el diputado Luciano Laspina de este modo:

Esto de hacer solidaridad con el dinero ajeno, de hundir al capital 
productivo y de golpear a las empresas privadas es quitar empleo a 
los argentinos, que desde hace diez años padecen que no se haya po-
dido crear. La justicia social en la Argentina se llama creación de empleo 
y no creación de impuestos. […] Queremos que el país tenga una alter-
nativa para tomar otro camino, que no sea el de exprimir la naranja 
del sector privado, ahogando la inversión y el empleo. No se trata de 
defender a los ricos sino de defender a los argentinos que necesitan 
que el empresariado invierta y cree empleos, porque ellos no quieren 
vivir de la dádiva del Estado o de un político. (HCDNA, 2020, pp. 62 
y 63)8

En otro pasaje aún más encendido, Laspina se dirigió directamente 
hacia “el peronismo”:

[…] considero que hoy el peronismo es llevado de la nariz por sectores 
radicalizados de una izquierda antigua, que atrasa cincuenta años. 
¡Tiene que abrir los ojos y volver a la lógica de la producción, del 

8  Bastardillas nuestras.
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empleo y de empresa con trabajadores! ¡No se trata de ricos versus 
pobres; trabajadores versus empresarios; campo versus industria; 
porteños versus provincia! […] ¡Por eso no hay inversión, empleo ni 
exportaciones, porque lo único que hacemos es agregar impuestos! 
(HCDNA, 2020, p. 63)

Al igual que los supuestos efectos redistributivos de riqueza de la nor-
ma que los diputados oficialistas no lograban explicar, los diputados 
opositores tampoco lograban explicar cómo la norma generaría los 
supuestos efectos negativos sobre el sector productivo. Nuevamente 
se trataba de denunciar lo que la sanción de la norma significaba en 
tanto hecho político, y no en su alcance real.

Esto último resulta particularmente visible respecto de uno de 
los puntos que generaron más cruces entre los diputados: el supues-
to alcance que la norma tendría sobre el sector de pymes. Mientras 
que los diputados opositores insistieron en que la norma alcanzaría 
a algunas pymes, los oficialistas insistieron en negarlo, sosteniendo 
que de hecho los fondos recaudados se destinarían a subsidiar a este 
sector. En este sentido, es posible que la apelación a este argumento 
por parte de los diputados opositores haya sido un recurso destina-
do a movilizar la sensibilidad y los temores de cierto sector del em-
presariado, pero que no tenía un sustento real en lo estipulado en la 
norma.

Finalmente, la norma fue aprobada y promulgada formalmente 
el 18 de diciembre de 2020 y se ejecutó durante el año 2021. Los recur-
sos recaudados fueron de $ 247 5031 millones, aportados por alrede-
dor de diez mil contribuyentes.9

Consideraciones finales

Tanto la crisis de entreguerras como la crisis por la pandemia de 
covid-19 parecen haber abierto en la Argentina espacios para los 

9  El tipo de cambio oficial para diciembre de 2021 era de USD 1 = $ 108,29.
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debates en torno a los sistemas tributarios y sus alcances en térmi-
nos de equidad impositiva y redistribución de ingreso. No obstante, 
mientras que, en la coyuntura de comienzos del siglo XX, la crisis 
estimuló reformas impositivas significativas que lograron intro-
ducir nuevos tributos sobre el principio de progresividad, en la co-
yuntura actual los resultados en este sentido no se advierten aún 
tan claramente. Por su parte, el consenso entre las elites políticas y 
económicas respecto de la introducción de tributos a la renta como 
instrumentos válidos de justicia social en contextos complejos de 
crisis observado durante los años veinte y treinta, parece romperse 
en parte en la coyuntura actual.

El debate parlamentario en torno al proyecto de ley de aporte so-
lidario realizado en noviembre de 2020 ofrece una entrada posible 
hacia las nociones de justicia social e impositivas actuales expresa-
das por los representantes legislativos. A través del análisis realiza-
do sobre algunos de los argumentos principales desarrollados en el 
recinto de la Cámara de Diputados de la Nación tanto a favor como 
en contra del proyecto ha sido posible destacar algunas líneas en este 
sentido.

En principio, tanto entre los impulsores del proyecto como entre 
sus detractores parece haber existido un reconocimiento implícito 
sobre el carácter moderado del proyecto en su alcance real. No obs-
tante, en el debate sí se pusieron en juego algunas nociones sobre la 
justicia social e impositiva. Para el oficialismo, la justicia impositiva 
estaba vinculada a la posibilidad de reformar el sistema tributario 
de manera que se redujera la carga sobre los sectores populares, y 
se incrementara sobre las personas y los sectores que concentraran 
la mayor riqueza. Un sistema de estas características permitiría una 
redistribución de recursos más equitativa y justa socialmente. Para 
la oposición la justicia social se vinculaba al crecimiento del sector 
productivo y la generación de empleo formal a través de la inversión 
privada, para lo cual no debía incrementarse la presión tributaria 
sobre estos sectores.
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Sin embargo, resultaba claro que el proyecto no modificaría los 
aspectos más regresivos de la estructura tributaria argentina ni 
corregiría las inequidades sociales agudizadas por la crisis sanita-
ria global. Tampoco dañaría en forma directa al sector productivo 
y empresario. Por el contrario, las discusiones y posicionamientos 
giraron en torno a lo que la sanción de la norma significaba en tanto 
mensaje político.

No se trataba tanto de gravar la riqueza, sino de lograr una con-
tribución financiera de parte de las principales fortunas del país, en 
un contexto de crecimiento abrupto de los niveles de pobreza. Se tra-
taba más bien de obtener una suerte de gesto por parte de los posee-
dores de las más grandes fortunas haciendo un “aporte” dinerario. 
Pero este gesto no debía ser espontáneo o voluntario. El encargado 
de obtener este gesto a través de la sanción de la ley y de redistribuir 
lo recaudado era el Gobierno nacional del Frente de Todos.

Al oponerse, los detractores de la norma se ubicaron en el incó-
modo lugar de defensores de las más grandes fortunas del país. Para 
superar esto, los argumentos en contra se centraron en aspectos ju-
rídicos y técnicos, y procuraron demostrar que a través de ese “ges-
to” que buscaba el Gobierno, se enviaba una señal negativa al sector 
privado y empresarial, y que esto tendría efectos perjudiciales en la 
generación de empleo y la reactivación económica, buscando tocar 
una fibra social sensible al desempleo y la recesión.

De este modo, mientras para unos la norma representaba la vo-
luntad del Gobierno de quitar algo a los que más tienen para brin-
dar asistencia a quienes podrían necesitarla en un contexto de crisis 
económica y creciente desigualdad social, para otros representaba 
un hecho de inseguridad jurídica que atentaba contra la confianza 
de los potenciales inversores privados nacionales y extranjeros, cuyo 
rol se representaba fundamental para superar la crisis, delineando 
una noción que desvincula a los instrumentos fiscales de su poten-
cial función en la distribución equitativa de la riqueza, para asociar-
los a la falta de empleo y crecimiento económico. En este sentido, si 
bien el Frente de Todos parece continuar en la línea de las tradiciones 
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nacionales y populares latinoamericanas del siglo XX y XXI, la coa-
lición Juntos por el Cambio parece más bien apartarse de algunos 
consensos en torno la naturaleza redistributiva de los instrumentos 
fiscales, alcanzados por los sectores conservadores durante el siglo 
anterior.
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Desregulación y desprotección
Legitimaciones y disputas en el ciclo  
de la pandemia latinoamericana

Alba Carosio

Introducción

La pandemia llegó en 2020 a una América Latina con grandes caren-
cias y conocida gravedad de las desigualdades estructuradas históri-
camente, que abarcan amplias mayorías y con profundidad calado 
en la vida cotidiana. Los Gobiernos de la región enfrentaron la epi-
demia y sus consecuencias de disminución del margen de subsisten-
cia de las grandes masas que trabajan informalmente, y se vieron 
impedidas de trabajar, con modestos aportes de recursos y apoyos. 
Mientras tanto aumentó exponencialmente la concentración de la 
riqueza de las capas superiores. Desregulación de la riqueza y des-
protección de la pobreza han caracterizado el ciclo de la pandemia 
en Latinoamérica y el Caribe, y continúan impactando las políticas 
posteriores, no sin disputas planteadas por movimientos sociales 
y acciones populares que impugnan la gestión estatal, luchan por 
mejor distribución y participación. El capitalismo jerárquico lati-
noamericano está sólidamente anclado en prejuicios, en captura 
elitesca de los estados para garantizar la acumulación privilegiada, 
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pero también es fuertemente combatida por movimientos populares 
a lo largo de toda la región.

Paralelamente se han ido extendiendo en la región de forma 
ascendente y sin disimulo distintas formas de racismo, odio y xe-
nofobia, sin mediación y con perspectivas autoritarias. Las masas 
migrantes que recorren la región escapando de situaciones de mise-
ria y discriminación, son segregadas y culpabilizadas, y fundamen-
tan el fortalecimiento de medidas de “seguridad” que desigualan con 
mayor fuerza. Ideas y discursos restauradores de órdenes neolibe-
rales acompañan, incluso insertos en experiencias progresistas, los 
retrocesos económicos generalizados que ha dejado la pandemia, 
mientras la lenta recuperación del crecimiento es capturada por las 
redes de privilegio.

El texto que presentamos fue trabajado con base en evidencia 
fuentes directas de información declaraciones y afirmaciones de 
grupos de interés / presión y movimientos sociales / populares publi-
cadas en redes sociales y medios de comunicación. Está organizado 
en tres apartados: el primero revisa el contexto del ciclo pandémico 
con la mirada centrada en las desigualdades estructurales agrava-
das de la mayoritaria precariedad y desprotección laboral y de vida 
cotidiana; el segundo presenta los mecanismos de legitimación de 
la desigualdad y apropiación de riqueza que se mostraron de forma 
evidente durante el período y el tercero presenta varias de las pro-
puestas redistributivas que circulan en el pensamiento progresista 
de nuestra región.

Contexto pandémico y estructural

El ciclo de la pandemia en América Latina, 2020-2023, aún no com-
pletamente concluido, desnudó y agudizó la amplitud de la desigual-
dad estructural que caracteriza nuestra región. Para 2019, 30,8 % de 
la población latinoamericana y caribeña estaba en condiciones de 
pobreza incluyendo 11,5 % de pobreza extrema; dos años después, en 
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2021, la pobreza aumentó a 32,3 % con 12,9 % en extrema, lo que re-
presenta doscientos un millones de personas. (Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe [CEPAL], 2023). Esto quiere decir que 
comenzando 2023, una de cada tres personas latinoamericanas es 
pobre, y entre ellas una está en pobreza extrema y no puede cubrir 
las necesidades básicas de alimentación. Hay más de ochenta millo-
nes de hambrientos en nuestra región.

Mientras tanto, la desigualdad salarial se sitúa en 0,458 según el 
índice de Gini, aunque obstinadamente alta, en la realidad segura-
mente es aún mayor, ya que el índice no alcanza a incluir en la me-
dición a los estratos más pudientes de la sociedad. Por otro lado, es 
preciso tener en cuenta la diferencia entre renta, concepto asociado a 
los ingresos que reciben los trabajadores, y riqueza, que hace referen-
cia al conjunto de bienes y activos acumulados. Por lo que podemos 
distinguir entre dos tipos de desigualdad, que no se comportan de la 
misma manera: desigualdad de riqueza y la desigualdad de ingresos 
(Piketty, 2020). En teoría, la desigualdad de riqueza puede ser extre-
ma o no tener límites en determinados sistemas políticos, mientras 
que la desigualdad de ingresos tiene o debería tener el límite de la 
subsistencia de los más pobres, a menos que se acepte que parte de la 
población está condenada a la desaparición.

En la pobreza extrema persistente y en aumento en nuestra re-
gión, se evidencia en forma descarnada la desigualdad máxima, de 
riqueza, pero también de flujo de renta o ingresos, en este aspecto, 
el límite de la subsistencia humana está severamente comprometi-
do para más de uno de cada diez latinoamericanos. La desigualdad 
intensa se manifiesta en muchos aspectos de la vida, especialmen-
te en salud, vivienda y educación. Viviendas precarias en zonas sin 
servicios e insalubres, carencia de acceso a la salud y a la educación, 
son la cotidianeidad del 32,3 % en pobreza, en contraste con sectores 
urbanos privados y cercados, con viviendas y sectores comerciales 
de lujo y sofisticados sistemas de salud y educación. Ricos y pobres 
viven en vecindarios segregados, con rutas cotidianas fuertemente 
separadas, con diferentes grados de exposición a la violencia.
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El trabajo no garantiza el bienestar. Más de la mitad, 53 % de las y 
los trabajadores de la región, están en el sector informal: de un total 
de doscientos noventa y dos millones de personas ocupadas en Amé-
rica Latina y el Caribe, ciento cincuenta y ocho millones trabajan 
en condiciones de informalidad (OIT, 2022), lo que representa que 
solo uno de cada dos trabajadores y trabajadoras está formalizado 
y goza de derechos laborales. La condición de informalidad laboral 
implica inestabilidad, baja remuneración y desprotección social, ya 
que la seguridad social y los beneficios laborales siguen exclusiva-
mente anclados al empleo. Ocho de cada diez ocupados de los estra-
tos más pobres en la región latinoamericana trabajan sin ninguna 
protección social. Sobre ellos las medidas de cierre, confinamiento y 
restricciones de circulación de la pandemia, han tenido un impacto 
devastador, ya que quedaron sin ingresos de sobrevivencia. Los tra-
bajos en el sector informal latinoamericano se caracterizan por ba-
jos ingresos, sin posibilidades de ahorro de ningún tipo, y con nula 
protección de salud o ante el desempleo.

Creciendo sin pausa desde la década de 1990, la informalidad 
laboral latinoamericana está en vinculación y contigüidad con la 
precariedad, ambas pueden describirse como un proceso de exclu-
sión activa. En ella se engloba un conjunto difuso de: trabajo no 
profesional por cuenta propia, emprendimientos como unidades de 
producción pequeñas, a menudo familiares, sin registro y de baja 
tecnificación, trabajos de supervivencia mínima en los bordes so-
ciales, empleos no registrados y temporales, trabajo doméstico y de 
cuidados sin regulación, etcétera. Trabajadoras y trabajadores son 
empujados hacia la informalidad y precariedad por las dificultades 
de conseguir empleos de calidad y mantenidos en ella por la ausen-
cia de políticas sociales de protección.

La pandemia ha desnudado la terrible precariedad del trabajo en 
nuestra región. Nuestras sociedades se caracterizan por una abar-
cante desprotección social, que deriva de una seguridad social res-
tringida al empleo, programas y políticas sociales no universales con 
diferentes grados de focalización y privatización de pensiones, salud 
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y educación. Los más pobres e informales simplemente no tienen 
mecanismos de cobertura para sus riesgos vitales, de edad, salud, 
accidentes, etcétera, mientras que los sectores profesionales y for-
males mantienen protecciones de calidad como parte integrante de 
sus beneficios laborales. La política redistributiva para los sectores 
más empobrecidos se ha concentrado en transferencias monetarias 
de ingreso, condicionadas o no condicionadas, que se ampliaron 
un poco durante la pandemia, pero que no son estables, a veces ni 
siquiera previsibles, y dependen en muchos casos de mecanismos 
clientelares con perfiles difusos.

Acompaña a esta realidad, la ampliación de las brechas educati-
vas, sobre todo la segregación de educación para ricos y educación 
para pobres. Escuelas públicas para pobres y escuelas privadas para 
las clases más pudientes. El aumento de la educación privada en 
América Latina ha sido especialmente rápido. El acceso a la educa-
ción y aún más, el tiempo de permanencia en las aulas, tienen gran-
des diferencias por origen social, etnia y territorio. Esta realidad se 
manifiesta, sobre todo, en la deserción producida durante la transi-
ción entre la escuela primaria y la secundaria, y en la culminación de 
la educación secundaria. Por otra parte: “Mientras las escuelas que 
aglutinan a los sectores pobres intentan amortiguar sus desventa-
jas sociales, los establecimientos que convocan a las capas medias y 
altas pueden dedicarse directamente a impartir el contenido curri-
cular” (Peters, 2012, s/p) con las consecuentes ventajas / dificultades 
posteriores en la formación y preparación de las y los alumnos, que 
tiene impacto en la prosecución en la educación universitaria y em-
pleabilidad con valor.

En las zonas urbanas, una de cada cuatro personas vive en asen-
tamientos informales o precarios, se calcula que suman alrededor 
de ciento diez millones de seres humanos (ONU Hábitat, 2021), con 
las consiguientes formas de hacinamiento, precariedad espacial y 
dificultades de acceso al agua, energía, transporte y otros servicios 
en general. Son estos asentamientos precarios los que sufren exposi-
ción a los peligros y mayor vulnerabilidad en los desastres climáticos 
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y naturales. La fragmentación en el territorio consolida homogenei-
za a los pobres y precarios en zonas urbanas excluidas y alejadas 
del resto de la población. Se trata también de mantener la pobreza 
lo más invisible posible, y lo más alejada, puesto que se la entiende 
como origen de peligros.

La desigualdad en Latinoamérica y el Caribe se expresa en una 
dinámica cotidiana donde se entrecruzan la segregación negadora 
de derechos y la discriminación. Pobreza y desigualdad indisoluble-
mente unidas dando lugar a una estructura social donde los sectores 
más bajos quedan atrapados en brechas abismales, y en mecanismos 
reproductores de desigualdad. La desprotección social es caracterís-
tica dominante y abarcante en nuestros países, y con ella la falta de 
futuro y desconfianza en los mecanismos institucionales, y en la pro-
visión de bienestar por parte del estado y su capacidad distribuidora.

En América Latina la brecha de ingresos que se plantea a partir de 
la calidad y seguridad del trabajo e ingresos, está en el corazón de la 
desigualdad latinoamericana. El 10 % más rico de la población gana 
veintidós veces más que el 10 % más pobre, y también posee el 71 % 
de la riqueza, pero tributa solo el 5 % de su renta (CEPAL, 2020). En 
América Latina, el 10 % superior captura el 55 % de la renta nacional, 
en comparación con el 36 % en Europa (Laboratorio mundial de des-
igualdad, 2022), mientras que la proporción que corresponde al 50 % 
de los ingresos más bajos es de alrededor o por debajo del 10 %.

A su vez, la riqueza ha tendido a mayor concentración, así como el 
todo el mundo. En el promedio regional el 1 % más rico tiene 42 % de 
la riqueza y el 10 % superior tienen 71,2 % de la riqueza total (Alarco 
Tosoni, 2020). Es decir, el acervo de riqueza de los multimillonarios 
latinoamericanos, medido por la lista de Forbes, ha crecido 41 % du-
rante el bienio de pandemia. Este patrimonio representa aproxima-
damente el 11 % del PIB proyectado por la Cepal para los siete países 
en los que viven dichos milmillonarios (Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe [CEPAL], 2023).

En plena pandemia, tímidas medidas de compensación fueron 
dirigidas hacia las muchas y muchos que se encontraban en mayor 
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situación de vulnerabilidad, mientras se concedían moratorias, exen-
ciones y exoneraciones que profundizaron privilegios de las empre-
sas y elites económicas. El aumento de la riqueza de los millonarios 
en América Latina durante este período, se calculó en 52 % (OXFAM, 
2022), mientras paralelamente fue aumentando el desfinanciamien-
to crónico de los estados latinoamericanos y las posibilidades de 
políticas sociales. Como consecuencia, en la incipiente salida de la 
pandemia se ha puesto en primer plano la necesidad de recurrir a 
financiamiento internacional y a inversión refrescada, mientras se 
expone como atractivo para esto la amplitud del trabajo desregu-
lado/desprotegido. Bajos salarios y desprotección laboral son plan-
teadas como atractivo para la captación de inversión, llamándola 
eufemísticamente “flexibilización de los mercados laborales”.

En algunos países se han retomado las ideas del emprendimiento 
como alternativa para la subsistencia, aún en contextos de desinver-
sión social y servicios públicos con carencias. Los programas de em-
prendimiento se fomentan como políticas laborales para los pobres, 
se ofrece formación empresarial y acceso a financiación como pa-
nacea, mientras que se mantiene la inestabilidad y la desprotección. 
Desde las instancias estatales, se prioriza la inversión extranjera y 
privada, aún a costa del relajamiento de decisiones ambientales, y la 
desinstitucionalización en el trabajo. La informalidad laboral –que 
abarca el 50 % en promedio de la mano de obra– se presenta como un 
valor social, y una forma de autogestión de la sobrevivencia. Se ero-
siona el trabajo contratado y reglamentado, y se promueve su susti-
tución por diversas formas de emprendimiento. Se lo usa también, 
como una forma de pacificación y desdibujamiento de los enfrenta-
mientos de clase.

La configuración del capitalismo latinoamericano incluye ten-
dencias históricas inerciales de protección de privilegios, captura y 
uso del Estado y sus poderes para el mantenimiento de privilegios 
y ventajas con amplias brechas, y la aceptación social de niveles 
de servidumbre y desigualdad en la convivencia. Las sociedades 
latinoamericanas se caracterizan por establecidos esquemas de 



176	

Alba Carosio

desigualdad de gran distancia, segregación y subalternización, que 
también engendran profundas rebeldías y movimientos sociales ex-
tendidos con importantes luchas y reflexiones. América Latina y el 
Caribe es una región que no se resigna a la injusticia, y está en cons-
tante disputa. El estado de privilegio ha sido fuertemente combatido 
por movimientos sociales que, además de generar actividades con-
cretas de cohesión social y ayuda mutua, han impulsado nuevas y 
redimensionadas olas de Gobiernos progresistas. América Latina y el 
Caribe es una región que no se resigna a la injusticia, y está en cons-
tante disputa entre una tradición capitalista jerárquica y desiguali-
taria, y movimientos sociales que pugnan por derechos de bienestar 
popular.

La acción colectiva latinoamericana no cesó durante la pande-
mia, incluso adquirió nuevos cauces. Frente a los abandonos esta-
tales iniciativas comunitarias paliaron las necesidades, y generaron 
articulaciones. También hubo interesantes interacciones de movi-
mientos sociales vía internet, los movimientos latinoamericanos es-
tuvieron más conectados entre sí. Luego de un aquietamiento inicial, 
en 2020, en los años siguientes el descontento social vuelve a tomar 
la calle. Hubo manifestaciones feministas, obreras, piqueteras, de jó-
venes, por falta de servicios, por ingresos y salarios, por combustible, 
etcétera. Hubo movilizaciones impulsadas por sectores conservado-
res y masivas concentraciones de sectores populares, impulsadas 
por fuerzas progresistas. En 2023, las acciones de masa toman más 
fuerza frente a falta de respuesta con políticas concretas.

Legitimación de la desigualdad

Los efectos diarios de la desigualdad se relacionan con la percepción 
de la justicia en una sociedad. Thomas Piketty (2020) sostiene que 
la capacidad ideológica, política e institucional para justificar y es-
tructurar la desigualdad en cada sociedad es lo que determina su ni-
vel y su aceptación y persistencia, no tanto la riqueza o el desarrollo 
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económico en sí. Por ejemplo, el concepto ingreso de subsistencia, 
depende de consensos sociales que cada sociedad ha ido forjando y 
lo que se considera razonable como vida posible. Es decir, el límite 
que permite sostener la vida de forma aceptable para determinado 
lugar y tiempo histórico.

En América Latina y el Caribe, la percepción de injusticia social 
se incrementó a partir de 2019, las poblaciones tienen la convicción 
de que los países son gobernados por unos pocos grupos poderosos. 
Para 2020, 77 % de la población latinoamericana piensa así (PNUD, 
Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, 2020). Un 21 % de 
las y los latinoamericanos se sienten parte de un grupo discrimina-
do, y más de 40 % consideran que las mayores desigualdades se dan 
en salud (47 %), educación (43 %), trabajo (42 %) y justicia (40 %). (Lati-
nobarómetro, 2021). Hay una fuerte percepción de la concentración 
del poder, predomina el convencimiento de que el poder político está 
al servicio del poder económico, así como del enriquecimiento ilícito 
de la clase política. Hay una profunda desconfianza hacia las institu-
ciones ya que no resuelven el malestar popular.

Para Thomas Piketty (2020), la desigualdad está promovida por 
razones ideológicas y políticas mucho más que económicas o tecno-
lógicas. El crecimiento de la desigualdad se explica materialmente 
porque

1.	 los beneficios crecen más rápidamente que la economía, por 
lo tanto, la renta se concentra,

2.	 las posiciones de dominio, la herencia, la especulación y la 
apropiación ilícita de bienes rompen la relación entre esfuer-
zo y enriquecimiento,

3.	 toda propiedad privada se beneficia de esfuerzos públicos 
acumulados y

4.	 los impuestos y el Estado deben jugar un papel clave para la 
mitigación de la desigualdad y la redistribución de la renta.
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Donde hay acumulación y herencia de la riqueza, la concentración 
se acelera. Donde los impuestos son regresivos y no distribuyen se 
concentra la riqueza. La desigualdad y la redistribución están en el 
centro de la economía política (Piketty, 2015), y junto con ellas el ries-
go y posibilidades de los sistemas democráticos, que van perdiendo 
base, al no cumplir con el mandato de gobernar para el pueblo. La 
desigualdad extrema es corrosiva para la participación, la confianza, 
y la democracia que se desliza hacia una crisis de representación. La 
concentración de riqueza es también concentración de poder, baja 
provisión de bienes públicos y desafección de las mayorías hacia las 
políticas y las posibilidades de vida que pueden brindar. La pande-
mia ha sumado unos cincuenta millones de personas a la pobreza 
ya existente y ha profundizado la desigualdad. Los años venideros 
estarán marcados por la capacidad de los Gobiernos de responder a 
sus demandas y por la comprensión del malestar en la democracia.

En primer lugar, habría que preguntarse en nuestra región qué y 
cuánto percibe la gente sobre la desigualdad en relación con el acce-
so a los recursos, actividades y bienes valorados en un determinado 
estadio y punto histórico. En este sentido, la disposición territorial y 
espacial en nuestra región, caracterizada por la segregación de zonas 
prósperas y zonas marginales, incide en que las desigualdades no se 
perciban tan amplias y no se las vivencie de manera cotidiana. En 
general, una mayoría de personas vive dentro de grupos y comunida-
des más o menos homogéneas, se educan en instituciones que atien-
den a diferentes estratos de clase y continúan sus historias de vida 
en ambientes que encapsulan las movilidades sociales. Los extraños 
a los ambientes ciudadanos donde circulan las clases pudientes son 
percibidos como peligrosos y posibles atacantes, por esto se impide 
cuidadosamente su cercanía mediante vallas, dificultades de acceso, 
vigilantismo,1 etcétera. Se construye al peligroso pobre, como aque-

1  Acción llevada a cabo por un grupo de voluntarios auto organizados, con el propó-
sito de proteger un interés común: tal como la libertad, la propiedad o la integridad 
física
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lla persona que no acertó y su pobreza es resultado de su incapaci-
dad o de su pereza.

La percepción de las desigualdades está directamente relacio-
nada con las experiencias que las personas tienen en las distintas 
posiciones sociales en las que se insertan. En la vida cotidiana está 
contenido el sentido ordinario de lo que consideramos una desigual-
dad aceptable y el rechazo hacia discriminaciones injustas vividas 
en carne propia. Los medios de comunicación vehiculizan narrativas 
que legitiman desigualdades mediante naturalización y minimiza-
ción de las desventajas, y los relatos sobre la peligrosidad y violen-
cia de los más pobres. En la actualidad, las redes sociales y el acceso 
digital dan la posibilidad de mostrar evidencias de desigualdad, que 
se ven en los celulares, al alcance de la mano, y van generando sen-
timiento de desencanto frente a la disparidad de condiciones vida 
y derechos (Latinobarómetro, 2021). La desconfianza está en creci-
miento y compromete el afecto a la democracia; la falta de confianza 
dificulta que los ciudadanos exijan mejores políticas y servicios pú-
blicos. Las personas prefieren asegurarse de manera individual segu-
ridad, educación y salud, antes que pagar los impuestos y demandar 
bienes públicos de calidad. (Banco Interamericano de Desarrollo 
[BID], 2022).

La sacralización de la propiedad privada y la democracia repre-
sentativa con alternancia de poder son argumentos que se usan pro-
fusamente en forma de cobertura para ocultar las ventajas políticas 
que logran instalar las diferentes agrupaciones de elites. La defensa 
de la propiedad frente cualquier tipo de avance de las ideas la utili-
dad social o responsabilidad por el bien común en relación con las 
posesiones es la idea fuerza más potente con la que han contado 
quienes detentan los mecanismos de privilegio. Todo tipo de propie-
dades se colocan bajo el rótulo único de propiedad privada, bienes de 
capital de gran calado y también los pocos bienes de uso cotidiano. 
El miedo a la intromisión del estado vía expropiaciones o regulacio-
nes es presentado como despojo del producto del trabajo y el temor 
a perder lo obtenido, es constantemente esgrimido para neutralizar 
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las posibles estrategias de democratización económica o regulación 
de la riqueza.

En esta base se apoya, otra de las ideas fuerza, más vívidas y repe-
tidas en las conversaciones políticas: los Gobiernos deben limitarse 
a sus funciones propias, brindando eficazmente aquello que los mer-
cados no pueden: seguridad, justicia y obras públicas. Es así como la 
defensa de estados subsidiarios, que reducen su participación en la 
vida económica y social, y promueven la participación privada en 
todas las esferas de la vida cotidiana está en el espíritu de constitu-
ciones como la chilena y la peruana, por ejemplo, pero también son 
sentido común de la orientación predominante en las políticas eco-
nómicas y regulatorias, aún en Gobiernos que incluso llegan a defi-
nirse como “socialistas”.

Se acompaña esta tendencia con la extendida convicción de las 
incapacidades del estado para proporcionar bienestar real a la po-
blación o los altísimos costos y baja calidad de la provisión pública 
de salud, previsión, educación, vivienda y obras públicas. La salud, 
la educación, la protección se consideran responsabilidades y bie-
nes individuales, que puede proporcionar la iniciativa privada. Para 
mantener una administración sana de los recursos del estado, el 
gasto social debe ser acotado, focalizado y compensatorio, comple-
mentado por la acción de asociaciones benéficas voluntarias. En el 
contexto de un capitalismo jerárquico, favorecido por regulaciones 
determinadas por grupos de interés, con empresas familiares que 
concentran riqueza y masas laborales en condiciones de informali-
dad y poco poder de incidencia y negociación, el estado de bienes-
tar ha sido el gran ausente en nuestra región. La protección social 
universal requiere eliminar el concepto de subsidiariedad de las 
instituciones públicas, a esto será imposible llegar sin nuevos pactos 
sociales.

Diluyente de pactos sociales inclusivos es el convencimiento de 
que es suficiente con “igualdad de oportunidades” que, acompañada 
por una meritocracia transparente, permite el disfrute de derechos 
con justicia. Se obvia y disminuye el peso de las condiciones de vida 
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y origen, que permiten el acumulado de ventajas o desventajas de 
acuerdo a las situaciones sociales en las que pueden desarrollarse 
capacidades y actividades. Nacer con carencias de recursos, en te-
rritorios empobrecidos y con fenotipos discriminados en la región 
(indígenas, afro, mujeres, discapacidad) implica rutas vitales en-
torpecidas y atascadas, que solamente un milagro azaroso podría 
favorecer. La leyenda de quienes lograron superar sus desventajas 
originales y tener historias de éxitos es bombardeada constantemen-
te por las redes y medios de comunicación. Tales son las historias de 
deportistas, artistas, etcétera.

La verdadera riqueza latinoamericana se oculta cuidadosamente, 
hay voluntad manifiesta de reserva o encubrimiento. En las revistas 
y consultoras de negocios se visibilizan con heroísmo a quienes ama-
saron sus fortunas con actos destacados; los herederos reciben me-
nos atención y quienes acumularon ganancias en actividades ilícitas 
no son mencionados.

Obviar la desigualdad de condiciones de partida ha ido cimen-
tando una cultura del privilegio, que mantiene líneas divisorias de 
bienes y derechos para diferentes segmentos de nuestras sociedades 
y legitima el uso de relaciones y ventajas de origen para obtener con-
tratos y hacer negocios, para encontrar mejores contratos y financia-
miento, para acceder a recursos públicos, acceso a fuentes de renta 
extractiva, etcétera. Una cultura del privilegio refrenda el circuito de 
identidad y enlazamiento de políticos y sectores con poder económi-
co y permite la concentración de oportunidades de riqueza con bajos 
niveles de inversión e innovación. La cultura del privilegio se rela-
ciona con el carácter estructural de la desigualdad latinoamericana. 
(CEPAL, 2018). La segregación territorial refuerza la pertenencia en 
función del ingreso, el capital cultural y las redes de relaciones, en 
las ciudades se trazan verdaderos mapas de la cultura del privilegio 
en que se combina lo estético, lo cultural y lo social. El lugar define 
la trayectoria tanto física como biográfica (Bielschowsky, 2018). La 
consecuencia de esta cultura es la convicción de que es poco y muy 
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complejo en América Latina y el Caribe revertir privilegios, son casi 
inexorables.

En nuestra región, la movilidad social, que en los años sesenta y 
setenta fue favorecida por la extensión geográfica, alcance social y 
en años de la educación, ha venido perdiéndose como impulso para 
el ascenso social y las expectativas futuras. Persiste la desigualdad o 
el privilegio derivado del origen familiar, la movilidad educativa está 
estancada (Corporación Andina de Fomento [CAF], 2022). Desventa-
jas y privilegios de distinta índole se acumulan e interseccionan en 
los grupos sociales, conformando burbujas de bienestar y mayorías 
ancladas en prejuicios y exclusiones permanentes. Clase, etnia y 
género son la tríada básica de prerrogativas o discriminaciones. La 
pandemia exacerbó la desigualdad educativa, América Latina y el 
Caribe sufrieron el apagón pedagógico más continuado, cincuenta 
y seis semanas sin clases en promedio, con graves brechas de días de 
funcionamiento para instituciones públicas con bajo acceso a inter-
net e instituciones privadas para sectores pudientes.

Repetido planteamiento es que, para distribuir riqueza y bienes-
tar, primero hay que producirlo, y somos fundamentalmente paí-
ses pobres y poco productivos, de allí la magnitud de la pobreza y la 
desigualdad. Por ello, se promociona que debe favorecerse un clima 
que permita a los empresarios, “verdaderos creadores de riqueza”, 
hacer negocios con libertad. Por ejemplo, expresando estas ideas, 
el empresario Ricardo Salinas Pliego –milmillonario según Forbes– 
afirma: “El empresario es un recurso sumamente escaso que necesi-
tamos promover, no atacar” (Salinas Pliego, 2016), y justifica que la 
desigualdad existe en toda sociedad humana donde el talento y otras 
cualidades se distribuyen de manera diferente. Es más, la desigual-
dad para algunos puede ser un incentivo que fomenta la creatividad 
y el emprendimiento.

En un comunicado del 16 septiembre de 2020, titulado “Reivindi-
cación del Mérito”, la asociación Confederaciones Rurales Argenti-
nas, fundada en 194, e integrada por más de trescientas sociedades 
rurales de todo el país, sostenía:
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Siempre hemos confiado en el esfuerzo, la perseverancia, la edu-
cación, el riesgo, la innovación y el mérito como elementos dina-
mizadores de la vida en sociedad. [...] No hay sociedades quietas y 
uniformes, hay distintas capacidades personales y es precisamente 
el mérito, como conglomerado de otros principios, lo que permite el 
crecimiento individual de las personas. Abundan los ejemplos en las 
sociedades modernas; no es igualando hacia abajo en donde las per-
sonas se desarrollan y crecen, no hay sociedades que progresen en 
base a una igualdad artificial, sino en la capacidad, el esfuerzo y la 
voluntad de progreso de cada individuo. (Confederaciones Rurales 
Argentinas, 2020)

Contra la igualdad se esgrime la idea de que la igualdad siempre lle-
va hacia abajo, hacia mayor escasez, y que la igualdad es “artificial”, 
la diversidad de capacidades se interpreta erróneamente como des-
igualdad y es “natural”. Quienes tienen situaciones ventajosas de 
partida no suelen reconocer esa realidad, y mucho menos la posición 
de quienes parten de condiciones de inferioridad. Por otra parte, 
nunca se indica sobre la base de qué elementos meritorios se obtie-
nen los éxitos, ni se debate cuáles son las áreas socialmente más re-
compensadas. Con claridad el mérito como base del logro económico 
es un mito legitimador de la jerarquía social, provee justificaciones 
morales y racionales para la desigualdad, tranquiliza conciencias y 
protestas.

Mientras muchos datos se acumulan mostrando cómo la con-
centración de la riqueza y con ella los milmillonarios aumenta-
ron sus patrimonios de América Latina (OXFAM, 2023), para otros 
los Gobiernos de la región deberían aplicar activamente una serie 
de políticas para incentivar a las empresas a impulsar la inversión 
y contratar nuevos empleados, ya que se mantiene la disminución 
de la inversión (BID y Center for Global Development, 2022). Por el 
contrario, habría que desandar el camino generalmente empleado, 
que siempre ha consistido en mantener muy bajo el gasto social y los 
ingresos populares, y más bien pensar en qué disponibilidad de re-
cursos para sectores depauperados puede fomentar la recuperación. 
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La desigualdad y la pobreza son ineficientes, ya que obstaculizan el 
crecimiento y el desarrollo (CEPAL, 2018).

En la región latinoamericana, después de una primera década 
del siglo XXI, signada por Gobiernos de izquierda progresista radi-
cal, democrática, refundacional, con rasgos de políticas sociales de 
impulso redistributivo, que, sin embargo, no llegaron a cambiar la 
estructura social y de poder, hacia 2014, se marca una nueva coyun-
tura con el ascenso renovado de políticos con respuesta neoliberal 
como alternativa electoral. Con variantes se vivió un quinquenio de 
empresarios considerados exitosos y otros outsiders, favorecidos por 
la desconfianza y desafección política, que plantearon eficiencia y 
austeridad en el uso de los recursos públicos, e hicieron una utili-
zación emocional de resortes comunicacionales sobre corrupción, 
seguridad personal, esfuerzo personal vs populismo, etcétera. Sin 
embargo, al cabo de un tiempo, no pudieron contener el descon-
tento y la protesta social. Incluso durante la pandemia, que volvió 
a mostrar la cara más desagradable de Gobiernos indiferentes a las 
necesidades sociales, y es así como vuelven a triunfar opciones con 
ímpetu de justicia social, una izquierda actualizada llega al poder. 
Al término de 2022, y comienzo de la etapa pospandemia, son cinco 
principales economías de la región: México, Argentina, Chile, Colom-
bia y Brasil gobernadas por el progresismo, a los que se agrega Hon-
duras, movimientos electorales en Ecuador, mientras se mantienen 
Bolivia y Venezuela. En todas ellas hay fuerzas sociales que empujan 
cambios, y también hay decepción ante las bajas capacidades distri-
butivas, mientras continúan creciendo movimientos conservadores 
y reaccionarios antiderechos y antidistributivos, con ideas que legi-
timan la desigualdad.

Fundamentalismos religiosos y las llamadas nuevas derechas 
latinoamericanas siguen presentes en América Latina y el Caribe, 
tienen un público creciente entre los sectores decepcionados de las 
respuestas de bienestar que pueden dar los estados y la acción po-
lítica tradicional. La pandemia ha sido atendida en general con es-
casas medidas compensatorias, asistencialistas, la inmensa masa de 
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personas en el sector informal fueron las principales víctimas de los 
cierres económicos quedaron más desprotegidas aún. Las medidas 
compensatorias dirigidas a las personas en situación de mayor po-
breza tuvieron alcance insuficiente en cuanto cobertura, montos y 
regularidad, y no se mantuvieron en el tiempo, como muchas voces 
recomendaron en 2021 y 2022. En algunos países (como México, por 
ejemplo) no se crearon transferencias monetarias de emergencia ni 
aumentaron los montos de sus programas, solo adecuaron los exis-
tentes bajo diversas modalidades. Las medidas de transferencia mo-
netaria condicionada y no condicionada han ayudado, no fueron 
suficientes para compensar los fuertes efectos empobrecedores y 
concentradores del shock pandémico, exacerbados por las deficien-
cias de cobertura en los sistemas de protección social y las vulne-
rabilidades de las micro y pequeñas empresas. Las estrategias para 
contener los daños sociales de la pandemia, sobre todo en lo relacio-
nado con los ingresos, fueron insuficientes.

Las desventajas se acumularon en el mundo del trabajo: los tra-
bajadores históricamente más desfavorecidos, los de menor nivel 
educativo, los indígenas, los afrodescendientes, las mujeres respon-
sables del cuidado familiar y trabajadoras domésticas remuneradas 
fueron los más golpeados por la crisis debido a su alta concentración 
en actividades del sector informal y de contacto intensivo. Por otro 
lado, trabajadoras y trabajadores a destajo, por cuenta propia, con 
contratos a término y otras modalidades del sector informal, se vie-
ron obligados a salir a trabajar con lo que aumentó su exposición al 
virus y la mortalidad consiguiente, lo que muestra claramente los 
determinantes sociales de la salud (Cid, 2022) y la clara realidad de la 
desprotección social de amplia mayoría de las poblaciones.

Afirma Cepal que la informalidad y la pobreza son el legado de 
la pandemia, y en la pospandemia, habrá más cantidad de personas 
ejerciendo estrategias de sobrevivencia. (Salazar-Xirinachs, 2022). 
La pandemia ha tenido un efecto de potenciamiento desigualador, 
mientras las y los trabajadores informales, con ocupaciones que 
requieren contacto personal y desplazamiento, fueron empujados 
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a la inactividad, las capas medias profesionales y con ocupaciones 
formales pudieron mantener su trabajo mediante el teletrabajo. De 
manera que la herencia pandémica, son sociedades más fracturadas 
y desiguales, y además desanimadas.

A pesar de declaraciones sentimentales de solidaridad, las agru-
paciones de las elites de nuestra región mantuvieron sus ideas fuer-
zas básicas, defensa cerrada de la propiedad privada y de su “poder 
liberador”. Se hicieron presiones para lograr ayudas estatales para 
el pago de nóminas, exención de impuestos, flexibilizaciones de nó-
mina y contrataciones, subsidios al endeudamiento, postergación de 
pagos de costos sociales y seguros, etcétera. Se plantearon acciones 
preventivas para impedir reformas impositivas, presentadas como 
expresiones de rebeldía que imponen barreras anticipadas a las 
acciones gubernamentales para ampliar espacios de tributación y 
redistribución. También, se continuaron los mecanismos de corrup-
ción, que se aprovecharon de compras sobrevaluadas de equipos mé-
dicos, mascarillas, pruebas, vacunas, etcétera (Convoca, 2022).

Se continuó promoviendo la idea de que el bienestar social se de-
rrama desde las empresas capitalistas, por lo que es indispensable 
proteger e incentivar la iniciativa privada, que el camino más eficaz 
para generar empleos, ingresos y reducir la pobreza. El empresario 
crea es la ideología que se defiende en forma predominante, y el es-
tado debe garantizar el clima de libertad que permita hacerlo. Las 
regulaciones, todas ellas siempre calificadas como excesivas, y la 
presión impositiva en la situación de acostumbramiento a los bajos 
impuestos y evasión se acusan de atraer el peligro de bloquear la ini-
ciativa privada.

Proteger, redistribuir y regular

Claramente frente a la consolidación y avance de la desigualdad lati-
noamericana se hace urgente tomar medidas redistributivas, para lo 
cual es indispensable una reforma fiscal, que proporcione recursos 
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para la reactivación, y mejore la estructura de contribuciones tri-
butarias muy precaria e injusta. La región se caracteriza por la alta 
evasión impositiva de los capitales mayores, la mayor recaudación 
proviene el Impuesto al Valor Agregado [IVA] que grava el consumo 
y, por lo tanto, es más oneroso para los más empobrecidos. No ha 
habido alivio ni cambio en el período de pandemia. El sistema fis-
cal ha seguido favoreciendo a los más adinerados. Las elites latinoa-
mericanas capturadoras del Estado y los beneficios más grandes 
de la extracción y venta de materias primas, tienen un importante 
poder sobre las formas tributarias; y los Gobiernos progresistas en 
general, se han basado en los ingresos producidos por la extracción 
para mantener planes sociales, que por esto mismo no han llegado 
a ser universales ni generar cambios estructurales redistributivos 
(Burchardt, 2023).

Durante la pandemia, una experiencia piloto de regulación que 
imponía el tributo a los más ricos, no arrojó resultados positivos. El 
4 de diciembre 2020, en Argentina se aprobó ajustadamente la Ley de 
aporte solidario y extraordinario de las grandes fortunas, que se definió 
como un aporte solidario, extraordinario y por única vez, vinculado 
a los patrimonios de las personas humanas y sucesiones indivisas 
con patrimonio superior a 2 100 000 dólares. En la propia ley se esta-
blece el destino de la recaudación: 20 % para la compra o elaboración 
de equipamiento médico, elementos de protección, medicamentos, 
vacunas y todo otro insumo crítico, 20 % para subsidios a las micro, 
pequeñas y medianas empresas, 20 % destinado al programa inte-
gral de becas Progresar para estudiantes, 15 % para el Fondo de In-
tegración Sociourbana, para mejorar condiciones habitacionales de 
los barrios populares, y 25 % para exploración, desarrollo y produc-
ción de gas natural. Pagaron el impuesto alrededor de 10 000 indivi-
duos con patrimonios superiores a los doscientos millones de pesos, 
aunque 20 % de quienes estaban en este rango no lo pagaron y algu-
nos presentaron amparos judiciales. Apenas se logró un 30 % de la 
recaudación total del Estado nacional en un mes y no logró repetirse.
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En Argentina, desde los círculos empresariales, las elites econó-
micas y la política opositora, el nuevo impuesto fue calificado como 
un atropello a la propiedad, y se criticó la legitimidad del Estado para 
imponer una acción recaudatoria que extiende el bien público y re-
gulaba el bien privado. Se aseguraba que es un impuesto que atenta 
contra la democracia, porque irrespeta a la minoría. Se asoció como 
una persecución a los ricos por parte de un Gobierno que se señala 
como enemigo de la propiedad privada, del libre funcionamiento del 
capital y de la libertad de mercado.

De todas formas, hay espacio suficiente para una reforma tribu-
taria que priorice los intereses de toda la sociedad, se trata de im-
pulsar cambios en las políticas inerciales que mantienen las grandes 
injusticias de la precariedad y trunca vida y salud de grandes ma-
sas poblacionales. La protección social universal (educación, salud, 
pensiones, cuidados no relacionadas con el estatus en el mercado 
laboral) debería y podría ser la base del despegue productivo, y debe-
ría ser financiada con impuestos, rompiendo de una vez el nudo de 
hierro de los empleos formales como garantía de protección social. 
Todo ser humano en una sociedad debe tener protección social, y los 
impuestos son su fuente de financiamiento con justicia tributaria.

En contra del principio de equidad y progresividad tributaria, 
en plena pandemia, a fines de 2021, el presidente Guillermo Lasso 
de Ecuador, promulgó una reforma que permite traer capitales que 
no hubieran cumplido con impuestos, sin sanciones, eliminó gravá-
menes a las inversiones en la minería, y el impuesto a la herencia 
recibida en primer grado de consanguinidad. En 2022, el Legislati-
vo ecuatoriano dio el paso de derogar la reforma tributaria, pero en 
2023 la Corte Constitucional declaró legal el veto total de la deroga-
toria de la reforma tributaria, que así volvió a quedar en vigencia. Se 
cierra así el objetivo del poder económico apalancado con el poder 
económico.

Dos experiencias de posibles nuevas formas de tributación redis-
tributiva muestran las aristas y circunstancias del comportamiento 
que las elites latinoamericanas tienen frente una construcción social 
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con mayores grados de equidad y un espacio público más consensua-
do y hogareño para las grandes mayorías.

El Gobierno de Gabriel Boric en Chile presentó en julio 2022, una 
Reforma Tributaria con un modelo progresivo y castigador de la eva-
sión, que fue rechazada, a principios de marzo 2023, por la Cámara 
de Diputados y no pudo avanzar hacia el Senado, a pesar de haber 
sido consultada durante tres meses. Los fondos que se hubieran ob-
tenido habrían significado un aumento de la Pensión Garantizada 
Universal [PGU], la reducción de las listas de espera en los centros 
de salud y la creación de un sistema de cuidados, entre otras cosas. 
Argumentos siempre utilizados fueron esgrimidos, se decía que re-
presentaba un castigo a los empresarios, especialmente a los que 
crecen y cuya consecuencia sería, dificultades para crear empleos y 
peligro para el crecimiento económico. Consideraron que el llamado 
impuesto a los súper ricos puede afectar la inversión y el ahorro. Se 
rechazó la reforma en bloque, lo que impide legislar en esta materia 
durante un año.

De forma similar, a cómo actuaron los líderes políticos de opo-
sición en el caso del rechazo a la propuesta de nueva constitución, 
sobre la reforma tributaria se argumentó que no era el momento, 
que estaba mal redactada y que, en todo caso, la culpa de su no apro-
bación recae en el propio Gobierno. Se acusó de falta de diálogo y 
consenso, argumentos que se centran en las fuerzas de la influencia 
y la negociación, mientras que está ausente el sentido de justicia y de 
solidaridad.

En una experiencia diferente, el presidente Gustavo Petro en su 
discurso inaugural, el 7 de agosto 2022, dijo que “Los impuestos no 
serán confiscatorios, simplemente serán justos, en un país que debe 
reconocer como aberración la enorme desigualdad social en la que 
vivimos” (Lewin, 2022). Inmediatamente presentó un proyecto de 
reforma tributaria, con el objetivo de tributación para la justicia so-
cial en un contexto de pobreza, desigualdad e inseguridad alimen-
taria (Ministerio de Hacienda y Crédito Público de Colombia, 2022). 
En él se establece un sistema que ajusta gravámenes a personas de 
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mayores ingresos, a empresas financieras y del sector extractivo y 
a productos poco saludables o contrarios al ambiente. En diciembre 
de 2022, la reforma fue aprobada y promulgada. Aunque no se logró 
todo lo propuesto, contiene un aumento de la progresividad. Bajo 
este nuevo esquema, la mayor carga tributaria la asumirá la indus-
tria de hidrocarburos, cuando el precio del petróleo exceda el 45 % 
y el 60 % del precio promedio de los últimos diez años, se aplicará 
sobretasa. Se incluye un impuesto al patrimonio, sobretasa para los 
grandes contribuyentes y toda la población pagará impuestos en las 
compras de productos de alimentación no saludables básicamente 
embutidos, snacks y productos dulces. Una amplia coalición parla-
mentaria y la fractura de la oposición permitió al Gobierno lograr la 
aprobación de la reforma.

Ya aprobada se desplaza el debate hacia el uso de los recursos que 
se recauden, y se ha concluido que “la mayor destinación se hará 
para el sector de Inclusión Social y se gastará principalmente en los 
programas de transferencias monetarias condicionadas” (Observa-
torio Fiscal Pontificia Universidad Javeriana, 2023). Sin embargo, 
para que Colombia avance hacia mayor igualdad social, se necesita 
un plan más completo de reformas sanitaria, laboral y de pensiones, 
y la concreción del proyecto más ambicioso: “la paz total”. Sin duda, 
la marcha de los procesos de democratización económica y de las 
políticas de ataque a la desigualdad social, dependerán del prestigio 
y éxito del Gobierno que le permita mantener la fuerza política y el 
apoyo popular, y además de las fracturas de las elites.

La opinión condensada de las elites económico-políticas es clara 
cuando dicen:

No se puede caer en la sobre-simplificación de que la única solución 
es aumentar los tributos, y es necesario buscar alternativas de mane-
ra consensuada para la sostenibilidad fiscal. También es cierto que 
en América Latina los niveles de evasión y elusión fiscal son eleva-
dos, por lo que también es el momento de la responsabilidad fiscal 
de los empresarios. Dos aspectos más son importantes: gastar bien y 
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atajar la corrupción. (Consejo Empresarial Alianza por Iberoamérica 
CEAPI, 2020)

Por su parte el BID recomienda equilibrar las políticas de respues-
tas a la crisis y el fomento de la inversión (BID y Center for Global 
Development, 2022). Nuevamente la receta de la inversión extran-
jera con estímulo vuelve al primer plano, aunque se levanten voces 
por una tributación global incluyente, sostenible y equitativo (Red 
Latinoamericana por Justicia Económica y Social LATINDADD, 
2023). Los impuestos no solamente son un instrumento para proveer 
recursos al estado sino un mecanismo indispensable para la redistri-
bución de la riqueza.

La posición es cerrada, negativa ante cualquier modificación de 
aumento mientras se mantengan los males característicos de nues-
tro modo político: corrupción y mala priorización de gastos, y eva-
sión fiscal. Es decir, que se produce una circularidad de fenómenos 
que constituye un cerco casi imposible de romper y se defiende la 
condición de desprotección en la que se mantiene a las grandes ma-
yorías trabajadoras.

La disputa por el espacio y oportunidad de consenso es también 
clara, y en eso estriba la diferencia entre los dos ejemplos de refor-
ma tributaria planteados en Chile y en Colombia, ambos tienen en 
común desigualdades muy marcadas y largos períodos de gobiernos 
neoliberales. Sin embargo, la oportunidad que facilitó el éxito co-
lombiano, está en la fractura política en la oposición al Gobierno y 
en la solidez del apoyo popular al Gobierno. Petro pudo presentar la 
reforma con el capital político de su triunfo electoral, mientras que 
Boric lo hizo sobre el fracaso del proyecto constitucional que conso-
lidó la unidad de las fuerzas conservadoras. Sin duda, avances hacia 
redistribución y protección podrán hacerse en condiciones de socie-
dades movilizadas.

Para ser socialmente aceptable, defendida, e instrumento de la 
democracia real, la recaudación impositiva debe asignarse de forma 
transparente y con fines de universalización del bienestar, sin dudas 
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de que impulsa la disminución de la desigualdad social. Se plantea la 
necesidad de un shock distributivo y en ese contexto se ha revitaliza-
do en la región, el debate sobre la renta básica universal [RBU], ingre-
so básico universal [IBU], renta básica incondicional [RBI] o ingreso 
ciudadano (Lo Vuolo, 2023) (Niño, 2022) (Ramírez Hernández, 2022) 
como mecanismo de protección mínima de la supervivencia y soste-
nibilidad de la vida, y medida que podría propiciar una salida de la 
crisis pos pandémica, que no castigue el desempleo con el hambre y 
la desprotección.
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Debates sobre el esfuerzo público  
y privado en contextos de pandemia
Controversias sobre el Aporte Solidario y 
Extraordinario y la Asistencia al Trabajo  
y la Producción en Argentina

Matías Landau

Introducción

Durante 2020, en el marco de la pandemia de covid-19, los Gobiernos 
de distintos países debieron enfrentar una situación inédita. Como 
consecuencia de medidas sanitarias, se cerraron establecimientos 
comerciales e industriales, generando fuertes restricciones económi-
cas que afectaron a gran parte de la población. En el caso argentino, 
las medidas restrictivas se dispusieron el 20 de marzo, a través del 
denominado Aislamiento Social, Preventivo y Obligatorio [ASPO], 
decretado en todo el territorio nacional por el presidente Alberto 
Fernández. Pocos días más tarde, el 1 de abril, el Gobierno creó el 
Programa de Asistencia al Trabajo y la Producción [ATP], con el obje-
tivo de paliar la situación económica de las empresas que, a causa de 
la situación sanitaria, habían tenido que suspender la producción. 
Entre las facilidades brindadas se estableció en el decreto 332/20 y 
su modificación posterior, el decreto 376/20, del 20 de abril, la re-
ducción de hasta un 95 % el pago de las contribuciones patronales, 

Doi 10.54871/ca24d18r



198	

Matías Landau

la ampliación de un seguro de desempleo, créditos a tasa 0 para pe-
queños contribuyentes y autónomos, y, la más significativa, el pago 
de un salario complementario, abonado por el Estado nacional, a to-
dos los trabajadores en relación de dependencia cuyos empleadores 
cumplieran con los requisitos para ingresar al programa. El aporte 
estatal se fijó en el equivalente al 50 % del salario neto de febrero, no 
pudiendo ser inferior a una suma equivalente a un salario mínimo, 
ni superar los dos salarios mínimos o el total del salario neto corres-
pondiente a ese mes.

A lo largo de 2020 el programa sufrió diversas modificaciones, 
ampliaciones o reducciones, siguiendo el ritmo de las aperturas y 
los cierres determinados por las autoridades sanitarias argentinas, 
y de decisiones administrativas establecidas por un comité creado 
ad hoc. Según el momento epidemiológico, diversas regiones del país 
fueron más o menos afectadas en su circulación, con la consecuente 
pérdida de la actividad económica. En ese marco, la acción estatal se 
volvía vital para sostener a empresas y trabajadores que tenían pro-
hibido realizar sus actividades. Si bien la medida estaba destinada a 
aliviar la situación de las pequeñas y medianas empresas, que fueron 
las que en su gran mayoría accedieron a la ayuda estatal, en cierto 
momento se permitió el ingreso al programa de grandes empresas 
de más de ochocientos empleados, y más tarde se establecieron res-
tricciones asociadas con sus comportamientos financieros. Luego 
de funcionar durante gran parte del año, y pagar nueve rondas de 
salarios complementarios, el programa finalizó hacia fin de 2020, en 
paralelo a las nuevas realidades epidemiológicas y las estrategias de 
control del covid-19, que permitían un mayor grado de apertura de la 
actividad económica.

Los desembolsos para pagar el ATP implicaron un gasto del 0,6 % 
del PBI (Comisión Económica para América Latina y el Caribe [CE-
PAL], 2021), que junto a otra batería de medidas destinadas a paliar 
la situación económico-social causada por la pandemia, moviliza-
ron, en total, un 6,9 % del PBI argentino durante 2020 (Jefatura de 
Gabinete de Ministros [JGM], 2020). Para hacer frente a estos gastos 
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excepcionales y contar con recursos para reactivar la economía, 
desde sectores oficialistas comenzaron a instalar, desde el mes de 
abril de 2020, la posibilidad de establecer, por única vez, un Aporte 
Solidario y Extraordinario [ASE], conocido también popularmente 
como impuesto a las grandes fortunas, puesto que estaría destina-
do a ser pagado por aquella parte de la población de mayor poder 
patrimonial. El proceso de su debate en el espacio público, y su im-
plementación posterior, fue muy distinto al del ATP. No se trataba de 
una medida gubernamental sino de una ley que, por lo tanto, debía 
pasar por el Congreso de la Nación. Si en el caso del ATP su imple-
mentación tuvo un apoyo casi unánime, y los debates se orientaron 
a definir quiénes debían ser o no beneficiarios, cuáles debían ser los 
alcances de la ayuda o su extensión en el tiempo, en el caso del ASE, 
la medida generó un rechazo inmediato en gran parte del empresa-
riado y los sectores políticos de la oposición. Esto hizo que desde las 
primeras incursiones públicas de los diputados kirchneristas que 
impulsaron la ley, Carlos Heller y Máximo Kirchner, hasta que ingre-
só el proyecto en el Congreso de la Nación, el 29 de agosto, mediaron 
cinco meses, y tres más hasta su sanción, el 4 de diciembre. En ese 
lapso el tema se mantuvo en la agenda pública, en medio de una si-
tuación sanitaria que no daba tregua, con las lógicas consecuencias 
económicas devastadoras para buena parte de la población.

En este trabajo me interesa particularmente centrarme en los 
posicionamientos públicos sobre la recaudación y distribución de la 
riqueza. Las dos medidas elegidas, el ATP y el ASE, permiten com-
parar las posturas en dos circulaciones monetarias opuestas y com-
plementarias. En el primer caso, se trata de un programa estatal de 
asistencia, cuya particularidad es su amplio alcance que englobó a 
pequeñas y medianas empresas, pero también a grandes corpora-
ciones. El carácter excepcional de la medida se asoció no solo con 
la magnitud del aporte, sino también con su naturaleza, que supuso 
que el Estado se hiciera cargo en forma directa del pago de parte de 
los salarios de más de dos millones de empleados privados de más 
de doscientos cuarenta mil empresas. Esta medida estuvo en línea 
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con lo realizado por la mayoría de los países latinoamericanos, que 
al igual que Argentina adoptaron programas temporales de transfe-
rencias monetarias para paliar los efectos sociales de la pandemia.1

En el segundo caso, se trata de una medida recaudatoria, en la 
que el dinero circula de los privados hacia el Estado. Tiene un carác-
ter excepcional por dos factores, que se asocian con que se realiza 
por única vez, a diferencia de un impuesto regular, y que afecta a 
un ínfimo sector de la sociedad, definido en la ley como aquel cuyo 
patrimonio fuera superior a doscientos millones de pesos (aproxi-
madamente dos millones de dólares), y que según los cálculos fina-
les alcanzó a aproximadamente a doce mil individuos, en un país 
con aproximadamente cuarenta y cuatro millones de habitantes. Al 
igual que en el caso del ATP, se trata de una política que no es exclu-
siva de Argentina, puesto que diversos tipos de impuestos a la rique-
za fueron debatidos, y en algunos casos implementados, en diversos 
países durante el contexto de la pandemia. En América Latina hubo 
iniciativas con suerte dispar en Chile, Brasil, Paraguay, Costa Rica, 
Perú y Ecuador, donde no prosperó, y en Argentina y Bolivia, donde 
se aprobó e implementó (Strada y Garriga Olmo, 2021).

El artículo analiza el debate público generado en Argentina so-
bre estas dos medidas, entre abril y diciembre de 2020. Para ello, se 
ha confeccionado una base de datos con declaraciones públicas (en 
periódicos, radios, portales de noticias, etcétera) de cuatro tipos de 
actores individuales e institucionales: políticos, empresarios y sus 
organizaciones, sindicatos, organizaciones sociales.2 Enmarcamos 
nuestro análisis en el estudio del discurso social, y en particular en 
el modo en que los diversos actores implicados elaboran y circulan 
argumentos y formas de justificación, a partir del uso de ciertas 

1  Durante 2020, los dieciocho países de América Latina crearon veintiséis programas 
temporales de transferencias monetarias (Unicef, 2020).
2  La misma fue realizada por el equipo de investigación del Grupo de Estudio sobre 
Jerarquías [GEJ], con sede en el Instituto de Investigaciones Gino Germani [IIGG], de 
la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Buenos Aires [UBA]. El GEJ es 
codirigido por Matías Landau, Victoria Gessaghi y Florencia Luci.
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categorías que organizan y jerarquizan a los diversos grupos socia-
les, construyendo y legitimando las asimetrías y desigualdades so-
ciales (Angenot, 2010; Bourdieu, 1993; Boltanski y Thévenot, 1991; 
Jelin et al., 2020; Gessaghi et al., 2023, entre otros).

Comenzamos analizando el modo en que desde los diferentes ac-
tores y sectores analizados se discuten las categorías de la acción pú-
blica. Concretamente, observamos cómo en el caso del ATP se plantea 
una diferencia en torno a si el objeto de la ayuda estatal es el “traba-
jador” o la “empresa o empresario” y, en del ASE, entre estos últimos 
y los “ricos”. Centrar el argumento en una u otra categoría permite 
movilizar ciertos argumentos que legitiman, justifican o critican las 
medidas. La mayor diferencia entre ambos es que mientras que en 
el primer caso se expresa un espacio de complementación entre la 
asistencia a “empresas” y sus “trabajadores”, en el segundo, quienes 
apoyan la medida se legitiman a partir de la categoría de “ricos”, pero 
quienes se oponen lo hacen en nombre de la defensa de los “empre-
sarios” y sus “empresas”. Luego de esta primera presentación, anali-
zamos cómo estas categorías son utilizadas para argumentar sobre 
las formas legítimas e ilegítimas, justas e injustas, de recaudación y 
distribución de la riqueza. A partir de diversas posturas sobre quién 
y cómo hace el “esfuerzo” y quién se beneficia del mismo, se obser-
van diversos posicionamientos sobre la relación entre el Estado y el 
sector privado. El acuerdo que prevalece en que el Estado debe hacer 
el esfuerzo para sostener a las empresas en el ATP contrasta con las 
miradas opuestas que se expresan en el caso del ASE. Cuando se trata 
de imponer una contribución de las grandes fortunas, emergen las 
imágenes del clásico discurso liberal de un Estado grande e ineficien-
te, que vive a costa de la generación de riquezas del sector privado.

Categorías del debate público sobre el ATP y ASE

El recorte de quiénes son los sujetos afectados por las políticas pú-
blicas y quiénes los beneficiarios o los posibles perjudicados es el 
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resultado de categorías que definen los criterios técnicos, pero tam-
bién de un debate en el espacio público en donde se juega el sentido 
de las medidas implementadas. En el caso del ATP y el ASE, las postu-
ras han sido muy diferentes, según la óptica de los diversos sectores 
implicados.

Trabajadores o empresas

En el caso del ATP, el programa fue planteado por el Gobierno nacio-
nal como una ayuda estatal que tenía un doble objetivo: las empre-
sas, que se beneficiaban con baja de aportes patronales o créditos a 
tasa 0, y sus trabajadores, que recibían directamente parte de su sa-
lario de las arcas públicas. Estos dos objetivos formaban parte de una 
misma concepción, que buscaba evitar el cierre de empresas porque, 
como planteaba el ministro de Desarrollo Productivo, Matías Kulfas, 
en la reunión informativa de la Comisión de Pequeñas y Medianas 
Empresas de la Cámara de Diputado de la Nación del 20 de abril, si 
eso sucedía, la pérdida masiva de empleos que ello conllevaría no se 
recuperaría. En ese sentido, el objetivo último de la medida estaba 
destinado a cuidar a los empleos y los trabajadores.

Movilizar las categorías de “empleo” y de “trabajador” permitía 
enmarcar el sentido del programa en una prestación lo más amplia 
posible. Es por ello por lo que a pocos días de la primera formula-
ción de la medida se permitió la inscripción de grandes empresas, de 
más de ochocientos empleados.3 La lógica era que, en términos de las 
necesidades de evitar el cierre de empresas y la pérdida de empleos, 
era lo mismo que fuera una pyme o una empresa multinacional. 
Esta era una postura extendida en parte del sector empresarial, que 

3  Según datos de la Dirección Nacional de Estudios para la Producción (CEP XXI), del 
Ministerio de Desarrollo Productivo de la Nación, en abril de 2020, el 93,4 % de las em-
presas aprobadas en el ATP para el pago de salarios fueron pymes de hasta veinticinco 
empleados, mientras que apenas 0,1 % del total correspondieron a compañías de más 
de ochocientos trabajadores. No obstante, aun cuando en términos relativos el peso 
de las grandes empresas era ínfimo, en términos simbólicos generó un debate sobre la 
legitimidad y la justicia de ser objeto de una ayuda estatal para afrontar sus salarios.
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pedía no “discriminar” empresas grandes de las chicas, porque como 
planteaba en declaraciones radiales el vicepresidente de la Cámara 
Argentina de Turismo, Aldo Elías (16 de abril de 2020), “cuando vos 
atravesás una situación como ésta, de parate general, no podés ha-
blar de grandes y chicos”.

En esa ambigüedad se jugaba una lucha por el sentido de la justi-
cia y el merecimiento de la medida. La inclusión de grandes empre-
sas aparecía justificada si el objetivo era permitir que no se perdieran 
los empleos que generaban, en un programa que, como planteaba el 
gobernador de la Provincia de Buenos Aires, Axel Kicillof, era “muy 
ambicioso con pretensiones universales para sostener el pago de 
sueldos, el trabajo y la producción en medio de la pandemia” (Dipu-
tados bonaerenses, 1 de julio de 2020). Por eso, sonaba lógico que sus 
trabajadores fueran alcanzados por la medida. Es por ello por lo que, 
por ejemplo, Guillermo Moretti, de la UIA, decía el 16 de junio: “Noso-
tros sabemos que el Estado nos ha ayudado muchísimo con el tema 
del ATP, o ha ayudado a los trabajadores con el tema del ATP” (El Des-
tape Web, 16 de junio de 2020).

Centrar la ayuda en el “trabajador” permitía legitimar su amplio 
alcance, tanto por parte del Gobierno, como de algunos sectores em-
presariales tradicionalmente críticos de la ayuda estatal. Este fue el 
caso, por ejemplo, de la Sociedad Rural Argentina [SRA], que se vio 
en la obligación de explicar a sus socios, a través de una carta, por 
qué acudió al ATP, en oposición a su postura histórica de crítica al 
“gasto público”, su defensa del mérito individual, la acción privada 
sin injerencia estatal y su abierto rechazo al Gobierno nacional. En 
su justificación, planteaban que lo hicieron “para el sostenimiento 
de la administración en general, pero, sobre todo, para hacer fren-
te a los salarios de más de un centenar de empleados” (Agrofy News, 
30 de mayo de 2020). Algo similar ocurrió en el caso de las grandes 
empresas que se acogieron al plan, como Techint, Latam o Coca-Co-
la. Tanto desde el Gobierno como desde las compañías justificaban 
la inclusión en base al objetivo de pagar a los trabajadores. Aun en 
estos casos, podía justificarse para el Gobierno por ser una medida 
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que buscaba ser lo más amplia posible y que, además, tenía un límite 
estricto al aporte estatal de dos salarios mínimos. Es cierto que, de 
todos modos, estas posturas generaron polémica. Por un lado, al in-
terior de las organizaciones como SRA, en donde una línea interna 
se mostraba crítica a la decisión de las autoridades del organismo (La 
Nación, 28 de mayo de 2020). Por el otro, desde sectores políticos que 
consideraba injusto que grandes empresas sean beneficiadas por 
esta transferencia de ingreso estatal, y más aún que en ciertos casos 
fue cobrado por cargos gerenciales.

Frente a estas críticas, se expresaba una justificación de carácter 
procedimental, utilizada tanto por el Gobierno como por referentes 
de las corporaciones empresariales. “Se definieron pautas objetivas. 
[…] No se hacen análisis por apellidos, nombres, etcétera. Se puso a 
todos los trabajadores en relación de dependencia. […] Nosotros tene-
mos que hacer un sistema lo más rápido y simple posible”, planteaba 
el ministro de Trabajo Claudio Moroni (19 de mayo de 2020) en una 
entrevista radial. “Yo no soy un tribunal para decidir si le correspon-
de o no (a Techint). Hay un órgano del Estado, hay un mecanismo es-
tablecido por la norma y es en ese contexto que el Gobierno aprueba 
o no aprueba. Pregúnteles a ellos”, se excusaba en una entrevista ra-
dial el vicepresidente de la Unión Industrial Argentina [UIA], Daniel 
Funes de Rioja (Funes de Rioja, 19 de mayo de 2020).

La situación era distinta si en lugar de enfocar en la categoría de 
“trabajador” se lo hacía sobre las “empresas” o los “empresarios”. En 
líneas generales se planteaba un acuerdo en que el Estado debía acu-
dir a su sostenimiento, y hacer un “esfuerzo” que redundaría en un 
beneficio colectivo: el objetivo era sostener las empresas para que no 
se pierdan los empleos, pero también para que, una vez finalizada la 
restricción sanitaria, pudieran volver a ser el motor del desarrollo 
económico y social del país. Este argumento general, no obstante, 
no estaba exento de impugnaciones, ya que, si en lugar de pensar en 
los trabajadores se lo hacía en las empresas, no aparecía tan justo 
emparejar a la grandes con las chicas. Para las voces más críticas, 
no podía equipararse a las pymes con las grandes empresas, ya que 
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mientras que las primeras eran consideradas parte del entramado 
social y productivo que favorecía el desarrollo inclusivo del país, las 
segundas tendrían intereses opuestos al bienestar general. Es por 
ello que, desde diputados de partidos de izquierda, pero también des-
de dirigentes del oficialista Frente de Todos [FdT] y algunos referen-
tes de movimientos populares, se planteaba que el Estado no debía 
sostener a grandes empresas, entre las que había muchas que habían 
“fugado dinero” o “comprado dólares”, entre otras conductas criti-
cables. El debate fue tan amplio que hizo que el Gobierno incluyera 
ciertas restricciones a las empresas que se acogieran al plan. Entre 
otras, la prohibición de distribuir utilidades, recomprar sus acciones 
o adquirir títulos, y realizar erogaciones con vinculados que residan 
en paraísos fiscales. Como consecuencia de ello, grandes empresas, 
como Techint, decidieron darse de baja del programa y devolver el 
primer pago realizado.

Empresarios o ricos

Si el par categorial trabajador / empresa centraba el debate sobre la 
categoría de la acción pública en el ATP, la situación era distinta en 
el del ASE. En ese caso, una primera discusión era sobre el carácter 
mismo de la medida. Para quienes la impulsaban no se trataba de 
un “impuesto” sino de una “contribución” o “aporte”, como gustaba 
presentarlo el presidente Alberto Fernández, por tratarse de una me-
dida excepcional, que no estaba destinada a repetirse, y que tenía un 
destino específico, definido en la ley.4 Este “aporte” sería, por lo tan-
to, “extraordinario”. Según la perspectiva de los impulsores del pro-
yecto se trataría de un “aporte extraordinario de un sector que tiene 
capacidad contributiva. La categoría que definía, en este marco, a 

4  La ley definió que los fondos recaudados sean destinados a compra y/o elaboración 
de equipamiento médico, subsisidos a pymes, plan progresar y al fondo de integra-
ción socio urbana.
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aquellos impactados por la ley, era la de “grandes fortunas” o, más 
directamente, los “ricos”. Sin embargo, se esmeraban en aclarar que 
no era una cuestión de “persecución” de nadie, sino de hacer efecti-
vo un mecanismo “solidario”. “Ninguno va a perder su condición de 
rico o muy rico porque hagan un aporte en la dirección que estamos 
imaginando”, declaraba al proponer debatir un proyecto de ley en el 
Congreso, el diputado Carlos Heller, en declaraciones radiales, el 6 
de abril (Clarín, 7 de abril de 2020). “No es una caza de ricos, no tene-
mos un solo nombre propio, no tengo la menor idea quiénes son los 
que estarán alcanzados por el impuesto”, agregó unos días más tarde 
(Infobae, 5 de abril de 2020).

En esta postura, la categoría de rico se asociaba con un estatus, 
ligado a la posesión de cierta cantidad de dinero, sin importar cómo 
haya sido que se accedió al mismo. Lo que importaba, para justificar 
el aporte, era el criterio de solidaridad social, como analizaremos en 
el próximo apartado. Es en virtud de esta cadena de solidaridad, que 
desde un discurso social plantea el deber de aquellos que más poseen 
con el resto de la sociedad, que se expresaba la justicia de la medida. 
“Apunta al único sector que está en condiciones de hacer un aporte 
en este momento. Por lo que es una medida imprescindible y racio-
nal”, declaraba el dirigente social Juan Carlos Alderete (31 de agosto 
2020). Si bien en algunos casos se buscaba evitar juicios sobre la ri-
queza del sector involucrado, no fueron pocas las voces que expresa-
ban que la situación de los ricos había mejorado durante el Gobierno 
del expresidente Mauricio Macri y que por tanto debía recaer sobre 
ellos este impuesto destinado a paliar la situación de la pandemia. 
Los argumentos en este sentido planteaban que algunos de los sec-
tores más ricos del país habían sido beneficiados por la especulación 
financiera y la fuga de capitales, o que en Argentina existe una es-
tructura regresiva.

Muy rápidamente, las voces contrarias al proyecto comenzaron a 
desplegarse, desde sectores de la oposición de centro derecha, y des-
de ámbitos empresariales, que alertaban que se trataba de un nuevo 
“impuesto”, que se sumaba a una larga lista de tributos que pagaba 
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el sector privado. Entre las críticas más relevantes, se pueden resu-
mir dos líneas de argumentación. La primera estaba destinada a im-
pugnar la idea, por considerar que centrarla en la categoría de “rico” 
suponía una concepción “binaria”, “revanchista” e incluso “clasista”. 
“El impuesto implica una lógica “muy kirchnerista” de dividir en-
tre ricos y pobres, porteños y provincias, empleados versus empre-
sarios”, decía en declaraciones radiales el diputado de Juntos por el 
Cambio, Luciano Laspina (Infobae, 15 de septiembre de 2020). Esta 
posición se comprendía en un contexto en el cual no era fácil quedar 
asociado en defensa del sector más privilegiado de la sociedad, en 
una medida que, según las encuestas, contaba con un amplio respal-
do de la sociedad, de alrededor del 80 % (Perfil, 18 de mayo de 2020). El 
oficialismo usaba en forma irónica este apoyo, cambiando el nombre 
de Juntos por el Cambio por el hashtag #Juntosporlosricos. Según un 
gráfico, que circulaba por redes, “el 46 % de los diputados nacionales, 
defendiendo los intereses del 0,2 % más rico del país”.

La segunda línea de argumentación complementaba la primera. 
No se trataba de defender a los ricos, sino de defender a la sociedad 
toda. Y, para hacerlo, era vital mostrar que la presión impositiva so-
bre el sector de mayores ingresos tenía efectos colectivos negativos. 
Para hacerlo, los “ricos” ya no eran calificados según su estatus patri-
monial, sino sobre su lugar en la sociedad, a partir de la categoría de 
empresarios, generadores de trabajo, emprendedores, etcétera. Esta 
declaración de Laspina resumen con claridad este viraje:

El debate es político, lo queremos dar en esos términos y estamos 
orgullosos, no de defender a los ricos, de defender a los argentinos de 
bien que dependen de la inversión privada y de la creación del em-
pleo, que no quieren vivir de la dádiva del Estado, ni de un Gobierno 
ni de un político, que quieren encontrar un trabajo en el diario como 
lo hacían sus padres o sus abuelos. Esos argentinos de bien necesitan 
empresarios, necesitan inversión privada, necesitan que esos empre-
sarios apuesten por el país y no que se vayan. Por eso, vamos a votar 
en contra. (Honorable Cámara de Diputados de la Nación, 21 de sep-
tiembre de 2020, 1h27m10s)
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Este argumento sintetiza una concepción muy extendida en ciertos 
sectores económicos y sociales de Argentina, que sintonizan con la 
idea liberal que postula que el bien colectivo es el fruto de las inicia-
tivas personales y el mérito individual, basados en el esfuerzo, el em-
prendimiento, la inversión. En este marco se entiende la referencia a 
los “argentinos de bien”, que remite a la construcción mítica de una 
“clase media” que, como analizó Ezequiel Adamovsky (2009), sería la 
reserva moral del país, opuesta a quienes quieren vivir de las dádivas 
del Estado, como los sectores populares. Para eso, como vemos, en 
la misma frase se desliza de la categoría de “rico” a la de “empresa-
rios” que invierten y generan trabajo, como medio para plantear una 
justificación legítima de la defensa de los intereses colectivos y no 
individuales. Aun cuando la imagen del empresariado no está exenta 
de debate, su utilización en tanto figura moral en la construcción del 
progreso social permite desmarcar la crítica a la medida de su pre-
sunta defensa de los sectores privilegiados.

Estado y empresarios: debates sobre el esfuerzo en contextos  
de pandemia

La utilización de ciertas categorías para argumentar a favor o en 
contra de las medidas no es neutra. Como se expresa en las frases 
citadas más arriba, conlleva por lo general un sentido sobre la rela-
ción deseada entre el sector público y privado en la recaudación y 
distribución de la riqueza.

El ATP y el apoyo al esfuerzo estatal

La distribución de los esfuerzos entre el Estado y los sectores eco-
nómicos involucrados se plantea de forma diferente. En el caso del 
ATP, al ser una política de ayuda estatal, el esfuerzo aparece ligado, 
en la mayoría de las intervenciones públicas analizadas, al Estado 
como movilizador de recursos públicos. En este sentido, para la gran 
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mayoría que aprobaba el programa, era natural que el Estado debía 
hacer un “esfuerzo”, “para que no cierre ninguna pyme”, para “sos-
tener el ingreso de los hogares y amortiguar el impacto”, para “bajar 
tasas” de interés a las empresas, para “pagar los sueldos para que la 
gente no padezca”, entre otras afirmaciones similares. En líneas ge-
nerales, se expresaba un acuerdo sobre que este gasto excepcional, 
que permitía mantener los empleos y evitar el cierre de empresas, 
era una política necesaria de acompañamiento del “esfuerzo” que 
hacían empresas y trabajadores que no podían desarrollar sus acti-
vidades. Es por ello que, como mencionamos más arriba, el consenso 
general sobre la medida abarcaba una amplio espectro político, em-
presarial y sindical. No extraña, por ello, que el modo de referirse al 
Estado era en términos de diversas acciones de cuidado, respaldo, 
sostenimiento. Como planteaba el presidente Alberto Fernández, el 
24 de julio:

Llegamos a este ATP, que tiene ya una cuarta fase, que es la que esta-
mos anunciando ahora, y que sigue teniendo en cuenta exactamente 
lo mismo: que la pandemia no arrastre a nuestras empresas y que la 
pandemia no arrastre a nuestros trabajadores; que todos sigan so-
brellevando el esfuerzo, sabiendo que hay un Estado atrás cuidán-
dolos, respaldándolos, ayudándolos a que puedan pasar este mal 
momento. (La Nación, 24 de julio de 2020, 8m02s)

El cuidado estatal no era una fórmula exclusiva de la palabra pre-
sidencial. Desde sectores empresariales se reconocía y valoraba la 
ayuda estatal. “Hoy el 30 % de las pymes está viviendo gracias al pro-
grama ATP”, decía Leo Ezequiel Bilansky, el presidente de la organi-
zación Empresarios Nacionales para el Desarrollo Argentino [ENAC], 
que planteaba que este tipo de acción estatal era parte de “iniciati-
vas dignas de reconocer” (Bilansky, 30 de agosto de 2020). Marcelo 
Fernández, de la Confederación General Empresaria de la República 
Argentina [CEGERA], planteaba que esta ayuda al sector privado, era 
“una gran tranquilidad para las empresas que pudieron acogerse al 
ATP y para sus trabajadores” (Fernández, M., 21 de agosto de 2020). 
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Miguel Acevedo, de la Unión Industrial Argentina [UIA], planteaba 
que “fuimos sosteniendo el empleo y la producción gracias a polí-
ticas públicas como el ATP” (Ámbito Financiero, 2 de septiembre de 
2020).

En síntesis, en el caso del ATP se expresaba cierto acuerdo trans-
versal, que iba desde la izquierda a la derecha del espectro político, 
y que incluía a sectores políticos, sindicales y empresariales. Con la 
excepción de unos pocos políticos de extrema derecha neoliberal, no 
existían prácticamente miradas críticas sobre la necesidad de esta-
blecer esta política, y que el Estado debía hacer un “esfuerzo” para 
sostener la situación económica y social. “Hace un gran esfuerzo el 
Gobierno nacional, [...] no solamente en el tema de la salud, del agua, 
del saneamiento: hoy se está enfrentando y pagando, como corres-
ponde, la AUH, el ATP, el IFE, comedores”, decía José Luis Lingeri (30 
de junio de 2020), de la CGT.

Las voces críticas, en todo caso, no apuntaban a la necesidad de 
que el Estado sea el que realice el esfuerzo para sostener la actividad 
económica, sino en el modo justo o injusto de definir e implementar 
la medida de asistencia. Las críticas, en este sentido, eran dos. Una 
era sobre la exclusión de ciertos actores de la economía popular, 
como las cooperativas, que quedaban al margen, o de ciertas activi-
dades excluidas en diversos momentos del programa, como clínicas 
privadas, transportes escolares, escuelas privadas, etcétera. La otra 
era sobre la inclusión de las grandes empresas, sobre lo que hemos 
hablado más arriba. El hecho de que hayan cobrado sectores geren-
ciales de grandes compañías era visto como un abuso por parte de 
grandes empresas, y el Estado aparecía como un “Estado bobo”, tal 
como expresó la presidenta del Consejo Nacional de Coordinación 
de Políticas Sociales de la Nación, Victoria Tolosa Paz (20 de mayo de 
2020).
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El debate sobre el esfuerzo privado en el ASE

La situación no era la misma al debatirse el ASE. En este caso, aflora-
ban formas muy distintas de distribuir el esfuerzo y el beneficio de 
la medida. Para quienes la defendían, quienes debían hacerlo eran 
aquellos que tenían más dinero y que, por ello, debían contribuir a 
las arcas públicas para financiar parte del gasto que demandaba las 
políticas para salir de la crisis ocasionada por el covid-19. En estos 
casos, la caracterización del Estado era la de un organismo que debía 
ser sostenido, financiado, para hacer frente a las inequidades. En esta 
mirada los esfuerzos debían hacerlo quienes estaban en las posicio-
nes más favorecidas de la sociedad. “Pedimos un esfuerzo mayor de 
quienes están en mejores condiciones, una regla básica de la solida-
ridad”, planteaba la diputada del FdT, Vanesa Siley (Sindical Federal, 4 
de julio de 2020). “Siempre hay que pedirle esfuerzo a los que tienen 
para los que menos tienen, eso es solidaridad, eso es igualdad”, de-
cía el intendente de Hurlingham, Juan Zabaleta (20 de septiembre 
de 2020). “A mí me parece que no es mucho pedir que sean estos sec-
tores que se sumen a este esfuerzo que se está haciendo por parte 
de toda la sociedad”, decía la titular del Instituto Nacional contra la 
Discriminación, la Xenofobia y el Racismo, Victoria Donda (2020).

En muchos sentidos, se partía de la clásica concepción social del 
Estado, que desde el liberalismo social en adelante postula que la so-
ciedad es una suma de interdependencias sociales, y en ese marco 
quienes poseen más riqueza o mejores ingresos tienen cierto deber 
moral de contribuir, a través de la vía impositiva, con las arcas esta-
tales, para que éstas a su vez distribuyan los bienes y servicios en la 
sociedad. No es gratuito, en este sentido, el uso de un término como 
“solidaridad”, que entronca estas posiciones con un Estado regulador 
y promotor de la sociedad. Que el esfuerzo recayera en estos sectores 
era parte de la justicia de la medida. Para quienes planteaban estas 
cuestiones, fundamentalmente políticos oficialistas y dirigentes 
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sociales o sindicales afines, pedir ese esfuerzo era legítimo y justo. 
Como planteaba el diputado del FdT, Marcelo Casaretto:

No podemos pedirles esfuerzos a los trabajadores, a los jubilados, o 
a los sectores vulnerables; tenemos que pedírselo a quienes hoy es-
tán en una situación relativa mejor. Es de estricta justicia, es nuestra 
convicción y por eso les presentamos el proyecto a los argentinos y 
pedimos su aprobación. (Noticias Villaguay, 18 de septiembre 2020)

Además, en algunos casos, a esta concepción del rol social del Estado 
se sumaba una mirada negativa del empresariado argentino, que se 
había “beneficiado durante el macrismo”, y por lo tanto “tienen que 
ser ellos los que hagan el esfuerzo para reparar la desigualdad”, por-
que durante la pandemia mientras la sociedad hacía el esfuerzo ellos 
“siguieron ganando”; porque tienen comportamientos como “fugar 
capitales”, “evadir impuestos” y para compensar es justo que “hagan 
una contribución para “equilibrar un poco la cancha”.

Donde los defensores del proyecto veían un esfuerzo lícito, una 
contribución, un aporte, los opositores veían una demanda desme-
dida e injusta sobre un sector de la población. Parte de la diferencia 
radicaba en que donde algunos veían justicia y solidaridad, otros 
percibían una actitud revanchista o clasista, como planteaba el ex-
candidato a vicepresidente por JxC, Miguel Pichetto. No escaseaban 
las posturas que tildaban la medida de populista, demagógica o para 
la tribuna. “Se debe plantear un esfuerzo colectivo y no una batalla”, 
planteaba el senador de JxC, Martín Lousteau. “Desde CAIR consi-
deramos que el esfuerzo posible y concreto para mitigar los efectos 
de esta pandemia tiene que salir del conjunto de los argentinos y no 
solamente de un sector. El castigo a quien mayor tributa, conforme 
su capacidad, no es aceptable”, decía un comunicado de la Cámara 
Argentina de Inmobiliarias Rurales, el 11 de septiembre.

En repetidas ocasiones, la idea del esfuerzo se asociaba a las ac-
ciones y méritos individuales, gracias a los cuales ciertos individuos 
habían accedido a contar con un patrimonio. La medida, entonces, 
se veía como contraproducente, porque atentaba contra el espíritu 
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emprendedor y la inversión privada. “Va a afectar a todos aquellos 
que tienen patrimonio, ahorrando, trabajando, haciendo esfuerzos, 
es una desvalorización que solo va a afectar a todo un universo de 
ahorristas, emprendedores”, decía el diputado de JxC, Gonzalo del 
Cerro (Página/12, 27 de abril de 2020). El esfuerzo lo hacía el sector 
privado, y aumentar impuestos no solo afectaría a un pequeño grupo 
privilegiado, como en el argumento oficial, sino a la sociedad en su 
conjunto, que se beneficiaba de sus inversiones. En esta línea se pro-
nunciaba el dirigente de JxC, Federico Pinedo (15 de abril de 2020): 
“Sacar dinero a la gente que tiene que apretar el acelerador de la 
sociedad y que lo podría invertir para que esto funcione rápido me 
parece una locura”.

Las miradas sobre el Estado, en esta posición, era la de una enti-
dad que era una “mochila” del sector privado, que recaudaba y gasta-
ba ineficientemente, que ahogaba la actividad productiva, que daba 
dádivas a los sectores pobres y desincentivaba la iniciativa privada. 
El comunicado de CRA resume esta posición:

Se sigue lastrando la mochila del Estado afectando de todas las acti-
vidades productivas y no es cierto que el Estado se esfuerce porque 
lo que se esfuerza es la espalda productiva del país y no la mochila. 
[…] Menos producción, menos granos, menos frutas, menos verdura, 
menos leche y menos carne. Serán los resultados inequívocos de este 
Proyecto de impuesto al progreso. (CRA, 7 de septiembre de 2020)

En síntesis, como mostramos en el siguiente cuadro, las miradas 
sobre el Estado variaban, tanto en el ATP como en el ASE, según el 
posicionamiento de opiniones de apoyo y aprobación o crítica y 
desaprobación. 
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Apoyo/Aprobación Crítica/Desaprobación

ATP Asiste, cuida, respalda, ayuda, sostiene, 
sienta las bases de la reactivación, 
amortigua el impacto, da certezas, banca, 
aporta.

Es bobo, discrimina a ciertas empresas, 
excluye cooperativas, empresas 
recuperadas, etcétera.

ASE Debe ser sostenido, financiado, 
fortalecido para contar con recursos, para 
asistir, garantizar la progresividad de 
impuestos, hacer frente a las inequidades, 
recuperar el sentido de solidaridad, 
invertir.

Ejerce una excesiva presión impositiva, 
ataca la actividad privada, recauda y 
gasta ineficientemente, tira el dinero, 
empareja para abajo, da dádivas, es caro, 
es “elefanteásico”, es la mochila de la 
actividad privada.

 
Fuente: elaboración propia con base en datos de declaraciones públicas elaborada 

por el GEJ / IIGG, en 2020.

Palabras finales

La situación social en Argentina durante la pandemia de covid-19, 
como en el resto de la región, agudizó una realidad preexistente. En 
términos sociales, crecieron la pobreza y la desigualdad, y aumentó 
en consecuencia la cantidad de personas que precisaban de una asis-
tencia estatal. Frente a esta situación inédita, los Estados se vieron 
necesitados de cubrir gastos excepcionales y buscaron alternativas 
para recaudar los fondos para utilizarlos en transferencias mone-
tarias a los sectores más afectados. En este escenario, en Argentina, 
como describimos en estas páginas, se plantearon debates sobre la 
relación entre el Estado y el sector privado en la recaudación y distri-
bución de la riqueza.

Las controversias analizadas en este texto permiten dejar plan-
teadas algunas reflexiones finales. En primer lugar, se observa una 
diferencia en la forma en que desde gran parte de los sectores polí-
ticos y empresariales se refieren al Estado, según este ubicado en el 
rol de recaudador y distribuidor de fondos públicos. Cuando, como 
en el caso del ATP, se trata de una política de subsidio a las empresas, 
se despliega cierto consenso basado en la defensa de los empleos y 
los trabajadores que dependen de ellas. Es en este sentido que una 
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medida de subsidio directo para el pago de salarios obtiene muy po-
cas críticas, ligadas principalmente a su diseño e implementación, 
pero no a su sentido general. Hasta los sectores más opuestos, tradi-
cionalmente, al intervencionismo estatal, como la Sociedad Rural, 
defienden y legitiman la medida en nombre de sus trabajadores. La 
mirada se invierte cuando se trata de recaudar entre los sectores más 
ricos de la sociedad. En ese caso, el consenso desaparece y se agu-
dizan las miradas tradicionalmente opuestas entre los argumentos 
sociales y liberales. Mientras que los primeros rescatan la idea de 
solidaridad social y la necesidad de que el Estado sea financiado a 
partir de una política tributaria progresiva, los segundos despliegan 
una imagen estatal negativa, asociada a su presunta incapacidad e 
ineficiencia en el uso de los recursos públicos.

En paralelo, se plantea un debate sobre la riqueza. En el caso del 
ATP hay cierto acuerdo en que la ayuda estatal contribuye no solo a 
mantener los salarios, sino a las empresas como motores de la gene-
ración de riqueza social en el país. Se trata, en este sentido, no de una 
forma de sostener la ganancia privada sino, sobre todo, el desarrollo 
productivo que beneficia a la sociedad. En el ASE, sin embargo, las 
posturas frente a la riqueza son muy diferentes según el punto de 
vista adoptado. Quienes defienden la medida mantienen la idea de 
que existe un compromiso moral de los ricos en la contribución al 
bienestar del resto de la población menos pudiente. Quienes se opo-
nen, sin embargo, lo hacen desde un discurso que critica la presión 
impositiva sobre quienes caracteriza como empresarios, inversores, 
generadores de trabajo, u otras figuras similares. En la base de esta 
idea subyace una concepción que jerarquiza a la sociedad entre un 
sector de la sociedad que sería el motor económico y moral de la po-
blación, y el resto que se beneficia de su actitud emprendedora.
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Deuda soberana externa, desregulación 
económica y redistribución de la riqueza
Reflexiones a partir del caso argentino

María Emilia Val

Introducción

La problemática de la deuda externa ha marcado desde muy tem-
prano la historia de América Latina. Las olas de endeudamiento 
público acelerado, seguidas de crisis y reestructuraciones, han sido 
recurrentes, potenciándose desde los años setenta. En el marco de 
una inserción subordinada en la globalización financiera, las políti-
cas económicas que tuvieron como eje la desregulación y la apertura 
económica y financiera, con una creciente incidencia de las finanzas, 
prevalecieron en la región. Impulsadas por diversos actores, institu-
ciones y discursos e implementadas desde los Estados nacionales, 
estas políticas intensificaron la deuda soberana y sus crisis como 
mecanismos (entre otros) de apropiación de la riqueza por parte de 
los diversos grupos de acreedores y las elites domésticas y, además, 
su redistribución al interior de los países, entre sectores sociales y 
entre generaciones. Mediada por el ajuste, las condicionalidades 
impuestas por los organismos financieros internacionales (como el 
FMI), la disciplina fiscal requerida por los mercados financieros y 
las necesidades de financiamiento, la deuda soberana aparece como 
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condicionante estructural a las posibilidades de desarrollo y como 
un determinante de la desigualdad económica y social, que ha creci-
do desde entonces.

Este capítulo busca reflexionar sobre estas problemáticas a par-
tir de la experiencia histórica argentina reciente, indagando en las 
particularidades, consecuencias, continuidades y rupturas dentro 
del período. Argentina aparece como un caso paradigmático para 
comprender las relaciones entre desregulación, deuda soberana y 
desigualdad, dada la sucesión de políticas que generaron procesos 
de apertura, sobreendeudamiento, desindustrialización y ajuste que 
reforzaron la distribución inequitativa y regresiva del ingreso. Desde 
la década de los setenta se sucedieron tres ciclos de endeudamiento 
acelerado y desregulación financiera (la última dictadura militar, la 
Convertibilidad en los noventa y el Gobierno de Mauricio Macri des-
de 2016) que legaron mayores compromisos externos, redujeron los 
márgenes de maniobra estatales y deterioraron las condiciones de 
vida de las mayorías.

El crecimiento insostenible del endeudamiento soberano exter-
no1 tuvo importantes derivaciones en los planos económico, finan-
ciero, político y social: las repetidas crisis externas, la volatilidad 

1  En este trabajo entendemos por deuda soberana o pública al conjunto de compro-
misos financieros asumidos por los Estados nacionales a favor de terceros, sean es-
tos acreedores privados u oficiales, internos o externos. Dentro de aquella, y para 
países en desarrollo como la Argentina, la deuda soberana externa aparece como 
especialmente problemática pues es la que puede redundar en crisis externas, con-
dicionamientos políticos y conflictos judiciales y diplomáticos con repercusiones in-
ternacionales de diverso tipo (por ejemplo, reputacionales). En este sentido, afecta a 
las cuentas fiscales, la dinámica cambiaria, los equilibrios externos y la autonomía 
política.
Aunque en términos operativos la deuda soberana externa es la constituída por los 
compromisos públicos en manos de no residentes, a partir de la globalización finan-
ciera (con la consiguiente complejización de los actores involucrados en relaciones 
de crédito soberano, la liberación de las restricciones a los flujos financieros entre 
fronteras y la erosión del principio de inmunidad soberana que protegía a los Estados 
nacionales de ser enjuiciados en tribunales extranjeros) aparecen también como rele-
vantes para el análisis de las relaciones financieras externas de los Estados la deuda 
emitida en los mercados internacionales, en moneda extranjera y sometida a legisla-
ción extranjera.



	 225

Deuda soberana externa, desregulación económica y redistribución de la riqueza

cambiaria y financiera, la injerencia creciente de los acreedores so-
bre los lineamientos de la política económica local y la transferencia 
de una enorme masa de recursos para su pago explican en gran me-
dida el deterioro de las cuentas fiscales, de las condiciones de vida de 
amplias franjas de la población, los desequilibrios económicos y las 
persistentes trabas al desarrollo. Las crisis que siguen a las olas de 
endeudamiento, las reestructuraciones y renegociaciones en las que 
derivan, así como los programas de ajuste y “normalización” exigi-
dos por los acreedores generaron importantes efectos redistributi-
vos que repercutieron de manera desigual (beneficiando a algunos 
en detrimento de otros) sobre el conjunto social y tienen efectos acu-
mulativos y de largo plazo que en necesario identificar.

Para acercarnos a la comprensión de los vínculos entre deuda so-
berana, desregulación y desigualdad anteriormente mencionados, 
presentaremos los principales desarrollos de política económica 
operados desde los setenta, su orientación, la evolución del endeu-
damiento público externo, sus consecuencias políticas y sus relacio-
nes con algunos indicadores de empleo, desocupación y distribución 
del ingreso. Finalizaremos con algunas reflexiones sobre el caso ar-
gentino, su pertinencia para analizar la multidimensionalidad de la 
problemática de la deuda soberana y pensar cursos de acción alter-
nativos a futuro.

El primer ciclo de desregulación y endeudamiento acelerado 
durante la dictadura militar y sus consecuencias para la 
democracia naciente

El último Gobierno dictatorial, de la mano del terrorismo de Estado y 
de una vocación refundacional, implementó desde 1976 una política 
económica orientada a modificar el funcionamiento de la economía 
y la sociedad en un sentido regresivo. Las medidas implementadas 
significaron la disminución del papel regulador del Estado en la ab-
sorción y la asignación de los recursos, el disciplinamiento de los 
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trabajadores y el quiebre de la industrialización por sustitución de 
importaciones vigente desde los treinta, reemplazándola por otro 
modelo cuyas bases se encontraban en la reinserción internacional 
a partir del aprovechamiento de sus ventajas comparativas y las ac-
tividades financieras. Sus objetivos no fueron meramente económi-
cos, sino también (y fundamentalmente) políticos. En este sentido, 
la dictadura buscó transformar de raíz la compleja estructura eco-
nómico-social generada al calor de décadas de desarrollo industrial, 
con los objetivos de redefinir el papel del Estado, restringir el poder 
de negociación de los trabajadores2 y revertir la relación de fuerzas 
sociales derivada de la presencia de una clase obrera industrial orga-
nizada y movilizada en términos político-ideológicos, en alianza his-
tórica con ciertos sectores del empresariado nacional (Schorr, 2012).

El punto de quiebre en la política económica fue 1979. Luego del 
varios ensayos de estabilización ortodoxos –que implicaron libera-
lización de mercados y congelamiento de los salarios– la reforma 
financiera comenzada en 19773 convergió con la apertura del mer-
cado de bienes y capitales, y el establecimiento de un tipo de cambio 
sobrevaluado y decreciente en el tiempo según una pauta preestable-
cida, lo que originó una entrada masiva de capitales hacia el sector 
financiero, atraídos por las altas tasas de interés. También se obser-
vó un crecimiento exponencial del endeudamiento internacional 
de las grandes empresas privadas, no destinado a la inversión pro-
ductiva4 sino a la apropiación de rentas financieras vía carry trade 

2  En el marco de la industrialización por sustitución de importaciones el control de 
cambios impedía la fuga de capitales, el nivel de los salarios no estaba limitado por 
la competencia externa y existía una reducida desocupación, explicada en gran parte 
por la expansión del sector manufacturero (Schorr, 2012).
3  Esta reforma supuso el desmantelamiento de las protecciones, restricciones e inter-
venciones estatales en el sistema financiero local. Si bien las transformaciones a nivel 
internacional luego de la caída del sistema de Breton Woods iban en el mismo sen-
tido, el de la liberalización de los mercados financieros y la desregulación de los flu-
jos de capital, en la Argentina el proceso tuvo una radicalidad inédita. Ver Schvarzer 
(1983) y Cibils y Allami (2010).
4  Esto explica, entre otros elementos, la insuficiente capacidad de la economía argen-
tina para generar los recursos necesarios para enfrentar los servicios de la deuda.
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que culminaba en fuga de capitales. Así, las actividades financieras 
y especulativas adquirieron mayor relevancia –constituyéndose 
en uno de los ejes de las estrategias de acumulación de los grandes 
empresas- y el endeudamiento externo pasó a ser en un elemento 
central del funcionamiento macroeconómico (Basualdo, 2017; Sch-
varzer, 1983).5

Gráfico 1. Evolución del stock de deuda externa total, deuda externa 
pública y fuga de capitales, en millones de dólares (1975-1983)

Nota: fuga de capitales según balance de pagos.

Fuente: elaboración propia con base en Kulfas y Schorr (2003).

El endeudamiento estatal se subordinó a las necesidades de los 
agentes privados, sustentando y sirviendo de garante del esquema 
especulativo, proveyendo las divisas para sostener el tipo de cambio, 
la fuga de capitales de los actores locales y la salida de los capitales 

5  La expansión local de la financiarización y del endeudamiento externo masivo aso-
ciado se vio posibilitada por el contexto internacional de alta liquidez y libre movili-
dad de capitales post Bretton Woods, que permitió que estos se dirigieran a los países 
en desarrollo bajo la forma de préstamos bancarios al sector privado y público.
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especulativos (Kulfas y Schorr, 2003). Desde entonces, fuga y deuda 
tuvieron tendencias similares y ascendentes (Gráfico 1).

La magnitud y la lógica de retroalimentación del endeudamiento 
–el “círculo vicioso de la deuda” (Schvarzer, 2003)– transformó el es-
cenario político e intensificó la dependencia respecto de los acreedo-
res privados y los organismos multilaterales lo que se tradujo en un 
notable poder de injerencia de estos sobre el escenario económico y 
político local.

Al comenzar la década del ochenta, la suba las tasas internacio-
nales,6 el deterioro de los términos de intercambio y el cierre al acce-
so a nuevos préstamos luego del anuncio de la moratoria mexicana 
iniciaron la crisis de la deuda regional.7 Al mismo tiempo, la signifi-
cativa devaluación del peso generó una disparada inflacionaria que 
hundió los ingresos de los sectores asalariados y llevó a las grandes 
empresas locales a solicitar la asistencia estatal para atender sus 
compromisos externos. Esta fue dada por el Banco Central a través 
del mecanismo del seguro de cambio que significó la licuación de la 
deuda privada con cargo a las cuentas públicas, esto es, su estatiza-
ción. Se estima que desde 1981 a 1983 este subsidio estatal fue de ocho 
mil doscientos cuarenta y tres millones de dólares (Basualdo, 2017), 
lo que implicó una transferencia de recursos desde la sociedad a las 
grandes empresas.

La derrota en la guerra de Malvinas, el descontento entre la pobla-
ción y la dramática situación económica, abrieron las puertas para 
el derrumbe del régimen militar, el llamado a elecciones y la poste-
rior asunción del Gobierno radical, en medio de la suspensión de los 
servicios de la deuda externa del Tesoro, que durante los “años de 
plomo” había pasado de poco más de cinco mil millones de dólares a 

6  La deuda contraída con los bancos extranjeros era de corto plazo y a tasa variable, 
lo que la volvía riesgosa y propensa a ser afectada por cambios en la coyuntura inter-
nacional, como ocurrió cuando la Fed subió las tasas de interés de referencia como 
mecanismo de control de la inflación.
7  La crisis de deuda afectó a casi todos los países latinoamericanos, prolongandose 
durante toda la década. Numerosos estudios analizan variados aspectos de la misma.
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casi treinta y dos mil millones (Basualdo, 2017). En diciembre de 1983, 
asume como presidente constitucional Raúl Alfonsín, con una situa-
ción económica compleja: desindustrialización, recesión, caída de 
los salarios, elevados déficits fiscal y externo, alta inflación, escasas 
reservas internacionales, abultados compromisos externos, default y 
suspensión de las negociaciones y de los desembolsos del FMI. Pron-
to el peso de la deuda haría sentir su capacidad de condicionamiento 
económico y político. Durante los ochenta, las duras renegociacio-
nes con los acreedores privados, multilaterales y bilaterales llevaron 
a un fuerte ajuste de la economía para asegurar el repago de la deu-
da. El saldo de transferencias netas negativas (los pagos de intereses 
y amortizaciones fueron mayores que los préstamos nuevos durante 
todo el período) mostró una pérdida sostenida de recursos que pro-
fundizó el deterioro económico y social iniciados con la dictadura.

Al inicio de las tratativas, el Gobierno procuró mantener una 
posición firme frente a los acreedores y al FMI, instrumentando di-
versas estrategias tendientes a ganar márgenes de maniobra (soste-
niendo que la deuda y su resolución eran asuntos políticos, no solo 
económicos)8 que se frustraron cuando todos los prestamistas de-
jaron en claro que no negociarían si no se firmaba un acuerdo con 
el FMI. El Fondo, con el apoyo del Tesoro norteamericano, funcionó 
como articulador del cartel acreedor, debilitando la posición de los 
deudores e imponiéndole sus soluciones en las diferentes etapas de 
las tratativas.9

8  Entre ellas encontramos 1) se solicitó un plazo de seis meses para verificar los mon-
tos de los pasivos y establecer qué parte era legítima, pues se sostenía que solo se hon-
rarían los compromisos genuinos; 2) se buscó evadir las condicionalidades del Fondo 
a partir de acuerdos directos con los bancos comerciales y el Club de París. Se sostenía 
que la aplicación del ajuste ortodoxo promovido por el organismo era inconcebible en 
el nuevo marco democrático y que el pago de la deuda debía supeditarse a la recupe-
ración económica; 3) se impulsó la articulación regional de los países deudores para 
fortalecer las posiciones con una acción coordinada, en lo que se llamó “el consenso 
de Cartagena”.
9  Que fueron individuales, caso por caso, y tuvieron como objetivo minimizar las pér-
didas y sostener el sistema bancario.
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Frente a este panorama, el Gobierno argentino comenzó en agos-
to de 1984 las negociaciones con el FMI, llegó a un acuerdo y aplicó 
el ajuste acordado, habilitando las gestiones con los restantes acree-
dores. Desde entonces, en un contexto de persistente estancamien-
to económico, con las constantes presiones internacionales para 
mantener el repago y los planes de estabilización (Austral y Prima-
vera) sucediéndose sin éxito, el deterioro social y económico se pro-
fundizó, revirtiendo las tendencias anteriores. Durante la “década 
perdida” en la mayor parte de la región y en Argentina “la pobreza 
empeoró como resultado de la crisis y las políticas de ajuste, desha-
ciendo la mayor parte de los progresos logrados en materia de reduc-
ción de pobreza durante los años sesenta y setenta y se incrementó la 
desigualdad de ingresos” (Boron, 1999 en Brieger, 2002).

En este contexto, el peso de la deuda sobre las cuentas del Tesoro 
y sobre el balance de pagos llevaron a una nueva cesación de pagos 
en 1988. En febrero de 1989, tuvo lugar una escalada hiperinflacio-
naria iniciada en una corrida cambiaria empujada por las filiales de 
los principales bancos acreedores, en medio de una puja distributiva 
entre estos y los grupos empresarios locales (Bembi y Nemiña, 2007). 
Dicho proceso produjo la renuncia anticipada de Alfonsín, el llama-
do a elecciones y la asunción anticipada de Carlos Menem en julio de 
1989, en un cuadro de caos social y económico.

De la convertibilidad al default, la larga reestructuración  
y el desendeudamiento

La llegada de Menem al poder significó la profundización de la finan-
ciarización y el inicio del segundo ciclo de endeudamiento externo 
y auge de las actividades especulativas que duraría hasta la crisis 
de 2001. Además de terminar con el proceso hiperinflacionario que 
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había aumentado hasta niveles desconocidos la pobreza,10 el nuevo 
Gobierno estableció entre sus prioridades la regularización de los 
pagos de la deuda y el establecimiento de buenas relaciones con los 
acreedores.
Los primeros años de la década se corresponden con el alineamiento 
con las potencias internacionales (principalmente, Estados Unidos) 
y la lógica de los grandes centros financieros, de la mano de las re-
formas estructurales de corte neoliberal inspiradas en el Consenso 
de Washington y la Convertibilidad.11 Se sostenía que con privatiza-
ciones, desregulación, apertura comercial y financiera y reestructu-
ración de pasivos se generaría estabilidad y crecimiento económico, 
poniendo fin al problema de la deuda (Kulfas, 2005; Schvarzer, 2003) 
y a la crisis, para colocar al país en el sendero del desarrollo. La pri-
vatización de las empresas estatales buscó reducir el stock de pasivos 
a partir de la capitalización, permitiendo a los acreedores adquirir 
compañías altamente rentables y hacerse de los activos acumula-
dos durante décadas por la sociedad (Schvarzer, 2003). También se 
ingresó al Plan Brady12 que generó una condonación del orden del 
35 % (Bustillo y Velloso, 2014), y una reducción del endeudamiento 
neto en algo menos del 50 % (Kulfas y Schorr, 2003). De esta forma, la 
reestructuración tuvo un resultado distributivo que afectó muy limi-
tadamente a los prestamistas.

La apertura financiera y la Convertibilidad buscaron alentar la en-
trada de flujos financieros. La quita de restricciones a los movimien-
tos de capitales junto al mantenimiento de un peso sobrevaluado en 

10  En el Gran Buenos Aires (mayor conglomerado urbano de la Argentina) se observó 
un crecimiento persistente de la pobreza durante los ochenta, la cual pasó del 7,1 % en 
octubre de 1980 al 21,6 % en octubre 1982 para terminar en octubre de 1989 en un 38,3 
%, la cifra más alta hasta entonces [CEDEP].
11  La Ley 23 928, conocida como Ley de Convertibilidad y sancionada en marzo de 1991, 
establecía una relación cambiaria fija entre la moneda local y la estadounidense (un 
peso por dólar) y exigía que el circulante tuviese un respaldo en reservas. Este esque-
ma poseía un carácter intrínsecamente “deuda-dependiente” que exponía a la econo-
mía local a los vaivenes del mercado internacional de capitales.
12  El Plan Brady fue la primera estrategia de gestión de la crisis que reconocía la nece-
sidad de un “alivio” para los problemas de insolvencia.
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una paridad fija, crearon las condiciones para la entrada de “dóla-
res financieros” (Schvarzer, 2003). Estas medidas permitieron volver 
a acceder al crédito internacional para sostener el tipo de cambio, 
atender los crecientes compromisos externos y el déficit casi crónico 
en el balance de pagos. Entre 1993 y 1999 el stock de deuda pública 
prácticamente se duplicó, pasando de sesenta y tres mil setecientos 
millones de dólares a ciento veintiún mil novecientos millones de 
dólares (Kulfas, 2005).

En paralelo, la situación social y económica se deterioraba cre-
cientemente. La política aperturista afectó el mercado de trabajo y la 
situación de los trabajadores, aumentando el desempleo y la preca-
rización y, consecuentemente, la pobreza y la desigualdad. Tanto la 
desregulación como la apertura comercial afectaron negativamen-
te a los sectores productivos (fundamentalmente la industria), que 
quebraron o ajustaron su nómina. El ajuste en el Estado y la privati-
zación actuaron en el mismo sentido, expulsando trabajadores. Es-
tos desarrollos llevaron a un alza de las tasas de desempleo, a cuyo 
efecto disciplinador se sumaron las reformas que flexibilizaron las 
relaciones laborales.13 Los cambios en el marco regulatorio contribu-
yeron, por un lado, al deterioro del salario real de los trabajadores 
y la disminución de su poder de negociación y, por el otro, a la re-
ducción de los costos empresarios y a la mejora de la acumulación, 
redundando en un resultado regresivo de la disputa social por el in-
greso (Lindenboim, 2001).

En los procesos descritos, el papel del FMI fue medular, pues no 
solo impulsó las reformas estructurales y apuntaló las diferentes po-
líticas económicas, sino que actuó como garante ante la comunidad 
financiera internacional del creciente endeudamiento argentino y 
como sostenedor de la Convertibilidad mediante el otorgamiento de 
créditos aún en coyunturas internacionales adversas (como la crisis 

13  Los mecanismos fueron la disminución de los aportes patronales, la introducción 
de modalidades de contratación de personal a prueba y por tiempo determinado, los 
cambios en los niveles de las negociaciones colectivas –descentralizándolas– y la re-
ducción del costo de los despidos (Lindenboim, 2001).
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del Tequila de 1994) y ante señales claras de deterioro del escenario 
doméstico. El aval político y el apoyo económico otorgado por el Fon-
do al país (presentado como su “mejor alumno”) permitían la entra-
da de divisas, el mantenimiento del esquema convertible y el pago de 
la deuda. Este apoyo estaba supeditado a las conocidas condiciona-
lidades del organismo, relacionadas con políticas de austeridad que 
buscaban asegurar los recursos fiscales para el pago de la deuda, aun 
a costa de empeorar la situación social y económica. De esta manera, 
estos acuerdos implicaron un incremento de la influencia del orga-
nismo sobre las decisiones gubernamentales que iría aumentando 
a medida que se cerraban las restantes fuentes de financiamiento 
(Bembi y Nemiña, 2007).

Cuadro 1. Características de colocaciones de títulos,  
sin canjes (1991-2001)

Año Cantidad de 
operaciones

Valor nominal 
(USD mill.)

Vida 
promedio 

(años)
Cupón

1991 2 500 2,0 10,40 %

1992 1 250 5,0 8,25 %

1993 6 2 121 6,9 8,08 %

1994 19 2 600 3,3 8,50 %

1995 16 4 726 3,6 8,24 %

1996 44 13 050 6,7 8,87 %

1997 44 11 424 8,4 8,89 %

1998 55 14 990 10,7 9,07 %

1999 83 15 549 7,0 9,89 %

2000 80 16 489 7,6 10,61 %

2001 38 6 280 9,9 14,35 %

1991-2001 388 87 979 7,8 9,75 %
 

Fuente: elaboración propia con base en Ministerio de Economía.

Conforme avanzaba la década, las colocaciones en plazas inter-
nacionales se dieron con un crecimiento progresivo de tasas y 
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acortamiento de plazos (Cuadro 1), lo que aumentó los compromisos 
y empeoró las condiciones de solvencia. El desmejoramiento de los 
indicadores financieros y el alza del riesgo país llevaron al paulatino 
cierre del mercado voluntario. La profundización de la recesión ini-
ciada en 1998 y el elevado déficit público14 afectaron la capacidad de 
repago tornando a la deuda insostenible. Lejos de romper con la polí-
tica económica y de deuda prevaleciente desde el inicio de la década, 
el Gobierno asumido el 1999 procuró sostener la Convertibilidad y 
asegurar el pago a los acreedores, implementando tres operaciones 
para evitar el default (Kulfas, 2005).15 En paralelo, la conflictividad so-
cial crecía y el ajuste se recrudecía.16

Gráfico 2. Deuda bruta (en millones de dólares) e indicadores  
de sostenibilidad seleccionados (2000-2011)

Fuente: elaboración propia con base en el Boletín fiscal e Informes de Deuda 
(Ministerio de Economía)

14  Explicado principalmente por el progresivo aumento de pagos de deuda y por la 
brecha fiscal resultado de la privatización de los fondos de pensión.
15  Estas fueron el Blindaje, el Megacanje y los préstamos garantizados.
16  Expresión del ajuste fue la llamada ley de “déficit cero” que establecía que el gasto 
público no podía superar la recaudación y que, de suceder, todos los gastos debían 
reducirse de manera proporcional incluyendo partidas como las jubilaciones y los 
salarios del sector público (que fueron recortados en un 13 %).
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Frente al escenario de finales de 2001 marcado por el aumento de 
la fuga de capitales, la caída de reservas, la salida de depósitos del 
sistema bancario y la instauración del “corralito”, el FMI suspendió 
su asistencia (Nemiña, 2012). Luego del estallido popular y en medio 
de la mayor crisis económica, política y social de la que tenga memo-
ria la Argentina, con niveles de desocupación, pobreza y desigualdad 
record,17 se anunció la moratoria parcial de la deuda pública (inclu-
yendo ochenta y un mil millones de dólares en bonos y títulos públi-
cos) que entonces era de poco más de ciento cuarenta y cuatro mil 
millones de dólares (Damill et al., 2005) y posteriormente la salida de 
la Convertibilidad.

Desde 2003 los Gobiernos de Néstor Kirchner y Cristina Fernán-
dez se propusieron modificar la lógica imperante hasta entonces en 
el tratamiento de la deuda soberana externa. Implementaron una 
estrategia de reestructuración orientada por la premisa de cumplir 
con los compromisos evitando el ajuste, procurando “desintervenir” 
la economía de la injerencia del sector financiero y basar el pago en 
el crecimiento económico sostenido. Así como lo había mostrado el 
default, la disminución significativa del peso de la deuda sobre las 
cuentas públicas permitiría liberar recursos que podrían destinarse 
a la consolidación de la recuperación económica, lo que generaría 
recursos que serían la garantía de repago a los acreedores de mane-
ra sustentable en el futuro. Esta estrategia se sustentó en una trans-
formación en la orientación general de la política económica,18 que 
continuó y profundizó el modelo de acumulación neodesarrollista 

17  La desocupación alcanzaría en mayo de 1994 por primera vez las dos cifras (contabi-
lizando 10,7 %), continuando desde allí su sendero ascendente hasta llegar a alcanzar 
en octubre de 2001 al 18,5 %, llegando a su pico máximo de 21,5 % en mayo de 2002. 
La población bajo la línea de pobreza llegó al 38.3 % en octubre de 2001, alcanzando 
su pico máximo un año después, pasada la devaluación del peso al salir del esquema 
convertible, llegando al 57,5 % (INDEC). La desigualdad medida por el índice de Gini 
pasó de 46,8 en 1991 a 53,8 en 2002 (Banco Mundial).
18  Cambio acompañado por un escenario doméstico en recuperación e internacional 
marcado por alza en el precio de las materias primas y alta liquidez.
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de la posconvertibilidad,19 fundado en una lógica productiva, la me-
jora en las condiciones de vida de las clases subalternas y trabajado-
ras a partir del aumento en los niveles de empleo, la recomposición 
salarial, la recuperación del mercado interno y la implementación 
de políticas de redistribución del ingreso. Supuso mayores niveles 
de intervención y autonomía relativa estatal y un nuevo cuadro de 
relaciones de fuerzas donde el sector financiero quedó subordinado 
(Varesi, 2016). La política exterior, enmarcada en un contexto inter-
nacional de fractura del consenso neoliberal e incipiente giro a la 
izquierda regional, se alejó del alineamiento automático con Estados 
Unidos y sostuvo posturas multilaterales revisionistas, la búsqueda 
de autonomía y de una inserción latinoamericana (Busso, 2017).

Dos hitos de la orientación en relación a la deuda lo constituye-
ron los canjes de los años 2005 y 2010, que significaron importantes 
pérdidas para los acreedores,20 y el pago del total de las acreencias al 
FMI en 2006. Ambos fueron el puntapié inicial de la llamada política 
de desendeudamiento que, no exenta de dificultades, límites y con-
flictos, no solo significó un inédito cualitativo21 (De Lucchi, 2014) en 
la composición de la deuda y una mejora de los principales indicado-
res de endeudamiento (Gráfico 2), sino también una de las condicio-
nes de posibilidad de un proceso de mejora sustantiva de la situación 
de los trabajadores y las clases populares, al disminuir la pobreza, la 
desocupación y al desigualdad,22 lo que se sostuvo hasta el recambio 
de Gobierno de 2015.

19  Inicialmente, implicó un tipo de cambio alto y el sostenimiento de superávits ex-
terno y fiscal. El deterioro sostenido de estas variables desde la crisis financiera in-
ternacional ralentizó el crecimiento, generó tensiones macroeconómicas y externas, 
redundando en dificultades para sostener el repago de deuda sin contar con acceso a 
los mercados de capital.
20  Se calcula una quita inicial del 75 %, al momento del canje, que posteriormente se 
morigeró por diferentes mecanismos. Igualmente, supuso un reparto de perdidas des-
favorable para los bonistas al disminuirse tanto el stock de deuda como los intereses 
y alargarse los plazos de pago (Val, 2019)
21  Cambio que significó la disminución de la deuda en divisas y con agentes privados
22  Entre el segundo semestre de 2003 y el tercer trimestre de 2015 la desocupación 
bajó del 15,4 % al 5,9 % (EPH, INDEC), mientras el índice de Gini se redujo entre 2003 y 
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El tercer ciclo de endeudamiento, desde los buitres hasta la 
vuelta del FMI

Luego de una década de reestructuraciones que llevaron la deuda a 
niveles históricamente bajos con un perfil con mayores grados de 
sostenibilidad, en 2016 se relanza una nueva ola de endeudamiento 
de la mano del giro en la política económica y externa del Gobierno 
de Mauricio Macri. El Gobierno de Cambiemos avanzó en un plan 
económico de corte liberal, promercado y aperturista. Se buscó ter-
minar con múltiples regulaciones estatales, “destrabar” las fuerzas 
del mercado y asegurar condiciones de libertad, seguridad y previsi-
bilidad con el fin de impulsar las inversiones extranjeras y la llegada 
de flujos financieros (Zeolla y Médici, 2022). Muy tempranamente, 
se dispusieron medidas que implicaron el desmantelamiento de los 
controles cambiarios, de capitales y financieros heredados de las ad-
ministraciones que le precedieron, a lo que se sumó la eliminación 
de impuestos a los sectores económicos más concentrados, la desre-
gulando las tarifas de los servicios públicos, el transporte público y 
los combustibles (Cibils et al., 2016). Aunque la profundización de la 
restricción externa durante los últimos años del kirchnerismo ha-
bía impulsado un acercamiento a los mercados privados de capital 
(Cantamutto y Ozarow, 2016), los fallos ligados al conflicto judicial 
con los fondos buitre habían bloqueado ese camino. Como aquellos 
impedían el reacceso al endeudamiento internacional que, en térmi-
nos materiales, le permitiría conseguir el flujo de fondos con el que 
financiar la política de desregulación cambiaria23 y financiera (Rua y 

2014 de 50,9 a 41,6 (Banco Mundial). Sobre la pobreza hay mayores debates (debido a 
la intervención del instituto de estadísticas nacionales desde 2007) aunque es recono-
cido que en el período se dio un proceso sostenido de marcado descenso entre puntas. 
Según la serie comparable de Zach et al. (2017) la pobreza disminuyó del 58,8 % en el 
tercer trimestre de 2003 al 28, 3 % en el cuarto trimestre de 2015.
23  En diciembre de 2015 se anunció el fin del llamado “cepo”, instalado en 2011. La 
liberación y unificación del mercado cambiario generó una devaluación nominal de 
más del 35 %, pasando la cotización del dólar estadounidense de $9,82 a $13, 40 según 
datos del BCRA.
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Zeolla, 2018)24 y, simbólicamente, expresar la voluntad de realinear 
al país bajo las lógicas financieras hegemónicas, es que el Gobierno 
de Macri rápidamente resolvió la disputa. La misma supuso el reco-
nocimiento de la legitimidad de los reclamos y para algunos de los 
fondos más combativos una ganancia de casi un 2000 % (Cosentino 
et al., 2017).

Esta orientación del modelo económico doméstico no puede en-
tenderse sin considerar el vínculo de este con la política exterior, que 
configuró una relación de subordinación respecto del sector finan-
ciero y los actores globales dominantes. En este sentido, el macrismo 
se caracterizó por una orientación dependentista, en la que prevale-
ció la lógica de la aquiescencia con los poderes externos. Esta política 
exterior implicó “la aceptación del statu quo internacional; el plega-
miento a los intereses estratégicos vitales de Estados Unidos, tanto 
en el ámbito global como continental; y la no adhesión a esquemas 
de integración regional profunda que puedan afectar el vínculo es-
trecho con Washington” (Russell y Tokatlián, 2013, en Morasso, 2018, 
p. 264).

Luego del fin de la disputa judicial, la euforia que generó la salida 
de Argentina a los mercados luego de quince años25 convirtió al país26 
en uno de los principales emisores globales (Nemiña y Val, 2018), lle-
gando incluso a colocar en 2017 un bono internacional con madu-
ración de cien años. Manzanelli y Barrera (2018) muestran que uno 
de los aspectos más destacados de la primera mitad del mandato de 
Cambiemos fue

[…] el considerable incremento de la deuda externa […] que fue en pro-
medio de treinta y dos mil novecientos millones de dólares a pre-
cios constantes en 2016 y 2017, lo cual se explica casi exclusivamente 

24  El acuerdo con los buitres puso fin a la restricción legal (no financiera) para pagar a 
los holdins y, principalmente, emitir nueva deuda (Bastourre y Zeolla, 2016).
25  Además de las altas tasas que pagaba, si tenemos en cuenta el bajo nivel de endeu-
damiento inicial y las bajas tasas que prevalecían a nivel mundial.
26  Al que debe sumarse el endeudamiento de los subsoberanos, como la provincia de 
Buenos Aires.
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por el comportamiento de la deuda externa pública que aumentó en 
treinta mil cien millones de dólares en esos años. 27 (p. 25)

El ritmo en que el Gobierno de Macri se endeudó en el mercado in-
ternacional fue tal que la posibilidad de acceder a nuevas emisiones 
se truncó en menos de dos años: en enero de 2018 el Ministerio de 
Finanzas realizó la última colocación internacional. Cerradas las 
fuentes de financiamiento en los mercados, durante la segunda par-
te del mandato se desató la crisis. A mediados de 2018, el Gobierno 
recurrió a un salvataje del FMI que, a partir de la suscripción de un 
acuerdo stand by record (con un financiamiento de cincuenta y sie-
te mil millones de dólares, de los cuales se desembolsaron cerca de 
cuarenta y cinco mil millones), permitió sostener el modelo econó-
mico, el pago a los acreedores externos y a la fuga de capitales hasta 
las elecciones presidenciales, pero a costa de empeorar el perfil de 
la deuda y asumir compromisos externos con condicionalidades de 
diverso tipo. Como resultado, en términos económico-financieros, 
los niveles de deuda aumentaron, empeoró su composición (más 
peso de deuda con privados, multilaterales y en moneda extranjera) 
y crecientes recursos fiscales se destinaron a su atención, tal como lo 
muestra el cuadro 2.

Cuadro 2. Deuda pública argentina. Datos e indicadores  
de sostenibilidad seleccionados

Datos de deuda pública e indicadores de 
sostenibilidad IV trim. 2015 IV trim. 2019

Deuda bruta de la administración central 
(en millones de dólares) 240 665 323 065

Deuda bruta de la adm. central con 
agencias del sector público 57,2 % 40,0 %

Deuda bruta de la adm. central con 
bilaterales y multilaterales 12,0 % 20,3 %

Deuda bruta de la adm. central con 
sector privado 30,7 % 37,7 %

27  Esto sin considerar las emisiones destinadas a cancelar la deuda con los buitres.
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Deuda en moneda extranjera como % 
de performing y a reestructurar de la adm. 
central

66,9 % 77,7 %

Intereses pagados como % del PBI 2,0 % 4,2 %
Intereses pagados como % de recursos 
tributarios 7,9 % 18,2 %

Fuente: elaboración propia sobre datos del Boletín Fiscal  
e Informes de deuda (Ministerio de Hacienda)

Las derivaciones de esta dinámica no fueron neutrales. Dada la apertu-
ra financiera irrestricta que facilitó la fuga de capitales, los niveles de 
vulnerabilidad de una economía con una inserción subordinada en las 
dinámicas financieras externas y dependiente de los flujos internacio-
nales de capital se mostraron de manera clara durante la corrida cam-
biaria de 2018, que generó la pérdida de reservas y depreció fuertemente 
el tipo de cambio, impactando sobre los niveles de inflación y actividad 
y, consecuentemente, sobre los ingresos de la población. La insosteni-
bilidad del endeudamiento llevó al nuevo Gobierno asumido en 2019 a 
implementar una renegociación integral de los pasivos soberanos. Se 
sucedieron el canje con los acreedores privados durante 2020, que gene-
ró un alivio limitado;28 la firma de un acuerdo de facilidades extendidas 
con el FMI en 2022 para el refinanciamiento de los compromisos y tra-
tativas para la postergación de los pagos de deuda bilateral con el Club 
de París. Encaradas desde una posición de debilidad (explicada en gran 
parte por la magnitud y el peso de las obligaciones financieras exter-
nas), los resultados de las negociaciones, junto con las dificultades para 
obtener nuevo financiamiento y el posterior desempeño de la economía 
argentina generan importantes dudas sobre las posibilidades de cum-
plir las obligaciones en el mediano y largo plazo, así como también de 
mejorar la situación de altas franjas de la sociedad que se vieron afecta-
das por la sucesión de crisis (económica y sanitaria).

28  Incluso ante la situación de crisis sanitaria y económica derivada de pandemia 
covid-19, los acreedores externos argentinos (mayormente, grandes fondos de inver-
sión norteamericanos) se mostraron intransigentes y procuraron presionar sobre el 
Gobierno para reducir sus perdidas.
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El endeudamiento acelerado tuvo entonces efectos políticos, pues 
ató nuevamente las decisiones gubernamentales a las lógicas y visio-
nes imperantes en el mundo de las finanzas globales, subordinando 
las consideraciones de política económica a su monitoreo y evalua-
ción constante, lo que quita márgenes de maniobra, reduce las opcio-
nes de política disponibles y presenta como única solución la sucesión 
de ajustes recesivos. Finalmente, esta reinserción indiscriminada en 
los mercados de deuda, en el marco de la orientación aperturista de 
la política económica de Cambiemos, tuvo consecuencias sociales y 
económicas regresivas. El aumento del desempleo y pobreza, el retro-
ceso de la industria y de los empleos registrados,29 entre otros, fueron 
la contracara de la desregulación y el endeudamiento que habilitaron 
la acumulación de ganancias de los inversores especulativos vía la 
suscripción de bonos y proceso de formación de activos externos por 
parte de un reducido grupo de residentes que fue de ochenta y seis mil 
millones de dólares en el período (BCRA, 2020).

Reflexiones finales

Desde el inicio de la globalización financiera, la economía argentina 
se encuentra sumida en crisis recurrentes que empeoran paulatina-
mente la situación de las mayorías y perpetúan una distribución de 
la riqueza crecientemente desigual. La deuda pública externa se con-
solidó como un elemento clave para explicar este derrotero al haber-
se convertido en un componente estructural del funcionamiento de 
la economía, que apuntala el poder de los acreedores, sustrae impor-
tantes recursos que son destinados a su repago y restringe las posi-
bilidades de implementación de instrumentos de política económica 
y soluciones alternativas al ajuste impulsado desde los actores del 

29  Entre 2015 y 2019 cerraron más de veinticinco mil pequeñas y medianas empre-
sas (pymes) y se destruyeron discientos treinta y cuatro mil empleos registrados del 
sector privado. La pobreza y el desempleo aumentaron, llegando a picos del 36,6 % y 
10,6 %, respectivamente en 2019 (Zach et al., 2017 e INDEC).
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sector financiero. La complejidad y multidimensionalidad de esta 
problemática se pone de manifiesto al estudiar al país austral.

La dinámica del sobreendeudamiento soberano en Argentina ha 
tenido tres episodios significativos (la dictadura militar, la Converti-
bilidad y Gobierno de Macri) con particularidades, pero también con 
similitudes: una cierta orientación de la política económica y exter-
na, en un sentido desregulatorio y dependentista, respectivamente, 
reducción del papel del Estado, redistribución regresiva de riqueza 
y crecientes e insostenibles obligaciones externas. Esta orientación 
solo fue abandonada luego de la crisis de 2001, cuando la recupera-
ción económica fue acompañada por una estrategia que redujo el 
peso de la deuda sobre la economía y las cuentas públicas, y procuró 
sustentar su pago en el crecimiento de la mano de políticas producti-
vas y distributivas, desinterviniendo la política económica respecto 
de la lógica hegemónica de las finanzas internacionales.

El sostenimiento en el tiempo de esta dinámica de sobreendeuda-
miento puede comprenderse observando dos niveles. En el primero, 
el internacional, la apertura financiera y la movilidad de los capitales 
son el mandato que crea las condiciones para la generación y apro-
piación de ganancias vía inversiones especulativas, contribuyendo a 
la creación de dinámicas de burbuja que culminan con la reversión 
de los flujos financieros y el estallido de crisis, afectando fundamen-
talmente a los países en desarrollo con inserciones subordinadas. En 
el segundo, el local, las ideas y políticas que generan un aumento de 
los niveles de endeudamiento no solo se mantienen en el tiempo por-
que se acoplan a los mandatos vigentes que emanan de las finanzas, 
sino también porque habilitan un reparto de la riqueza producida so-
cialmente (e incluso intergeneracionalmente, al comprometer recur-
sos futuros al repago de los compromisos asumidos) que beneficia a 
actores concretos, locales y globales. Esta dinámica se perpetúa, aún 
cuando su implementación mostró ser insostenible y contraprodu-
cente al repercutir negativamente sobre el tejido social, consolidar las 
relaciones de subordinación respecto a los actores e instituciones de 
las finanzas globales y relegar las posibilidades de desarrollo.
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Si estas regularidades nos permiten pensar la recurrencia, la ex-
cepcionalidad del período abierto en 2003 (con su aciertos y debilida-
des) puede arrojar luz sobre las condiciones y posibilidades de una 
política de financiamiento de manejo de la deuda sustentable y rela-
tivamente autónoma respecto de los dictados del sector financiero. 
Creemos que la experiencia argentina reciente, en particular, y las 
iniciativas históricas surgidas en el Sur global frente a episodios de 
crisis de deuda, en general, son un espacio de indagación privilegia-
da para echar luz sobre estas cuestiones y generar un debate sobre 
posibles estrategias a futuro, en diferentes niveles.
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Estado, agroindustria  
y acumulación de la riqueza
Conformaciones racializadas de la desigualdad 
social y laboral en el contexto de la pandemia1

María Elena Herrera Amaya

Introducción

“Agroindustria mexicana, fuerte pese a la covid-19”, así anunciaba 
el medio digital Clúster Industrial (2021) una nota sobre el panora-
ma de la agroindustria en el país en el contexto de la contingencia 
sanitaria, ya que “a pesar de los paros industriales derivados de la 
COVID-19, la agroindustria en México registró en 2020 un superá-
vit en exportación de 10,475 millones de dólares, registrando así un 
crecimiento anual de 42,5 %” (Clúster Industrial, 5 de mayo de 2021, 
s. p.). Esta realidad se explica en parte por el cese de algunas activida-
des en Estados Unidos, principal importador de México, y que deri-
vó en una mayor demanda de la producción agrícola mexicana, así 
como del decreto de la Organización Mundial de la Salud [OMS] por 

1  Este documento es producto de una investigación antropológica en el marco de 
una beca de Estancias Posdoctorales por México del Consejo Nacional de Ciencia y 
Tecnología. Asimismo, el primer apartado que lo conforma es un esfuerzo por reto-
mar una de las discusiones del trabajo de Herrera Amaya (2018, pp. 100-113).

Doi 10.54871/ca24d20r
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considerar las actividades agrícolas como esenciales en dicho con-
texto (OIT, 2020).

Resulta interesante este crecimiento en comparación con el resto 
de sectores económicos, pues “las cifras oficiales muestran que en 
octubre las actividades terciarias cayeron un 6,2 % en tasa anual y las 
secundarias retrocedieron 3,1 %. Las primarias, sin embargo, crecie-
ron en el décimo mes de 2020 un 7 %” (Expansión, 30 de diciembre de 
2020, s. p.), al mismo tiempo que el Producto Interno Bruto [PIB] en 
México se desplomó 8,5 % (INEGI, 2021, p. 2).

Además, el crecimiento reportado por el sector primario no es 
equiparable con una realidad nacional en donde la pobreza aumen-
tó. De acuerdo con un informe del Programa Universitario de Estu-
dios del Desarrollo [PUED] de la Universidad Nacional Autónoma de 
México [UNAM], a lo largo del año 2020, tanto la pobreza extrema y 
por ingresos aumentaron cinco puntos porcentuales; se agregaron 
6,5 millones de personas a las cifras de pobreza extrema y 9 millones 
a la de pobreza por ingresos, y no solo aumentó la pobreza, sino que 
esta se profundizó (PUED, 2020).

En este escenario cabe resaltar que las condiciones generales de 
los mercados laborales vinculados a la producción agroindustrial 
se precarizaron aún más durante el contexto de la pandemia. El 
compendio de Salah y Calvario (2020), recopilado en mayo, incluye 
notas de periódicos, comunicados y boletines de la Red Nacional de 
Jornaleros y Jornaleras Agrícolas [RNNJA], y de organismos como el 
Centro de Estudios en Cooperación Internacional y Gestión Públi-
ca, A. C. [CECIG], o del Centro de Derechos Humanos de la Montaña 
(Tlachinollan) –ambos con seguimiento a trabajadoras y trabajado-
res agrícolas en México–quienes documentaron a lo largo de toda la 
contingencia la agudización a la violación continua y sistemática de 
los derechos humanos de la población jornalera.

Es decir, mientras que la agroindustria como actividad econó-
mica reportaba un crecimiento favorecido por las condiciones de 
demanda externa, los mercados laborales que la sostienen se precari-
zaron. La base del trabajo en la agroindustria recae en las actividades 
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de siembra y cosecha. Particularmente, la cosecha representa el es-
labón primordial para la optimización de recursos y para proveer a 
las cadenas de suministro y comercialización. Pese a la sofisticada 
tecnificación en torno a la producción de las hortalizas, la cosecha, 
también denominada coloquialmente como corte, consiste en un 
trabajo totalmente manual que implica la ocupación de un número 
significativo de personas solo por temporadas específicas.

No está de más indicar que el hecho de que sean trabajadores y 
trabajadoras temporales favorece un contexto de flexibilidad labo-
ral que propicia toda una serie de abusos y omisiones en cuanto a la 
garantía de derechos laborales. De acuerdo con datos de la Comisión 
Nacional de los Salarios Mínimos [Conasami], para el mes de abril 
2020, del total de personas jornaleras2 “93,4 % carece de contrato [...] 
y 85,3 % no cuenta con prestaciones laborales” (s. p.).

A esto conviene subrayar que las personas jornaleras provienen 
en su gran mayoría de contextos rurales, empobrecidos y con bajos 
índices de desarrollo humano. Una gran parte está compuesta por 
familias indígenas, migrantes y que tienen que trasladarse desde sus 
comunidades de origen, localizadas en zonas alejadas y de difícil ac-
ceso. Son las familias indígenas jornaleras las más precarizadas en 
este mercado laboral, aunque al mismo tiempo sean la mano de obra 
preferente de algunas empresas agrícolas, pues el componente étni-
co ha sido un referente de contratación para la consolidación de la 
agroindustria (Clark Alfaro, 2008).

La realidad de la pandemia es la desigualdad social y aunado a 
esta una distribución desigual de recursos, medios y condiciones al 
punto de generar experiencias diferenciadas en torno a ella. Sin em-
bargo, estas desigualdades no son producto de la pandemia, sino de 

2  La cifra, de acuerdo con este mismo organismo es de 2 millones 407 mil jornaleros 
agrícolas, y contando a sus familias cerca de 8,5 millones de personas (Conasami, 8 
de abril de 2020). Sin embargo, cabe apuntar que la cifra puede ser mayor, pues en 
México no se cuenta con un censo específico para la población jornalera, esto sin 
mencionar los retos para llevar un registro dada su heterogeneidad, su continua mo-
vilidad en el caso de las personas migrantes, y por el mismo carácter de informalidad 
en el que se desempeñan.
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dinámicas concretas establecidas en momentos y contextos específi-
cos, articuladas a intereses políticos dentro de marcos económicos, 
tanto nacionales, regionales e internacionales.

Así, el objetivo de este trabajo es reflexionar sobre las dinámi-
cas que sustentan y propician el desarrollo de la actividad agroin-
dustrial a expensas del trabajo, la calidad de vida y las actividades 
económicas de otros sectores de la población. Se enfatiza cómo la 
agroindustria es entendida como una maquinaria de acumulación 
de la riqueza a partir de la existencia de políticas que la favorecen, las 
relaciones entre los sectores empresariales y el Estado, y el usufructo 
de la mano de obra de poblaciones históricamente racializadas, espe-
cíficamente de personas jornaleras indígenas en México. Todos estos 
elementos explican las experiencias diferenciadas en un contexto 
como el de la pandemia por covid-19, en donde las desigualdades se 
profundizaron.

De esta manera, a partir de una revisión documental y de reflexio-
nes a partir de una investigación etnográfica,3 este texto se divide en 
tres apartados: el primero se centra en explicar la consolidación de 
la agroindustria en México, haciendo explícitos los elementos que 
favorecieron su instauración y posterior desarrollo como una ma-
quinaria de acumulación de capitales; el segundo hace énfasis en la 
consolidación de la agroindustria a partir de la explotación del tra-
bajo de poblaciones racializadas, y por último, se presentan breve-
mente los contrastes entre agroindustria y poblaciones jornaleras 
en la pandemia. Cabe aclarar que este texto se concentra específica-
mente en hablar del caso de la agroindustria de hortalizas.

3  Si bien la investigación de la que se desprende este trabajo está basada en evidencia 
etnográfica, por la extensión y tipo de reflexiones de este texto, no se profundiza en 
estos hallazgos.
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Estado, empresarios e instauración de la agroindustria  
de hortalizas en México

México ocupa el noveno lugar a nivel mundial en la producción 
agrícola de hortalizas con un volumen promedio de 14,1 millones de 
toneladas anuales de diversos alimentos, resaltando el jitomate, el 
chile verde, la cebolla, el elote y el pepino (SIAP, 2016). “México es el 
principal proveedor a nivel mundial de jitomate con una participa-
ción en el mercado internacional de 25,11 % del valor de las expor-
taciones mundiales” (SAGARPA, s.  f., p. 2). Sin embargo, aunque es 
sembrado y cosechado a lo largo de todo el país, tan solo cuatro esta-
dos (Sinaloa, San Luis Potosí, Michoacán y Jalisco) concentran cerca 
del 40 % de su producción total, y de estos, Sinaloa, en la región no-
roeste del país, se mantiene en la primera posición con el 20 % de la 
producción nacional.4

Además, una tercera parte de las superficies destinadas para la 
siembra de jitomate en el territorio mexicano es considerada como 
agricultura protegida, y de esta se obtiene el 67 % del volumen de la 
producción (Forbes, 22 de marzo de 2022), misma que también se con-
centra en los cuatro estados antes mencionados.

La agricultura protegida demanda de capitales, inversiones, de-
sarrollo e investigación en la que la mayoría de las poblaciones y 
familias campesinas en los entornos rurales mexicanos no pueden 
invertir. Por ende, está en manos de la iniciativa privada, que con-
centra la mayor parte de la producción nacional, en especial, aquella 
destinada para la exportación, y cuyo valor se calcula en 94 mil 459 
millones de dólares (SADER, 15 de febrero de 2023).5

4  El ranking de estados productores de jitomate puede variar de acuerdo a la escala 
y criterio de medición. La que aquí se presenta es específicamente para el caso de la 
producción a partir de la denominada agricultura protegida. A pesar de esto, es sobre-
saliente que en las distintas estadísticas Sinaloa se mantiene en la primera posición.
5  De acuerdo con la SADER, este monto corresponde con lo reportado en exportacio-
nes mexicanas durante el año 2022.
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La conformación de las regiones que actualmente concentran 
la producción de hortalizas, así como el modelo bajo el cual se lleva 
a cabo, no es fruto de la casualidad, sino que obedece a dinámicas 
concretas vinculadas con políticas estatales y gubernamentales, a 
las relaciones sociales establecidas entre los diversos actores sociales 
involucrados, sean estos empresarios, personas trabajadoras y acto-
res gubernamentales, y a las condiciones históricas propias de los 
contextos regionales.

En México, el desarrollo agrícola para comercialización y expor-
tación se inició en la región noroeste, gracias en parte a su cercanía 
con la frontera norte, límite con Estados Unidos. De acuerdo con 
Carton de Grammont (1990), pese a que esta región se ha posicionado 
históricamente a la cabeza de la producción agroindustrial nacional, 
ha sido el estado de Sinaloa el que se ha mantenido como referente 
ineludible a lo largo de todo el siglo XX, y habría que añadir que con-
tinúa en lo que va del siglo XXI. El desarrollo agroindustrial en Si-
naloa obedece a la consolidación de una burguesía agrícola a partir 
de sus estrategias de expansión y acumulación de tierras de buena 
calidad, así como de recursos naturales como el agua y de su organi-
zación gremial (Carton de Grammont, 1990, p. 17).

Cabe señalar que el noroeste mexicano se extiende en una zona 
mayoritariamente desértica, y con el desplazamiento de las pobla-
ciones indígenas originarias de la región durante la época colonial, 
se favoreció la acumulación de grandes extensiones de tierra en ma-
nos de pocos propietarios.

En ciertos casos el tamaño de la propiedad se explica no por la volun-
tad de acaparar grandes extensiones de suelos estériles sino por la 
necesidad de tener el acceso al agua, insumo además más importan-
te que la tierra: en otros casos se explica por la necesidad de despojar 
a los indígenas para obligarles a trabajar como mano de obra even-
tual en las haciendas. (Carton de Grammont, 1987, p. 26)

De esta manera, se fue tejiendo un sector de propietarios de vastas 
extensiones de territorio, que controlaban el acceso al agua, a la 
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tierra y que se beneficiaban del trabajo de indígenas que habían sido 
desplazados o despojados de sus territorios durante la colonia o a lo 
largo del siglo XIX.

Posteriormente, algunos de estos propietarios y otros que se for-
maron después de la Revolución mexicana (1910-1917) se organizaron 
conforme a redes durante el sexenio del presidente Lázaro Cárdenas 
(1936-1940) favorecidas por las reformas agrarias de 1938 y 1939, con 
las cuales se afianzó la expropiación de latifundios y la entrega de 
maquinaria (Aguilar Alvarado, 1998, p. 76). En ese mismo sentido, se 
crearon varias organizaciones de productores agrícolas bajo el am-
paro del Estado y de las políticas gubernamentales, encaminadas a 
la modernización del campo mexicano. La construcción de estas re-
des fue el elemento clave para el auge de la producción agrícola y en 
especial, para defender los intereses privados de empresarios y agri-
cultores agremiados (Carton de Grammont, 1990). Por ejemplo, entre 
las actividades llevadas por estas organizaciones se pueden enlistar:

[…] ofrecer insumos baratos a sus socios; ser su interlocutor con el 
Gobierno para resolver los problemas del agua, de la tierra o de cual-
quier problema que derive de la política gubernamental; encargarse 
de tramitar los permisos de exportación de los productos o de impor-
tación de la maquinaria e insumos; tener un servicio de asesoría de 
mercadotecnia; realizar estudios de costo y rentabilidad; controlar 
los permisos de siembra de sus socios, y cada vez que sea necesario, 
defender la tierras de los propietarios. (Carton de Grammont, 1990, 
p. 19)

A lo que Aguilar y Romero (2011) suma que “el objetivo de estas re-
des empresariales era construir una estructura organizacional para 
operar los cambios jurídicos, facilitando la aplicación, vigilancia y 
sanción de las reglas y las normas de producción y comercialización 
de los cultivos más importantes” (p. 124). La articulación de estos ele-
mentos permite entender el boom agroindustrial que comenzaría a 
partir de la década de 1940 con la instauración de la denominada 
Revolución verde, la cual
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[…] se refiere a un modelo implementado en la agricultura a fin de 
obtener mayores rendimientos, este modelo nace en Estados Unidos 
tras las investigaciones para la creación de semillas híbridas, porque 
tras la Revolución Industrial con el requerimiento de la producción 
de alimento para sustentar la industrialización y la presencia tanto 
de eventos climáticos como escasez o inundaciones, así como de en-
fermedades hizo resaltar la importancia de la producción alimenta-
ria. (Pichardo, 2006, p. 45)

Fue así cómo durante la presidencia de Manuel Ávila Camacho 
(1940-1946) se desarrolló un nuevo modelo de tecnificación que con-
sistía en un conjunto de “paquetes tecnológicos que incluían semi-
llas mejoradas, riego, agroquímicos, maquinaria y equipo agrícola, 
asesoría técnica e investigación” (Martínez Castro et al., 2019, p. 103). 
Este modelo fue promovido, en parte, por la participación de Estados 
Unidos en la segunda guerra mundial y una creciente preocupación 
por el abastecimiento de productos agrícolas básicos que había co-
menzado desde finales del siglo XIX, como parte del proceso de in-
dustrialización de este país y de sus políticas de desplazamiento de 
la “agricultura, como actividad económica no central, hacia países 
atrasados, lo que alteró la división internacional del trabajo, en el 
marco de la construcción del liderazgo mundial”(Sandoval Cabrera, 
2012, p.  126). Este proceso empató perfectamente con las políticas 
nacionales de Ávila Camacho, encaminadas a la modernización del 
campo mexicano y al crecimiento económico.

Así, el crecimiento agroindustrial durante este periodo alentó a 
las elites campesinas y a la burguesía rural. Durante el periodo de 
Ávila Camacho, Sinaloa despuntó como un enclave agroindustrial, 
gracias a que contaba con la fuerte presencia de una elite rural que 
logró resistir los embates de la revolución y el reparto agrario, y que, 
además, al mismo tiempo, mantenía una fuerte relación con el Esta-
do. Santos Cenobio (2020) rescata tres teorías sobre la predominan-
cia de esta elite campesina:
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[1] La burguesía agraria al organizarse en distintivos niveles pudo 
conformarse en una sólida clase social, con intereses propios y bien 
definido frente al Estado. [...] [2] La Revolución mexicana llevó al po-
der político y económico a una nueva elite. […] [3] Incluso en la posre-
volución, la vieja elite agroindustrial para fortalecerse trabó alianzas 
matrimoniales y de compadrazgos con la elite gobernante, a su vez 
incursionó en espacios de decisión política. De esta manera, la elite 
de agricultores siguió vigente, con menos extensión territorial en su 
poder, pero aun así conservaba magnitudes considerables de terre-
nos; gozaban de concesiones de agua que revaloraban sus tierras y 
elevaban su productividad; controlaban las organizaciones de agri-
cultores y de recursos financieros; se habían convertido en un grupo 
de presión con fuerte presencia económica y política y reafirmaban 
todas estas ventajas con frecuentes desplazamientos a la esfera de 
los cargos públicos. (Santos Cenobio, 2020, s. p.)

Por estas cuestiones es que para Carton de Grammont (1990) la base 
del crecimiento agroindustrial en Sinaloa recae en las redes de em-
presarios, productores y propietarios, incluso por encima de las polí-
ticas de modernización del campo

[…] clase que se hace, clase que se organiza. El eje de análisis no pue-
de ser la política estatal, sino, por un lado, los elementos claves que 
permiten explicar sus procesos de acumulación y, por otro lado, el es-
tudio de sus procesos de organización que permiten definirse como 
clase social (Carton de Grammont, 1990, p. 17).

Así, estas redes consolidaron las bases sólidas sobre las que se mon-
taron las políticas estatales. Por un lado, se observa cómo dentro de 
los procesos de acumulación resaltan las condicionantes histórico 
ambientales, pero a su vez, cómo el surgimiento de una elite rural 
fue el elemento clave que consolidó y protegió las lógicas de acumu-
lación, en un contexto político y económico que favoreció tanto a la 
actividad productiva como la organización gremial. Además de es-
tos elementos, la conformación de la agroindustria no podría enten-
derse sin tomar en cuenta el panorama general de lo que sucedía en 
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otras regiones del país, y, sobre todo, sin reflexionar sobre el papel de 
la mano de obra, como otro elemento fundamental para explicar la 
acumulación de la riqueza.

Acumulación de la riqueza por la explotación del trabajo 
racializado

Es importante enfatizar que los intereses por la tecnificación agríco-
la obedecen no solo a la preocupación generalizada por el abasteci-
miento de alimentos o por la hambruna, ni tampoco solo a políticas 
desinteresadas por la modernización de la agricultura a nivel mun-
dial, sino que hay que entender que su desarrollo e implementación 
cobran sentido en el marco de la economía política, dentro de un 
sistema neoliberal, bajo el cual ciertos sectores se benefician a par-
tir del acaparamiento de tierras, recursos e insumos, así como del 
sustento de las actividades elementales a partir de la mano de obra 
asalariada. Saccucci (2020) analiza cómo las políticas neoliberales 
producen cuerpos precarios, que “se caracterizan por la preeminen-
cia del dispositivo de racialización que a través del proceso de alteri-
ficación distribuye y administra de modo diferencial la exposición y 
la contingencia a la cual se encuentran librados” (p. 43).

En este sentido, la agroindustria “posibilita el desarrollo de nue-
vas relaciones de producción en el campo, modificando a su vez el 
espacio, el territorio y la vida de las personas que lo habitan” (Queve-
do, 2013, p. 8). La implementación de la agroindustria en el noroeste 
mexicano no debe entenderse solo como una forma tecnificada de 
producir hortalizas, sino como un ensamblaje, cuyos procesos, im-
pactan en la vida social y en el entendimiento de las relaciones so-
ciales, entre estas, las que se establecen entre personas empleadoras 
y trabajadoras. El boom de la agroindustria de hortalizas en Sinaloa, 
y posteriormente en el noroeste, no podría entenderse sin observar 
cómo se conformó la mano de obra que sostiene sus actividades 
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primordiales, principalmente de corte. A mayor producción, una ne-
cesidad creciente de trabajadores.

La mecanización de este cultivo [jitomate] solo se ha dado, hasta el 
momento, en el proceso de empaque y selección, por lo que los pro-
ductores han tenido que buscar en el mercado laboral un volumen 
importante de trabajadores para el ciclo vegetativo; trabajadores 
provenientes fundamentalmente de la Mixteca Baja de Oaxaca6que 
desde 1959 los empresarios horticultores de Baja California encon-
traron en la región de Sinaloa debido a que habían sido contratados 
para labores similares nueve años antes. (Garduño, 1991, p. 94)

Así, la creciente demanda de trabajadores para la agroindustria 
encontró mano de obra, primero en las poblaciones migrantes pro-
venientes del sur del país y, posteriormente, “los contratistas empe-
zaron a explorar las comunidades de la Mixteca en busca de mano 
de obra barata y flexible que trabajara en los campos durante las co-
sechas” (Paris Pombo, 2004, p. 24). Cabe resaltar que la población en 
dicha región es mayoritariamente indígena, pues “la agroindustria 
percibía lo étnico como un referente mercantil ventajoso [...] mano 
de obra barata y urgida de trabajo [...] dispuesta a laborar varias jor-
nadas, a ganar lo menos posible y aceptar sin alternativa, servicios 
carentes de lo indispensable” (Clark Alfaro, 2008, p. 7).

Así, se articularon a la agroindustria no solo mercados laborales, 
sino circuitos migratorios, procedentes de regiones indígenas con 
fuertes índices de pobreza, marginación y bajos índices de desarrollo 
humano, cuya única alternativa laboral o de ingresos es a partir de 
su trabajo como personas jornaleras.

Resulta interesante reflexionar cómo, en un mismo período, dos 
regiones diferentes pasaron por procesos distintos. Mientras que, 
por un lado, el noroeste mexicano se convirtió en el referente de la 
modernización agrícola rural; en regiones enteras al sur del país, 
como el caso de la Mixteca Oaxaqueña, comenzó a despuntar un 

6  Región localizada en el estado de Oaxaca, al suroeste del país.
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creciente fenómeno migratorio,7 detrás del cual se encontraban la 
pobreza, la falta de empleos, un no resuelto reparto agrario o pro-
blemas agrarios derivados de procesos de repartos lentos y poco sa-
tisfactorios con las necesidades de las comunidades y familias, y la 
ausencia de programas, políticas e incentivos desde el Estado para 
activar la agricultura y los mercados locales y regionales articulados 
a la misma. Es decir, las políticas de modernización del campo mexi-
cano y de implementación de la agroindustria no se llevaron a cabo 
de la misma manera, ni con el mismo interés en todas las regiones o 
sectores del país.

De esta manera, mientras que la agroindustria en el noroeste de 
México crecía, el reparto agrario se desaceleró y muchas poblacio-
nes rurales decidieron migrar, siendo la década de 1980 un punto de 
inflexión para ambos procesos, tanto para la migración indígena ar-
ticulada a la agroindustria, y para el crecimiento de esta economía 
tecnificada.

Mientras que la economía campesina entraba en una recesión sin 
precedentes y el Gobierno abandonaba poco a poco las políticas de 
control de precios y de mercado, provocando situaciones de hambru-
na y desesperación en algunas zonas rurales, el desarrollo agrícola 
del noroeste de México despegaba en un nicho extremadamente pro-
vechoso para las inversiones extranjeras. (Paris Pombo, 2004, p. 25)

Si bien los procesos de desagrarización en México a causa de la en-
trada de políticas cada vez más enfocadas en la neoliberalización, 
fueron generalizados, afectando tanto a regiones rurales indígenas 
como mestizas, en el caso de las primeras es preciso enfatizar y hacer 
visibles los procesos de racialización por los que históricamente han 
estado atravesados, ya que se trata de otro elemento fundamental 
para entender su inserción como mano de obra de la maquinaria 
agroindustrial y de sus lógicas de acumulación.

7  Cabe aclarar que la migración indígena como fenómeno generalizado no fue solo 
hacia los destinos agroindustriales, sino que también fueron hacia las principales ciu-
dades y hacia Estados Unidos.
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La construcción de una identidad nacional mexicana, al igual que 
la de otros países latinoamericanos con un pasado colonial español, 
se fincó sobre la lógica del mestizaje. La idea de que el mexicano es 
el producto de la mezcla de dos pasados gloriosos, representados por 
la herencia española y la prehispánica, ha servido para estructurar 
dinámicas, expresiones y lógicas racistas hacia las poblaciones indí-
genas, pues “el racismo como ideología es una de las formas de domi-
nación de los grupos indígenas en México” (Castellanos, 1991, p. 44).

Esta estructura ha servido para configurar, desde la distribución 
geográfica y territorial hasta las relaciones interpersonales más co-
tidianas. Para Navarrete (2004) esto se plasma en lo que denomina 
el mapa étnico, una serie de representaciones, bajo las cuales, se na-
turaliza que las comunidades indígenas se encuentren en las regio-
nes más recónditas y de difícil acceso dentro del territorio nacional. 
“Casi todos los mexicanos seguimos considerando como verdaderos 
los mapas étnicos y culturales que dividen tajantemente a los indios 
de los mestizos” (Navarrete, 2004, p. 13).

A lo largo de todo el territorio mexicano habitan poblaciones 
indígenas, pero desde el imaginario colectivo, estas se encuentran 
concentradas en el sur del país, principalmente en los estados de 
Michoacán, Guerrero, Oaxaca y Chiapas, los cuales además son los 
estados con más altos índices de pobreza o marginación, y también 
son los estados que encabezan la lista de migración laboral de pobla-
ciones indígenas, teniendo uno de sus destinos, la agroindustria en 
el noroeste del país, región construida bajo ese mismo mapa étnico 
como “no indígena”. Además, se naturalizan los índices de pobreza 
como parte de su cultura, haciéndolos responsables de la misma, sin 
tomar en cuenta la serie de omisiones, políticas y despojos de los que 
han sido objeto desde la época colonial, incluyendo la ausencia del 
Estado en cuanto a políticas de intervención y activación de las eco-
nomías locales.

De esta manera, su articulación al mercado laboral de la agroin-
dustria de hortalizas hace parte de toda esta estructura. El trabajo 
de Herrera Amaya (2018) analiza cómo los cuerpos indígenas son 



260	

María Elena Herrera Amaya

naturalizados como “aptos” para el trabajo agrícola, bajo preconcep-
ciones racializadas que leen y objetivizan supuestas características 
físicas o culturales, como un aparente conocimiento del trabajo de 
la tierra, un mayor cuidado con los frutos, o la resistencia física, pre-
concepciones convenientes, además, para justificar un sistema de 
explotación del trabajo de las poblaciones indígenas migrantes. Bajo 
estas representaciones se justifican no solo jornadas laborales más 
largas y demandantes, sino también peores condiciones en cuanto 
a hospedajes, alimentación o el acceso a servicios básicos o escuelas 
y guarderías para el caso de los niños y niñas que acompañan a sus 
familias. Es decir, estos procesos favorecen una menor inversión de 
los empleadores en la atención de sus trabajadores.

La racialización, entendida como una serie de procesos por los 
cuales, “los cuerpos, grupos sociales, culturas y etnicidades son cons-
truidos como si pertenecieran a categorías fijas de sujetos, cargadas 
de una naturaleza ontológica que las condiciona y estabiliza” (Ban-
ton, 1996; Campos, 2012, p. 186) explica así cómo los cuerpos de las 
personas indígenas son estabilizados como cuerpos “explotables” 
dentro de la agroindustria.

La dimensión racializada del trabajo y la acumulación de la rique-
za por parte de los sectores industriales dentro del sistema capitalis-
ta van de la mano. Por ejemplo, el trabajo de Bourgois (1994) muestra 
cómo la implementación de la industria bananera en Centroamérica 
se consolidó a partir de la segmentación étnica y de la conformación 
de una mano de obra explotable. “Hay una indisoluble relación entre 
el racismo y la superexplotación de la fuerza de trabajo en el capita-
lismo dependiente” (Souza, 2013, p. 36).

De esta manera, a los elementos expuestos en el primer apartado 
de este trabajo, es importante añadir los procesos de racialización 
como telón de fondo para explicar cómo la agroindustria como una 
maquinaria ha logrado articular cadenas laborales de explotación 
para la acumulación de capitales. En este mismo sentido, el Estado 
aparece como un agente que regula o desaparece, en complicidad, 
dependiendo de las exigencias del mercado: está ausente de políticas 
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generadoras de transformaciones estructurales en las comunidades 
de origen de las poblaciones indígenas migrantes, pero se hace pre-
sente en los apoyos e inversiones del capital privado tanto nacional 
como transnacional, al tiempo que hace caso omiso a las continuas 
violaciones a los derechos humanos que padecen las trabajadoras y 
trabajadores agrícolas. Estas dinámicas se volvieron aún más palpa-
bles en el contexto de la pandemia.

Pandemia y lógicas racializadas de la acumulación  
de la riqueza en la agroindustriua

La pandemia ha desvelado otra cruda paradoja del sistema produc-
tivo capitalista: si bien los trabajos “poco cualificados” ahora son, ex-
cepcionalmente, “trabajos esenciales”, la realidad es que los empleos 
cruciales no son los mejor protegidos, sino los más vulnerables […] 
Esos millones de trabajadores en los huertos de la agroindustria a 
merced de cadenas globales de mercancías sumamente financializa-
das, que surten a plantas procesadoras y supermercados inquietos 
por saciar a sus ávidos consumidores. (Macías Woitrin, 19 de mayo 
de 2020, s. p.)

Si bien durante el contexto de la pandemia se hacía alarde del cre-
cimiento agroindustrial pese a las duras condiciones económicas 
en las que otros sectores intentaban evadir la mayor cantidad de 
repercusiones posibles, menos énfasis se hacía en los sectores de la 
población que en dicho contexto estaban sosteniendo esta actividad 
económica. La continuidad de labores en la agroindustria durante la 
emergencia sanitaria, incluso en sus etapas más agudas, puede expli-
carse en función de contingentes de personas que nunca dejaron de 
laborar. Bajo el esquema de “trabajadores esenciales” los y las traba-
jadoras agrícolas constituyeron el soporte de la agroindustra duran-
te toda la pandemia, incluyendo las etapas más agudas.
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Las exigencias emergentes del incremento de la demanda de 
productos agrícolas mexicanos en los mercados internacionales se 
reflejaron rápidamente en una mayor necesidad de mano de obra. 
Sin embargo, pese a esto, las condiciones laborales de las personas 
jornaleras no mejoraron, sino que, por el contrario, se precarizaron 
aún más.

Entre los elementos que explican dicha precarización se puede 
señalar una saturación de este mercado laboral, a causa de la pér-
dida de empleos formales en otras actividades que llevaron a otras 
personas a ver el trabajo agrícola como una oportunidad laboral, lo 
que impactó en una disminución de los salarios, o bien, en un incre-
mento de las cargas de trabajo ante la creciente demanda. Por otro 
lado, en las comunidades de origen, la pandemia impactó con un en-
carecimiento de la canasta básica, y en algunas familias, con fuertes 
gastos por enfermedad, hospitalización o fallecimiento de algún fa-
miliar, situaciones que repercutieron en la necesidad de migrar (Tla-
chinollan, 2021).

Durante el año 2020, el Centro de Derechos Humanos de la Mon-
taña Tlachinollan reportó tanto un incremento del volumen de la 
población migrante originaria del estado de Guerrero, como la apa-
rición de nuevos destinos, rutas y temporadas migratorias (Tlachi-
nollan, 2021). Por lo general, las familias migrantes suelen dividir el 
año en un ciclo de trabajo (alrededor de cuatro a seis meses) y otro en 
donde permanecen en sus comunidades llevando a cabo actividades 
propias, como el cultivo de la milpa, organización de fiestas religio-
sas o comunitarias y cumpliendo con cargos político-religiosos. Sin 
embargo, durante la pandemia, las familias extendieron su ciclo de 
trabajo, en algunos casos, cubriendo casi la totalidad de un año.

En entrevistas a familias jornaleras durante los meses de junio, 
julio y agosto 2021, algunas personas referían sentirse agotados físi-
camente y como si ahora el trabajo que siempre habían realizado se 
volviera más pesado. Contrario a la sensación de un aumento de su 
trabajo, no percibieron una mayor ganancia económica.
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Además, es preciso enfatizar que su etiqueta como “trabajadores 
esenciales” no se reflejó en mayores garantías para salvaguardar su 
seguridad y su salud. Pocas fueron las empresas que aplicaron las 
medidas sanitarias pertinentes, que monitoreaban el estado de salud 
de sus trabajadores y trabajadoras, y que proporcionaron acceso a la 
atención médica. Es decir, por el contrario de salvaguardar la integri-
dad de quienes estaban desarrollando las actividades esenciales, este 
sector quedó terriblemente expuesto y en condiciones de vulnerabi-
lidad ante los contagios y riesgos de covid-19.

Estas situaciones se explican a partir de los elementos señalados 
en los dos apartados anteriores, pues cómo señala Harvey (2020):

Hay un mito conveniente según el cual las enfermedades contagio-
sas no reconocen clases ni otras barreras o límites sociales. [...] [Sin 
embargo] las repercusiones económicas y sociales se filtran a través 
de las discriminaciones “de costumbre” [...] la fuerza de trabajo que se 
espera se ocupe de cuidar a la creciente cifra de enfermos resulta de 
modo característico enormemente definida en términos de género, 
raza y etnia en la mayoría del mundo. Es reflejo de la fuerza laboral 
de clase que se encuentra, por ejemplo, en aeropuertos y otros secto-
res logísticos. (s. p.)

Sectores logísticos en donde podríamos agregar a las personas jor-
naleras. La clase trabajadora, fuertemente atravesada por los ejes 
género clase, raza y etnia, “se enfrenta al desagradable dilema de 
contaminarse en nombre de los cuidados y mantener los puntos 
claves de abastecimiento (como tiendas de comestibles) abiertos o el 
desempleo sin prestaciones” (Harvey, 2020, s. p.) a expensas de secto-
res de la población que sacan provecho y acumulan capitales y rique-
zas a costa de su trabajo.
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Conclusiones

Como se expuso al principio del texto, este trabajo representa una 
serie de reflexiones en torno a relación entre la acumulacion de la 
riqueza del sector agroindustrial, la participación del Estado y los 
procesos de racialización hacia poblaciones indígenas en México, 
mismos que se hicieron más patentes durante el contexto de la pan-
demia. Se expusieron aquí los elementos clave que han favorecido la 
configuración de la agroindustria de hortalizas como una maquina-
ria de acumulación de capitales: 1) a partir de un contexto histórico 
particular que benefició el acaparamiento de tierras y recursos; 2) de 
la conformación de una elite rural; 3) de la participación del Estado 
en la implementación de políticas a favor de este sector o región en 
detrimento de otros, y 4) de un crecimiento a expensas de la explota-
ción laboral de un sector racializado, como es el caso de las poblacio-
nes indígenas.

Las actuales lógicas de acumulación de la riqueza están susten-
tadas en procesos de racialización, los cuales, estructuran un orden 
social que beneficia a ciertos sectores en detrimento de grupos y po-
blaciones enteras que históricamente han sido racializadas, además 
de objetivizadas como cuerpos aptos para el trabajo a fin de justificar 
la explotación laboral y un continuo de despojos, sometimiento, seg-
mentación y violación a sus derechos humanos. La pandemia puso 
sobre relieve estas interacciones, así como aceleró las dinámicas por 
las cuales se produce la acumulación de la riqueza.

Una de las limitaciones que reconoce este trabajo es que, al deri-
varse de una investigación antropológica y etnográfica focalizada en 
las experiencias de racismo padecidas por las poblaciones jornaleras 
indígenas migrantes en México, queda a deber una perspectiva más 
centrada en las elites rurales o empresariales y en las dinámicas in-
ternas y externas que permiten a estas mantener lógicas de acumu-
lación, incluyendo la construcción de relaciones sociales con otras 
elites políticas y económicas. Asimismo, se reconoce que los sectores 
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empresariales vinculados con la agroindustria son sumamente hete-
rogéneos, y que la caracterización de estos actores ha cambiado con 
el tiempo, en especial a partir de la neoliberalización, con la cual han 
surgido nuevas figuras y tensiones. Al mismo tiempo, al constituir 
una serie de reflexiones, tampoco se da oportunidad para mostrar 
parte del material etnográfico que las sustenta.

Bajo estas limitaciones, se enfatiza la pertinencia que tiene un 
mayor acercamiento hacia el estudio de las elites, un sector poco 
focalizado desde la antropología, usualmente familiarizada con el 
estudio de poblaciones al margen o construidas desde la otredad in-
feriorizada. Sin embargo, las elites también constituyen un tipo de 
otredad, y un sector importante, cuyo estudio, permitiría un mayor 
entendimiento de las lógicas estructurales y cotidianas que articu-
lan las actuales desigualdades sociales.
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El eufemismo de la competitividad  
en las Cadenas Globales de Valor
Disputas entre Estado y empresas transnacionales 
por la distribución de la riqueza. El caso del 
mercado automotor argentino (2011-2019)

Javier Pérez Ibáñez

Introducción

La fragmentación y deslocalización de la producción ha sido una de 
las grandes transformaciones ocurridas en la economía global de los 
últimos cuarenta años; ha recibido el nombre de Cadenas Globales 
de Valor [CGV] (Gereffi et al., 2005; Kosacoff y López, 2008). Ahora 
bien, a medida que las empresas han deslocalizado sus procesos pro-
ductivos a nivel mundial, ha surgido un proceso de disputa sobre 
cómo repartir la riqueza generada en este nuevo arreglo productivo 
entre actores distribuidos globalmente.

Desde el mainstream de la academia se promovió la idea que la 
organización en CGV permitiría a los países en desarrollo competir 
en la economía mundial por atraer inversiones y que, por tanto, la 
riqueza derivada de la producción comenzaría a reflejar mejor el ori-
gen del valor creado (Pérez Ibáñez, 2019; Seabrooke y Wigan, 2014). 
Como resultado se indicó que los países que buscaran retener local-
mente los eslabones que más valor generan y acrecentar la riqueza 
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creada nacionalmente debían aumentar la competitividad de sus 
economías nacionales para fomentar la radicación de inversiones.

En este capítulo, nos proponemos demostrar que aumentar la 
competitividad fue un eufemismo que desplegaron las empresas 
transnacionales para presionar al resto de los actores nacionales a 
reducir su participación en la distribución de la riqueza y, por tanto, 
acaparar mayores porciones del valor generado nacionalmente. Evi-
denciaremos esto a partir de analizar el caso del mercado automotor 
argentino entre 2011 y 2019. Este periodo resulta relevante dado que 
los ocho años que abarca pueden dividirse en dos periodos iguales a 
partir del cambio de Gobierno acontecido en 2015, permitiendo foca-
lizar en la diferencial forma de abordar estas presiones que tuvieron 
ambas administraciones.

Empresas transnacionales en las CGV

En el núcleo del surgimiento de las CGV se encuentra la decisión 
de las empresas transnacionales [ET] de focalizar el núcleo de sus 
negocios en los segmentos que más valor agregan, dejando de lado 
la propiedad directa de los procesos productivos más genéricos y 
centrados en el volumen. Frente al lento crecimiento económico en 
los países centrales, estas empresas se establecieron en las nacio-
nes en desarrollo o contrataron proveedores de estas regiones para 
aprovechar los bajos costos productivos y laborales, y exportar de 
vuelta a sus economías de origen o abastecer estos mismos merca-
dos. Estos países emergentes ofrecían grandes cantidades de traba-
jadores a bajo costo, capacidades productivas e infraestructuras en 
crecimiento, abundantes materias primas y también la posibilidad 
de vender en un nuevo mercado doméstico que progresaba al ritmo 
del surgimiento de nuevas clases medias (Gereffi y Sturgeon, 2013). 
Para que sean viables las estrategias productivas enmarcadas en 
las CGV, las ET buscan que se cumplan algunas de estas condiciones 
mencionadas.
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Como resultado de este proceso las ET adquirieron la capacidad 
de romper la jaula nacional de acuerdos que las obligaba a consen-
suar con actores anclados nacionalmente, a partir de externalizar y 
repartir a nivel global diferentes eslabones de sus procesos producti-
vos (Fernández, 2017). La fortaleza de las empresas multinacionales, 
en esta nueva etapa, está dada por la posibilidad de mover inversio-
nes a otro espacio nacional que ofrezca mejores condiciones para su 
producción. El panorama geopolítico que emergió de esta situación 
se caracterizó por las disputas que genera atraer a las ET para que 
produzcan dentro de un espacio nacional dado.

Con la emergencia de las CGV, los Estados nacionales se vieron en 
la necesidad de competir entre sí para atraer inversiones mediante 
políticas de posicionamiento (Hirsch, 1999), en base a ofertar mejo-
res condiciones para la valorización de las inversiones de las ET (im-
positivas, laborales, ambientales, etcétera). La pluralidad de Estados 
singulares hace posible que el capital, ilimitadamente móvil, opere 
dentro de estos diversos contextos políticos y sociales de regulación 
estatal nacional y al mismo tiempo saque provecho de la competen-
cia entre ellos (Hirsch, 2001). En este sentido, los distintos Gobiernos 
han podido optar por seguir esta estrategia o bien confrontarla, de-
pendiendo de su orientación ideológica o sistema de creencias.

De esta manera, asegurar el posicionamiento, entendido como 
condiciones óptimas de valorización del capital internacional en la 
competencia interestatal, ha hegemonizado las políticas públicas 
durante la vigencia de la globalización. Es posible sostener que las ET 
vieron crecer su poder de negociación como resultado de este pro-
ceso y que las CGV son parte de la estrategia económica y política 
de estas compañías, convirtiéndose en los grandes ganadores de esta 
nueva etapa, incluso por encima de la Estados de los países centrales 
(Pérez Ibáñez, 2019).

En síntesis, este nuevo arreglo productivo otorgó a las ET un ma-
yor poder de negociación con los Estados nacionales que terminó 
por modificar la forma en que se redistribuyen los excedentes en dis-
tintos mercados.
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Disputas en la cadena global automotriz

La industria automotriz es un claro ejemplo de un sector producti-
vo que se transformó al calor de los cambios previamente descritos, 
reconvirtiéndose desde una serie de discretas industrias nacionales 
hacia un proceso productivo de carácter global. Los productos ven-
didos están diseminados en todo el mundo y unas pocas compañías 
terminales con reconocimiento global dominan la cadena (Sturgeon 
et al., 2008). En las tres últimas décadas, la geografía económica de 
la producción mundial de automóviles ha cambiado radicalmen-
te (Dussel Peters, 2021). Por un lado, los países emergentes han au-
mentado rápidamente su cuota de producción mundial. Por otro, la 
producción de los países tradicionales productores de automóviles 
parece relativamente estancada (Natsuda et al., 2020).

Como resultado, los fabricantes de automóviles vieron su estrate-
gia de deslocalización potenciada y comenzaron a instalarse en paí-
ses periféricos para fabricar modelos específicos (Pérez Artica et al., 
2022). Ahora bien, las empresas multinacionales tuvieron en cuenta 
el marco legal e institucional, así como la orientación de la política 
automovilística del país anfitrión antes de decidir la inversión a lar-
go plazo (Doner, 1991; Hill y Kohpaiboon, 2017). Así, a finales del siglo 
XX, distintos países comenzaron a especializarse en la fabricación y 
exportación de determinados modelos de vehículos y, al mismo tiem-
po, a depender de las importaciones para el resto de los productos y 
piezas (Pérez Ibáñez, 2022).

En particular, el sector terminal argentino se vinculó con el mer-
cado global automotor en base a lo que hemos denominado la triple 
estrategia de inserción global (Pérez Ibáñez, 2021). Esta tiene como 
antecedentes, a nivel mundial, el auge de la globalización y la reorga-
nización industrial en torno a las CGV; a nivel regional, los arreglos 
comerciales del Mercosur; y, a nivel nacional, las transformaciones 
productivas operadas en la década de los noventa. Esta inserción 
se sostiene sobre tres canales que, con mesetas y escalones, fueron 
progresivamente cobrando relevancia desde fines del siglo XX: 1) la 
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incorporación de partes e insumos desde el exterior a la producción 
nacional, 2) la exportación de los automóviles manufacturados lo-
calmente, 3) la venta en el mercado local de vehículos importados 
desde terceros países (Pérez Ibáñez, 2021). La triple estrategia es in-
tensiva en el uso de divisas no genera efectos positivos sobre el sector 
autopartista y, por tanto, compromete el valor agregado localmente 
y los puestos de trabajo aportados por este segmento.

La búsqueda por armonizar la significativa necesidad de impor-
taciones del sector automotor con las constreñidas cuentas externas 
de Argentina generó distintas interacciones entre las orientaciones 
políticas de los Gobiernos argentinos y la triple estrategia del sector 
terminal, primando en un primer momento el conflicto para luego 
dar paso, con el recambio gubernamental, a la cooperación entre es-
tos actores. En este capítulo analizaremos las diferencias que existie-
ron entre los Gobiernos de Fernández (2011-2015) y Macri (2016-2019) 
en las disputas con las firmas líderes del mercado automotor por la 
redefinición de impuestos asociados a su producción, los niveles de 
protección de sus bienes y los niveles salariales de los trabajadores 
de su sector. Como resultado se pretende verificar que las ET deman-
daron mejores condiciones para la valorización de sus inversiones 
bajo el lema de mejorar la competitividad.

Ahora bien, las rebajas impositivas y salariales y la mayor libera-
lización del mercado automotor propuesta por el segundo Gobier-
no habilitaron a que las multinacionales desplieguen estrategias 
comerciales del tipo predatorias y con poco valor agregado para la 
economía nacional. Para dar cuenta de esto se utilizarán declaracio-
nes de empresarios y funcionarios extraídas del archivo online del 
diario conservador argentino La Nación.
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Metodología

Retomando la metodología propuesta por Dulitzky1 (2019, 2020), 
analizamos la relación entre el Estado y las empresas terminales a 
partir de las declaraciones de estos actores extraídas del archivo en 
línea del diario La Nación2 en base a la técnica de escarbar el sitio web 
(webscraping). Esta técnica de recolección de datos permite extraer 
información de páginas de internet de manera automatizada, faci-
litando el proceso de recopilación y asegurando la exhaustividad de 
la búsqueda. El webscraping nos permitió descargar todas las notas 
periodísticas que mencionaron al menos una vez la palabra ADEFA, 
cámara empresarial del sector automotor, entre los años 2011 y 2019.

Como resultado, se obtuvieron cuatrocientos veinticinco artícu-
los periodísticos que fueron dispuestos en un archivo con su título, 
fecha, cuerpo de la noticia y el enlace a la página. A partir de la lectu-
ra individual y detallada de cada nota se extrajeron de forma manual 
trescientas noventa y cinco declaraciones textuales de empresarios y 

1  El autor llego a la conclusión de que el accionar del sector automotor argentino tuvo 
mayor primacía de las intervenciones públicas por sobre el lobby, como forma de vin-
culación con el Estado. Este antecedente nos permite, en este capítulo, focalizar sobre 
la dimensión pública de la estrategia empresarial de este sector por sobre sus accio-
nar privado. A su vez, según Dulitzky, existe un alto nivel de homogeneidad de inte-
reses entre estos empresarios que les permite alcanzar consensos y organizarse con 
mayor facilidad de manera colectiva. Este nivel de cohesión se evidencia en el arreglo 
existente sobre cómo elegir autoridades en la cámara empresarial que los aglutina, la 
Asociación de Fábricas de Automotores [ADEFA]. Todos los CEO de las transnaciona-
les rotan la presidencia de manera consecutiva una vez por año y como resultado de 
esta dinámica los posicionamientos públicos de cada empresario individual tienen 
un fuerte grado de representación del colectivo, haciendo difícil distinguir si habla 
en nombre de la empresa o del sector (Dulitzky, 2018). En síntesis, los empresarios de 
la industria automotriz muestran una fuerte cohesión interna que les permitió dar el 
debate en la agenda pública a través de intervenciones y posicionamientos de manera 
unificada y sostenida, proceso en el cual la cámara cumplió un rol articulador en la 
defensa de sus intereses.
2  La elección del diario La Nación como fuente principal para el relevamiento de las 
declaraciones se debió a que constituye uno de los diarios más leídos del país, en par-
ticular entre los sectores de ingresos altos. La literatura especializada coincide en se-
ñalarlo como una “tribuna” de la voz empresarial, pertinente para recoger este tipo de 
información (Dulitzky, 2020).



	 277

El eufemismo de la competitividad en las Cadenas Globales de Valor

representantes del sector, sindicalistas y funcionarios públicos loca-
les y extranjeros del cuerpo del artículo. Estas declaraciones fueron 
clasificadas, también manualmente,3 en veintiséis categorías según 
la principal temática a la que refiere cada una. A partir de este proce-
samiento de la base, el dato construido fue la declaración textual del 
actor y no la nota periodística completa, con el propósito de evitar 
que cualquier bajada editorial afecte la objetividad de la base. Por 
último, para aportar aún más objetividad a la base, se comprobó que 
la misma declaración pueda encontrarse, total o parcialmente, en 
otros diarios o portales web especializados. A cada declaración ane-
xada en el cuerpo de la tesis se le indicó la fuente, el actor, fecha y el 
enlace al sitio web donde fue encontrada. Por último, clasificamos y 
categorizamos las declaraciones en torno a la temática principal que 
tratan (ver Anexo Documental).

Para analizar esta base construida combinamos metodologías 
cuantitativas y cualitativas en un abordaje de dos tiempos. Sostene-
mos que esta triangulación de enfoques metodológicos nos permitió 
un proceso de convergencia analítica al realizar un doble abordaje 
del objeto de estudio y de mayor completitud al poder analizar va-
rias dimensiones del mismo fenómeno a partir de técnicas diferen-
tes (Piovani, 2018). De esta manera se buscó lograr una comprensión 
más completa del proceso estudiado, así como una mayor validez de 
los resultados alcanzados (Forni y De Grande, 2020).

En primer lugar, se llevó a cabo un análisis basado en la esta-
dística descriptiva mediante la elaboración de una distribución de 
frecuencias que permitió clasificar los temas abordados en las decla-
raciones según el actor, el tema y el período. Los resultados de este 
análisis se presentan de manera visual en el Gráfico 1.

3  Se busca aclarar que en la extracción de las declaraciones y su posterior categori-
zación no intervino ningún programa computarizado, sino que lo realizó el autor 
guiado por las estadísticas previamente analizadas y el marco teórico propuesto. El 
webscraping solo intervino en la detección de notas que mencionaran a ADEFA, pero 
no el análisis del contenido.
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Segundo, realizamos un análisis fundamentando4 de las declara-
ciones de los actores que nos permitió reconstruir los conflictos al 
interior del campo y las estrategias de los empresarios automotrices 
y Estado. Para esto agrupamos en torno a distintos eventos interac-
cionales relevantes entre empresarios y Estado al interior del cam-
po en el periodo bajo análisis. Una vez detectados estos núcleos (por 
ejemplo, las disputas por el acceso al mercado cambiario) se volvió a 
la base en busca de más declaraciones que puedan mostrar nuevas 
dimensiones o perspectivas sobre el mismo conflicto, hasta agotar 
dicho evento. Ahora bien, cuando en algunos casos estas interaccio-
nes se encontraban de manera fragmentaria o parcial en nuestra 
base o faltaban dimensiones a explorar en algún núcleo conflicti-
vo, se robusteció y complejizó el análisis con declaraciones de otras 
fuentes. En particular, esto se realizó cuando las intervenciones pú-
blicas en nuestra base se encontraban entrecortadas, se hacía refe-
rencia en la nota a otras declaraciones no registradas o cuando en un 
intercambio público no quedaba claro el accionar de algún actor en 
particular. Las fuentes consultadas fueron: las memorias y balances 
de la cámara empresarial, entrevistas realizadas por algunos actores 
para portales dedicados al sector, comunicados oficiales de Cancille-
ría, solicitadas de ADEFA, discursos y declaraciones públicas de fun-
cionarios en conferencias y actos de Gobierno y notas periodísticas 
de otros diarios.5

Esta interpretación cualitativa de la declaración, puesta en re-
lación con el posicionamiento de otros actores y situacionada en el 
contexto político-económico que fue realizada, es lo que denomi-
namos acción en contexto económico. Por ende, estas declaracio-
nes constituyen nuestro indicador proxy de la acción en contexto 

4  Ver Hernández Sampieri et al. (2010, p. 444) para una descripción de los desafíos del 
análisis de datos cualitativos y la secuencia procedimental del análisis fundamentado.
5  De esta última fuente se sumaron diecinueve declaraciones nuevas a las trescien-
tas noventa y cinco de nuestra base de los siguientes periódicos: La Capital, La Voz, 
Iprofesional, Página/12, Autoblog, BAE negocios, El Economista y notas de La Nación 
que no contenían la palabra ADEFA y que por tanto no fueron detectadas en el 
webscraping.
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económico de los actores del mercado automotor argentino y nos 
permiten dar cuenta de las vinculaciones entre los agentes y las es-
trategias que fueron desplegadas en el período analizado.

Resultados

En este apartado presentamos un abordaje descriptivo del tipo cuan-
titativo de la base de datos elaborada. En la Tabla 1 puede verse que 
las declaraciones de los actores del mercado automotor argentino 
fueron equilibradas en ambos períodos a razón de una cada 8,3 días. 
Al analizar según el tipo de actor, las declaraciones son en su ma-
yoría del sector empresario (76 %), seguido por los funcionarios del 
Estado (18 %) y, por último, los sindicatos (3 %) y funcionarios extran-
jeros (3 %). La amplia cantidad de declaraciones recolectadas reafir-
ma que los actores estudiados tuvieron vocación de intervenir en el 
debate público y evidenciar sus disputas con otros actores, posicio-
nes frente a temas de coyuntura y reclamos sobre ciertas políticas. 
Es decir que, si bien pudieron existir dimensiones no públicas de su 
acción empresarial, es posible reconstruir una parte muy relevante 
de su accionar a partir de sus declaraciones.

Tabla 1: Declaraciones según actor y período

Período Funcionario 
Extranjero Empresario Funcionario 

del Estado Sindicato Total

2011-2015 8 145 35 6 194

2016-2019 3 157 37 4 201
Total 11 302 72 10 395

Fuente: elaboración propia con base en información extraída del diario La Nación.

En el Gráfico 1 se clasificaron estas declaraciones en función de las te-
máticas que abordan y el tipo de actores que las manifestaron. Como 
se mencionó en el apartado centrado sobre la Metodología esta cla-
sificación se realizó de forma manual a partir del contenido de cada 
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declaración asignándole sólo un tema a cada una. Para la creación de 
los ejes temáticos secuencialmente se fue fusionando las categorías 
desde unas 48 iniciales hasta reducirlas a las veintiséis finales que 
pueden verse en el Gráfico 1. Se puede acceder a una versión interac-
tiva del mismo a partir de link indicando en las fuentes del gráfico.

Gráfico SEQ Gráfico \* ARABIC 1: Declaraciones de actores del mercado 
automotor argentino Según tema y período

Fuente: elaboración propia con base en información extraída  
del diario La Nación: Link interactivo

En el gráfico precedente se puede observar en primera instancia, 
que existen temas que son muy recurrentes en ambos períodos. 
En primer lugar, La demanda por mejorar la competitividad fue el 
tema sobre el que más se posicionaron desde el sector privado en 
ambos periodos ratificado la importancia que tiene este tema para 
sus estrategias productivas. En segundo lugar, el autopartismo, la 
necesidad de bajar impuestos, el anuncio de nuevas inversiones y la 
preocupación por el mercado brasilero fueron también temas abor-
dados por los empresarios de manera estable entre 2011 y 2019. Las 

https://public.flourish.studio/visualisation/4489988/
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negociaciones en torno a los distintos protocolos del Mercosur ocu-
paron una parte importante del accionar de los funcionarios públi-
cos locales, extranjeros y el sector privado en ambos períodos. Ahora 
bien, entre los años 2016-2019 los temas abordados por los actores se 
encuentran mucho más dispersos que en el período anterior, en el 
que cuatro ejes representaron el 42 % del total de las declaraciones. 
A su vez, existen temas que solo tuvieron primacía en uno de los dos 
períodos. Interpretaremos entonces, en las próximas dos secciones, 
como el choque de estrategias que estas declaraciones indican toma-
ron forma en los dos periodos presentados.

2011-2015

Durante este periodo, la relación entre las ET automotrices y el 
Estado argentino se vio afectada por los conflictos relacionados con 
el acceso al mercado externo, núcleo de la triple estrategia. En este 
país, al igual que en otras naciones latinoamericanas, los períodos 
de crecimiento industrial se han visto limitados históricamente por 
la restricción externa, debido a la gran dependencia de las importa-
ciones en la producción manufacturera local (Gaggero et al., 2014). A 
partir de 2011, este problema emergió debido al estancamiento de las 
exportaciones, el deterioro de los términos de intercambio y el au-
mento de las importaciones. Esto generó que, progresivamente, no se 
contase con las divisas necesarias para pagar las importaciones que 
el crecimiento económico supone. Cuando el déficit comercial co-
menzó a ser más apremiante, se puso el foco sobre los sectores defici-
tarios entre los cuáles el automotor tuvo un rol destacado6 (Perrone 
y Santarcángelo, 2018).

La reaparición de la restricción externa y la escasez de divisas fue 
un parteaguas para el desarrollo de la industria automotriz, limitan-
do la posibilidad de continuar creciendo en los niveles constatados 

6  También se focalizó sobre los combustibles y electrónica como parte de este 
problema.
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en la primera década del siglo XXI. Como resultado, a partir de ese 
año, las políticas fiscales, cambiarias, financieras, comerciales y 
sectoriales estuvieron en su mayoría estructuradas en torno a la 
búsqueda por moderar el déficit externo. Frente a los desafíos que 
estableció la restricción externa, el Gobierno de Cristina Fernández 
optó, basado en su propio sistema de creencias, por el proteccionis-
mo comercial como medida subóptima para lograr los objetivos del 
desarrollo industrial con inclusión social (Zelicovich, 2019).

Esta situación general de conflicto por la regulación de los mer-
cados tuvo su expresión particular en el sector automotor, en la 
colisión entre el objetivo de administrar la restricción externa con 
sostenimiento del empleo por parte del Estado (Perez Almansi, 
2022a, 2022b; Treacy, 2018) y la búsqueda de profundizar la triple es-
trategia de inserción en las CGV por parte de las terminales. Como 
resultado esta estrategia, nacida en la convertibilidad y consolidada 
en la posconvertibilidad, dejó de ser viable debido a la importante de-
manda de divisas que supone. Esto generó tensiones entre las trans-
nacionales del sector terminal y el Gobierno nacional justamente 
luego de haber alcanzado el récord productivo de 800 mil unidades 
en 2011. En el centro de estas disputas se posicionó el problema de la 
competitividad.

En el Gráfico 1 puede verse que entre 2011 y 2015 el sector empre-
sario se posicionó en 23 oportunidades sobre la necesidad de mejorar 
la competitividad del mercado automotor argentino y los funciona-
rios se hicieron eco públicamente de estas declaraciones en solo dos 
oportunidades.

En estas declaraciones se evidencia que, para el sector terminal, 
el éxito alcanzado era el resultado de las fuertes inversiones reali-
zadas y del perfil exportador que se había moldeado a lo largo de la 
década anterior, pero que, para sostener este crecimiento, era nece-
sario aumentar la competitividad del mercado local. Detrás de la de-
manda por el mejoramiento de la competitividad para obtener un 
incremento en las exportaciones, aparecen otro tipo de reclamos y 
disputas como: la baja de impuestos, la reducción de los salarios y la 
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disminución de los costos de las autopartes. Es en este sentido que 
sostenemos que aumentar la competitividad en la estrategia de las 
multinacionales del sector es equivalente al pedido por mantener las 
mismas reglas de juego al interior del campo, que le permitieron al 
sector terminal ocupar los lugares de privilegio en el mercado, pero 
reduciendo la participación en la distribución de las riquezas del res-
to de los actores subalternos. La demanda de fondo que se desliza en 
las declaraciones del sector terminal es la necesidad de profundizar 
la triple estrategia de inserción en las cadenas. Para que esto sea po-
sible era necesario sostener los salarios por debajo del promedio in-
ternacional, abrir las fronteras comerciales para las importaciones 
de partes y vehículos terminados y bajar los impuestos para que su 
producción pueda competir en terceros mercados. En este sentido 
que es que sostenemos que mejorar la competitividad fue muchas ve-
ces utilizado como un eufemismo de la disputa con los otros actores 
del campo por la distribución de la riqueza.

Los reclamos por mejorar la competitividad no fueron bien reci-
bidos por parte de las autoridades gubernamentales de este periodo, 
dando a entender que los precios del resto de los actores del campo 
(impuestos, salarios y costo autopartista) no iban a ser negociados. 
Entre las principales respuestas desde el Estado se destaca la aprecia-
ción de que la falta de competitividad era producto del lugar cómodo 
que tenían las terminales en la distribución de roles al interior del 
Mercosur, con altos niveles de protección arancelaria y la falta de 
inversión en plataformas con la escala suficiente para competir en 
otro mercado por fuera del suramericano. Esto puede verse en que el 
Gobierno hizo referencia al problema del déficit comercial que trae 
aparejado este mercado en 11 oportunidades durante el período en 
cuestión. La gestión de Fernández entendió que la competitividad 
internacional y la profundización de perfil exportador, al cual no 
se opone en términos programáticos, se tenía que realizar en base 
a aumentar las inversiones y la capacidad productiva, pero cuidan-
do las reservas internacionales y el salario local. De esta manera, se 
manifestó que el objetivo era alcanzar una competitividad de tipo 
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sistémica, que pueda tener en cuenta el equilibro de las cuentas ex-
ternas y que tiene como paso necesario la soberanía tecnológica.

Como dijimos, en respuesta a la crisis de balanza de pagos, el Go-
bierno de Fernández optó por desplegar una política comercial pro-
teccionista basada en la generalización de licencias no automáticas 
de importación (LNA y DJAI) y la instauración del control de cambios 
(llamado coloquialmente “cepo cambiario”) (Pérez Almansi, 2022b). 
El entrecruzamiento de objetivos derivó en un aumento de la con-
flictividad entre los empresarios argentinos y el Gobierno de Fernán-
dez, pero también entraron en la disputa por las normas y reglas del 
campo las administraciones de los dos países socios del Mercosur, 
los Estados de los países de origen de las empresas automotrices y 
organismos multilaterales como la OMC.

Sobre el déficit comercial el sector privado hizo siete declaracio-
nes, como puede verse en el Gráfico 1. En la misma sintonía y entrela-
zando declaraciones en un intercambio que adquirió la forma de un 
diálogo público durante este período, desde el sector privado se hizo 
referencia a las trabas que existían para el comercio internacional 
en nueve oportunidades. Asimismo, este punto también recibió men-
ciones desde los funcionarios extranjeros, principalmente de Brasil, 
en dos oportunidades. Este diálogo (competitividad-déficit-trabas), 
que da cuenta de las pujas entre el sector terminal y el Estado por de-
finir las normas del campo, estuvo presente de manera muy intensa 
durante este período, pero casi desapareció en el subsiguiente7.

2016-2019

A finales de 2015 se celebraron elecciones presidenciales en Argentina 
y la presidenta en funciones, Cristina Fernández, no podía volver a 

7  Por fuera de este intercambio, el aumento de la producción, las ventas y las expor-
taciones fue el segundo tema que más veces se hizo referencia también en 23 oportu-
nidades, pero sólo desde el sector privado. En un segundo grupo de temas se encuen-
tran temas a los que ya se hicieron referencia por estar presentes en ambos períodos: 
Brasil, Mercosur e Inversiones.
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presentarse. La segunda vuelta del 10 de diciembre dio como resulta-
do la victoria del frente opositor al partido que había gobernado des-
de 2003 posicionando a Mauricio Macri como presidente. Esta nueva 
fuerza política arribó al poder con un programa de orientación de 
centro-derecha, sustentada en una visión de modernización geren-
cial de la política y del Estado, con fuertes reivindicaciones represi-
vas y un programa económico anclado en la ortodoxia cambiaria y 
fiscal (Salerno, 2020).

Tavosnaska (2018) sostiene que el nuevo Gobierno planteó un 
modelo de desarrollo basado en potenciar los sectores con ventajas 
comparativas y la explotación de recursos naturales (agro, minería 
e hidrocarburos) y que para esto se buscó la desregulación de los 
mercados y el aumento de la rentabilidad privada para que poten-
ciar la inversión, la producción y las exportaciones. A su vez, en este 
período vuelve a posicionarse la valorización financiera o carry tra-
de y los intereses del sector financiero como eje articulador de este 
nuevo patrón de crecimiento (Nemiña y Val, 2020; Santarcángelo y 
Padin, 2019). En términos de políticas comerciales el nuevo Gobierno 
se diferenció de su predecesor por sostener un modelo aperturista, 
de corte neoliberal y con una estrategia de negociación basada en la 
aquiescencia de la globalización y re-vinculación con los países occi-
dentales (Zelicovich, 2018, 2019)8.

Con la renovación gubernamental los temas sobre los cuáles se 
basaron las interacciones cambiaron rotundamente. El déficit co-
mercial y las trabas al comercio desaparecieron de los intercambios 
para dar lugar a la necesidad de encontrar nuevos mercados, mejo-
rar la competitividad y profundizar el Mercosur (ver Gráfico 1). A di-
ferencia del período anterior, más que respuestas entre las temáticas 
que cada actor plantea, pareciese haber diálogos al interior de cada 

8  Varios CEO o presidentes de empresas arribaron a la gestión del Estado con la vic-
toria de la Alianza Cambiemos llegando a representar el 31 % de los funcionarios del 
gabinete nacional (Canelo y Castellani, 2016).
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asunto. Así, cada uno de los temas que se planteó desde el sector em-
presario encontró un interlocutor en el Estado.

Las medidas tomadas en el primer mes de gestión de Cambiemos 
generaron altas expectativas en el sector terminal, tal como se re-
coge de sus declaraciones. La celeridad para solucionar la mayoría 
de los problemas que el sector tenía a finales de 2015 da cuenta de 
la cercanía ideológica entre el equipo económico de Mauricio Macri 
y los empresarios automotrices. Al desarmar los instrumentos que 
posibilitaban administrar el comercio (DJAI y LNA) y el mercado de 
cambios (cepo) que la anterior gestión había elaborado para hacer 
frente a la restricción externa, el nuevo Gobierno posibilitó al sector 
terminal recomponer rápidamente la triple estrategia.

A su vez, se redujeron los impuestos a los autos de lujo y las reten-
ciones a las exportaciones industriales y aumentaron los reintegros a 
las ventas externas. En consecuencia, desde los privados plantearon 
en reiteradas oportunidades las altas expectativas que tenían frente 
a la situación de su mercado en trece declaraciones y comentarios 
positivos hacia el Gobierno nacional constatables en cinco declara-
ciones. La desregulación del mercado de cambios y del comercio in-
ternacional les permitió a las terminales reactivar la vinculación con 
el mercado externo para pagar deudas atrasadas con proveedores y 
volver a relanzar la triple estrategia de inserción internacional, en 
particular las importaciones de automóviles y de autopartes.

En las declaraciones del sector terminal y de la secretaria de in-
dustria no se visualiza como un problema el déficit comercial de es-
tos canales de inserción, sino que el foco lo depositan en la necesidad 
de profundizar el tercer canal, la exportación hacia otros mercados. 
Esta visión del tipo liberal o aperturista por la cual las cuentas ex-
ternas se saldan a través del mercado es ahora compartida tanto por 
el Estado como por los empresarios. Esta proximidad les permitió 
consensuar la forma en que debían administrarse los intercambios 
en el mercado automotor y los mecanismos de vinculación con el 
mercado cambiario y el internacional. Como resultado, y en conso-
nancia con los datos de producción y comercio existentes, aumentó 
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la inserción argentina en la cadena de valor automotriz (Pérez Ibá-
ñez, 2021).

Ahora bien, durante este periodo se volvió a poner sobre la mesa 
la discusión de la competitividad en trece oportunidades, siendo el 
tema sobre el que más se posicionaron las ET. Nuevamente, y luego 
de haber resuelto favorablemente las regulaciones heredadas del an-
terior Gobierno, el sector terminal sostuvo que para profundizar la 
inserción en las CGV era necesario seguir quitando impuestos que 
impactaban en su producción y le restaban competitividad para ac-
ceder a terceros mercados. Según un estudio elaborado por una con-
sultora privada a pedido de ADEFA los productos argentinos están 
imposibilitados de competir con los originarios de México o Brasil 
debido a la alta carga impositiva que los encarece hasta un 65 %.

Este nuevo reverdecer del debate de la competitividad volvió a fo-
calizarse sobre el salario, los insumos y los impuestos. En particular 
en este periodo se focalizó sobre los tributos a nivel provincial (so-
bre todo ingresos brutos) y las cargas sociales que deben afrontar las 
empresas cuando liquidan salarios a sus trabajadores. De nuevo, el 
argumento desplegado fue que en la medida que no se mejorase la 
competitividad no se lograrían aumentar las exportaciones, la pro-
ducción nacional se volvería insustentable y las casas matrices opta-
rían por destinos más competitivos para situar nuevas instalaciones.

Finalmente, en el primer semestre de 2018, como consecuencia 
del colapso del modelo económico de financiarización, volvieron a 
instaurarse las retenciones a las exportaciones industriales, los im-
puestos a los automóviles de lujo y el control de cambios. Esto volvió 
a bloquear la triple estrategia e imposibilito profundizar en el debate 
de la competitividad. Desde ese punto la agenda política de ADEFA 
se desplazó hacia la necesidad de estabilizar el tipo de cambio y la 
tasa de interés en once declaraciones y la vuelta atrás de la reconsti-
tución de las retenciones a las exportaciones industriales y la quita a 
los reintegros a estas.
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Conclusiones

En términos generales, el análisis de las declaraciones de los empre-
sarios del sector automotor aportó evidencia que demuestra la rele-
vancia de los factores nacionales en los procesos de inserción en las 
cadenas y, dentro de estos, la importancia que tiene la conflictividad 
entre Estados y empresas transnacionales. La reconstrucción a nivel 
de los actores sociales de esta estrategia comercial y productiva y sus 
mutaciones como resultado de los cambios en los contextos políti-
co-institucionales y las negociaciones entre los distintos actores in-
volucrados (en particular el Estado) aporta a un entendimiento más 
profundo de la lógica política de este sector.

Particularmente, en los resultados se logró identificar que el 
principal tema que organizó el accionar público de terminales auto-
motrices en los dos periodos analizados fue el aumentar la competi-
tividad para mejorar la inserción en las CGV. Ahora bien, al analizar 
estas declaraciones de forma fundamentada, se detectó que volverse 
competitivo en la competencia internacional es un eufemismo por 
lograr reducir la participación que tienen el resto de los actores en 
la distribución de la riqueza del mercado automotor. Este reclamado 
aumento de la competitividad, lejos de estar basada en aumento de 
la inversión, de la especialización en ciertos segmento o eslabones de 
la cadena, en la mayor incorporación de tecnología o valor, del au-
mento de las escalas, el acceso a nuevos mercados o el desarrollo de 
proveedores, se redujo a demandar que el resto de los actores reduz-
ca la participación en la riqueza generada en el mercado automotor.

Desde las ET se sostuvo en ambos períodos que para profundizar 
la inserción en las CGV era necesario mejorar la competitividad y 
que, para esto, el Estado (los impuestos), los trabajadores (los salarios 
y sus cargas sociales) y los autopartistas e insumos difundidos (sus 
precios) tienen que organizarse en función de la triple estrategia. 
Es en este sentido que se sostiene que la competitividad, entendida 
de esta forma y en el contexto de la globalización, es un eufemismo 
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para obligar al reducir la participación que tiene el resto de los acto-
res en las riquezas del mercado automotor.

Pudimos ver que en un primer momento está la búsqueda de 
competitividad asociada a la triple estrategia fue resistida por el Go-
bierno de Fernández en el contexto de la restricción externa. Aho-
ra bien, la quita de regulaciones cambiarias, comerciales y fiscales 
propiciada desde el Gobierno que asumió a fines de 2015 reposicionó 
a las empresas terminales en los lugares de privilegio del mercado 
automotor permitiéndole volver a ordenar los intercambios en su in-
terior a través de la internacionalización. Cuando el Estado se corrió 
de la búsqueda regular este mercado se reposicionó a la triple estra-
tegia habilitando nuevamente que las terminales busquen aumentar 
la competitividad local o, su equivalente, retener mayores porciones 
de la riqueza generado nacionalmente a costa del resto de los actores.

De esta forma el caso del sector automotor argentino demues-
tra que la competitividad fue utilizada como un eufemismo en las 
disputas por la distribución de la riqueza. Este enfoque logró mayo-
res o menores niveles de efectividad según las estrategias que otros 
actores desplegados. En particular el Estado, con los diferentes Go-
biernos en el poder y sus orientaciones políticos ideológicas, fue en 
estas disputas el principal interlocutor de estas estrategias tenien-
do la capacidad de habilitar o bloquear la iniciativa de las empresas 
transnacionales.

En conclusión, la inserción en las cadenas globales de valor im-
plica una compleja dinámica en la que distintos actores luchan por 
obtener una mayor parte de la riqueza generada en las distintas eta-
pas internacionales de producción. Las compañías transnacionales 
tenderán a buscar ámbitos normativos que, en una escala nacional, 
le permitan valorizar su capital como parte de una estrategia global. 
Quedará en manos de los Estados de cada país dialogar de forma ac-
tiva con estas lógicas globales para garantizar inserciones virtuosas 
en las cadenas que le permitan retener de forma local la riqueza ge-
nerada nacionalmente.
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Anexo documental

En los siguientes links el lector podrá encontrar la base de datos ela-
borada con las declaraciones de los actores (con su correspondiente 
clasificación) y el gráfico central que estructura este capítulo. Ambos 
insumos fueron cargados en una plataforma digital que habilita al 
lector a filtrar y ordenar la misma para poder manipularlos en fun-
ción de sus propios intereses.

Base: https://public.flourish.studio/visualisation/5730633/
Gráfico: https://public.flourish.studio/visualisation/4489988/
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falleció el 1 de febrero de 2023, poco después de haber entregado 
el borrador completo de nuestro libro a la editorial y mientras 
trabajábamos conjuntamente en la edición final de este capítu-
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económicas y la captura del estado en Perú y América Latina y le 
debemos mucho, más allá de su contribución a nuestro libro y a 
este capítulo.

John Crabtree y Jonas Wolff.

Introducción1

Mucho se ha escrito en los últimos años sobre el impacto del neo-
liberalismo en América Latina en las décadas de 1980 y 1990, de la 
reversión en algunos países a un modelo de desarrollo más estatista 

1  Los autores quieren expresar sus agradecimientos a Tula Ochoa por la traducción 
del texto original en inglés.
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en las dos décadas posteriores y la dificultad de cambiar significa-
tivamente las estructuras socioeconómicas que se han caracteriza-
do por múltiples desigualdades profundamente arraigadas. En este 
contexto, estudios académicos también han comenzado a observar 
más de cerca la configuración, el poder y el rol de agentes que cum-
plen las elites económicas, analizando sus estrategias políticas y su 
influencia en la formulación de políticas en toda la región.2 En este 
capítulo, que surge de la investigación realizada por los autores para 
un próximo libro (Crabtree, Durand y Wolff, 2023),3 buscamos ana-
lizar los patrones, cambios y consecuencias del poder empresarial 
en Bolivia, Ecuador y Perú desde la década de 1980. Las trayectorias 
político-económicas de estos tres países de los Andes Centrales a par-
tir de la década de 1980 han experimentado variaciones que se han 
presentado de manera inesperada, convirtiéndolos en su conjunto 
en países que ameritan compararlos con mucho interés.

Durante la década de 1980, los intentos para implementar polí-
ticas de ajuste estructural fracasaron en Ecuador y Perú, mientras 
que Bolivia, con la “Nueva Política Económica” posterior a 1985, se 
convirtió en un caso “modelo” de profundas reformas neoliberales. 
Durante la década de 1990, en el Perú, con Fujimori en el poder, esta 
situación cambió, y Ecuador permaneció como uno de los pocos paí-
ses latinoamericanos que implementó solo gradualmente (y bastante 
inconsistentemente) las políticas de reforma promercado. A pesar de 
esto, fueron Bolivia y Ecuador, y no Perú, los países que vieron despe-
gar una gran ola de movilizaciones antineoliberales a fines de la dé-
cada de 1990 y que culminaron con la elección de Evo Morales como 
presidente en Bolivia en 2005 y de Rafael Correa un año después en 
Ecuador. Como consecuencia, estos Gobiernos implementaron un 

2  Véase Bull, Castellani y Kalahari (2013), Cannon (2016), Cárdenas y Robles-Rivera 
(2020), Crabtree y Durand (2017), Durand (2019), Fairfield (2015), Karcher y Schneider 
(2012), Luna y Rovira Kaltwasser (2014), North y Clark (2018), Robles, Nercesián y 
Serna (Próximamente), Schneider (2004, 2010, 2013) y Wolff (2016).
3  Este capítulo particularmente se basa en gran medida en la introducción y la con-
clusión de este libro.
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conjunto de políticas posneoliberales.4 Ahora el Perú fue el caso atí-
pico: a pesar de beneficiarse de manera similar del auge mundial de 
las materias primas y ver el ascenso temporal de los outsiders polí-
ticos, no experimentó ningún intento significativo de implementar 
políticas de izquierda o post-neoliberales que desafiaran el modelo 
de desarrollo establecido. Más recientemente, bajo la presidencia 
interina de Jeanine Áñez y el sucesor de Correa, Lenín Moreno, tan-
to Bolivia como Ecuador experimentaron un marcado retorno a la 
derecha, incluida la adopción de políticas abiertamente favorables 
a la empresa privada. Sin embargo, con la elección de Luis Arce en 
octubre de 2020, este retorno se quedó como un breve interludio en 
Bolivia, mientras que, en Ecuador, con la elección de Guillermo Lasso 
en abril de 2021, parece estar consolidándose el camino del retorno 
de la derecha. Paralelamente, Perú se encontró con profundos pro-
blemas políticos, y finalmente se produjo el triunfo inesperado de 
un candidato de las izquierdas, Pedro Castillo, en la segunda vuelta 
electoral de junio del 2021.

Estos giros de Gobierno han tenido una influencia importante en 
los (no) intentos de mejorar la distribución del ingreso y la riqueza 
en estos tres países, todos los cuales (según los estándares interna-
cionales) revelan fuertes desigualdades socioeconómicas. A diferen-
cia de Perú, los Gobiernos de Morales y Correa en Bolivia y Ecuador 
modificaron sustancialmente el modelo de desarrollo establecido y 
ampliaron de forma significativa la política social. Sin embargo, los 
Gobiernos posneoliberales no abordaron seriamente las desigualda-
des estructurales. Durante el boom de los commodities a comienzos del 

4  Siguiendo a Ruckert, Macdonald y Proulx, el posneoliberalismo puede entenderse 
“no como una ruptura total con el neoliberalismo, sino más bien como una tendencia 
para romper con algunos aspectos de la política neoliberal, sin que ello represente un 
conjunto de políticas estrictas o un régimen de políticas claramente identificable”. En 
términos de medidas políticas, las dimensiones más importantes incluyen “renacio-
nalización de la economía; un nuevo enfoque de la política de intercambio comercial 
con el surgimiento de nuevas agrupaciones regionales; cambios en la generación de 
ingresos y la tributación; gasto social y política del mercado laboral; reforma agraria; 
y género” (Ruckert et al., 2017, p. 1584).
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siglo XXI, la gran mayoría de los países de América Latina vieron una 
reducción en la desigualdad de ingresos, pero la disminución fue una 
de las más llamativas en Bolivia (Amarante y Prado, 2017). Según datos 
de la CEPAL, el coeficiente de Gini cayó de 63,4 en 2005 a 41,8 en 2021 
en Bolivia. Las cifras comparativas para Perú son 52,5 a 42,6 y para 
Ecuador 52,2 a 46,6 (después de 44,4 en 2017) (CEPAL, 2023). Según me-
didas contrapuestas (desigualdad de ingresos de los hogares basada 
en datos del Banco Mundial), el coeficiente de Gini entre 2003/2004 y 
2012 se redujo de manera más significativa en Bolivia y Ecuador (-8,4 
puntos), con Perú a la zaga (-3,4). Según estos datos, en los tres países la 
evolución de los ingresos laborales contribuyó más a la reducción de 
la desigualdad de ingresos, pero solo en Bolivia y Ecuador los ingresos 
no laborales (es decir, los programas sociales) también jugaron un pa-
pel significativo (De la Torre, Messina y Silva, 2017, p. 322).

Al tratar de explicar caminos tan divergentes de desarrollo político 
y económico entre los países latinoamericanos en general y los países 
de los Andes Centrales en particular, se ha dedicado bastante investi-
gación al papel de los movimientos sociales (por ejemplo, Silva, 2009; 
Yashar, 2005) y características institucionales como los diferentes sis-
temas de partidos y regímenes políticos (por ejemplo, Levitsky y Ro-
berts, 2011; Van Cott, 2005).5 Se ha prestado mucha menos atención al 
papel que desempeñan las elites empresariales. Esta es precisamente la 
dimensión que enfatizaron Catherine Conaghan y James Malloy en su 
obra pionera Unsettling Statecraft: Democracy and Neoliberalism in the 
Central Andes (1994), que se centró en las décadas de 1970 y 1980. De he-
cho, pocos observadores dudarían de que las elites económicas desem-
peñan un papel importante en toda la región andina central (y fuera de 
ella). Más específicamente, tampoco hay duda de que es imposible en-
tender la reproducción de las profundas desigualdades en la región sin 

5  Otros estudios que se centran mayoritariamente en el papel de los movimientos 
sociales, sindicatos y organizaciones de los sectores populares, por un lado, y de las 
instituciones políticas, los partidos políticos y los sistemas de partidos, por el otro, in-
cluyen a Balán y Montambeault (2020), Kapiszewski, Levitsky y Yashar (2021), y Silva 
y Rossi (2018).
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una mirada hacia los recursos y mecanismos a través de los cuales los 
sectores económicos más afluentes acceden a la arena política, influyen 
en la política económica e impiden intentos más serios de redistribu-
ción progresiva. Sin embargo, hasta la fecha, falta un relato que analice 
sistemáticamente cómo ha cambiado el papel de las elites económicas 
y las configuraciones del poder empresarial en Bolivia, Ecuador y Perú 
durante las últimas décadas y cómo estos cambios han interactuado 
con otras dinámicas –las de los sectores populares y del régimen políti-
co– para configurar cambios y continuidades en la política económica 
y el modelo de desarrollo. Este era el objetivo de nuestro análisis (Crab-
tree et al., 2023), que se resume en este capítulo. En términos del tema 
del presente volumen editado, lo que pretendemos demostrar es cómo 
el “giro a la izquierda” en Bolivia y Ecuador implicó una regulación del 
poder empresarial que facilitó cierta redistribución socioeconómica, 
pero sin una regulación de la riqueza, que terminó imponiendo fuertes 
restricciones a los cambios previstos. En el Perú, la configuración del 
poder empresarial facilitó la “captura” del Estado por parte de las elites 
económicas que, hasta hoy en día, ha contribuido a frustrar cualquier 
intento de cambiar el modelo de desarrollo neoliberal.

A continuación, empezaremos resumiendo brevemente nuestro 
marco teórico. Después presentaremos los principales hallazgos de 
nuestro análisis comparativo y luego discutiremos algunas reflexio-
nes teóricas.

Marco teórico

Teóricamente, nuestro análisis se basa en los estudios más recientes 
sobre las elites económicas de América Latina, y en particular, en dos 
conceptos clave: poder empresarial y captura del Estado.6 Más es-

6  Para el debate general, véase Bull, Castellani y Kalahari (2013), Cárdenas y Robles-
Rivera (2020), Crabtree y Durand (2017), Durand (2019), Fairfield (2015), Karcher y 
Schneider (2012), Schneider (2004, 2010, 2013) y Wolff (2016).
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pecíficamente, adoptamos un enfoque multidimensional del poder 
empresarial –distinguiendo entre poder estructural, instrumental y 
discursivo– lo que nos permite analizar de manera integral las estra-
tegias adoptadas por las elites económicas y sus distintos niveles de 
éxito a la hora de influir en las políticas públicas, poder que ejercen 
en disputa con otros actores de la sociedad. Nos basamos también en 
el concepto de captura del estado, para entender las situaciones en 
las cuales la influencia privilegiada de agentes (económicos) particu-
lares implica un control de facto ejercido sobre el Estado o agencias 
estatales o áreas políticas específicas.

En términos generales, en las sociedades capitalistas, las eli-
tes empresariales necesitan proteger su posición privilegiada en la 
economía y la sociedad, defenderse política e ideológicamente, y 
legitimar la influencia que ejercen sobre las decisiones de política 
pública. Estas tareas son particularmente desafiantes cuando una 
elite económica pequeña y fuertemente privilegiada opera en socie-
dades altamente desiguales, con sistemas políticos inestables y sin 
instituciones sólidas, y estados con restricciones fiscales. En esencia, 
la influencia ejercida por las elites empresariales se basa en su ven-
taja económica. El control sobre los recursos materiales, como los 
activos financieros y la tierra, y sobre los medios de producción, que 
se combinan con formas más sofisticadas de organización (como en 
el caso de las corporaciones) y representación de intereses, ayuda a 
las empresas a construir y defender los mecanismos políticos e ideo-
lógicos necesarios para influir en el proceso político a través de una 
acción individual y colectiva (Lindblom, 1977). En el contexto lati-
noamericano con sus profundas desigualdades, el poder empresarial 
moderno acentúa aún más el desnivel de la cancha de juego, que ge-
neralmente caracteriza a las sociedades capitalistas. Esta situación 
también tiende a generar la aparición de movimientos dispuestos a 
desafiar la posición privilegiada de las elites económicas. En pocas 
palabras, los grupos empresariales buscan proteger la influencia 
que ejercen sobre el aparato estatal y la toma de decisiones políticas 
frente al poder que sus adversarios podrían tener. Al mismo tiempo 
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influyen en la definición de la relación general entre “el estado” y “el 
mercado” a su favor. Tales preferencias impactan necesariamente en 
las políticas diseñadas para redistribuir el ingreso y la riqueza.

Siguiendo el estudio clásico del poder esbozado por Lukes (2005), 
podemos conceptualizar el poder empresarial con más precisión, 
distinguiendo su capacidad de influir en las decisiones públicas, ve-
tarlas, y asegurar la adopción de decisiones políticas que, incluso si 
otros actores sociales no se benefician de ellos, son aceptados con 
cierto grado de consenso. En las últimas décadas, los estudiosos del 
poder empresarial han seguido este camino, identificando varias 
fuentes de poder empresarial que, en conjunto, ayudan a explicar el 
papel político de las elites económicas en varios niveles: a nivel glo-
bal, las corporaciones han emergido como el más importante actor 
en el proceso de globalización (Fuchs y Lederer, 2007); a nivel nacio-
nal, en particular en países que forman parte del Sur global (inclui-
da América Latina) donde las corporaciones internacionales operan 
junto con las elites nacionales (Crabtree y Durand, 2017; Gates, 2009; 
Fairfield, 2015; Wolff, 2016); y a nivel local, particularmente en el caso 
de las industrias extractivas (Gudynas, 2015) y donde aparece el cri-
men organizado operando como agente económico con fines de lu-
cro (Garay y Salcedo-Albarán, 2012).

De manera sistemática, estudios académicos han identificado 
tres tipos de poder empresarial que tienen cierta relación con las tres 
dimensiones del poder discutidas por Lukes. Primero, en términos 
del poder estructural, el control de los recursos materiales implica 
una influencia indirecta sobre el estado por la dependencia de este 
último respecto a las decisiones empresariales de inversión econó-
mica. Como sostiene Tasha Fairfield, el poder estructural depende de 
“una creíble y económicamente significativa amenaza de no invertir” 
(Fairfield, 2015, p. 43, énfasis en el original), que puede presentarse 
de dos formas. Cuando la movilidad del capital es alta, como es el 
caso de los activos líquidos, los inversionistas pueden amenazar con 
abandonar o irse, es decir, a través de la fuga de capitales. Pero, en 
los casos de activos fijos, las empresas todavía tienen capacidad de 
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respuesta cuando perciben señales políticas negativas o de alto ries-
go cuando retienen la inversión. El poder estructural es especialmen-
te pronunciado en regiones como América Latina, donde el capital 
está muy concentrado, y usualmente escasea (Schneider, 2013). En 
general, este tipo de poder se basa en mecanismos de mercado y, por 
lo tanto, no requiere una acción colectiva.

El poder instrumental, por el contrario, requiere que las elites 
empresariales operen como agentes políticos. Este tipo de poder se 
refiere a la influencia directa sobre la formulación de políticas y se 
basa en el acceso y la representación dentro de la arena política. El 
poder instrumental depende del tipo y nivel de recursos materiales 
que poseen las elites empresariales, pero también está determinado 
de manera crucial por el grado de su cohesión, coordinación y orga-
nización, así como por sus vínculos formales e informales en la arena 
política (Fairfield, 2015; Schneider, 2004). Los tres principales meca-
nismos político-legales utilizados son las donaciones de campaña, el 
cabildeo, y el uso de la llamada “puerta giratoria” que se da cuando 
los ejecutivos del sector privado son colocados en puestos influyen-
tes en el Gobierno (Garín y Morales, 2016; Maillet, González-Busta-
mante y Olivares, 2016; Durand, 2019). Retomando el argumento de 
Soledad Stoessel y Valeria Coronel de la introducción a este libro, se 
puede decir que la riqueza acumulada y concentrada por las elites 
latinoamericanas, que ya de por sí produce un bias sistemático en la 
toma de decisiones políticas (poder estructural), es a la vez es utiliza-
do por las propias elites económicas como un elemento de presión 
para reasegurar su posición concentrada en los modelos de desarro-
llo en la región (poder instrumental).

Finalmente, una tercera expresión del poder es el discursivo (o 
ideológico) y se refiere a la influencia empresarial en el debate pú-
blico y sobre la sociedad en su conjunto. Este impacto discursivo en 
los debates políticos y en la toma de decisiones políticas es más sutil 
ya que opera a través de ideas y percepciones, sin que esto implique 
que sea menos influyente. Algunos académicos ven el poder discur-
sivo como una extensión del poder instrumental (Fairfield, 2015; 
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Cárdenas y Robles-Rivera, 2020) o, dado su peso en el análisis político 
a corto plazo, prefieren centrarse sólo en las formas “duras” del poder 
(Gates, 2009; Bernhagen, 2017). Sin embargo, nosotros consideramos 
que la dimensión discursiva del poder empresarial es significativa 
y analíticamente distinta de las otras dos dimensiones, aun cuando 
ciertamente, las tres interactúan de muchas maneras.

Mientras que el concepto de poder empresarial nos ayuda a iden-
tificar y evaluar las formas en que las elites económicas ejercen una 
influencia privilegiada sobre las políticas de estado, la noción de cap-
tura del Estado orienta nuestra atención para constatar cómo esta 
influencia privilegiada se convierte en una forma de control efectivo. 
La teoría de la captura del Estado, por lo tanto, contribuye a la com-
prensión de cuán efectiva (o limitada) puede ser la movilización de 
estos poderes tridimensionales a nivel específico, y a un nivel más ge-
neralizado. En el nivel específico, ayuda a dilucidar las condiciones 
políticas en las cuales los privilegios “normales” de las elites econó-
micas en términos de acceso político, como se ha descrito líneas arri-
ba, se convierten en una influencia “indebida” (para comprar leyes) y 
una influencia “excesiva” (para dictar leyes) (Hellman y Kauffmann, 
2001). En el nivel general o social, la noción de captura también su-
giere que las elites económicas pueden generar condiciones en las 
cuales las empresas no solo moldean, sino que efectivamente deter-
minan (aspectos específicos) del debate político y el discurso público 
en general. Esta última proyección generalizada del poder empresa-
rial sobre la agenda política puede conceptualizarse como “captura 
política” (Crabtree y Durand, 2017, p. 12).

Al abordar las formas de influencia de actores económicos parti-
culares que de facto controlan las decisiones políticas (específicas), la 
teoría de la captura del estado destaca la presencia de formas oligár-
quicas de Gobierno en el contexto de regímenes que aparecen como 
democráticos. En el análisis que hacen de la captura del Estado en 
América Latina, tanto Cañete (2018) como Cortés e Itriago (2018) sos-
tienen que el acceso desigual que se expresa por los privilegios de las 
elites genera “democracias capturadas”. Desde las ciencias políticas, se 
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han presentado argumentaciones similares que sostienen la necesi-
dad de un análisis realista de las democracias latinoamericanas que 
tenga en cuenta el predominio de modelos de Gobierno oligárquicos 
(Foweraker, 2018; véase también Cameron, 2021).

Hallazgos comparativos

En Bolivia, y un poco más tarde en el Perú, las crisis económicas de 
la década de 1980 y los intentos de los Gobiernos de centro-izquierda 
de implementar políticas heterodoxas con una agenda redistributiva 
empujaron a las elites empresariales a fortalecer su cohesión interna 
y ampliar su papel explícitamente político como promotores de polí-
ticas anti estatistas y pro-mercado.7 En Bolivia, las elites económicas 
se unieron para movilizar su poder estructural, instrumental y dis-
cursivo contra el Gobierno reformista de Siles Zuazo. En el Perú, una 
dinámica similar se desarrolló durante el primer Gobierno de Alan 
García. La severa crisis de hiperinflación en estos dos países, y en el 
caso del Perú los efectos del conflicto armado interno, crearon una 
coyuntura crítica que fue aprovechada por las elites empresariales 
y sus aliados políticos para impulsar cambios estructurales decisi-
vos en el modelo de desarrollo económico. Pero el camino político 
fue diferente en los dos casos, tomando las elites formas de realinea-
mientos y pactos que contaron con apoyo internacional dentro de 
contextos electorales en el caso de Bolivia, y un cambio post electoral 
seguido de un “autogolpe” en el caso de Perú. Aun así, la convergencia 
de las elites empresariales y las elites políticas en torno al objetivo de 
transformar el modelo de desarrollo estatista por lineamientos neo-
liberales fue decisiva en ambos países, así como la implementación, 
a modo de “terapia del shock” con altos costos sociales y justificada 
como respuesta inevitable a la hiperinflación.

7  En este breve capítulo, nos abstenemos de agregar referencias sobre los casos de los 
tres países (ver Crabtree, Durand y Wolff, 2023).
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Nada de esto ocurrió en el Ecuador, donde no se vio la emergencia 
de una alianza fuerte pro-mercado. Por un lado, las elites empresa-
riales y sus aliados políticos permanecieron altamente fragmenta-
dos en líneas regionales, sectoriales y partidistas. Por otro lado, la 
capacidad de resistencia a las reformas neoliberales por parte de las 
organizaciones y movimientos sociales se mantuvo de manera signi-
ficativa a lo largo de las décadas de 1980 y 1990. Como consecuencia, 
los terapistas del shock elegidos en Ecuador fueron mucho menos 
capaces de formar coaliciones de Gobierno viables, y por lo tanto no 
lograron implementar reformas neoliberales integrales de la misma 
envergadura. Al mismo tiempo, el poder empresarial tridimensional, 
respaldado por actores y recursos internacionales, fue lo suficiente-
mente fuerte como para llevar al país por un camino de reformas 
graduales pro-mercado, y al mismo tiempo bloquear de manera 
efectiva el retorno de Gobiernos a modelos estatistas, políticas de-
sarrollistas o redistributivas. Por lo tanto, las rupturas sociales y las 
penurias producidas por el giro de la política neoliberal fueron más 
graduales y mucho menos severas en Ecuador que en Bolivia y Perú.

En términos de las relaciones sociales de poder, las reformas neo-
liberales tienen un efecto de auto reforzamiento, ya que tienden a 
fortalecer el poder empresarial estructural, instrumental y discursi-
vo, y al tiempo socavan la capacidad de acción colectiva de los secto-
res populares, en particular de los trabajadores organizados (Kurtz, 
2004; Oxhorn y Starr, 1999, Wolff, 2009). Tal cambio en las relacio-
nes sociales de poder, sin embargo, puede mitigar, pero no resolver 
la tensión existente entre la promesa y la garantía formal de igual-
dad política que implica la democracia y la desigualdad socioeconó-
mica que tendió a profundizarse con la transición de un modelo de 
estado-desarrollista a uno económico neoliberal-corporativo. Como 
consecuencia, el poder empresarial y su correspondiente influencia 
en la formulación de políticas económicas se consolidaron en los 
tres países durante la década de 1990. Sin embargo, mientras los re-
presentantes de los empresarios, los políticos con ideas afines y los 
tecnócratas llegaron a controlar áreas cruciales de la elaboración de 
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políticas económicas, ni en Bolivia ni en Ecuador se vio el surgimien-
to de la captura del Estado en un sentido amplio. La persistente frag-
mentación de las elites en líneas regionales, sectoriales y partidistas, 
que se experimentó en Ecuador, también se pudo observar en Bolivia. 
En el caso del Perú, el contexto político marcado por el Gobierno de 
Fujimori y la cohesión más profunda en la estructura empresarial, lo 
colocan en una trayectoria divergente. Aquí, el escenario autoritario, 
y las consecuencias del conflicto interno, debilitaron la capacidad de 
resistencia de los sectores populares frente al modelo de desarrollo 
neoliberal, al mismo tiempo que las elites forjaban una gran cohe-
sión interna. Como consecuencia, las elites empresariales peruanas, 
que se caracterizaban por divisiones regionales menos destacadas, 
demostraron ser capaces de consolidar una organización máxima 
unificada, la CONFIEP, y hacer uso efectivo de su poder tridimensio-
nal hasta el punto de mantenerse prolongadamente, y lograr de esta 
forma no solamente la captura del Estado sino la captura política 
(Crabtree y Durand, 2017).

La incipiente “marea rosada” en América Latina dio señales del 
surgimiento de otra coyuntura crítica. Bolivia, Ecuador y Perú se en-
contraron frente a circunstancias internas muy diferentes. En los 
dos primeros países, a principios de la década de 2000, con la inesta-
bilidad fundamental del régimen político y del modelo de desarrollo 
económico, se volvieron a manifestar movimientos sociales y pro-
testas masivas desafiando abiertamente la hegemonía discursiva de 
la democracia centrada en las elites y la economía neoliberal. En el 
Perú más bien, el fin de la era fujimorista trajo consigo una democra-
tización política con una amplia continuidad en las políticas econó-
micas, que básicamente permanecieron bajo el control de las elites 
empresariales, los tecnócratas pro-mercado, y la hegemonía discur-
siva del neoliberalismo. Al explicar estos resultados divergentes, 
la movilización exitosa de las fuerzas antineoliberales en Bolivia y 
Ecuador, y la ausencia de ella en el Perú, constituye sin lugar a dudas 
un factor crucial. Sin embargo, como mostramos en Crabtree et al. 
(2023), el fortalecimiento del poder empresarial en la medida que las 
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elites empresariales lograron con éxito forjar coaliciones con el Go-
bierno y construir una hegemonía discursiva, también constituyen 
parte importante de los acontecimientos de la época. Más específica-
mente, en Bolivia y Ecuador, la desaparición gradual de los partidos 
tradicionales y el surgimiento de movimientos políticos alternativos 
o outsiders en el contexto de una comunidad empresarial persistente-
mente fragmentada redujo significativamente el poder instrumental 
y discursivo de los empresarios. También reveló que la hegemonía 
discursiva del neoliberalismo falló en extenderse más allá de sus 
elites. Más o menos al mismo tiempo, el auge internacional de las 
materias primas permitió reformas en el sector de los hidrocarburos 
que redujeron la dependencia del Estado del sector privado (y por 
lo tanto del poder empresarial estructural). En el Perú, por el con-
trario, la comunidad empresarial aparece mucho más cohesionada 
con un rol en la arena política y en la esfera pública más consoli-
dado, siendo el auge de las materias primas un factor coadyuvante 
para la configuración de la captura política. Bajo estas condiciones, 
las elites empresariales, a través del poder instrumental y discursivo 
de las asociaciones empresariales clave, como la CONFIEP, lograron 
asegurarse la continuidad tanto en el estilo como en lo sustantivo 
para la formulación de políticas económicas favorables, aun cuando 
el contexto político –similar al de Bolivia y Ecuador– estaba también 
caracterizado por una desaparición gradual de los partidos políticos 
tradicionales, el surgimiento de los outsiders políticos y un creciente 
descontento con el régimen político.

El poder, según la famosa frase de Karl W. Deutsch, es “la ca-
pacidad de darse el lujo de no aprender” (1963, p. 111). En Bolivia y 
Ecuador, con Morales y Correa, las elites empresariales debieron res-
ponder a la paulatina pero significativa pérdida de poder estructural, 
instrumental y discursivo y adaptarse a Gobiernos que pasaron de 
recetas neoliberales a políticas estatistas, desarrollistas y en parte 
redistributivas. Como analizamos en Crabtree et al. (2023), lo hicie-
ron de manera bastante pragmática hasta que el final del auge de las 
materias primas y cambios en las correlaciones de fuerzas internas 



308	

John Crabtree, Francisco Durand y Jonas Wolff

les brindaron la oportunidad, una vez más, de formar parte de alian-
zas pro-empresariales políticamente fortalecidas. El resultado fue 
una restauración del poder empresarial tanto en Bolivia como en 
Ecuador, primero de manera gradual y parcial (en los últimos años 
de los Gobiernos de Morales y Correa), luego de manera marcada y 
abierta (bajo Jeanine Áñez y Lenín Moreno). Las políticas diseñadas 
para redistribuir el ingreso y la riqueza, incluida la redistribución 
de la tierra en Bolivia, se abandonaron en gran medida en favor de 
una agenda más conservadora. En el Perú, de modo opuesto, las eli-
tes empresariales no pudieron adaptarse ni aprender sino cuando 
aparecieron conflictos socioambientales y los grandes escándalos 
de corrupción que sacudieron el sistema político (socavando así los 
canales y vehículos habituales de influencia empresarial) y cuando 
se revelaron el alcance y las formas de captura ilícita de negocios (lo 
que redujo la legitimidad de la elite empresarial y su hegemonía dis-
cursiva). Las elecciones del 2021 trajeron desafíos a la agenda política 
neoliberal por lo cual las elites empresariales y políticas lucharon 
por proteger a todo costo. La situación actualmente puede resultar 
más “inestable”, y de hecho “inquietante”, para las elites empresaria-
les peruanas, que para sus contrapartes en Bolivia y Ecuador. En el 
caso de Bolivia, si bien el MAS ha regresado al poder, no presenta una 
amenaza inmediata a los intereses empresariales vitales. En el Ecua-
dor, el “presidente empresario” (Nercesian 2020) Guillermo Lasso se 
mostró incapaz de implementar una agenda empresarial coherente, 
pero al menos se esforzó por servir y proteger intereses empresaria-
les claves. Sin embargo, podría argumentarse que los cambios polí-
ticos resultantes en las elecciones más recientes en los tres países, 
combinados con las enormes consecuencias de la pandemia que aún 
se sienten, hacen posible la aparición de una nueva coyuntura críti-
ca tanto para el régimen político como para el modelo de desarrollo 
económico de los Andes Centrales.
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Reflexiones teóricas

Con miras a un debate teórico más amplio sobre el poder empresa-
rial y las relaciones Estado-empresa, nuestro análisis comparativo 
realiza tres importantes contribuciones. En primer lugar, nuestro 
estudio confirma que el marco tridimensional del poder empresarial 
ofrece un lente teórico útil para analizar el papel político de las elites 
empresariales, así como las relaciones entre el Estado y las empre-
sas. Al hacerlo, proporcionamos perspectivas importantes sobre las 
dinámicas del poder en sentido más amplio que dan forma a la ela-
boración de políticas económicas, así como las respuestas y la evo-
lución de los modelos de desarrollo económico en América Latina 
y más allá. La formulación de políticas económicas tiene relevancia 
directa en la promoción de la redistribución y también en su poster-
gación. En pocas palabras, las tres formas en que se ejerce el poder 
empresarial constituyen mecanismos clave que contribuyen a la re-
producción de marcadas desigualdades socioeconómicas, aun bajo 
condiciones de igualdad política formal.

En segundo lugar, nuestro enfoque analítico reúne los dos deba-
tes –hasta ahora bastante separados– sobre el poder empresarial por 
un lado y la captura del Estado por el otro. A nivel conceptual, el en-
foque simultáneo sobre el poder empresarial y la captura del Estado 
nos obliga a los y las investigadores a ser más precisos al delinear el 
punto en el que los niveles de privilegio “normales” de acceso e in-
fluencia política se convierten en formas “indebidas” o “excesivas” de 
control efectivo. Además, esta distinción también ha demostrado ser 
empíricamente relevante, como lo demuestra la mayor resiliencia 
del modelo neoliberal en el caso del Perú en comparación con Bolivia 
o Ecuador, donde algunas políticas redistributivas fueron posibles 
bajo un conjunto específico de condiciones históricas.

En tercer lugar, nuestro estudio muestra el valor de un análisis 
del poder que es a la vez relacional y dinámico. Por un lado, el po-
der empresarial no se refiere a una cantidad absoluta que las elites 
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empresariales de alguna manera “poseen”. Más bien, solo puede eva-
luarse en relación y en comparación con los recursos del poder que 
poseen otros actores, grupos e instituciones potencialmente compe-
titivos dentro y fuera del Estado. De acuerdo con nuestro análisis, 
dos factores son de particular relevancia en este sentido: la relativa 
autonomía del Estado, la cual está determinada en gran medida por 
el acceso del Estado a recursos que no están controlados por actores 
empresariales privados; y el poder de los grupos que no pertenecen 
a las elites, de los sectores populares en particular, que está deter-
minado particularmente por su capacidad de actuar colectivamen-
te, ya sea en forma de movilizaciones o en el contexto de la política 
electoral. Por otro lado, el poder empresarial, al igual que otros tipos 
de poder, no es estático ni está dado de por sí. Si bien está enraiza-
do en parte en características estructurales (la estructura de la eco-
nomía, divisiones sociales fundamentales, características centrales 
institucionales que definen un sistema político determinado, y la 
organización de la comunidad empresarial), hemos visto cómo el 
poder empresarial evoluciona y cambia, y a veces a toda velocidad. 
En lo que respecta al poder instrumental, los resultados electorales 
pueden alterar significativamente las posibilidades de la elite em-
presarial de acceder a la arena política e influir en la formulación 
de políticas, tal como las crisis económicas externas impactan direc-
tamente en el poder empresarial estructural. A nivel discursivo, los 
escándalos de corrupción pueden erosionar rápidamente (o mejorar, 
según quien resulte ser el culpable) el prestigio de las empresas. En 
cualquier caso, el poder –como una capacidad–, simplemente ha-
bilita y constriñe, pero no determina la agencia. Por ejemplo, si los 
actores empresariales logran responder a una amenaza política su-
perando las divisiones internas entre sectores o regiones depende de 
las decisiones y la interacción entre grupos empresariales específi-
cos y líderes individuales. Finalmente, como en la teoría de la estruc-
turación de Giddens (1984), esta misma agencia luego impacta sobre 
la base del poder, contribuyendo así a la reproducción o el cambio 
del poder empresarial en sus diferentes dimensiones.
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Observaciones finales

En Bolivia, Ecuador y Perú, la capacidad de las elites empresariales 
para consolidar su poder y forjar democracias capitalistas duraderas 
en condiciones de extrema desigualdad socioeconómica ha resulta-
do ser, en el mejor de los casos, limitada. Los tres países permanecen 
unsettled, como alude el término utilizado por Conaghan y Malloy 
(1994), y los intereses empresariales siguen compitiendo con los sec-
tores populares por el control del Estado. La política, y en particular, 
los intentos de abordar las desigualdades han resultado erráticas. 
En Bolivia y Ecuador, los Gobiernos progresistas lograron –por lo 
menos temporalmente–, regular políticamente el poder empresa-
rial y otorgar algunas medidas redistributivas. Sin embargo, ni el 
Gobierno de Morales ni el de Correa dieron pasos significativos para 
abordar la riqueza de las elites económicas y su control despropor-
cionado sobre sectores económicos claves. Al final, en los dos países, 
gran parte de los grandes empresarios y grupos económicos priva-
dos en sectores como la agroindustria, la banca o la construcción 
terminaron beneficiándose mucho de las políticas neodesarrollistas. 
Como resultado, el “giro a la izquierda” siguió siendo de alcance limi-
tado en estos dos países, especialmente en la esfera de las estructuras 
económicas y sociales. Al mismo tiempo, incluso en el Perú, donde 
la hegemonía neoliberal ha permanecido más arraigada, las elites 
han tenido que lidiar con movimientos populares que exigen la reo-
rientación de la política económica a su favor. El problema, desde la 
perspectiva de las elites empresariales, es que la democracia formal 
“tiende a ser real hasta cierto punto”, como argumentaron Dietrich 
Rueschemeyer, Evelyne Huber Stephens, y John Stephens en su estu-
dio clásico Capitalist Development and Democracy (1992, p. 10). Luego 
de un enfriamiento de las movilizaciones de los sectores populares 
después de la democratización de la mayoría de los regímenes políti-
cos latinoamericanos en los años 1980, esta propuesta fue confirma-
da por la ola de protestas masivas antineoliberales que dieron lugar 
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a la “marea rosa” y a una nueva fase de incorporación (controver-
sial) de los sectores populares (Silva y Rossi, 2018). De manera clara 
y particularmente pronunciada, en las sociedades postcoloniales es-
tratificadas de los Andes Centrales, se entrecruzan múltiples tipos 
de desigualdad social y se refuerzan mutuamente las contradiccio-
nes fundamentales entre las lógicas de la democracia y la oligar-
quía (Foweraker, 2018), o entre la democracia y la empresa privada 
(Lindblom, 1977) que no se resuelven, sino, más bien, se renegocian 
casi constantemente. La cuestión de la redistribución permanece en 
el centro de esta renegociación.
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Aportes para el estudio  
de las elites y el poder
Una propuesta metodológica a partir del caso  
de estudio de los clubes de categoría “unión”  
en Chile y Costa Rica

Priscilla Villegas Arce

Introducción

Entre finales del siglo XIX e inicios del siglo XX, América Latina atra-
vesó una serie de transformaciones políticas, económicas y sociales 
como producto de la modernización. Esta se caracterizó por la incor-
poración definitiva de la región al mercado capitalista mundial y la 
clausura institucional del conflictivo periodo posindependencias, así 
como el inicio de procesos de urbanización, crecimiento demográfi-
co e inmigración extranjera. Estas transformaciones dieron vida a 
una mayor complejización del entorno social urbano y las sociabili-
dades que de él se desprendieron; en este sentido las elites urbanas 
del siglo XX funcionaron como cocreadoras de las condiciones ma-
teriales que permitieron y perpetuaron su estatus bajo sistemas de 
exclusión y distinción manifiestas simbólica y materialmente.

La presente propuesta teórico-metodológica toma como objeto de 
estudio las elites residentes de la zona urbana de la primera mitad 
del siglo XX, con el propósito de rastrear los diferentes elementos 
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que componen los patrones de exclusión y distinción del grupo den-
tro de un espacio de socialización urbano. En esta línea se busca 
responder preguntas sobre la composición del grupo, sus orígenes 
sociales y vinculaciones patrimoniales, así como comprender los pa-
trones de sociabilidad que permiten la transferencia del estatus.1

Como casos de estudio se exploran el Club de la Unión de Chile, 
fundado en 1864 y el Club Unión de Costa Rica, fundado en 1923. La 
categoría Unión corresponde a una categoría de clubes sociales que 
se establecen entre finales del siglo XIX y la primera mitad del siglo 
XX en América Latina. Sobre estos clubes no se han encontrado in-
vestigaciones académicas que exploren la naturaleza de las institu-
ciones de manera comparada, con lo que este texto pretende abrir 
una discusión sobre las posibilidades de análisis que permitiría la 
aplicación de los estudios comparativos a la investigación de los clu-
bes sociales en América Latina desde la estructura de la institución, 
los individuos que participan del proyecto y las redes de poder que 
tejen dentro del centro social.

Dar forma a la investigación: ubicando el objeto de estudio

La investigación enfocada en centros sociales debe partir de una 
ubicación espacio-temporal que permita comprender los elementos 
económicos, políticos y sociales con los que dialoga la fundación de 
estas instituciones. Se parte de un contexto de modernización espa-
cial, que forma parte del proceso de transformación de las capitales 
de los países latinoamericanos, impulsados por las ideas del desarro-
llo urbano de inicios de siglo. Estas transformaciones marcaron la 
pauta de nuevas formas de diversión pública, de intercambio en las 

1  Este texto se apoya en el proceso de investigación de mi tesis de maestría, la cual se 
centra en el estudio de las elites urbanas que dirigen el proyecto de establecimiento 
del Club Unión en Costa Rica durante la primera mitad del siglo XX. La tesis se desa-
rrolla en el Posgrado en Historia de la Universidad de Costa Rica.
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relaciones y fomentaron la especialización del espacio alrededor del 
consumo y el trabajo.

Los centros sociales, entonces, nacen y se consolidan bajo un pro-
yecto de modernización que impregna la estructura institucional. 
Existen distintas categorías de clubes, aquellos dedicados al ocio, 
aquellos dedicados al deporte o los enfocados a los negocios. Por lo 
que comprender los objetivos de la institución y su forma de estimu-
lar ciertas prácticas sociales permitirá comprender la razón de ser del 
proyecto al que se suman los socios.

Los clubes sociales son fundados como sociedades con objetivos 
sociales definidos. El propósito de la institución se establece en la 
constitución de la sociedad anónima, donde se establece la función 
interna y la división jerarquizada de los puestos administrativos. 
También se determina la base económica con la que inicia el proyec-
to y las responsabilidades de los fundadores en la distribución de las 
acciones. Este protocolo administrativo es el esqueleto del proyecto, 
indica una serie de relaciones fijas que perfila los roles de los sujetos 
según distintas categorías: fundadores, accionistas, socios comunes, 
reclutados, miembros de la Junta Directiva.

Cada uno de esos roles determina la capacidad de acción e in-
fluencia que posee un sujeto dentro de la red que componen los 
socios. Este juego de poder en el intercambio se atraviesa por la nor-
mativa interna y los estatutos que establecen un código de interac-
ción permitido dentro del espacio. El conjunto de estas normas de 
interacción e intercambio explica la forma en la que los sujetos deci-
den utilizar el espacio para su beneficio (ganar poder, ganar contac-
tos, acceder a información).

Empezar a interesarse por los clubes sociales como un proyecto 
que se ejecuta desde un grupo que sostiene intereses comunes, dirige 
la investigación a realizar preguntas más específicas sobre la compo-
sición del grupo que posee la iniciativa del proyecto y el interés detrás 
de su gestión. La atención por caracterizar al grupo que emprende el 
proyecto nos permite establecer una conexión en doble vía entre los 
centros sociales que institucionalizan las prácticas de intercambio 
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y vinculación que se estimulan en el espacio, y la naturaleza social 
de los grupos que intercambian y conectan en los clubes. El objetivo 
principal será comprender la manera en la que se generan una serie 
de pactos sociales entre las elites –nuevas y anteriores– para llevar a 
cabo el cumplimiento exitoso de su proyectos sociales y económicos.

En este sentido, plantear un acercamiento al estudio de las elites 
a partir de sus centros de encuentro demanda la construcción de un 
enfoque teórico que contemple, por un lado, la caracterización del 
grupo, y por el otro, las pautas del espacio que delimitan sus formas 
de vinculación. Una revisión profunda sobre los patrones asociati-
vos que se estimulan en el club, permite la comprensión compleja de 
la función del grupo.

De esta manera, se plantea un abordaje teórico-metodológico que 
permite aprovechar las particularidades del fenómeno en estudio, 
haciendo preguntas sobre la naturaleza de la institución y los proce-
sos de selección para participar de ella, a fin de delinear los patrones 
de interacción que caracterizan al grupo. La posterior identificación 
de la biografía de los miembros permite triangular la información de 
los patrones de vinculación con su posición en la esfera social.

La propuesta de análisis: los clubes de categoría Unión

El interés por explorar el Club de la Unión de Chile y el Club Unión 
de Costa Rica surge de la necesidad de establecer un acercamiento 
comparado para el estudio de la categoría de clubes Unión; la hipó-
tesis que dirige la investigación es que la exploración de esta cate-
goría de clubes permite comprender la manera en la que las elites 
latinoamericanas tejen estrategias de cohesión que no pasan por lo 
político-partidario o la directa participación estatal, por lo que pro-
fundizar en el rastreo de sus participantes permite elaborar una fo-
tografía de las redes de poder que tejen las elites en momentos de 
tensión y reconfiguración política o crisis económica.
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Hasta donde la investigación ha permitido identificar, el Club de 
la Unión de Chile es el primer club de categoría Unión que se esta-
blece en América Latina. En el año de 1925 la institución inaugura el 
edificio que continúa siendo su residencia en la ciudad de Santiago. 
Como parte de la celebración de su apertura y con el propósito de 
conmemorar sus orígenes y los objetivos que sostenían el proyecto, 
gestionaron la publicación de un “Álbum Social” (1925),2 en el cual es-
tablece un recorrido por los fundadores y primeros socios que llevan 
a cabo el proyecto, así como los ideales de la sociedad que componen.

La publicación de este álbum coincide con la publicación del 
primer número de la revista Álbum Social (1925)3 en Costa Rica. Su 
publicación debut estuvo dedicada a reseñar la importancia de los 
centros sociales y la celebración de la inauguración del Club Unión 
en el centro de la ciudad de San José. Esta publicación se centró en 
presentar a los miembros fundadores y su organización administra-
tiva, así como en la discusión de la relevancia de los clubes sociales y 
los elementos que acompañaban su identidad: la elegancia, las bue-
nas costumbres y el buen gusto.

Ambos documentos coinciden en el interés de funcionar como 
herramientas que permitan: (1) la generación de una identidad de 
grupo que estimule la cohesión y la confianza social entre los miem-
bros; y, (2) la creación de contenido informativo que cumpliera un rol 
de divulgación fuera de las fronteras nacionales; interés sustentado 

2    En la sección “La significancia de esta obra” del Álbum Social del Club de la Unión 
de Santiago de Chile se establece: “La reputación de que disfruta el Club de la Unión 
de Santiago, y el prestigio que día a día va dando mayor realce a esa casa social, debía 
ser realzado, o, por lo menos, divulgado ampliamente en una obra que fuese a la vez 
exponente de su vida y sus intimidades, como asimismo de sus fines y la amplia labor 
social que ha realizado hasta el presente” (1925, s. p.).
3    La revista Álbum Social de Costa Rica inicia su publicación indicando que: 
“Dedicamos este primer número de nuestra revista a conmemorar debidamente el 
esfuerzo más importante que ha gozado la sociedad de San José al fundar un club de 
la categoría del “Unión” que ha venido a llenar un inmenso vacío en la capital. […] No 
como un lugar de placeres frívolos ni pasatiempos engañosos, sino como base para 
la legítima organización de una sociedad que debe de ser exponente principal de la 
categoría de nuestra civilización” (1925, p. 1).
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en la idea de proyectar una sociedad “al nivel” del contexto marcado 
por los discursos de civilización y progreso. La utilidad de esta pro-
yección internacional se encontraba directamente ligada al objetivo 
de estimular los lazos comerciales en el mercado internacional, vin-
culado al desarrollo de las economías dependientes.

Esta investigación parte de la lectura teórica de las desigualdades 
sociales como el conjunto de “relaciones asimétricas que necesitan 
ser reproducidas a través del tiempo mediante mecanismos de inte-
racción pública y privada […]” (Adelman y Hershberg, 2007, s. p). De 
este modo, el estudio de los mecanismos de perpetuación de poder 
empleado por las elites se convierte en el foco de la investigación con 
el interés de comprender la dirección de proyectos de las elites y sus 
estrategias de exclusión como una manera de aproximarse a la forma 
en la que las elites se cohesionan y pactan a lo interno de sus círculos 
para mantener y heredar poder, la riqueza y la influencia social.

Desde esta lectura, las elites responden a las transformaciones polí-
ticas y económicas de finales del siglo XIX e inicios del siglo XX con pro-
yectos que estimulan la vinculación entre sectores económicos a partir 
de la generación de identidad y el objetivo de ampliar su capital social. 
Las formas en las que este proyecto se conjuga con mecanismos de ex-
clusión y distinción del grupo de elite, se analiza a la luz de los oríge-
nes sociales de sus miembros, elemento que ilustra la manera en la que 
distintos sectores económicamente productivos acuerdan participar de 
un mismo espacio para asegurar un buen desarrollo de sus intenciones 
económicas y políticas dentro de su país y del sector comercial.

La lectura de los aportes de la teoría social y la teoría 
económica para el estudio de clubes sociales

La propuesta teórica mixta parte de tres precisiones hechas por 
Granovetter (1985) en su texto Economic Action and Social Structure: 
The Problem of Embeddednes: 1) la persecución de objetivos económi-
cos va siempre acompañada de objetivos de naturaleza no económica 
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(sociabilidad, estatus, poder); 2) la acción económica, como toda ac-
ción, está inserta y desarrollada socialmente (vínculos que los indi-
viduos generan); y 3) las instituciones económicas son socialmente 
construidas, no naturalmente dadas.

Bajo estas premisas, hacer la lectura de un club social como una 
institución económica significa:

i.	 Asumir la institución como un proyecto de un conjunto so-
cial limitado (exclusivo y excluyente) que persigue objetivos 
económicos a través de herramientas no económicas como 
la sociabilidad.

ii.	 El carácter de empresa da a la gestión del proyecto un peso 
simbólico sobre sus dirigentes administrativos, por lo que la 
estructura interna del espacio es jerarquizada. La compren-
sión de esa estructura es clave para identificar el peso que 
brindan al espacio las figuras que dirigen el proyecto.

iii.	 El proyecto como cohesionador de distintos sectores de poder 
–a través de una convocatoria común que a primeras luces es 
social (estatus)– dirige la atención sobre su estructura norma-
tiva y su creación de identidad como estrategia de legitima-
ción. Esto refiere a la necesidad de comprender los patrones 
de vinculación, los ritos sociales y la identidad emergente de 
este espacio para las elites heterogéneas que vincula. Esto lo 
conoceremos como pacto interelites.

La discusión teórica sobre los diferentes enfoques que demanda la 
comprensión de un centro de carácter social pero que se rige por la 
Ley de Sociedades Mercantiles dirige inevitablemente a la genera-
ción de un enfoque teórico-metodológico que permita explorar:

1.	 El carácter empresarial y los objetivos económicos del grupo. 
La composición económica de los miembros y sus vínculos 
con los sistemas productivos, bajo el contexto liberal y el mo-
delo agroexportador.
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2.	 La función social del espacio y el poder simbólico. Los espa-
cios de asociación son determinantes para la delimitación y 
la construcción identitaria de un grupo, por lo que el rastreo 
de las prácticas sociales forma parte de la evidencia empírica 
sobre las ideas, los discursos y el posicionamiento desde el 
que se reconocen las personas que participan del espacio.

3.	 La comunidad que compone el espacio. Para comprender la 
composición de la clase dominante es preciso identificar las ca-
rreras vitales de los individuos (prosopografía), lo que permite 
comprender el rol socio-económico que juegan en la sociedad.

Este enfoque se construye a partir de un diálogo en doble vía: por un 
lado, partiendo de los principios teóricos que sostienen la investiga-
ción sobre elites y poder; por el otro lado, a partir de la naturaleza 
documental del objeto de estudio, es decir, el tipo de documentación 
que produce –y que se ha conservado– de las instituciones que se 
investigan.

Dimensión operacional de la propuesta metodológica

Teniendo claro que el estudio de los clubes sociales se sustenta en la 
investigación de las elites y en la comprensión de sus mecanismos de 
acción, es posible empezar a trazar la manera en la que la evidencia 
empírica disponible se debe procesar para el éxito de la investigación 
planteada. Es con este motivo que se vuelve imperante la aplicación 
de una metodología que permita:

•	 Procesar de manera eficiente y codificada la información 
cualitativa recopilada en las carreras vitales de los socios 
(prosopografía).

•	 Identificar las relaciones que toman espacio entre la muestra 
de socios analizados y que, a su vez, permita dividirlas en rela-
ciones basadas en atributos específicos como parentesco, área 
de influencia, periodo de junta directiva, reclutamiento, etc.



	 327

Aportes para el estudio de las elites y el poder

•	 Analizar la estructura institucional que forma el centro so-
cial, dirigiendo la comprensión del mismo hacia el peso de los 
vínculos que se generan (fuertes o débiles) y el peso del poder 
que los mismos representan dentro del proyecto.

Para lo anterior es necesario un primer proceso de familiarización 
con las fuentes. Esto no solo hace referencia a la búsqueda exhausti-
va de vestigios que brinden información detallada sobre el objeto de 
estudio, sino a la identificación del tipo de información que contiene 
cada uno de los documentos hallados, la intención detrás del mate-
rial producido, así como la relevancia y veracidad en la información 
contenida. En términos historiográficos, la correcta aplicación de la 
crítica interna y externa de las fuentes.

Al proceso de familiarización le sigue el de organización del 
contenido. Este paso hace referencia a un proceso natural de la in-
vestigación, en el cual se pone en valor la información que ahora se 
conoce contienen las fuentes. Inicialmente hacemos un proceso de 
agrupación temática, que permite: 1. Pensar las formas más eficien-
tes de sistematización del contenido a la luz de las preguntas que 
estimulan la investigación; 2. Identificar tendencias argumentati-
vas, repeticiones de fondo e ideas relevantes para el grupo según la 
diversidad de los documentos. Estas dos primeras etapas permiten 
bocetear las bases de datos necesarias de construir para la efectiva 
respuesta a las preguntas de investigación que han estimulado la 
búsqueda de información.

La información contenida en los distintos documentos identifica-
dos durante el proceso de investigación se presenta en diferentes len-
guajes, según las características del documento, su público meta y su 
función social, legal o divulgativa. El establecimiento de las estrategias 
de sistematización según las categorías de análisis permite sintetizar 
los contenidos para agilizar el proceso de interpretación de los datos.

Para la segunda base de datos fue necesario organizar la infor-
mación en función de los vínculos identificados en el proceso de fa-
miliarización con la documentación institucional. Prácticas como el 
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reclutamiento, la venta y traspaso de acciones, la pertenencia a la 
junta directiva o la permanencia en el largo plazo en la institución, 
fueron algunos de los comportamientos que se deseaban rastrear de 
la red de socios que fue organizándose entre 1923 y 1943.

El análisis de redes parte de la delimitación del tipo de relaciones 
que se establecen entre los actores de una red. Existen relaciones simé-
tricas (no dirigidas) y relaciones asimétricas (dirigidas). Las primeras 
corresponden a tipos de relaciones no jerárquicas como relaciones de 
mutuo reconocimiento entre pares; las segundas corresponden a tipos 
de relaciones jerarquizadas, como empleador-empleado, emisor-re-
ceptor, reclutador-reclutado, etcétera. Estas relaciones, a su vez, pue-
den ser categorizadas en dicotómicas (existe o no relación; valores de 
0 o 1) o valoradas (se puede cuantificar el grado de relación). Para cada 
caso los vínculos se establecen e interpretan a partir de los atributos, 
es decir, las propiedades de los actores, que serán definidos a partir de 
la naturaleza de la investigación en proceso (Faust, 1997).

Este sistema social relacional que se define según el objeto, puede 
presentarse en diferentes tipos de redes. Existen las redes unimoda-
les, donde todos los actores son de un mismo tipo, por ejemplo, los 
trabajadores de una misma empresa; redes bimodales, compuestas 
por dos tipos de actores, por ejemplo, empresas-accionistas; y redes 
multimodales, en donde se sistematiza información de diversos tipos 
de actores, estos pueden ser homogéneos (del mismo tipo) o hetero-
géneos (distintos). Las redes de tipo bimodal permiten generar estu-
dios de redes de afiliación o pertenencia, donde uno de los tipos de 
actores representan acontecimientos asociados a subconjuntos de 
actores de otro tipo, por ejemplo una red de personas relacionadas 
a los clubes sociales a los que pertenecen, en dicho caso sería posible 
trazar los vínculos entre miembros y clubes, miembros y miembros 
(de participación en bajo mismas membresías) o clubes y clubes, ras-
treando nexos entre instituciones, y así sucesivamente (Faust, 1997).

Para el estudio del Club Unión se establecieron redes de afiliación 
bajo tres tipos de vínculos: reclutamiento, pertenencia a las áreas de 
influencia y participación de juntas directivas. Es posible ejemplificar 
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la organización de las matrices de relación a partir del segundo tipo de 
vínculo. La pertenencia a las áreas de influencia se establece en una 
relación socio-área, de esta manera tenemos un conjunto de actores 
(socios) denotados como N={n1, n2,…, n100}, y un conjunto de eventos 
(área de influencia4) denotados por M={m1, m2,…, m5}. La relación en-
tre actores y eventos se organiza en una matriz de afiliación como la 
representada en el Tabla. 1. Esta matriz es denotada por A={aik}, que 
muestra la afiliación entre los eventos y los actores. Un “1” en la fila i, 
columna k de A indica que el acto ni está afiliado con el evento mk. La 
Tabla 2. representa una matriz unimodal de comembresía de actores. 
Esta matriz, denotada por XN, indica el número de áreas compartidas 
por cada par de actores. La Tabla 3 ejemplifica una matriz unimodal de 
sobreposición de eventos, denotada por XM que indica la cantidad de 
actores compartidos por cada par de áreas de influencia.

Tabla 1. Matriz de red de afiliación

m1= 
agroindustria

m2 = 
política ... m6= comercio

n1 = Oscar 
Rhormoser 1 1 1

n2 = Alfredo 
Mata 1 0 0

n3 = Jorge Hine 1 0 1
n4= Enrique 

Wollenweber 0 0 1

...
n100= Stanley A. 

Lindo 1 0 1

4  Para esta investigación se establecieron seis categorías para las áreas de influencia: 
agroindustrial, comercial, empresarial, político, sector público o financiero. Es por 
esta razón que existe un conjunto de m1 a m6. Esto se profundiza en la sección de 
“Categorías de análisis”.
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Tabla 2. Matriz de red de comembresía

n1 n2 n3 n4

n1 3 1 2 1
n2 1 1 1 0
n3 2 1 2 1
n4 1 0 1 1
...

n100 2 1 2 2

Tabla 3. Matriz de sobreposición de eventos

m1 m2 ... m6

m1 4 2 1
m2 2 1 1
...

m6 1 1 4

Para poder ejecutar la metodología propuesta es necesario estable-
cer una serie de categorías de análisis que permitan la sistematiza-
ción de la información. La naturaleza de las fuentes que permiten el 
acercamiento al estudio de los clubes sociales estimula la búsqueda 
de mecanismos de organización de los datos que permita codificar la 
información cualitativa para comprender los diferentes datos como 
conjuntos que faciliten el análisis del universo social para responder 
las preguntas de la investigación.

Categorías de análisis

Con el objetivo de satisfacer las demandas del objeto de estudio esta-
blecido (elites urbanas-clubes sociales) se proponen tres categorías 
de análisis que permitan el análisis del universo en estudio (Club 
Unión) en distintos niveles. La delimitación de cada una de estas ca-
tegorías surge de la clasificación recopilada a partir de la aplicación 
de la prosopografía; la construcción de una biografía colectiva de los 
sujetos, permite sistematizar la información según las categorías 
establecidas.
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a.	 Orígenes sociales: refiere a la reconstrucción biográfica y pa-
trimonial de la comunidad en estudio, con el fin de identifi-
car la herencia de poder a partir de su historia familiar.

b.	 Áreas de influencia: refiere a la recopilación y categorización 
de información sobre la composición de las elites a partir de 
su vinculación al sector agroindustrial, comercial, empresa-
rial, político, sector público o financiero.

c.	 Estructuras de poder: surge de la identificación de los víncu-
los, flujos y composiciones del poder (que ya las áreas de in-
fluencia han permitido identificar) a partir de la aplicación 
del análisis de redes.

Hacia el siglo XX: un acercamiento al panorama político  
y económico del periodo para Costa Rica y Chile

América del Sur presenció la fundación de clubes políticos y socia-
les desde la segunda mitad del siglo XIX. Estos centros funcionaron 
como espacios privados de sociabilidad y como plataformas de exte-
riorización social, pues “las prácticas y conductas que buscan arrai-
gar en sus socios aspiran a subrayar su posición encumbrada frente 
al conjunto” (Losada, 2006, p. 547).

La categoría Unión tenía por objetivo estimular la cercanía entre 
diferentes sectores de las elites: industriales-mineros, políticos e im-
portadores-comerciantes. En Santiago de Chile, se funda el Club de 
la Unión el 8 de Julio de 1864, “con la idea de crear un espacio para la 
tolerancia y el entendimiento de los hombres de distintas corrientes, 
[...] donde [...] se han reunido generaciones de destacados hombres 
de negocios, industriales, profesionales, políticos y diplomáticos a 
debatir importantes acontecimientos tanto nacionales como inter-
nacionales” (El club, s. f.).
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Desde el siglo XIX, como parte del proceso de modernización y el 
auge de los estados liberales, las sociedades presenciaron mutacio-
nes en los estilos de vida, marcados principalmente por la europei-
zación de las costumbres y el consumo conspicuo. Las elites, ante los 
cambios en la vía internacional y el panorama de la inserción comer-
cial al mercado mundial, gozaron de gran estabilidad económica, po-
tenciando su presencia comercial y su injerencia en la importación 
de productos que potenciaran y satisficieran las sofisticadas pautas 
la vida y de consumo de la misma (Hora y Losada, p. 613).

Esta realidad permitió el desarrollo de los centros urbanos y los 
cambios en las interrelaciones sociales, por lo que, desde las nuevas 
prácticas de encuentro y los discursos de distinción, las elites crearán 
nuevos espacios que estimulen su comunicación para el consenso en la 
búsqueda de objetivos económicos. Esto lo conocemos como pacto inte-
relites. El acercamiento al estudio de caso permite ubicar las estrategias 
y herramientas utilizadas para el cumplimiento de dichos objetivos.

Una lectura del contexto que estimula la idea de necesidad  
de los centros sociales: el caso de Costa Rica y Chile

Para ambos países en estudio, la llegada del siglo XX marcaría un 
nuevo panorama político, económico y social, las elites consolida-
das a finales del siglo XIX se enfrentan a un proceso de incipiente 
de diversificación económica, aumentos demográficos, organización 
gremial y cambios en la cultura de consumo y el trabajo. Esta reali-
dad estimuló la generación de estrategias por parte de las elites para 
mantener y aumentar su poder, adaptándose a las transformaciones 
de la estructura del Estado. En Chile, el descrédito del discurso oli-
gárquico tradicional ya se presenciaba desde finales del siglo XIX, 
las luchas por la convertibilidad monetaria, los roces con la Iglesia y 
las disputas electorales habían debilitado la cohesión hegemónica de 
final de siglo (Salazar y Pinto, 2002, p. 49). En el caso de Costa Rica, la 
crisis del modelo oligárquico-patrimonial fue paralelo a la deslegiti-
mación del modelo agroexportador, debido a la toma de consciencia 
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del intercambio desigual y de la debilidad económica del sistema de-
pendiente (Morales, 1995, p. 111).

Este modelo sostenido inicialmente por la oligarquía, y bajo la ló-
gica de concentración de capitales, generó grandes desigualdades en 
la región debido a la concentración de las actividades productivas en 
pocas manos, el acceso a la tierra como un bien restringido y la proleta-
rización conforme el desarrollo de los centros urbanos. Esto se eviden-
cia producto de diversas manifestaciones de descontento social que se 
acentuaron a partir de la década de 1910 debido al inicio de un relativo 
cuestionamiento al modelo económico, sobre el modelo agroexporta-
dor, y el político, con respecto a la hegemonía de los oligarcas y el carác-
ter no interventor del Estado (Salazar, 1995, p. 17). La puesta en debate 
sobre las disconformidades del modelo político y económico resulta-
rían en la organización, paulatinamente consolidada, de los trabajado-
res, tanto en sociedades mutualistas como en sindicatos.

La canalización a través del descontento promulgó una serie de 
cambios y variaciones en la manera de concebir el Estado. A su vez, 
las elites tradicionalmente hegemónicas se veían afectadas por la 
crisis de las economías primario-exportadoras desde la misma dé-
cada, lo que supone que ambas transformaciones en la dinámica 
económica y social suponía cambios estructurales en la manera de 
concebir la dirección de los estados en estudio.

Las elites costarricenses se enfrentaban a una serie de reformas 
electorales que daban pie a nuevas maneras de concebir la cultura 
política del país, enfatizando en el ideal de la democracia y su mejo-
ramiento. Luego de un primer intento reformista, durante la admi-
nistración de Alfredo González Flores (1914-1917), se da paso a una 
dictadura carente de legitimidad tanto interna como externa, enca-
bezada por Federico Tinoco Granados, quien era ministro de Guerra 
y Marina durante la administración de Flores (Salazar, 1995, p. 97).

Esta situación aunada a profundos problemas fiscales, así como 
la suma de problemas económicos a nivel internacional generó que 
las elites que habían impulsado a Tinoco a tomar el poder le quitaran 
su apoyo. El derrocamiento de la dictadura se llevaría a cabo a través 
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de la conocida Revolución del Sapoá que se fundaba bajo el objetivo 
de restaurar la democracia liberal y mantener el orden constitucio-
nal. Esta revolución fue un movimiento armado que se organizó des-
de Nicaragua, inicialmente jefeada por Julio Acosta, quien asumiría 
la presidencia tras las elecciones de 1919 (Salazar, 1995, pp. 81-83).

Julio Acosta fue apoyado por los grupos de elite que deseaban la 
reactivación de la economía y la vuelta constitucional a la democracia 
liberal. Su llegada como representante del restablecimiento del orden 
democrático liberal no interventor del Estado y la sucesión de Ricardo 
Jiménez, coincide con el momento de establecimiento del Club Unión.

El caso chileno no se encuentra lejano a esta realidad, la crisis 
presenciada en la década de 1910 y acentuada durante la década de 
1920, sacudió el predominio económico de las burguesías agro-fi-
nanciero-comerciales (Cavarozzi, 1978, p. 231). Desde finales del siglo 
XIX y hasta la década de 1910 –conocido como “periodo Parlamenta-
rio”– el país había atravesado un proceso de reestructuración basada 
principalmente en el desplazamiento de la aristocracia, quienes se 
encontraban en una crisis de legitimidad y representatividad.

Como consecuencia de la ilegitimidad social de la manera en la 
que se diría y se distribuía el poder en Chile, sucedió una paulatina 
expansión del movimiento obrero y estudiantil. Que se acentuaban 
conforme la pérdida popular de la tradición política. Inestabilidad 
que fue acompañada, de manera paralela, a las crisis económicas 
que debilitaban en mayor medida al grupo hegemónico de poder.

Bajo este contexto, la oligarquía liberal, “conservadora en lo po-
lítica, libertaria en las luchas congresistas, árbitro de la cultura y la 
elegancia, agraria y abierta al comercio exterior” (Salazar y Pinto, 
2002, p. 39), iniciaba a presenciar un desequilibrio en el poder que 
sin contrariedades habían dominado desde 1830. La inestabilidad 
económica y el vacío en políticas sociales generan una polarización 
social que, bajo diversas causas, legitimaban la iniciativa de cambio 
político y estructural. El ascenso de las clases medias, las clases po-
pulares y algunos burgueses aventurados a contrariar el modelo, ge-
neraban grandes críticas al modelo de Estado, generando así, tras la 
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década de 1920, la búsqueda de cohesión entre elites agrarias, mine-
ras, industriales o financieras (Salazar y Pinto, 2002, p. 40).

Este sería el panorama de contexto social y política al que se en-
frentaría Arturo Alessandri Palma, con alta efervescencia social, con 
una creciente organización popular, pero sin que ello se traduzca en 
un desplazamiento de las elites y una transformación estructural del 
acceso al poder. Los procesos acontecidos en ambos países analiza-
dos no responden únicamente a coyunturas interna, sino al reflejo 
de una inicial crisis a la república liberal, el estado oligárquico y el 
modelo agroexportador, que generaba en ambos países un agota-
miento de la elite política e impulsaba a una reinvención de la misma 
y de sus conexiones para perpetuar su injerencia en el poder.

Ambos clubes Unión, funcionan como proyectos de cohesión so-
cial utilizados por las elites para asegurar el diálogo entre los sectores 
económicos, en un contexto de tensiones políticas por la búsqueda 
de la restitución de modelo liberal del siglo XIX frente al progresivo 
cambio reformista. Los clubes en estudio cobran importancia dentro 
del desarrollo de la historia de los países latinoamericanos, pues fun-
cionan como espacios de reflejo y perpetuación de las desigualdades 
sociales a partir de la construcción del nosotros y la exclusión del otro.

La socióloga Diana Kendall (2008) dirá que existe una “necesidad 
de comprender cómo las elites utilizan el mundo de los clubes exclu-
sivos como su santuario privado para el entretenimiento, para diri-
gir sus negocios y para estimular y optimizar su capital social.” (p. 1). 
La propuesta de estudio de estos clubes latinoamericanos estimula 
la idea de que el análisis de los centros sociales y sus estrategias de 
exclusión funcionan para ubicar la manera en la que la pertenencia 
al club es una estrategia de perpetuidad del poder en sí misma.

Un acercamiento al estudio de los álbumes sociales

Bajo el ideal de reconocerse e identificarse, los miembros de estos 
clubes resaltan las actitudes cívicas y las ventajas políticas que la 
pertenencia a los clubes fomenta. Señalan que el club, después de 
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la prensa, se había convertido en el medio más efectivo de comuni-
cación, donde se difundía “el más reciente suceso, la actualidad más 
palpitante”, funcionando como “un centro de intercambio de ideas” 
(Álbum Social, 1925, p. 3).

Ese era el principal sentir de la ventaja política, el intercambio 
de ideas de los hombres cultos, con incidencia política y al tanto de 
las noticias de internacionales por el interés comercial; así como de 
hombres de las letras, instruidos en la cultura literaria. Como parte 
de los “Antecedentes preliminares” el Club de la Unión de Chile abor-
daba la función del centro social acuñando que:

Puede decirse que las vinculaciones sociales, tan necesarias para for-
talecer el espíritu público de la sociedad organizada y darle la consis-
tencia sólida, ha comenzado a ampliarse rápidamente en Chile solo 
desde la época en que un grupo de hombres distinguidos y patriotas 
conoció la necesidad de organizarse y formar parte de una casa co-
mún para cambiar ideas, pasar ratos de solaz, estrechar sus propias 
relaciones y actuar en común para el triunfo de sus ideas. (Álbum del 
Club de la Unión, 1925)

Por su parte, el Club Unión de Costa Rica destacaba que en sus 
instalaciones:

[…] se reúnen hombres de las más opuestas tendencias, se exponen en 
la tibia camaradería de una conversación las más atrevidas ideas, y 
de lo que pudo haber sido solo un pasatiempo, puede surgir a veces 
la idea definitiva, o al menos el intercambio necesario para que en 
otro ambiente y en otras actividades brote el rayo de luz que ilumine 
el problema. (Álbum Social, 1925, p. 4)

La idea principal de los clubes Unión fue reunir a las personas dis-
tinguidas que poseyeran intereses y formación en temas políticos, 
económicos y culturales, donde las diferencias ideológicas puedan 
encauzarse en convenios beneficios para todas las partes. Este be-
neficio se potencia cuando la selectividad del ingreso a su centro de 
encuentro, se conjuga con la intimidad del espacio, para establecer 
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vínculos más sólidos que permitan “la ventaja de la unión de los afec-
tos, de la que tienen que surgir, irremisiblemente, la sociedad mejor, 
la sociedad con miras más amplias y de más provechosas tenden-
cias” (Álbum Social, 1925, p. 4).

Esta sería la ventaja social que, a partir de la cercanía, el debate 
y la solución conjunta, genera la sociedad con distinción. La presen-
tación de los estatutos de ambos clubes en los álbumes sociales, son 
fundamentales para dejar claro cuáles son las intenciones sociales 
del centro, y con cuáles personas y dinámicas se encontrarían si se 
deseara ingresar, aludiendo a que “ellos no solo son la reglamenta-
ción muy íntima del club, sino que imponen reglas de conducta y 
aplican apenas para quienes las infrinjan todo lo cual es decoro y 
buena tendencia” (Álbum Social, 1925, p. 17). Los estatutos fijan impor-
tantes normas sociales, bajo las cuales se pretende controlar quiénes 
y cómo deben ejecutar las relaciones a lo interno pero que además 
permita refinar el sector social que en él ocurre, pues “un centro de 
esta naturaleza lleva consigo aparejado un afán de mejorar las cos-
tumbres de un país y de hacer cada día más digna una sociedad” (In-
cidencias en la vida del club, Álbum del Club de la Unión, s. p.)

Este tipo de clubes funcionan como clubes exclusivos de membresía, 
que establecen dentro de sus lineamientos administrativos una serie 
de requisitos necesarios para la participación de este espacio, de esta 
manera se establece la necesidad de un capital económico que asegu-
re la capacidad de pago continua de los miembros y al mismo tiempo 
se establecen una serie pautas para el proceso de postulación de in-
greso. Esta realidad dirige la atención a dos elementos esenciales de 
la participación de la institución: el reclutamiento inicial de venta 
de acciones para gestionar el proyecto y la recomendación de socios 
para el ingreso posterior. Ambas relaciones que se establecen entre 
los miembros y posibles prospectos para el club, brindan informa-
ción sobre los patrones de escrutinio social a los que se someten los 
individuos para ser considerados dentro del mundo social exclusivo 
de los clubes de elites.
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El reclutamiento, pensando desde su sentido social, imprime so-
bre los sujetos selectos una serie de capital simbólico que dialoga con 
las ideas de selectividad y exclusividad de la institución. Así como 
funciona como indicador de los distintos sectores de poder que vin-
cula el socio fundador al proyecto en construcción con sus socios. 
Las relaciones que se tejen desde esta vinculación son jerárquicas, y 
se entienden a partir de los lazos débiles y fuertes que cada individuo 
mantenga con respecto a la red (Prell, 2012).

La unidad fuera de lo político-partidario, mucho más vinculante 
e íntima, permitía la conexión y pacto para proyectos futuros, entre 
la diversificación de las elites del momento, exportadores primarios, 
financieros, comerciantes y la naciente y fortalecida elite industrial. 
La manera en la que las elites que habían presenciado su bonanza 
con los otros sectores de poder y así cada vínculo cosechado, signifi-
caba un contacto de asistencia en proyectos económicos venideros.

Esta es la premisa que se señala cuando en la sección “Las fiestas 
sociales” (Álbum Social, 1925) se indica que en el Club “las señoritas, los 
caballeros, las señoras, podrán encontrar refugio agradabilísimo […] 
en la seguridad de no tener contrariedades que se sufren en los lugares 
públicos” (p. 17). Esta idea de ser un espacio diferente con personas que 
no pertenecen al común, se refuerza cuando introduce la sección de 
la presentación de socios e indican: “En ellas [las biografías] queremos 
también poner nuestro orgullo patriótico, o sea hacer resaltar los mé-
ritos de las personas que forman este club, en la seguridad de que con 
ellos cumplimos con nuestra sociedad” (Álbum Social, 1925, p. 3).

El éxito de estos espacios, recae en el reconocimiento de los suje-
tos que participan de la institución, por lo que se sustenta en la legi-
timidad respaldada por el prestigio y el honor que debía suponer un 
centro de esta naturaleza. La manera en la que se proyecte el club a 
través de la revista sería fundamental para este hecho. Las revistas se 
construyen como un sujeto que presenta un conjunto de objetos, los 
cuales -desde una posición de autoridad- se permite valorar y juzgar. 
Este material se desarrolla con la base del conocimiento del público 
al que se desee satisfacer, un destinatario ideológico y social, así la 
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“legitimidad que asume un valor normativo [el discurso] tiende a di-
rigir y organizar la respuesta del destinatario (la sociedad)” (Ovares, 
1994, p. 127). Esto determina que los mensajes emitidos y los conteni-
dos, tienen una recepción y significación distinta de la que adquiri-
rían por otros públicos con otros espacios y contextos.

Diagrama 1. Representación de las interconexiones  
del poder y la elite en la sociedad

Fuente: elaboración propia (Villegas, 2023).
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En el diagrama anterior se representa la composición de la sociedad 
en cuatro esferas, la unión de estas representa la influencia que cada 
área posee en las demás. Cada una posee un grupo de elite que con-
centra su poder de influencia en dicha esfera. Ese grupo de elite está 
compuesto de sujetos que que participan de distintos acuerdos, pro-
yectos o espacios que les permiten establecer vínculos con sujetos 
cuyo poder de influencia se encuentra concentrado en una esfera 
distinta. Al conseguir una conexión con el sujeto, adquieren una co-
nexión con la esfera que el otro representa.

Las flechas discontinuas indican la reciprocidad que reflejan las 
interrelaciones entre los sujetos dentro de cada esfera. Por ejemplo, 
los líderes empresariales podrían generar estrategias de asociación 
con líderes políticos para promover políticas favorables para las em-
presas, y los líderes culturales podrían asociarse con líderes sociales 
para movilizar en causas sociales importantes. En conjunto, este dia-
grama ilustra la naturaleza compleja y multifacética del poder y la 
elite en la sociedad moderna.

Las relaciones que permiten el intercambio, se basan en la expan-
sión del capital social. Estas se basan en el principio de confianza so-
cial, que refiere a la capacidad que un grupo posee para concebirse 
como dignos de confianza a partir del reconocimiento mutuo dentro 
un grupo (Herreros, 2004). Esta capacidad es generalmente dada a 
partir de la participación en asociaciones, las cuales se robustecen de 
normas de reciprocidad que potencian el desarrollo de la confianza 
social (Putnam, 1995).

Pertenecer a un grupo delimitado de personas, asociadas bajo una 
normativa por la que se rige el grupo a relacionarse –las normativas 
son distintas según sea familia, amigo, colegas, etcétera, y las nor-
mativas pueden ser implícitas en la relación o dirigidas vía un docu-
mento legal– permite, que si bien no se conocen directamente todos 
los miembros, se reconozcan como parte de un grupo que cumple un 
proceso de selección para poder ser parte del grupo y, que por tanto, 
se considere que poseen incluso una moral similar. La identificación 
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imaginada de la pertenencia a un grupo común es lo que permite el 
desarrollo de la confianza social.

La motivación de la pertenencia a formas institucionalizadas de 
socialización, surge del interés de los sujetos que participan a acce-
der a un rango más amplio del poder a través de las conexiones estra-
tégicas; a esto se denominará inversión en el capital social. Como se 
ha indicado antes, el capital social se comprende como una serie de 
recursos que resultan y se acumulan de la relación interconectada 
de seres que conforman un mismo grupo social. Esta conexión puede 
ser definida a partir de la inversión en relaciones sociales de los in-
dividuos de la red –la cual se encuentra compuesta por las personas 
que un individuo conoce–, con el fin de adquirir ciertas ventajas al 
participar o ser parte del círculo social (García-Valdecasas, 2011). La 
importancia en la inversión de este capital, se debe al impacto que 
genera la amplitud de la red. La correcta inversión y utilización de 
los recursos que ofrece una red podrá ser determinante para el éxito 
que se desee alcanzar por medio de esta.

La función de las conexiones debe ser comprendida como una 
evidencia de las motivaciones que los sujetos poseen en estimular su 
rango de influencia, las cuales encausan a través del establecimien-
to de socios estratégicos que les permitan el aumento de su riqueza, 
al mismo tiempo que crean medios de cooperación interclase para 
asegurarse la perpetuidad de ese poder en la larga duración. Eviden-
cia de esto son las conocidas estrategias de endogamia de clase, es-
timuladas a partir de los acuerdos maritales, o visto de otro modo, 
a partir de la practica restrictiva de la socialización, que provoca la 
reducción de prospectos y el establecimiento de un patrón cultural 
del matrimonio directamente relacionado a la idea de un contrato 
que no solo beneficia a la pareja, sino que supone que los beneficios 
se extienden a sus familias y sus apellidos.

Otras figuras legales como la herencia permiten identificar los 
recursos que utilizan las elites para asegurar su poder en la larga 
data; la herencia según los casos explorados nos permite pensar en 
a quién se le permite el acceso a los vínculos en razón de quién lo 
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posiciona en la red. Un ejemplo de esto ubicado en los casos de estu-
dio es la herencia de acciones. Los clubes sociales de negocios fueron 
concebidos como clubes masculinos, por lo que los socios accionis-
tas podían heredar su vínculo con los centros sociales únicamente 
a un sucesor masculino; dentro de la misma normativa, atienden el 
problema que suponía que su descendencia estuviera conformada 
solo por hijas mujeres, por lo que dispusieron que sus yernos (bajo 
contracción marital) eran considerados en la misma categoría que 
un hijo biológico, adquiriendo el derecho de la herencia y permitien-
do a los herederos el seguro de su influencia post mortem (Estatutos 
del Club Unión, 1923).

La misma estrategia restrictiva de los espacios determina la ex-
clusión de una serie de grupos de sujetos que al no ser considerados 
beneficiosos para construcción y concentración de capitales, se les 
prohíbe –en términos prácticos– el acceso a las conexiones que per-
miten una influencia extendida en la sociedad (económica, política, 
social y cultural). El estudio de los nexos y los procesos de exclusión 
que estimulan los centros sociales de membresía, permite abordar 
las estrategias de concentración de la riqueza y el poder desde prácti-
cas que han sido omitidas para el estudio de las desigualdades.

Podemos empezar a repensar el mismo concepto de riqueza y ex-
plorar la manera en la que las elites estimulan por medio de prácti-
cas distintas, privadas y discretas, la concentración de una riqueza 
material y simbólica pensada para la creación de una influencia que 
sostiene en la larga duración a partir de los nexos y la herencia. Sus 
estrategias de encuentro y cohesión velan por la manutención del 
estatus quo, previendo cambios sobre la realidad económica y de libre 
mercado, sobre las “buenas costumbres” entendidas desde un marco 
moral burgués que se alinea con filosofía económica de libre merca-
do; sobre las mismas nociones patriarcales de la norma social, enten-
diendo la perpetuidad de la jerarquía y exclusión por género en la 
misma herencia del poder y la influencia, sin mencionar la exclusión 
por temas de orientación sexual o racialización.
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Por supuesto que no dejaremos de lado la forma en la que los vín-
culos comerciales y empresariales –su influencia en cada una de es-
tas áreas– permiten ubicar a las elites económicas que dominan los 
intercambios comerciales y el desarrollo empresarial de los estados, 
pero es necesario reflexionar sobre la manera en la que su posibi-
lidad material está estrictamente ligada a una serie de factores no 
económicos que les permite la negociación, la evasión de controles 
estatales o inclusive la influencia en la política pública en función de 
sus beneficios.

Consideraciones finales

La exploración de los casos y la propuesta teórico-metodológica se 
orienta hacia el incentivo de la investigación de las elites en función 
de los espacios cerrados a los que pertenecen, desde donde se cons-
truyen y se conocen las elites urbanas. La exploración permite iden-
tificar la necesidad de un abordaje pluridimensional que contemple 
la institución, los sujetos y los lazos, a fin de reconstruir un panora-
ma asociativo que, a luz del contexto social, permite la reconstruc-
ción de patrones de asociación e influencia, fundamentales para la 
comprensión de la acción de las elites en los diferentes planos econó-
micos, políticos y sociales.

Las elites han hecho uso de una serie de estrategias de distinción 
y segregación del grupo con el fin de legitimar las ideas de selectivi-
dad de sus miembros. Los clubes sociales de membresía, por natu-
raleza, funcionan a través de prácticas distintas y distintivas que se 
generan a partir de esquemas clasificatorios, definiendo las carac-
terísticas necesarias que deben cumplir los sujetos para pertenecer 
al espacio. Elementos que se transmutan simbólicamente a quienes 
habiten el espacio.

Los clubes de categoría “unión” partieron de un principio cohesio-
nador, como producto de un contexto marcado por la crisis del poder 
y las transformaciones socio-económicas y político-electorales de 
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finales del siglo XIX e inicios del siglo XX. El auge económico esti-
mulado por el ingreso al mercado internacional, las transformacio-
nes del discurso dirigido al progreso de los países latinoamericanos 
y la ampliación de los espacios de inversión como producto de estas 
transformaciones, propiciaron la heterogenización de los sectores 
económicamente poderosos, alimentando la idea de necesidad de 
concentrar los grupos de elites del periodo en un solo lugar, con el 
fin de asegurar una canal de comunicación institucionalizado que 
permitiera la perpetuidad del estatus.

Es necesario adoptar una visión transnacional del problema de 
investigación, por un lado, debido a la necesidad de resaltar la natu-
raleza móvil de las elites en cuestión y su tendencia a estar vincula-
das a redes de poder que trascienden la existencia del Estado-nación; 
y por el otro, como respuesta a la necesidad de poner en perspectiva 
el estudio de caso de un club que pertenece a la categoría “unión”, 
una categoría de clubes sociales que tomó espacio en distintos países 
de América Latina y que tuvieron patrones semejantes de cohesión 
en distintos contextos urbanos de sus localidades.

Esta distinción permite la restricción del encuentro, delinea los 
valores sociales burgueses que alimentan el espíritu civilizatorio y 
potencia el roce con personas “preparadas para la vida social” de cu-
yas redes sociales y económicas se alimentan recíprocamente para 
alcanzar sus objetivos y aspiraciones de negocios. Es por esta razón 
que se torna fundamental conocer quiénes compusieron este centro 
social, cuáles son sus orígenes sociales, con cuáles áreas de influen-
cia mantienen relación al momento de creación de los clubes y cómo 
se configura la cohesión de los sectores involucrados para la primera 
mitad del siglo XX.

Estudiar a las elites –en plural–, los sujetos que componen el gru-
po y sus formas de utilizar los recursos no económicos para generar 
y concentrar riqueza, se vuelve un tema prioritario para subsanar un 
vacío en la investigación sobre las desigualdades, al posicionar un 
complejización del poder, superando la variable única dinero-patri-
monios y ampliando el estudio del poder al conjunto de caracteres 
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que componen los lazos sociales inter-elite, y la manera en la que 
estos aseguran para sus miembros, la permanencia del poder cons-
truido y heredado.
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Cuando las izquierdas  
reformaron el Estado
Regulacionismo, derechos sociales y derechos 
políticos en el experimento ecuatoriano entre  
las democracias indoamericanas (1923-1946)

Valeria Coronel

El trabajo interdisciplinario en sociología histórica y comparativa 
ha tenido en América Latina uno de sus capítulos más influyentes 
para la teoría social moderna y contemporánea. En dos ciclos de cri-
sis mundial, la década del treinta y la del setenta, la sociología histó-
rica latinoamericana produjo una consistente obra sobre la relación 
entre crisis, desigualdad material (clases sociales) y democracia. En 
ambos ciclos se discutió sobre la organización política del campo 
popular y se elaboró en torno al concepto histórico de revoluciones 
latinoamericanas asociado al de soberanía popular, con lo cual se ob-
servaron nuevos ciclos de disputa social que dieron forma a Estados 
sustentados sobre pactos plebiscitarios que pusieron en jaque a los 
modelos oligárquicos. También se estudiaron las alternativas auto-
ritarias para transitar la crisis que tuvieron lugar en el continente.

Entre los ciclos que destaca esta literatura se encuentra el de la 
crisis mundial de entreguerras. Entonces los modelos republicanos 
se resquebrajaron y evolucionaron ante una ampliación significativa 
de la organización política popular y el surgimiento de movimientos 
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políticos que la integraron. Las izquierdas, los populismos y los auto-
ritarismos, todos compitieron por integrar el problema de las clases 
sociales dentro de sus convocatorias y orientaron programas estata-
les de intervención en la economía. Estas reformas configuran una 
estatalidad que se reconoce como estatalidad previsionista, como 
Estado nacional-social, al origen de los regímenes de bienestar. En 
el centro de esta transformación está el hecho de que los movimien-
tos políticos provistos de nuevas presiones desde abajo apuntalaron 
arreglos estatales que obligaron al capital y la riqueza a establecer 
compromisos con la reproducción social en su conjunto o a respon-
der de forma segmentada pero estratégica a estas demandas.

Nuestro trabajo aborda el proceso ecuatoriano entre los años 
veinte y el fin de la década del cuarenta. Proponemos observar este 
como uno de los casos del continente en los que apuntaló una ex-
periencia de estatalidad de orientación regulacionista frente a la 
riqueza. Se trató de una reforma promovida por una izquierda hete-
rodoxa y de compleja base popular. Observamos la politización del 
problema de la crisis, reconstruimos la formación de las izquierdas y 
mapeamos en la reforma del Estado a lo largo de más de dos décadas. 
Leemos el modo en el que se gestionaron programas de regulación 
sobre la renta y el capital, sobre las formas del trabajo en una so-
ciedad estructuralmente heterogénea. Observamos en este marco la 
relación entre contienda, regulacionismo y el problema de los dere-
chos sociales en el Ecuador.

La escuela latinoamericana ha hecho algunas contribuciones 
significativas al debate de la sociología histórica sobre la formación 
del capitalismo (Brenner, 1985; Sweezy, 1978; Federicci, 2015), al de 
las trayectorias democráticas, autoritarias y socialistas en la forma-
ción del Estado moderno (Moore, 2002), y al estudio sobre las vías 
de formación de los regímenes de bienestar (Esping-Andersen, 1990). 
La literatura de este continente ha estudiado las acciones descorpo-
rativizadoras de las primeras repúblicas que afectaron a la posesión 
colectiva y los bienes comunes. El concepto de Estados terratenien-
tes y oligárquicos ha hecho mención específica al ataque a bienes 
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colectivos y a la vez la protección ofrecida por determinadas formas 
estatales históricas a los intereses de las elites y su visión de la rique-
za (Bonilla, 1994 y 1995; Drinot, 2011).

La literatura incluye así mismo una gama de estudios sobre la 
emergencia de los regímenes de bienestar formados durante las dé-
cadas de la crisis mundial de entreguerras. Existe claridad sobre la 
formación en el siglo XX de discursos y políticas nacionalistas frente 
al capital transnacional, el petróleo, las minas, las frutícolas entre 
otras empresas, durante la crisis de entreguerras; los estudios sobre 
los regímenes de bienestar históricamente formados y su interven-
ción en las relaciones entre el capital y trabajo forman parte de la 
biblioteca historiográfica y comparativa latinoamericana (Peloso, 
2003; Gould, 1990 ). Los estudios sobre los Gobiernos que intervienen 
con políticas reguladoras frente al capital han ofrecido miradas mo-
nográficas sobre el México de Lázaro Cárdenas (Gómez Mont, 2013; 
Castillo, 1994); han reconstruido los Gobiernos cívico militares en 
Ecuador, Bolivia y Costa Rica (Coronel, 2013 y 2019; Gotkovitz, 2007; 
Costales, 1971, Diaz Arias, 2015); y han ofrecido caracterización de 
los regímenes populistas clásicos del Cono Sur (James, 2001; Levine, 
1998) entre una vasta bibliografía existente. Hay referencia en estos 
estudios a la intervención nacionalista de los Estados frente a las 
compañías petroleras y mineras. Se menciona como al mismo tiem-
po existe una apelación a los derechos sindicales que se asocian en 
el discurso estatal nacionalista en casos de tributo e incluso nacio-
nalización energética. Pese a ello, los estudios han tratado de forma 
aislada ambos niveles: el de control de la riqueza y el de formación 
de organizaciones reconocidas por el Estado en el marco de la for-
mación de derechos sociales. Las acciones regulacionistas y redis-
tributivas de los Estados están asociadas al ascenso de la imagen y 
acumulación política del “pueblo”.

La literatura historiográfica e interdisciplinaria latinoamericana 
contribuyó de manera notable a la crítica de los límites del compro-
miso entre el capital y el trabajo en los Estados desarrollistas (Kay, 
2011; Marini, 2012; Ortiz, 2014). La sociología contemporánea, por su 
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parte, ha dado cuenta del giro estatal y económico correspondiente 
a las distintas fases de disputa por imponer regímenes neoliberales 
(Stoessel y Ramírez, 2018; Ramírez, 2016; Stoessel y Coronel, 2019). La 
literatura sobre el presente habla de regímenes de bienestar renova-
dos durante las primeras décadas del siglo XXI (Martínez Franzoni, 
2007; Minteguiaga y Ubasart, 2013).

Los estudios sobre las elites y los Estados oligárquicos parecen ar-
gumentar en torno a un efecto mecánico entre intereses de clase de 
las elites y formación del “Estado capitalista” o de ruta autoritaria 
en el continente, sin prestar suficiente atención a la disputa por el 
poder que precede a la configuración de tal esquema. Se desconoce 
también el cómo se producen las mediaciones institucionales que 
hacen posible desregular la riqueza y a la vez sostener estructuras 
de desigualdad social. Por su parte los estudios sobre Estados regu-
ladores parecen aislar la conformación de derechos sociales de todo 
el proceso de regulación del capital. Se soslayan las estrategias para 
la construcción del poder que permite apuntalar la regulación del 
capital. Se soslayan de este modo los ciclos de construcción y recons-
trucción del poder que permiten la legitimación y reforzamiento 
de las mediaciones institucionales que tal regulación requiere y su 
conexión con el espectro integral del Estado interventor y promo-
tor de derechos, todos los elementos que de conjunto encierran el 
fenómeno del regulacionismo. En este segundo grupo se aísla la con-
flictividad social de la construcción del poder que instituye formas 
estatales, y luego se soslaya la complejidad del Estado dentro del cual 
es posible promover políticas reguladoras del capital. Por su parte, 
los estudios sobre ciclos más recientes parecen ofrecer explicacio-
nes de coyuntura, pero no inscribirse dentro de la larga trayectoria 
compuesta por ciclos de disputa entre regímenes reguladores y des-
reguladores del capital, ciclos de expansión y retroceso de derechos 
sociales y políticos.

Las caracterizaciones estatales mencionadas se asientan sobre 
una lectura de los campos de poder que determinan vías de institu-
cionalización estatal, sin embargo, soslayan un factor de contraste 
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fundamental cual es el de las políticas tributarias reguladoras o des-
reguladoras de la riqueza y poder en las relaciones de propiedad. En 
consecuencia, la agencia de tales políticas, su legitimación, su refor-
zamiento, su incidencia sobre las mismas estructuras de desigual-
dad y poder son poco conocidas y requieren de una investigación 
histórica enfocada que permita reconocer patrones y genealogías 
que articulan fenómenos contemporáneos de captura del Estado por 
parte de las elites en distintos experimentos de programa neoliberal 
con ciclos previos de configuración oligárquica y usos patrimonia-
listas del Estado. Así mismo nos hace falta reconocer la apropiación 
y renovación de trayectorias socioestatales regulacionistas en ciclos 
contemporáneos de política pública. En segundo lugar, y de manera 
relacionada con el punto anterior, los estudios contemporáneos tie-
nen un corte coyuntural que impide reconocer trayectorias y ciclos 
conectados de formaciones socioestatales regulacionistas o desregu-
ladoras del poder y la riqueza o alternativamente del contrapoder 
y la política social atenta a matizar la desigualdad o reconocer de-
mandas de derechos. En tercer lugar, contra una perspectiva frag-
mentaria que estudia de manera separada las intervenciones del 
Estado regulador frente a la propiedad, y la que estudia la trayectoria 
de los sujetos sociales diferenciados (sindicatos, comunidades jurídi-
camente reconocidas, organizaciones, movimientos, corporaciones 
de clase de elites, cámaras), nos proponemos aquí estudiar la tra-
yectoria histórica interrelacionada de las políticas estatales frente a 
la propiedad y el capital o la riqueza, y los arreglos socio estatales 
que entran en el ámbito integral de los derechos dentro de Estados 
planificadores.

Los ciclos de regulación y desregulación del capital han de inscri-
birse en ciclos históricos de formación de los Estados y en la lectura 
de los bloques de poder contrapuestos que los sustentan. Los bloques 
de poder por izquierdas y populares deben ser considerados como 
elementos clave del proceso regulacionista de los Estados latinoame-
ricanos después de la crisis de los modelos oligárquicos y en el marco 
de las crisis mundiales. Consideramos dentro de esta periodización 
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enfocada lo que corresponde a los regímenes oligárquicos (Bonilla, 
1994; Drinot, 2011; Peloso, 2003), los regímenes de bienestar forma-
dos durante las crisis de los treinta (Gotkovitz, Coronel, Diaz Arias); 
los populismos clásicos (James, 1990; Laclau: Levine, 1998; Falivene 
y Dalbosco, 2018; Castillo, 1994) y los experimentos desarrollistas y 
primeros ciclos del neoliberalismo a partir de la década de 1960 del 
siglo XX (Kay, 2011; Costales, 1971;Ortiz, 2014; Espinosa, 2014).

Esto supone una indagación articulada de formas de regulación 
del capital con regímenes de ciudadanía y estructuras interrelacio-
nadas de derechos –sociales económicos y políticos– dentro de “Esta-
dos de planificación integral” (Falivene y Dalbosco, 2018). Los Estados 
de planificación integral desarrollan planes y acciones de interven-
ción interconectada en las relaciones de propiedad, de acumulación 
y poder modificando así estructuras de desigualdad social. Así, la in-
dagación de la gestión política de las regulaciones a la riqueza cons-
tituye un proceso íntimamente dependiente de las orientaciones 
que le dan las fuerzas políticas y sociales que leen los sentidos de la 
economía dentro de la disputa por la democratización y regulación 
o desregulación y poder proveniente de conglomerados del capital 
transnacional y oligárquico.

En este sentido, en este estudio histórico sobre un ciclo de regu-
lacionismo orientado por las izquierdas nos interrogamos respecto 
de cómo se constituyen y gestionan las mediaciones institucionales 
y estrategias que legitiman refuerzan y hacen posible las operacio-
nes estatales reguladoras y el reforzamiento de derechos conectados. 
Interrogamos cómo las operaciones del Estado sobre el poder del ca-
pital o la riqueza, fuera esta transnacional o doméstica, en el espacio 
social concreto fueron legitimados y reforzados mediante la apela-
ción a determinados discursos y fuerzas sociales, mediante el uso de 
determinadas mediaciones comunicacionales y jurídicas para poder 
implementarse históricamente. En otras palabras, interrogamos 
cómo se gestionó políticamente la legitimidad, la capacidad jurídica 
y política que requería el despliegue de estos “efectos estatales” regu-
ladores sobre el capital (Therborn, 2008; Falcón, 2015). En este marco 
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observamos cómo se produjo la legitimación de intervenciones del 
Estado en la propiedad, las relaciones laborales, la tierra y las obliga-
ciones del capital transnacional y políticas tributarias en el marco de 
programas de economía política contrastantes y bloques de respaldo 
antagónicos.

Para caracterizar al Estado reformista y entender el sentido que 
tienen las políticas tributarias en este tipo de estatalidad, como re-
sultado de un campo de fuerzas político y como un organismo, re-
tomamos los debates de la sociología histórica y comparativa. Esta 
entrada se muestra particularmente atenta a las distintas rutas en la 
formación del Estado moderno (Moore, 1973; Tilly, 1992; López Alves, 
2000). Entre otros, se puede dar cuenta de la formación de los Es-
tados de bienestar (Esping-Andersen, 1990) y de las alternativas ple-
biscitarias u oligárquicas inscritas en el origen de las democracias 
y los autoritarismos modernos (Brachet-Márquez, 2001). Desde esta 
tradición sostenemos que las políticas reguladoras de la riqueza y el 
problema de los fundamentos materiales que hacen posible la demo-
cracia en contextos de alta desigualdad no se leyeron en su momento 
de forma separada y no pueden seguir leyéndose de esta manera en 
la actualidad. Los giros regulatorios y desregulatorios conectan pre-
cisamente con el carácter del Estado nacional y con la capacidad que 
éste tiene para confrontar con los poderes patrimoniales a partir del 
respaldo que le dan bloques de poder interclasistas.

En este marco analizamos el proceso político que dio impulso y 
orientó la reforma del Estado ecuatoriano, entre un grupo significa-
tivo de Estados que se reformaron entre la década del veinte y los ini-
cios de la Guerra Fría en Latinoamérica, aquellos que integraron una 
racionalidad política y económica regulacionista frente a distintas 
formas del capital y de la propiedad. La politización social general 
ante la crisis y el repudio a formas violentas de confrontar la conflic-
tividad social durante la crisis de los veinte, emprendida por los cues-
tionados Gobiernos oligárquicos y plutocráticos, fue la antesala para 
la emergencia de lo que proponemos como el factor número uno de 
presión política para la renegociación de un pacto para regular en 
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primera instancia la exacerbada desigualdad desatada en la crisis, 
controlar el afán del régimen de acumulación de transitar de forma 
excluyente el escenario de embate social. En este marco fue posible 
imaginar y gestionar –en medio de tensiones– la apuesta por sentar 
sobre bases constitucionales y jurídicas los limites alcances y com-
promisos que regularían las relaciones sociales de dominación y las 
relaciones de propiedad en una sociedad de clases, de legados colo-
niales y en condición de dependencia dentro del régimen capitalista.

La época se caracteriza por la presencia de una creciente gama de 
organizaciones en el campo popular y una nutrida agencia de parti-
dos políticos reformistas fundamentados en nuevas formas de poli-
tización o movilización popular como lo fueron el liberalismo social 
y el nuevo catolicismo social, los populismo y principalmente las 
izquierdas latinoamericanas de entreguerras cuyo trabajo organiza-
tivo e incidencia en el análisis social así como la reorganización del 
Estado motivo la regeneración del conjunto de los sistemas políticos 
y apuntalo procesos de democratización que fueron denostados en 
la Guerra Fría (Diaz Arias, 2015; Gotkovitz; Coronel, 2022, Grandin).

En las reformas orquestadas por los nuevos bloques de poder y 
comprometidas por la emergencia del campo popular y el trabajo de 
las izquierdas, aun en el marco del capitalismo dependiente y ante la 
reticencia de distintas elites se observa un giro radical de la función 
del Estado frente al capital. En contraste a su papel como facilita-
dor de las concesiones mineras y territoriales a las inversiones ex-
tranjeras o a agentes corporativos transnacionales como las órdenes 
religiosas agroexportadoras o en lugar de facilitar la renta agraria 
interno colonial, el Estado se ve transformado en ciclos sucesivos y 
acumulativos entre la década del veinte, treinta y cuarenta hacia un 
modelo que inicia con el intento de resolver los históricos conflictos 
entre comunidades indígenas y haciendas, conflictos localizados, y 
avanza hacia programas de reforma agraria que confrontan los inte-
reses del capital transnacional en zonas valiosas para la exportación, 
confronta los privilegios de las empresas mineras imponiéndoles tri-
butos y obligaciones con el sector laboral en el marco de discursos 
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sobre la soberanía de los Estados latinoamericanos sobre sus recur-
sos naturales así como la obligatoriedad de acatar las leyes nacio-
nales para toda empresa privada; conduce a ciclos de movilización 
política constituyente y desarrollo del derecho que apuntalan estos 
instrumentos jurídicos para ser activados por las organizaciones de-
mandantes de regulaciones del capital.

Se observa el fortalecimiento del poder público sobre la base 
de nuevos bloques de poder que intentan comprometer a distintas 
clases a apuntalar la soberanía nacional a partir de la conjugación 
de estrategias que incluyeron: programas de industrialización [ISI]; 
racionalización de la propiedad agraria (modernización leída como 
“descolonización” y “desfeudalización”) en algunos países; confor-
mación de economías rurales a múltiples escalas internas dentro de 
la economía nacional; régimen de impuestos y tributos que aplican 
a inversiones de capital extranjeros, a la plusvalía, la propiedad y 
a empresas comerciales; el desarrollo de un régimen de bienestar, 
seguridad y derechos sociales; la inscripción de los deberes sociales 
del Estado como la educación, la salud, la integración económica y 
social y la inclusión democrática como garantías que comprometen 
orgánicamente al Estado. El repertorio de relación entre una socie-
dad civil nutrida de organizaciones populares y políticas y el Estado 
experimentó un cambio sustantivo en el cual proponemos insertar 
el análisis del problema del regulacionismo.

Observamos el proceso ecuatoriano, dentro de una categoría de 
procesos en el continente en los que se apuntaló una ruta democrá-
tica de conducción política para atravesar la crisis de la economía 
oligárquica y el peligroso ascenso de la violencia y el autoritarismo 
como fenómenos de impacto global entre la década del veinte y el 
cincuenta. Estas formas de la democracia de entreguerras entre las 
cuales podemos observar la apuesta mexicana de los años treinta, 
a la costarricense hasta 1948, se nutre del aporte del socialismo y el 
comunismo heterodoxo latinoamericano que provee un análisis del 
problema de la economía, de las clases sociales, y se propone asen-
tar sobre bases materiales la democracia republicana. Esta reforma 
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fue conducida por organizaciones políticas que apuntaban a la am-
pliación de los derechos sociales y la entrada de las clases trabaja-
doras en distintos experimentos de democratización, y se conoció 
con distintos nombres entre los cuales: Democracia indoamericana, 
Revolución Institucionalista, Estado con bases sindicales, entre otros 
conceptos acuñados por intelectuales, dirigentes políticos, y pensa-
dores en el campo de la sociología jurídica latinoamericana.

La respuesta de las elites internas e internacionales constituye 
un factor insoslayable en este proceso. En medio de una sociedad de 
clases en un capitalismo dependiente, marcado por formas de domi-
nación interno coloniales en asedio por sus antagonistas, marcada 
por intereses neocoloniales que intentaban naturalizar sus privile-
gios, el llamado a una modernización incluyente y democratización 
recibió respuestas que fueron de la reacción, al parcial acomodo y 
distintos intentos de recuperación el poder mediante estrategias 
institucionales y también irregulares como golpes de Estado orques-
tados internacionalmente. Podemos mencionar entre los últimos el 
ocurrido precisamente en Ecuador como en Guatemala y Costa Rica 
a inicios de la Guerra Fría.

Al tiempo que subrayamos el poder y con Alan Knight el “éxito” 
hasta cierto punto de este ciclo de reformas centradas en la cuestión 
social y la integración popular, observamos cómo se produce la res-
puesta de las elites en momentos de avance de los derechos, su inten-
to de desconocer o reacción ante la evidencia del cambio, su parcial 
acomodo ante ciclos de hegemonía reformista, y factores que les per-
miten operar un giro para contener la reforma, es decir dar coto al 
regulacionismo y a la formación estatal en proceso.

Fuentes para una lectura del poder y la política 
regulacionista en Ecuador

Con base en una diversidad de fuentes que provienen de la pren-
sa, archivos de organizaciones políticas y archivos del Estado 
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especialmente el Ministerio de Previsión Social y la cancillería, he-
mos observado escenarios de conflictividad y de disputa política en 
el proceso de organización del Estado regulacionista entre los veinte 
y los inicios de la Guerra Fría.

La misión Kemmerer que llegó al Ecuador a finales de la década 
del diez recomendó para solventar la crisis un saneamiento de las fi-
nanzas del Estado un ajuste fiscal que comprometía el cese de la obra 
pública y del fomento del asociacionismo civil, así como un recorte 
del gasto social en la educación. Sugirió transformar el impuesto a 
la agricultura cacaotera por un impuesto al valor agregado [IVA]. El 
encarecimiento de la vida le llevó al régimen liberal a confrontar a la 
movilización y a romper sus modos de operar legítimamente frente a 
sus propias bases políticas y organizaciones afines. En 1922 el partido 
liberal irrumpió violentamente contra las organizaciones artesana-
les y centros democráticos afines al partido y contra los consejos de 
sus propios operadores políticos, cuadros importantes del partido, 
resquebrajando la legitimidad del partido y del Gobierno hasta recu-
rrir a la famosa masacre del 15 de noviembre de 1922 en Guayaquil.

Hay que comprender que la República liberal ecuatoriana funda-
da tras la revolución en 1895 no era un Estado fundado en un pacto 
oligárquico, tenía como una de sus fuentes de respaldo al partido ra-
dical compuesto por sectores populares y medios, así como jefes po-
líticos y sectores relevantes para la educación y la esfera pública en 
el momento, tenía incluso elementos democráticos muy representa-
tivos en las FF. AA. En este sentido dependía del trabajo político y de 
un ensamblaje entre distintas clases medias y populares, a la vida y 
hegemonía del partido. Era un régimen plebiscitario y no oligárqui-
co, aunque paradójicamente dependiente del mercado mundial, de 
las economías de exportación y de los ciclos del sistema global. En 
este marco el primer intento de transitar la crisis mediante un recor-
te de todos los derechos y gasto público fue respondido con protestas 
y también fue objeto de una masacre que llevo a la crisis política y 
al golpe de Estado reconocido por la sociedad como la “Revolución 
Juliana de 1925”.
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En efecto entre el periodo en el que se hicieron las medidas de 
ajuste en contra de los intereses populares y la Revolución de 1925 
se observa una activación de voces en la esfera pública desde distin-
tas clases sociales. Las imprentas populares pasaron de ser matriz de 
folletos organizacionales y discursos cívicos ligados a la República 
Liberal, para introducir la discusión sobre el sentido de la crisis, la 
memoria de la revolución democrática que parecía haber llegado a 
su fin, y en ese marco la discusión de la desposesión, del proletariado 
de las clases sociales. En la crisis se introdujo en el seno mismo del 
lenguaje político republicano el problema económico desde la lec-
tura socialista, y se articularon los lenguajes de la democracia y las 
izquierdas. Una gama amplia de comunicaciones sobre el “problema 
económico” y los significados políticos de la crisis que precedió al 
levantamiento cívico militar que derrocó al régimen de la dictadura 
bancaria instalado en el Ecuador entre 1919 y 1925.

Estas fuentes son clave para observar la crisis como una categoría 
política que se forja en actores que van a confluir en distintas apues-
tas por interpretar y transitar tal crisis, y en este marco observamos 
las apuestas por reorganizar el Estado y orientar sus funciones fren-
te al capital.

Los juicios públicos levantados por la junta de Gobierno revolu-
cionario de 1925 contra la elite bancaria muestran cómo la banca en 
el régimen liberal había embargado la producción y luego de despla-
zar al partido de Gobierno había esperado a respaldar sus préstamos 
especulativos sobre la base de las deudas que le tenía el Estado y sin 
respaldo de oro. Así también había actuado mediante violencia in-
cluyendo una masacre en 1922 sobre las organizaciones populares 
del mismo partido liberal. El juicio al que hacemos referencia es un 
momento clave en varios sentidos. El ala democrática del partido li-
beral radical en colaboración con el naciente socialismo y en presen-
cia de las organizaciones obreras artesanales masacradas formuló el 
concepto de oligarquía, de plutocracia, mezcló el concepto de pueblo 
y proletariado para juzgar a la banca. La expulsión del círculo plu-
tocrático del país, la construcción de la banca nacional en 1926 y la 
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emergencia del discurso socialista ocurren en la misma escena fun-
dacional del régimen reformista.

Los documentos judiciales y los informes técnicos levantados por 
el Estado reformista y por la segunda etapa de la misión internacio-
nal Kemmerer, esta vez para asesorar al Gobierno de la revolución 
juliana 1925-1931, muestran la insistencia de esta misión en el ajuste 
a un esquema normativo de finanzas, crédito y racionalización eco-
nómica en dos fases de expansión y crisis del mercado mundial.1 El 
asunto de los impuestos salta a la vista de manera particularmente 
relevante en estos informes puesto que las elites a la vez que obsta-
culizan el trabajo de la comisión racionalizadora, cuando trata de 
imponerles reglas, favorece la visión de esta comisión cuando esta 
prefiere imponer impuestos a los bienes de consumo mayoritario y 
tratan de evitar los impuestos al capital que se define por las elites 
como objeto todos los cuidados como requisito de su respaldo a la 
reforma. Por el lado de las clases populares hay diversas manifesta-
ciones contrarias a los impuestos al consumo y a las importaciones 
de bienes de consumo masivo, el costo de la vida, el algodón, la movi-
lidad, alimentos, también reclaman la falta de tierra para proveer ali-
mento en una economía agroexportadora destruida. Los debates en 
economía política abundan en la prensa de los años veinte y treinta, y 
la corriente de análisis crítico de la economía política, el pensamien-
to socialista constituye una activa intervención de diversos actores 
de distintas clases sociales. Surge el concepto del proletario como un 
concepto que define las distintas clases, la condición de los indios y 
los campesinos, la reducción de la vida popular urbana, la crisis en 
la clase media y la función pública, las formas de precarización de la 
vida, el quiebre de la exportación y los perjuicios de las grandes po-
sesiones imperialistas y transnacionales sobre el territorio nacional 
en un momento de desempleo y aspiraciones del campesinado. Todo 

1  Los informes de la misión Kemmerer y sus anexos; cartas de distintos actores socia-
les a la junta de Gobierno de 1925, así como recortes de la prensa conservadora liberal 
y socialista son fuentes fundamentales para entender este proceso.
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este debate en la esfera pública es clave para marcar la coyuntura 
sobre la cual se tomaron las decisiones en torno a impuestos y a re-
gulaciones de la riqueza en el periodo.

Linda Alexander Rodríguez, en su estudio sobre la misión Kem-
merer en su segundo intento de regular las finanzas del Ecuador, ya 
en momento de la Revolución Juliana, sostiene que había que obser-
var que las rencillas regionales entre elites y en cierta “cultura es-
tamental patrimonialista” impidieron a los ecuatorianos integrar 
la racionalidad técnica recomendada por Kemmerer: pagar deudas 
y acceder a créditos internacionales en vez de hacer obra pública 
como prioridad en el manejo de la renta fiscal y preferir los impues-
tos al consumo.

En el contexto de la Revolución Juliana una de las contradiccio-
nes fundamentales puede leerse justamente al contrario, a través del 
análisis de las tensiones entre actores que componen este Gobierno 
desde vertientes más democráticas y regulacionistas y otras más 
cercanas a la doctrina de salvataje financiero que surge en la crisis 
tras la crisis del mercado mundial. De estas se desprenden visiones 
de economía política en tensión, así como distintos conceptos de im-
puestos o tributos fundamentales para la creación de la economía 
fiscal. En la junta de Gobierno se pueden observar esas contradiccio-
nes. Luis Napoleón Dillon, uno de los intelectuales en la economía 
y derechos sociales de ese momento, insistió en la necesidad de la 
inversión social pública tanto para la industrialización como para 
fomentar una economía sindical con derechos y una economía cam-
pesina con acceso a tierras. Al contrario, el médico y presidente en 
1929-1931, Isidro Ayora, intentó ajustar la economía nacional estatal 
a la asesoría de la misión otorgando como primera función del re-
cién fundado Banco Central al impedir la producción de billetes sin 
respaldo y comprometerse al pago de la deuda y restringir la obra 
pública.

Pese a las recomendaciones de Kemmerer, a partir de la Revolu-
ción Juliana (1925-1931) el Gobierno ecuatoriano abandonó el con-
cepto de la aduana como fuente de rentas. Apostó por unas tarifas 
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proteccionistas por restricciones de las importaciones, por acuerdos 
bilaterales con países aliados que incluyen intercambios y el pago de 
monedas no convertibles, así como por tarifas preferenciales para 
desarrollar el mercado interno. En este marco el Banco Central res-
paldaría la configuración de las jubilaciones patronales y los dere-
chos y garantías sobre educación, también debía incluir recursos 
para políticas públicas proyectadas para dar los créditos agrícolas y 
para pagar la deuda interna antes que concentrarse en el pago de la 
deuda externa o de la atracción de capitales extranjeros.

En esta reforma se desplazó la orientación financista dada por la 
misión Kemmerer y en su lugar se favorecieron la conexión teórica 
y la asesoría institucional del reformista mexicano Manuel Gómez 
Morín, con quién desarrollaron la Ley Orgánica del Banco Central 
y de otras leyes. El economista mexicano consideraba que el proce-
so de formación de capital en las naciones en desarrollo funcionaba 
mejor apoyado por un sistema de bancos de desarrollo nacional que 
debía canalizar el crédito hacia los sectores de la economía que la 
inteligencia estatal considerara críticos.

Si en 1927 el magisterio y el Estado contribuían conjuntamente a 
la caja de su jubilación como funcionarios públicos, en 1928 se trata 
de apuntalar la situación de los funcionarios públicos excluyendo 
sus salarios del impuesto a la renta, a todas las remuneraciones por 
servicios personales de toda clase prestados en la república, pagados 
por cuerpos gubernativos o por personas privadas. Por otra parte, se 
colocaron impuestos a rentas provenientes del capital y las finanzas. 
Un monto de 25 000 sucres se graba por 750 sucres a lo que se suma el 
8 % de lo que exceda la cifra; se aplica el 8 % de la renta que se derive 
de inversiones en dinero o del empleo del capital. Se incluye, dividen-
dos o cuotas de utilidades, con cualquier nombre que se les designe, 
pagados a los accionistas de bancos, corporaciones, compañías y aso-
ciaciones, de cualquier clase; provechos de sociedades, compañías y 
asociaciones cuyo capital no esté dividido en acciones; provechos 
de negocios realizados individualmente, incluyéndose el negocio de 
construcciones; intereses ganados sobre células hipotecarias, sobre 
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préstamos asegurados o no asegurados (incluyéndose contratos an-
ticréticos); intereses sobre cuentas de depósitos, sobre bonos de la 
Deuda Interna del Estado; rentas vitalicias y rentas de cualquier cla-
ses provenientes del capital invertido en país extranjero. Se graban 
así mismo los intereses cobrados por los bancos en sus operaciones, 
a excepción de los dividendos o intereses de acciones, cédulas, bo-
nos u otros papeles conservados como inversión. Se exige informe 
de compañías anual a la superintendencia de bancos para observar 
rentas obtenidas e imponer gravámenes. En 1929 al tiempo que se 
decreta el reembolso de individuos o corporaciones que hubieran 
pagado impuesto a la renta del trabajo sin concurso del capital, en 
el marco de la nueva constitución y leyes consecuentes se impone 
impuesto a las rentas y las ventas de las compañías mineras y se les 
ofrece un descuento por el pago de la seguridad social de los traba-
jadores. El decreto de Isidro Ayora apunta directamente a la South 
American Development Company, advirtiéndole que ni por el Códi-
go de Minería ni por los contratos que el Gobierno ha celebrado con 
esta u otras compañías mineras estas se hallaban exentas del pago de 
Impuesto a las Ventas y del Impuesto a la Renta.

El proceso de intervención en tierras de haciendas tradicionales 
y haciendas del Estado para delimitar las propiedades campesinas 
constituye uno de los ámbitos de intervención del Estado reformis-
ta desde 1925 y continúa a lo largo de toda la década del treinta y 
cuarenta. A partir de la creación del Ministerio de Previsión Social 
Trabajo y Tierras (1925), una plana mayor de juristas y sociólogos del 
derecho asociados a los partidos liberal y socialista se ocupan en el 
trabajo de investigación social, distribución de justicia y reorganiza-
ción económica interviniendo en todos los ámbitos de la economía.

El proceso de reforma e intervención en la banca, haciendas, la-
tifundios, industrias que conecto con la amplia demanda popular y 
al tiempo la resistencia de las elites llevaron a la caída del Gobierno 
de Isidro Ayora en 1931. A partir de entonces, el surgimiento de orga-
nizaciones políticas como el partido comunista y la ampliación de 
la organización popular apuntalaron una reforma más profunda y 
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comprometieron mayor intervención, pero también gasto fiscal del 
Estado en la organización de una economía interna. El partido co-
munista fue clave en la organización sindical rural entre las comu-
nidades indígenas y entre los campesinos de las tierras del litoral, 
atentos a legitimar las tierras laboreadas de forma independiente 
a partir de la crisis de la agroexportación, partido que junto con el 
socialista fomento el sindicalismo industrial y también el sindicalis-
mo por izquierdas de la clase media del magisterio y toda la función 
pública.

Es claro para nosotros que, lejos de ser una resistencia patrimo-
nial o una inmadurez cultural lo que produjo la derrota de la vía pro-
puesta por Kemmerer de ajuste fiscal y la transición de la crisis por la 
vía de sacrificio de la economía popular, fue más la presión política 
por un proceso de integración nacional lo que primó en el incremen-
to de una política proteccionista, regulatoria y redistributiva. El re-
gulacionismo se origina en el avance de las izquierdas y el campo 
popular en la disputa por la hegemonía y su orientación sobre la re-
forma del Estado. El Estado fue declarado previsionista en 1925 y en 
la constitución de 1928 se introdujo la noción de función social de la 
propiedad respaldado en la ley de patrimonio territorial del Estado 
que facultaba su intervención en la propiedad, lo cual en una prime-
ra etapa involucro conflictos agrarios entre comunidades indígenas 
de la sierra y haciendas. También se colocó la noción de un Estado 
garante de derechos sociales, así como el horizonte de una expan-
sión democrática a través de la representación de los trabajadores, 
los indios y los funcionarios públicos como partícipes del parlamen-
to. Esta tendencia se profundizó con la constitución de 1938, el Códi-
go del Trabajo de 1938 y la Ley de Régimen Jurídico y Organización 
de las Comunidades Indígenas de 1936-1938. Un programa de reco-
nocimiento del cooperativismo agrario apuntalo la litigación de los 
campesinos del litoral –Guayas, Esmeraldas, Manabí y los Ríos– por 
tierras que debían declararse baldías por haber sido abandonadas 
por las haciendas cacaoteras, por las concesiones transnacionales y 
que permanecían sin trabajar en el litoral. En el Oro, Guayas y Santa 
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Elena surgieron conflictos con las transnacionales mineras, frutíco-
las y petroleras. La constitución de 1938 que estableció la facultad del 
Estado para regular el capital trasnacional y la prohibición de que 
los gerentes o abogados de empresas transnacionales pudieran op-
tar como candidatos en elecciones u optar por cargos públicos en el 
país. El Gobierno reformista instalado en Ecuador entre 1926 y 1945 
estableció tres ciclos constitucionales en los cuales sobresalieron los 
conceptos de función social de la propiedad, pluralismo jurídico en 
torno a la propiedad agraria en reconocimiento de la existencia de 
actores económicos en contienda que incluían reclamos de propie-
dad colectiva y reclamos de institucionalización definitiva de la pro-
piedad privada, al mismo tiempo que la organización colectiva del 
trabajo en el espacio urbano, rural y de las empresas transnacionales 
reclamaban al Estado regulaciones y compromisos del capital.

Este periodo muestra el respaldo social y legitimidad para las 
incursiones del Estado reformista en el continente. Es además un 
ciclo de álgidos conflictos internacionales para el Estado latinoame-
ricano y el ecuatoriano como caso comparable dada la agencia del 
capital transnacional para reclamar privilegios y desregulaciones 
en sus espacios de inversión y de persecución de una renta sobre la 
producción primarioexportadora y sobre los recursos energéticos. 
Ante esta presión, el Estado ecuatoriano, en diálogo con otros Esta-
dos reformistas del continente, colocó un discurso político respalda-
do por organizaciones políticas a nivel nacional e internacionalista, 
colocó además un despliegue de discursos jurídicos y sociológicos 
en pos de argumentar el derecho soberano de los Estados para re-
presentar los intereses colectivos frente al capital. La crisis mundial 
ciertamente fue un bemol para los agentes del capital transnacional 
y para las oligarquías regionales, pero su contención durante este 
ciclo no fue resultado espontáneo del repliegue del capital, sino de 
la acción política en distintos niveles. Este fue un experimento de 
regulacionismo nutrido por las izquierdas que conjugo medidas en 
torno al problema de la propiedad como un problema sobre el patri-
monio territorial del Estado y que abordó las regulaciones al capital 
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transnacional como un problema de soberanía y prioridad de los in-
tereses nacionales.

Así, una fuente fundamental de nuestro estudio son los progra-
mas del Ministerio de Economía y la Memoria del MPST sobre toma 
de decisiones del Estado en economía. Los informes del MPST ofre-
cen rico material de litigios sobre tierras, trabajo y modos de opera-
ción de haciendas, fábricas, plantaciones trasnacionales, empresas 
mineras y petroleras, así como sobre el nuevo tipo de interlocución 
que se forma entre organizaciones populares, elites, partidos políti-
cos y Estado en ese periodo, interlocuciones que orientan la política 
pública hacia el regulacionismo. Así mismo las relaciones interna-
cionales marcadas por la formación del panamericanismo de entre-
guerras, el poder informal de las transnacionales y la formación de 
interlocuciones entre los Estados latinoamericanos en torno a un 
modelo propio de transición de las crisis y de formación del Estado 
inciden en las posibilidades y orientaciones del regulacionismo en el 
proceso ecuatoriano entre otros procesos nacionales.

Regulacionismo, derechos sociales y redistribución agraria:  
la izquierda como orientadora de la reforma estatal  
en los treinta en Ecuador2

El documento Línea política y organizativa del partido comunista ecua-
toriano del PCE (1938), bajo la dirección de Ricardo Paredes, señalaba 
cómo después de un intento de represión de la reforma social que 
ocurrió entre 1936 y 1937, el 1938 era un momento de florecimien-
to, de recuperación de la organización, de presencia del sindicalis-
mo agrario en todo el país, en el que se debía actuar valientemente 
en la política nacional junto a los demás partidos de la izquierda. 
Resaltaba el dirigente que esta apuesta no intentaba subordinar la 

2  Este segmento del capítulo es uno de los elementos de un libro de mi autoría sobre 
la reforma estatal del periodo 1925-1946 en el Ecuador (FLACSO, en prensa, 2023) y fue 
desarrollado con el respaldo del CALAS para una estancia de investigación en México 
en el 2020.
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lucha proletaria a la democracia burguesa, sino que, en una etapa de 
fascismo internacional, de articulaciones entre los aliados del capi-
tal extranjero y la elite liberal y de intentos de los conservadores de 
asociarse a esos intereses foráneos, la izquierda debía jugar el terre-
no de la soberanía nacional fundando sobre derechos económicos 
y democráticos su camino a la justicia social. Se debía hacer una ra-
dicalización democrática. Había que lograr una asamblea junto con 
los otros partidos, lograr la unidad de las izquierdas entre el PCE, el 
PSE y la vanguardia socialista revolucionaria (movimiento cívico 
militar), pero orientada a un cambio radical en el marco de las de-
mandas de una creciente fuerza popular. En este discurso Ricardo 
Paredes también criticó al Aprismo por su discurso que combinaba 
antifascismo y anticomunismo, “ni Roma ni Moscú”, pues descono-
cía el papel democrático verdadero de las izquierdas ecuatorianas y 
su profunda raigambre popular.

Para el PCE el Gobierno del Gral. nacionalista Alberto Enríquez 
Gallo era favorable a un cambio constitucional que aportaría a forta-
lecer la lucha campesina entregándole tierras y para ejercer el poder 
del Estado contra el capital extranjero.

Resaltó como Enríquez Gallo hasta entonces había acogido la lí-
nea propuesta por la izquierda: el “castigar a los defraudadores del 
fisco solucionar el problema del encarecimiento de las subsistencias 
y convocar a corto plazo la asamblea constituyente nacional”. Se 
había instaurado un régimen de libertades permitiéndose la acción 
de los partidos políticos (el comunista volvía a ser legitimo), y co-
menzando a efectuar la revisión de los contratos con las compañías 
extranjeras “defendiendo con energía los intereses y la soberanía na-
cional”. El documento resaltaba además las leyes dictadas sobre au-
mento de salarios a obreros y empleados privados y de protección a 
los trabajadores, como “la mejor demostración de que realizando un 
buen trabajo de organización y movilización de las masas es posible 
impulsar al Gobierno a cumplir con su programa y a radicalizarse”. 
Advertía este análisis político que no se podía olvidar que la reac-
ción interna, el fascismo y los intereses de compañías extranjeras 
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presionaban también por modelar y orientar los Gobiernos. Por ese 
motivo había que movilizar, pero también disputar las instituciones 
del Estado. El documento relataba cómo los partidos de izquierda 
en sus asambleas se proponían apoyo a este momento crítico de la 
reforma y el regulacionismo: el congreso del partido socialista, la 
asamblea de los partidos de izquierda, una manifestación en Quito 
y otra en Guayaquil habían buscado marcar en la esfera pública su 
apoyo a la acción del Gobierno en la revisión de los contratos con 
las compañías extranjeras. Una gran asamblea y manifestación de 
izquierdas en Quito en homenaje de la España republicana habían 
mostrado las grandes posibilidades de movilización de masas y e in-
telectuales por izquierdas.

La organización popular efectivamente había crecido amplia-
mente y no cesaría de crecer en la década del cuarenta. Así Paredes 
destacaba cómo “el despertar de los campesinos y de los indígenas 
imprime al movimiento político de este segmento un carácter am-
pliamente popular con médula proletaria”, a lo cual se sumaba a la 
maduración del movimiento obrero de Guayaquil y Quito. Advertía, 
sin embargo, contra la tendencia de crear movimientos desligados 
de los partidos hermanos, pues estos eran indispensables para que el 
Estado estuviera comprometido y orientado a la confrontación a las 
grandes fuerzas autoritarias en ese ciclo del capitalismo entre estas 
el imperialismo financiero, las compañías de explotación de recur-
sos, el fascismo y el retorno de las oligarquías.

Enríquez Gallo favoreció la regulación del capital, proponiendo 
que la explotación minera y petrolera debía ser regulada en benefi-
cio de los intereses nacionales.

Si hacia 1936, en medio de la represión de la izquierda y en el mar-
co de una política desregulacionista frente al capital extranjero del 
Ingeniero Federico Páez, se había declarado que a las compañías pe-
trolíferas y empresas extranjeras comerciales no estaban obligadas 
al pago de impuesto a la renta por utilidades, al contrario, en 1938 el 
el Gobierno de Enríquez Gallo con respaldo de la izquierda dispuso 
que las compañías extranjeras pagarían el impuesto a la renta sobre 
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las utilidades y lo harían en dólares o en libras esterlinas. Al revisar 
el contrato con la Anglo Ecuadorian Oilfields se establece que, si bien 
estuvieron liberados del impuesto a capitales empleados en explota-
ción o exploración de los hidrocarburos o de sus derivados, no esta-
ban liberados del impuesto a las rentas y ventas. Pues

[…] esta exoneración de impuestos a los capitales no puede dar de-
recho a la Compañía, por los términos empleados en dichas Leyes y 
contrato a la exoneración del Impuesto a la Renta, cuya naturaleza 
es diferente de la del impuesto o impuestos con los cuales pueden 
estar gravados los capitales.

Enríquez Gallo declara sin valor alguno el Decreto Supremo de 
Federico Páez n.o 724 del 14 de septiembre de 1936 y exige que la 
Dirección de Ingresos proceda inmediatamente a liquidar el impues-
to a la renta obtenida por la Anglo Ecuadorian Oilfields Limited en 
los años 1935, 1936 y 1937.

Las compañías extrajeras, exigidas a pagar multas y suscribir 
nuevos contratos que estipulaban impuestos, buscaron apoyo en sus 
Gobiernos, particularmente el norteamericano. Pero ni la interven-
ción de sus embajadores logró doblegar la posición nacionalista del 
general, que asociaron a la influencia internacional de Lázaro Cár-
denas (Coronel, 2013). En la Constitución de 1938 había un abordaje 
expreso que prohibía a los agentes del capital extranjero en la direc-
ción del Estado.

La estrategia política para sostener el regulacionismo incluyó 
junto con la alianza con los partidos cercanos a la ampliada organi-
zación popular, el recuperar al sector de la educación y sus actores. 
Acudió a los universitarios y convocó congresos de rectores para ex-
pedir la Ley de Educación Superior, y a los normalistas para crear 
una Ley de Escalafón del Magisterio para ampliar el beneficio social 
a este amplio sector. La ley de educación aseguró fondos públicos 
y el mandato del Estado de proveerlos. La Carta Constitucional era 
garantista, no solo en un sentido individualista, sino también en 
protección y reparación de los derechos conculcados por formas 
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de dominación características del medio. Como objeto principal del 
presupuesto se fijó el bienestar colectivo y la obligación de una par-
tida para el mejoramiento de los campesinos (artículo 105). Consta-
ba, asimismo, la obligación de emplear por lo menos el 20 % de las 
rentas del Estado en la educación pública, especialmente las escuelas 
rurales.

Dos juristas de afinidad democrática, como fueron el socialista 
Dr. Manuel Romero Sánchez y el radical José Rafael Bustamante, 
rescataron los ejes fundamentales de la Constitución redactada con 
mayoría socialista en la Asamblea constituyente de 1938 (Arcos 1940, 
pp. 48-69). Los citados juristas apuntaron a la fuerza de las políticas 
económicas frente al capital extranjero y su clara orientación a re-
parar a los actores de la economía política popular. La carta consti-
tucional de 1938 determinaba limitaciones al derecho de propiedad 
privada en beneficio colectivo mediante recursos de indemnización, 
pero de carácter mandatorio. La definición del Estado como dueño 
de las riquezas naturales y administrador de estas lo habilitaba. Se 
definía como un abuso de primer orden contra las personas y la mis-
ma nación, la dominación servil, racial y estamental. También resal-
taron la defensa de la institucionalidad democrática y el derrotero 
de una democracia funcional con representación de las fuerzas vi-
vas del país, según el modelo del Estado indoamericano. Resaltaron 
las políticas de reparación de la vida material y social de las clases 
obreras y campesinas, el reconocimiento de la función pública y, es-
pecialmente, de la educación pública en la consolidación del Estado 
nacional.

Respecto de la atención a una democracia de nuevo cuño, destaca-
ron los juristas el desarrollo parlamentario que establecía que, en la 
legislatura, se representaran los “más puros intereses nacionales” a 
través de la consigna de un Estado funcional y una comisión perma-
nente de legislación. La estabilidad de los empleados públicos regu-
lados por escalafón y carrera administrativa, así como la protección 
de procesos de sindicalización, serían parte clave de la autonomía 
relativa y racionalidad democrática del Estado. La legislación era 
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reparadora de la igualdad al facultar y orientar la intervención del 
Estado en el campo de las relaciones laborales en favor de los dere-
chos de los trabajadores, al definir la familia como sociedad de patri-
monio compartido, que debía propender a una regulación igualitaria 
y, por tanto, reconocer la igualdad de derechos entre los cónyuges y 
entre hijos legítimos e ilegítimos frente al patrimonio familiar. En 
palabras de Manuel Romero Sánchez, citadas por Arcos (1940), esta 
Constitución, redactada con mayor influencia socialista y compro-
misos con los trabajadores en general, “fortalecía los derechos de las 
mayorías ecuatorianas en las que con sentimiento de nacionalidad 
se defienden las riquezas del país, y se estructura la República llegan-
do a sus propios y peculiares problemas [y, en este sentido], nunca 
podía ser del agrado de los grupos privilegiados que apuntan a la ex-
plotación del país” (Romero Sánchez en Arcos 1940, p. 57).

Luego de que en la Segunda Conferencia de Partidos Comunis-
tas de Latino-América realizada en octubre de 1934, la consigna de la 
construcción de un Gobierno de los soviets fue abandonada y los co-
munistas asumieron la táctica de los frentes populares (Rodas Cha-
vez). Sin embargo, más que un resultado del giro de la internacional 
comunista, el reencuentro entre comunistas, socialistas y liberales 
reformistas en el Ecuador, en el marco del proceso constituyente de 
1938, fue motivado por la alternativa de un poder público amparado 
por fuerzas populares democráticas, no solo ya contra el fascismo, 
sino también contra el retorno de los representantes del capital ex-
tranjero que había retornado al Partido Liberal para impedir la re-
gulación, los derechos laborales y la distribución agraria mediante 
políticas desreguladoras de la riqueza y una política autoritaria.

Mientras se redactaba la Carta Constitucional de 1938, el Gobier-
no de Enríquez Gallo reorganizó las finanzas públicas, logrando en 
base al disciplinamiento tributario del capital extranjero y de las im-
portaciones, un incremento del tesoro fiscal de ocho millones a cien-
to veinte millones de sucres. A lo cual se sumó la instalación de un 
sistema crediticio favorable a la industria y el comercio interno. En 
un signo de su apuesta por una economía que portaba un programa 
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nacionalista de sustitución de importaciones, el General Enríquez 
Gallo pidió al MPST que acogiera en sus instalaciones una exposi-
ción nacional de la industria nacional que resaltaba la productivi-
dad, el mercado, pero también las regulaciones laborales como deber 
vigilado por el Estado y los sindicatos en justicia de los trabajadores. 
La Constitución recogió las últimas elaboraciones jurídicas forjadas 
durante dos décadas de demandas sociales presentadas al Estado y 
acogidas por los funcionarios, abogados y sociólogos ligados al tra-
bajo del MPST, entre estos los socialistas Cesar Carrera Andrade, 
Miguel Ángel Zambrano, Juan Genaro Jaramillo, Luis Felipe Chávez, 
Luis Mogollón, Eduardo Ludeña, entre otros. El código de ley sobre el 
trabajo incluía una mirada compleja y comprensiva de la heteroge-
neidad de espacios de explotación y dominación social, en las distin-
tas regiones del país en distintas condiciones de racialización de las 
comunidades populares. Incluía en sus elaboraciones las categorías 
de trabajo asalariado, servil, semiservil, informal, la aparcería, el tra-
bajo doméstico, el trabajo industrial, el trabajo artesanal, el trabajo 
femenino en configuraciones rurales y el área industrial, el trabajo 
infantil y el trabajo en zonas de inversión internacional, entre otros.3

El Código del Trabajo fue redactado por Miguel Ángel Zambrano, 
como lo recuerda él mismo, con base en la experiencia de demandas, 
juicios y la observación de la compleja organización social y del tra-
bajo rural, indígena, doméstico e industrial en el Ecuador. Y, a la vez, 
bajo inspiración de los desarrollos jurídicos de la España republica-
na y del código mexicano sobre contratos colectivos. En este código 
fue recogida la experiencia ecuatoriana de disputa política partidista 
por la reforma y los logros en el derecho social desde 1925, así como 
el amplio uso del derecho y el recurso a la organización política pro-
veniente del campo popular. El compendio fue expuesto en la Asam-
blea Nacional de 1938 y aprobado mediante decreto supremo.4 En el 

3  Código del Trabajo de 1938, Quito: Imprenta del Ministerio de Gobierno, 1941.
4  Aprobación del código del trabajo mediante Decreto Supremo 210 del 5 de agosto de 
1938; Registro Oficial núm. 78-81, 14-17 de noviembre de 1938.
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campo, las Subinspectorías del Trabajo Agrícola se fortalecieron. Se 
crearon Comisiones de Salario Mínimo, encargadas de fijar salarios 
para los trabajadores del campo y la ciudad; código que hablaba de 
un camino hacia la reforma agraria. Este código, de hecho, recogía 
un estudio comprensivo de demandas del obrerismo socialista res-
pecto de los derechos sindicales y observaciones sobre la compleji-
dad de la relación entre clase y raza, pero también recogía demandas 
del obrerismo católico en asuntos relativos a la protección de la fa-
milia y las mujeres (López, 2019). En contraste con la dictadura civil 
de Páez, la jefatura de Enríquez Gallo apoyó la reunión del Congreso 
de Trabajadores del Ecuador en Ambato. Las asambleas sindicales de 
varias regiones del país y los partidos de izquierda tenían en miras 
crear en este congreso, una Central Obrera Nacional.

El código fue defendido enérgicamente en la asamblea por Artu-
ro Pozo, del socialismo, e incluso un alto dirigente del partido libe-
ral, Dr. Humberto Albornoz (Zambrano, 1962), quien en el gobierno 
de Páez había advertido que la falta de institucionalidad estatal y 
de leyes estaban incidiendo en una mayor conflictividad social. El 
obrerismo católico también tenía expectativa sobre este código. Con 
la promulgación del código, el sindicalismo se volvió obligatorio, la 
patronal debía formalizar contratos y reconocer derechos a los tra-
bajadores; los talleres artesanales debían reconocer derechos a los 
aprendices; el trabajo agrícola debía formalizarse y se proscribía el 
trabajo no remunerado. El Estado daba registro y reconocimiento de 
sujetos de demandas en torno a estas regulaciones y estaba atento a 
testimonios respecto de los mecanismos que conducían a relaciones 
de dominación fuera de la ley. Descartarlo hubiera sido una provo-
cación, sugirió Zambrano en su memoria del proceso, pues el Códi-
go del Trabajo y el régimen jurídico de las comunidades indígenas y 
campesinas eran legislación altamente valorada por distintos secto-
res organizados de la sociedad.

Néstor Mogollón, abogado de las comunidades de Pichincha, se 
puso a la cabeza del estudio y modificación del marco jurídico re-
lativo a tierras y comunidades de la región andina. Este integró 
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modificaciones sustantivas a la ley de Organización y Régimen de 
las Comunas, entre las cuales se establecía que las comunas esta-
ban facultadas de solicitar al MPST la expropiación y adjudicación 
de tierras.5 La Ley de Comunas reformada y el Código del Trabajo 
expandían los instrumentos legales para la lucha indígena. Así ob-
servamos cómo en Zumbahua, en 1938, los dirigentes indígenas con-
federados en el Partido Comunista, José Trinidad Chaluisa, Ventura 
Chaluisa y Nicolás Chaluisa, enviaron una carta al MPST en la que 
usaban el lenguaje de los derechos laborales para disputar contra las 
haciendas reclamando el uso efectivo y libre de contraprestaciones 
de recursos naturales para la comunidad. Zumbahua se volvió un 
tema de conflicto público en el que los indios conjugaban un lengua-
je de derechos laborales con un lenguaje de derecho a la tierra que 
para las elites era un peligro mayor.

Los trabajadores de Zumbahua reclaman el condominio del predio y 
con este condominio la participación de todo lo que en él existe: esto, 
ni aquí ni en Constantinopla, constituye problema de trabajo. Es un 
Comunismo muy criollo que está, no se espante usted, apoyado sino 
directamente por lo menos indirectamente, por la condescendencia 
de las autoridades llamadas a evitarlo.6

Como muestra del peso del bloque democrático y de izquierdas en 
respaldo de las comunidades frente al Estado, tenemos que la reso-
lución ministerial del 15 de julio de 1938 dejó sin valor legal el despi-
do a indígenas de la Hacienda Zumbahua, de propiedad del Estado. 
Pudiendo, por tanto, los comuneros regresar a ella, y obligando al 
arrendatario a recibirlos aun cuando fueran estos retornados los 
cabecillas de la demanda. Quedaban abolidos una serie de servicios 
de la comunidad hacia la hacienda, se regulaba el tiempo y el valor 
del pastoreo de ovejas y el pago por trabajos. El decreto firmado por 

5  Decretos Supremos 165 y 181 del 13 y 29 de julio de 1938.
6  Comunicación de Francisco Gómez de la Torre al MPST. AIFP, fondo MPST, caja 203, 
Zumbahua parroquia Pilaló cantón Pujilí, Cotopaxi, Abusos de hacendados contra 
huasipungueros, folio 81, 27 de enero de 1940.
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el socialista Eduardo Ludeña, subsecretario encargado del MPST, 
advertía a los hacendados de sanciones, si fuera denunciado su in-
cumplimiento ante las autoridades del Trabajo de la Provincia o el 
Ministerio.7 En julio de 1938 se había enviado de parte del MPST una 
regulación aún más radical a los arrendatarios, que acompañaba 
una decisión ministerial de permitir que los sindicatos y comunas 
reclamaran por expropiación de tierras a las haciendas. En el mismo 
año, ante el alegato del socialista Gonzalo Oleas a favor de los co-
muneros de Quero largamente litigantes, el ministro Rafael Quevedo 
Coronel entregaba los huasipungos otras extensiones de terreno 
para uso colectivo a las comunidades demandantes de los páramos 
de Sanancajas, e incluso daba simbólicamente a la comunidad entre-
ga del huasipungo del difunto cabecilla Francisco Ushca.8

El periódico indígena y comunista Ñucanchic Allpa dedicaba va-
rios números a reflexionar sobre la utilidad del Código del Trabajo y 
la oportunidad de conjugarlo con la Ley de Comunas para los intere-
ses colectivos. El periódico en ejercicio crítico develaba el interés de 
hacendados e industriales de derogar el código por la oportuna com-
binación que podía lograrse en la apropiación popular del derecho 
de las comunidades rurales.9 Ñucanchic Allpa convocaba así mismo 
a organización y presentación pública de los conflictos promoviendo 
que: “todas las Comunas y Cabildos de las Comunas, a todos los cam-
pesinos, a los indios y montubios” a que se organicen sea en sindica-
tos o en comunas y que envíen comunicaciones al congreso para que 
se hicieran visibles.10 Efectivamente, en el marco de la Reforma de la 
Ley de Comunas y la expedición del Código del Trabajo, se produjo 

7  AIFP, fondo MPST, caja 178, Cotopaxi, Zumbahua cantón Pujilí, parroquia Pilaló, 
1929-1939, Abusos de hacendados contra huasipungueros, firmado por el defensor 
Gonzalo Oleas, f. 177-178.
8  AIFP, Fondo MPST, caja 218, Comuneros de Quero por el paramo de Sanancajas 
vs. Sra. Coloma 1927-1938. 2) Periodico Ñucanchic Allpa 3) Dirección Nacional de 
Estadística 1944.
9  Ñucanchic Allpa, año I, 9: 3, febrero de 1938.
10  Ñucanchic Allpa, época II, 12: 2, agosto de 1938, “Comunicado del Cabildo de Maca 
Grande”, 11 de agosto de 1938.
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un acelerado proceso de atención a demandas, en el que participa-
ron los socialistas Gonzalo Pozo, Gonzalo Oleas, Luis Felipe Chávez, 
Néstor Mogollón, entre otros socialistas que habían regresado a la 
función pública ministerial. Estos dieron paso a un masivo proceso 
de reconocimiento de comunidades, cooperativas y sindicatos que 
atravesaban un amplio espectro social, popular, regional, étnico e 
incluso identificaban a la clase media como miembro de sindicatos 
de maestros, periodistas, artistas, empleados públicos, etcétera. En-
tre otros datos del impacto de la promulgación de estas leyes, las es-
tadísticas nacionales describen que entre 1938 y 1943 se incluyeron, 
bajo la categoría de entidad jurídica territorial Comuna Indígena a 
1212 comunas que integraban a 602 473 personas suscritas bajo su 
régimen. Esta era solo una de las categorías de ciudadanía corpora-
tiva desarrolladas en el proceso y a las que correspondían procesos 
de redistribución de propiedad intervenidas tanto en la esfera civil, 
privada, y las fundaciones recogidas por el derecho civil y mercan-
til, como bienes que formaban parte del patrimonio territorial del 
Estado. Las otras eran cooperativas, sindicatos, comités de empresa, 
gremios, entre otras (Dirección Nacional de Estadística 1944, 172-181).

La intervención del Estado para apuntalar economías campesi-
nas expandió su ámbito de influencia de la sierra norte, donde había 
tenido mayor intervención, al conjunto de las provincias andinas y 
a las provincias del litoral. En estas, el reto de la reforma tendría que 
implementar regulaciones negociaciones y pagos sobre tierras con 
mayor valor comercial que las de la sierra y en posesión de empresas 
exportadoras e inversionistas extranjeros. La Constitución de 1938 
ampliaba las senadurías funcionales, dando espacio para dos re-
presentantes de los trabajadores agrícolas, con lo cual se trataba de 
abrir espacio a la discusión de planes de reforma en las propiedades 
rurales también del litoral. Atender los reclamos del campesinado 
de la costa habilitaba una nueva etapa, más ambiciosa, de reforma 
territorial, que apuntalaría las bases materiales de este sector, y con 
la cual la izquierda preveía que el movimiento campesino se habría 
convertido en un poderoso actor político nacional. En las provincias 
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de tierras bajas y el litoral, las provincias de los Ríos, Manabí y Gua-
yas, se observan reclamos de las comunas y cooperativas y sindica-
tos que demandan tierras con fines productivos y de asentamiento 
de poblaciones y que confrontan haciendas, empresas agrícolas y la-
tifundios en posesión de compañías extranjeras. Poblaciones sin re-
cursos también solicitaron ser integradas en planes de distribución, 
solicitando además el estudio de territorios para ser intervenidos. En 
el caso de Esmeraldas, los sindicatos comunistas como La Isla, la Lu-
cha y asociaciones de campesinos que reclamaban acceso a tierras 
contra monopolios, como los de la familia Parodi. Exigían la revisión 
de la concesión territorial gigantesca entregada al Imperio Británico 
y administrada por la Ecuador Land Company: la reinserción de las 
tierras del Pailón a la economía nacional a través de un proyecto de 
colonización a favor del campesinado del litoral.

“Un asunto de derechos y reparación nacional”: 
regulacionismo, sindicalismo, y reacción de las empresas 
mineras y frutícolas transnacionales contra el Estado 
ecuatoriano

La presentación de demandas desde los sindicatos contra de empre-
sas internacionales fue asumida por el Estado como un justificativo 
para entrar en el terreno de las empresas frutícolas de inversión tras-
nacional. En el plano de la política exterior, Enríquez Gallo represen-
tó la apuesta de la izquierda ecuatoriana y la tendencia continental a 
políticas soberanistas sobre los recursos nacionales dentro de la cual 
se destacó el Gobierno de Lázaro Cárdenas. Apuntaló la exigibilidad 
de derechos sociales ante las transnacionales. Así, los fundamentos 
sindicales del derecho laboral y las regulaciones impuestas al capital 
tocaron los intereses de las empresas mineras, frutícolas y petroleras 
transnacionales asentadas en el país.

La Constitución de 1938 declaraba que los recursos del subsuelo 
constituían patrimonio nacional, el sector sindical de las petroleras 
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inglesas asentadas en Ancón apuntalo sus derechos sobre la base 
de esta potestad nacional. Esto impulsó a que el Estado interviniera 
en explotaciones petroleras afectando los intereses británicos.11 Del 
mismo modo ocurrió con la empresa minera norteamericana que 
explotaba el oro. Ricardo Paredes publicó El imperialismo en el Ecua-
dor: oro y sangre en Portovelo (1970 [1939]), donde analizó los perjuicios 
de la compañía minera norteamericana SADCO12 contra los intere-
ses nacionales y los de los trabajadores (Paredes, 1939); y relató cómo 
el Estado ecuatoriano le impuso severas restricciones a la transna-
cional obligándoles a formalizar el trabajo y pagar impuestos.

Los contratos de las compañías mineras extranjeras fueron revi-
sados, y se impusieron multas a las que no cumplieran los requisitos 
de las nuevas leyes del trabajo. Frente a la SADCO el Gobierno impu-
so a esta una multa de 50 000 sucres y el apresamiento de uno de sus 
altos administrativos como prenda. La respuesta del gerente de la 
compañía y del Gobierno norteamericano fue desvirtuar los objeti-
vos de esta multa y tratar de negociar privadamente su presencia en 
el país. La posición del Ecuador fue ratificar la exigencia del cumpli-
miento de la ley ecuatoriana a todas las empresas extranjeras. Esto 
produjo un escándalo internacional a partir de febrero de 1938. La 
prensa internacional, la cancillería norteamericana y las empresas, 
divulgaron que el Ecuador era tan pobre y necesitado de ingresos 
que atentaba puerilmente contra la inversión norteamericana, que 
podría ayudar a mejorar su economía.

Dicha imagen fue rebatida duramente por el presidente ecuato-
riano, con un telegrama muy preciso que el embajador del Ecuador 
en Washington puso en conocimiento del Departamento del Estado 
norteamericano. El mensaje decía que las exigencias del Ecuador a 
las empresas en su territorio no constituían un tema de relaciones 
entre dos Estados. Los convenios internacionales establecían, según 

11  Este proceso ha sido detallado en “Justicia laboral y formación del Estado como con-
traparte ante el capital transnacional en Ecuador 1927-1938” (Coronel, 2013).
12  South American Development Company [SADCO]: compañía minera asentada en 
Portovelo, provincia del Oro.
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el criterio ecuatoriano, que las empresas debían incorporar las leyes 
del país en el que se instalaban, por lo que el Gobierno ecuatoriano se 
admiraba por la actividad diplomática de los Estados Unidos. Desde 
la perspectiva ecuatoriana, en cambio, “el Gobierno de Ecuador ni 
oficial ni extraoficialmente aceptaba reclamaciones diplomáticas o 
intervenciones por ser un Estado libre, soberano e independiente y 
resaltaba que las compañías extranjeras estaban sujetas al imperio 
de sus leyes”. El general Enríquez Gallo era una figura importante del 
sector nacionalista del partido liberal radical, y contaba con el res-
paldo de las izquierdas especialmente del PCE por su brindar garan-
tías para un momento radical del trabajo parlamentario en el cual se 
expidieron el Código del Trabajo, y se profundizó la ley de comunas 
mediante un régimen jurídico y territorial que colocaba los litigios 
colectivos ante los tribunales del MPST, liberando a las comunida-
des del espacio gamonal y de la incidencia de los tenientes políticos 
causas comunes. Del mismo modo las reformas en torno a manejo 
territorial aseguraban la titulación de tierras largamente deseadas. 
La reforma territorial se conjugó con una posición soberanista ante 
el capital extranjero que fue reconocida por el PCE del litoral que 
tenía un consistente trabajo en núcleos campesinos en Esmeraldas, 
Guayas, los Ríos y el Oro. La recuperación de las tierras del Pailón de 
manos del imperio británico por iniciativa de Enríquez Gallo tenía 
precisamente el propósito de responder a estas demandas campesi-
nas y construir una economía rural popular. La disputa de intere-
ses sobre las tierras del pacífico norandino entre empresas privadas 
transnacionales y el Estado ecuatoriano se volvieron a encender.

Después del incidente con la UFCO y con las empresas mineras 
inglesas y norteamericanas, la inminencia de una reforma agraria 
por izquierdas en las feraces cuencas del litoral pacífico ecuatoriano 
incrementó la alarma en torno al proceso político en este país y el 
tipo de Estado que estaba orientando. La intervención del Gobierno 
ecuatoriano en el tema de los recursos del subsuelo y la tierra con-
firmó que este actuaba contra los altos intereses del capital. Ante la 
intriga de los observadores sobre cuál era la justificación y la fuerza 
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que respaldaba este proceder, la respuesta del Gobierno fue recal-
car el derecho soberano de un Estado nacional sobre sus riquezas, 
que este debía ser respetado por el capital extranjero. La política del 
Gobierno consistía en reparar los derechos nacionales, sustentarlos 
sobre las demandas de las ciudadanías organizadas en torno a dere-
chos sociales y políticos. El derecho en la reivindicación de los sindi-
catos, y las cooperativas agrícolas fueron considerados insoslayables 
para un Gobierno que tenía un mandato reparador.

Enríquez Gallo destacó el mandato del Estado de reparar derechos 
conculcados a la nación en una previa historia de concesiones impe-
rialistas y reclamo que en el marco de los recientes tratados paname-
ricanos los Estados Unidos y la política del buen vecino, este país se 
abstuviera de intervenir por la vía diplomática. De hacerlo, esto se 
convertiría en un problema de intervención extranjera, sostuvo:

Nuestra intervención se basa en una cuestión de derecho y en el as-
pecto de reivindicación (demanda de reparación de derechos vio-
lados). No era justo que el Ecuador tolerase el aprovechamiento de 
beneficios por parte de compañías extranjeras, sin que el país dueño 
del subsuelo cuyas riquezas han venido extrayendo por muchos años 
tuviera la justa participación que le corresponde. […] El Ecuador tiene 
la seguridad de que el Gobierno de Estados Unidos, que ha proclama-
do ante toda la América su política de buen vecino y sus deseos de 
respaldar la hegemonía de todos los pueblos del conglomerado pa-
namericano, no intentará inmiscuirse en esta cuestión que incumbe 
únicamente a la nación ecuatoriana, ya que las concesiones hechas a 
las compañías extranjeras llevan implícita una cláusula renuncian-
do a las reclamaciones diplomáticas, puesto que el Ecuador es un 
país libre y soberano y en ningún caso puede admitir la intervención 
extrajera. Tal cosa, justificadamente, podría restar la confianza que 
los pueblos de América han depositado en la nueva política interna-
cional de Estados Unidos.13

13  AHMRECI, C.35.51, 36, 9 de febrero de 1938. AHMRECI, C.35.51, 9 de febrero de 1938. 
Véase (Coronel, 2013).



382	

Valeria Coronel

La prensa de varios países, que antes reproducían literalmente lo 
redactado por United Press de los Estados Unidos, mostró opiniones 
contradictorias, aunque relativamente independientes. Unos des-
calificaron “los excesos del nuevo nacionalismo latinoamericano”, 
otros ostentaron posiciones que reivindicaban la política ecuatoria-
na como ejemplo continental de soberanía de los Estados.14 En varios 
medios latinoamericanos se reproducían fragmentos del discurso 
de Enríquez Gallo. Se reprodujo así un discurso crítico de Enríquez 
Gallo sobre cómo habían procedido hasta entonces, solo detenidos 
por unos años de crisis mundial, las inversiones extranjeras:

Rechazaron la fiscalización de sus ganancias, engañaron al erario 
con datos falsos, introdujeron clandestinamente mercaderías [para 
ser repartidas entre los obreros, de ahí los bonos con los que se los 
pagaba] y pagaron impuestos irrisorios en comparación con sus fan-
tásticas utilidades. Por la dignidad del Ecuador este Estado de cosas 
debe terminar. En adelante los capitales extranjeros tendrán que 
mostrar sus libros, pagar derechos de aduana, y contribuir al fisco 
con gravámenes proporcionados.15

El Gobierno convocó a una junta con presencia del nuevo minis-
tro de Relaciones Exteriores para ratificar la posición del Ecuador 
ante las compañías extranjeras y a la vez exigir la continuidad de 
las relaciones diplomáticas. En este marco ratifico un pago manda-
torio de 50 000 sucres por multa de parte de las compañías extra-
jeras condicionando la liberación carcelaria de los administrativos 
de la compañía. Pese a que varios gerentes de empresas de capital 
mixto o extranjero renunciaron, el Ecuador recibió un telegrama del 
Departamento de Estado norteamericano, comentando que su in-
tervención había sido solo un comentario amistoso, lo cual fue bien 
recibido por la Cancillería ecuatoriana. Los empresarios intentaron 

14  AHMRECI, C.35.5, recortes del periódico La Noche del Perú y el Comercio del Perú.
15  Informe de Robalino Dávila dirigido a Homero Viteri Lafronte sobre las diversas 
opiniones que se emiten ante la posición del Ecuador portafolio de recortes deposita-
do en el AHMRECI, expediente sobre política internacional de 1938.
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boicotear la revisión de los contratos y alimentaron una guerra in-
formal contra la política exterior ecuatoriana, pero esta no podía 
traducirse en el discurso oficial de la cancillería norteamericana. 
La siguiente regulación fue dirigida hacia la compañía petrolera 
Anglo Ecuatoriana Limitada, a la que se le recordaba una deuda de 
10 000 000 de sucres al Estado y que debía doblar el valor de los im-
puestos que pagaba a los municipios de Salinas y Santa Elena por la 
explotación petrolera y el refinamiento de gasolina.16

El regulacionismo de los Estados latinoamericanos frente al ca-
pital y su apuesta por una fuerza nacional demandante de tales de-
rechos fueron fue vistos como los mayores peligros de los Estados 
latinoamericanos ante las potencias mundiales y los agentes del ca-
pital transnacional. Así, pese a la política del buen vecino y la par-
ticipación del Ecuador y sus partidos democrático-radicales de la 
apuesta contra el fascismo europeo, la influencia comunista en la 
democratización y el regulacionismo estatal pasó a ser visto como el 
peligro mayor de las democracias indoamericanas. A partir de 1939 
empezó una guerra informal contra estas. En este sentido intervi-
nieron en la disputa partidista los gerentes de las transnacionales, 
miembros de las oligarquías en el exilio, que penetraron el históri-
co partido liberal. En 1938 su representante en el poder produjo un 
golpe a la constitución expedida por la mayoría parlamentaria de 
izquierdas en el mismo año. Para 1941, el país experimentó una in-
tervención de las compañías mineras, con intereses en la frontera 
ecuatoriano peruana, que devino en una guerra internacional En ese 
marco se dio un quiebre de los tratados internacionales panamerica-
nos en Río de Janeiro en 1941, donde al Ecuador se le privó del derecho 
de una mediación diplomática y se le impuso una pérdida territorial. 
Entre 1941 y 1944 el Gobierno del abogado de las empresas transna-
cionales, Carlos Alberto Arroyo del Río, realizaba nuevamente un 

16  En México, apenas un mes después, en marzo de 1938, se produjo la nacionalización 
del petróleo. AHMRECI, C. 27.7, “AHMRECI, C. 27.7, “Arreglo entre México y EE. UU. 
sobre expropiaciones”, México, 24 de noviembre de 1938.
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giro que daba privilegio a las compañías extranjeras liberándolas de 
impuestos y regulaciones nacionales relativas al trabajo, mientras se 
aplicaba impuesto a la renta de profesionales incluyendo una renta 
proveniente del ejercicio de profesiones liberales u otras en que no 
interviniera el concurso del capital.

La disputa política por los derechos sociales, la democratización 
radical y el regulacionismo frente al capital no se dejó esperar. Una 
movilización nacional conocida como la Revolución Gloriosa en 
1944, con el concurso de una amplia gama de organizaciones popu-
lares, partidos y clases medias, especialmente las afines a la función 
pública y la educación, dio lugar y un proceso constituyente que pro-
dujo la carta constitucional más madura sobre el control popular del 
Estado. En esta se ratificaron las orientaciones regulacionistas de la 
constitución de 1938 y se apuntaló la representación democrática de 
las organizaciones populares en todos los órganos del Estado, a la vez 
que una apuesta agraria comprensiva y una universalización de los 
derechos políticos.

Este proceso de veinte años, que condujera a la constitución de 
1945, fue interrumpido en 1946 a partir del golpe perpetrado por Ve-
lasco Ibarra. Velasco asumió un rol clave en el primer año de la Gue-
rra Fría contra el modelo regulacionista y garantista del Ecuador y 
contra la incidencia de la izquierda nacional popular en la formación 
estatal. Lo hizo con el apoyo de la inteligencia militar norteamerica-
na que se esforzó por girar su alarma ante la corriente fascista hacia 
una alarma anticomunista, que apuntó directamente contra el blo-
que democrático de izquierdas en este país, y que apuntaló un pacto 
por muchas décadas impensable y ciertamente más débil entre las 
elites regionales de los otrora partidos enemigos. En la base militar 
de Baltra, Galápagos, en 1946 se sentaron a la mesa Velasco Ibarra, 
militares norteamericanos, Víctor Emilio Estrada de la oligarquía de 
Guayaquil, Ponce Enríquez de las elites conservadoras de la sierra, 
luego fundador del Partido Social Cristiano, y hasta Jacinto Jijón, el 
prohombre del conservadurismo aristocrático que antes había repu-
diado a Velasco por plebeyizar el conservadurismo como caudillo del 
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catolicismo social. La purga del sector reformista del ejército, la pur-
ga del Ministerio de Previsión, la proscripción del partido comunis-
ta, la purga del magisterio y la promesa de una democracia libre de 
conflicto y sin intervención de las izquierdas, apuntaló en el Ecuador 
un giro hacia un papel desregulador del Estado y una apuesta por la 
inversión extranjera, así como hacia el tutelaje internacional de las 
democracias latinoamericanas. El caso ecuatoriano constituye un 
caso comparable de desmantelamiento del regulacionismo que llevo 
consigo una intervención en las fuerzas democráticas y la izquierda 
como el que ocurrió por distintos métodos en Costa Rica y Guatema-
la en ese temprano momento de la Guerra Fría.

En conclusión, el caso ecuatoriano puede leerse en el continente 
como uno los países que se distinguieron por programas de inter-
vención en la economía y de incidencia en la gran propiedad tradi-
cional; que apuntaron a regular relaciones de trabajo precario que 
intervinieron en el capital transnacional minero y frutícola impo-
niéndoles regulaciones nacionales y tributaciones, que fomentaron 
la industria y a la vez la organización sindical y partidista. El caso 
ecuatoriano en ese periodo muestra una relación significativa entre 
movilización social, reorganización del sistema de partidos políticos, 
reforma estatal, regulación de la riqueza y expansión de los derechos 
políticos de las mayorías.

En el marco de la discusión contemporánea sobre regulacionis-
mo y desregulacionismo en un ciclo del capitalismo tardío, y en un 
momento en el que los pueblos buscan una forma de revertir un 
nuevo ciclo de autoritarismo y desregulacionismo asociado al poder 
alcanzado por corporaciones transnacionales, la discusión de un 
momento exitoso de empoderamiento popular y de desarrollo del 
Estado hacia el regulacionismo resulta decidor. Mediante la movili-
zación colectiva y el uso de mecanismos democráticos y del derecho 
se produjo en el momento del siglo veinte estudiado una vía hacia el 
regulacionismo. Esto apuntaló los derechos sociales, se produjo una 
intervención en la tierra y los usos del suelo, se adelantó una política 
de tributaciones y derechos nacionales sobre recursos estratégicos, 
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todos estos elementos que en su forma inicial se encuentran en el 
regulacionismo histórico del siglo XX pueden ser repotenciados en 
programas progresistas contemporáneos. En un contexto en el que 
los agentes del capitalismo tardío son reacios a reconocer las leyes 
nacionales y los compromisos históricos con la sociedad, es impor-
tante observar las estrategias políticas y los artefactos jurídicos e ins-
titucionales que sostuvieron la apuesta regulacionista de los Estados 
previsionales. El caso ecuatoriano del siglo XX es un notable ejemplo 
para este propósito.
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América Latina: estrategias  
entre el “extractivismo verde”  
y el desarrollo sostenible

Hans-Jürgen Burchardt

La pandemia de covid retrocedió el panorama social de Latinoamérica 
por décadas. Según la CEPAL, en 2021 una tercera parte de la pobla-
ción vivió nuevamente en situación de pobreza (CEPAL, 2023). Al 
otro lado se documenta que la riqueza del 1 % más rico aumentó y se 
concentró significativamente. El World Inequality Database [WID] 
(2022) enseña que hoy en día América Latina tiene los niveles más 
altos de desigualdad y concentración de riqueza (activos financieros 
y no financieros) que cualquier región del mundo: el 1 % más rico de 
los hogares latinoamericanos posee alrededor del 46 % de la riqueza. 
Esto supera la media mundial, que es del 38 %, así como las cifras de 
otras regiones del mundo, como la Unión Europea (24 %), Asia (36 %) 
o África subsahariana (37  %). En este contexto, la CEPAL proyectó 
para los últimos años incrementos del índice de desigualdad según 
países entre un 1,0 % y hasta un 8,0 % (CEPAL, 2019, 2020a, 2023).

Esta desigualdad extrema no solo se manifiesta en términos de 
ingreso y patrimonio, sino que también se refleja en un dispar ac-
ceso a la tierra y a bienes públicos esenciales como la educación, la 
salud o la seguridad social. Dentro de este marco, las mujeres, los ni-
ños, los ancianos y los integrantes de determinados grupos étnicos y 

Doi 10.54871/ca24d25r



396	

Hans-Jürgen Burchardt

afrodescendientes resultan particularmente desfavorecidos (CEPAL, 
2023). En América Latina, esta desigualdad constituye un tema es-
tructural: el acceso a las posiciones y los bienes sociales disponibles 
o deseables ofrece limitaciones de carácter permanente, que atravie-
san las generaciones y se han consolidado hasta la actualidad con 
un nivel superior al promedio internacional. La persistencia de estas 
desigualdades sociales extremas es llamativa, sobre todo porque a lo 
largo de su cambiante historia la región aplicó distintos modelos de 
desarrollo económico, vivió diferentes experiencias democráticas y, 
por momentos, también elaboró instancias asociadas a un régimen 
de bienestar.

Hoy en día, tanto para el aseguramiento de la estabilidad políti-
ca y económica como para el equilibrio social hace falta movilizar 
recursos de manera extensa. Eso se logra exclusivamente con esfuer-
zos colectivos. Por lo tanto, tiene sentido responsabilizar también al 
diez por ciento más rico de la región, que pudo mantener y, en algu-
nos casos, incluso aumentar su fortuna durante la pandemia. Refor-
mas fiscales que distribuyan la carga de la crisis por cabeza parecen 
estar a la orden del día.

Pero la política y la economía ya apuestan otra opción. El apeti-
to mundial por las materias primas, que se está reajustando con el 
inicio de la descarbonización de la economía mundial y la guerra de 
Ucrania, pronto dará lugar a un nuevo auge de las materias primas 
“verdes”, para el que la región está bien preparada.1

Entonces es previsible que el camino de desarrollo orientado hacia 
la exportación de materias primas que ha modelado Latinoamérica 

1  Latinoamérica dispone de poco menos de un tercio de las reservas globales de cobre, 
bauxita, plata, carbón y petróleo, en total más de un tercio de todos los minerales 
necesarios para la neutralidad climática que es estratégicamente importante para la 
política económica de las naciones industrializadas y que también produce una parte 
significativa de los alimentos básicos globales. El subcontinente lidera el camino en el 
ámbito de la producción de plantas energéticas para biocombustibles, la extracción 
de litio para la producción de baterías para motores eléctricos o para el almacena-
miento de dióxido de carbono en bosques y selvas, además brinda condiciones atrac-
tivas para la producción de hidrógeno verde.
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notablemente en las últimas dos décadas se fortalezca una vez más. 
Últimamente, sin embargo, esta estrategia se vincula con éxito a los 
requisitos de sostenibilidad y parece servir de banda de transmisión 
para una transformación socio-ecológica. Se prepara una nueva fase 
de la extracción de materias primas como un “extractivismo verde” 
en el cual sería posible unificar la extracción y la utilización de ma-
terias primas mediante el uso de tecnología de punta amigable con 
el medio ambiente, la creación de `minería respetuosa´ tanto con el 
clima, cumpliendo con los objetivos del desarrollo sostenible, como 
con un futuro de “bajas emisiones de carbono” para todos (acerca del 
litio véase Voskoboynik y Andreucci, 2021).

Pero la experiencia y los resultados de la última fase del auge ex-
tractivista (2003-2014) enseñaron que la estrategia del desarrollo a 
través de la exportación de materias primas fracasó en sus objetivos 
principales: no logró reducir sustentablemente la desigualdad so-
cial ni la heterogeneidad estructural2 de la economía ni aumentar 
la productividad laboral y cambiar la matriz productiva o generar 
diversificación económica3 y reforzar la economía interna y crear 

2  El concepto de heterogeneidad estructural fue desarrollado por la CEPAL en los años 
setenta para describir la situación político-económica de América Latina. Analiza, 
junto con la integración del mercado mundial y las estructuras de producción (es-
pecialmente las exportaciones de materias primas), las diferencias de productividad 
intersectoriales, la segmentación de los ingresos y los mercados laborales, así como 
las pautas de consumo estratificadas basadas en ellos. Enfoques más recientes com-
plementan estos componentes con las grandes desigualdades de riqueza, ingresos, 
oportunidades y derechos en la región que persisten continuamente y que también 
están culturalmente garantizadas como consecuencia perpetua de esta constelación 
(Bárcena y Prado, 2016; CEPAL, 2018).
3  Cifras más recientes documentan el fracaso de los esfuerzos de diversificación. 
Según datos estadísticos de la UNCTAD (2023), las exportaciones de materias primas 
en Venezuela, Chile, Ecuador y Bolivia representaron más del 80 % de las exporta-
ciones totales en 2018; en Argentina y Brasil, esta proporción superó ampliamente el 
60 %. Allí donde el sector industrial es fuerte, las tasas de crecimiento de estos secto-
res productivos son, sin embargo, inferiores a las de los sectores de materias primas, 
como en Brasil y Argentina. Las estadísticas de la CEPAL (2023) muestran que, en 
Argentina, por ejemplo, los sectores de materias primas (agricultura y minería) repre-
sentaban el 9,1 % del PIB y la industria el 20,3 % en 1990. El sector industrial cayó al 
15,8 % en 2010, mientras que el sector de las materias primas subió a más del 12 % ese 
mismo año. En general, ningún sector industrial de la región ha podido desarrollarse 



398	

Hans-Jürgen Burchardt

más independencia de los mercados internacionales (Burchardt et 
al., 2021).

Si el nuevo auge “verde” de las materias primas en la región quie-
re transformarse de un modelo económico exportador de materias 
primas a otro social y ecológicamente sostenible, en el que el au-
mento cuantitativo de los ingresos por exportación se transforme 
en un crecimiento cualitativo, ahorrador de recursos y con ganan-
cias de productividad, es esencial revalorizar el trabajo. Esto pasa 
por la universalización de una educación de calidad y una buena 
protección social, lo que inicia una reducción significativa del em-
pleo informal y sienta las bases para un aumento de la productivi-
dad laboral y la creación de “empleos verdes” altamente eficientes 
y no intensivos en recursos. Los recursos adicionales necesarios 
para ello pueden generarse inicialmente a través de los ingresos del 
nuevo auge de las materias primas “verdes”. Sin embargo, la última 
fase de auge nos enseña que esto no es suficiente y solo es sostenible 
durante un corto periodo de tiempo; por lo tanto, hay que generar 
recursos más allá de los ingresos procedentes de las materias pri-
mas. Lo que se necesita es el rápido desarrollo de nuevos ingresos 
estatales que dependan menos de las tendencias del mercado mun-
dial y permitan estrategias a largo plazo. Esto convierte la cuestión 
de la reforma fiscal en uno de los temas centrales del desarrollo de 
Latinoamérica en el siglo XXI.

Recursos naturales y distribución

Según el estado actual de la investigación, los sistemas fiscales la-
tinoamericanos pueden caracterizarse por tres rasgos (Atria et al., 
2018; Flores-Macías, 2019; Fehling y Burchardt, 2023).

independientemente de los sectores que se apropian de las rentas de los recursos. 
La diversificación continua lejos de ser una realidad. A nivel regional, la cuota de la 
industria en el PIB ha disminuido del 17,8 % en 1990 al 12,6 % en 2018.
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En primer lugar, a través de gravámenes que históricamente se 
han centrado en gran medida en las exportaciones de materias pri-
mas y el comercio exterior. Mientras que los ingresos procedentes de 
los impuestos a las exportaciones estaban en su mayoría vinculados 
a la evolución de los precios en el mercado global, lo que hacía que los 
ingresos públicos fueran volátiles y alimentaba la deuda externa y 
las crisis económicas, los aranceles a la importación, especialmente 
sobre los bienes de consumo y bienes intermedios, tenían a menudo 
un componente proteccionista. Ambas formas de impuestos conce-
dieron desde el principio gran importancia al comercio exterior, es-
pecialmente con productos agrícolas y materias primas, así mismo 
favorecieron a las elites económicas implicadas en él (Bértola, 2016; 
Ocampo, 2017). Esta dependencia histórica de los ingresos fiscales de 
las exportaciones de materias primas (Clemens y Williamson, 2012) 
no se redujo durante la última fase de auge, y en algunos casos inclu-
so aumentó.

En segundo lugar, el carácter fuertemente regresivo del sistema 
tributario. Este se basa en una continua tributación muy baja y di-
recta de la riqueza, los ingresos altos y las ganancias empresariales. 
Durante el auge de las materias primas, los Gobiernos progresis-
tas no consiguieron aumentar los impuestos a los ricos a través 
de la fiscalidad directa: según las cifras de la CEPAL (2021, p. 67), 
el impuesto sobre la renta en la región es actualmente el 5,6 % del 
PIB (OECD: 11,5 %) y los impuestos sobre la propiedad son el 0,8 % 
(OECD: 1,9 %).

Además, los empresarios y los ricos gozan de numerosos privile-
gios de evasión fiscal. Entre ellas se incluyen las exenciones o reduc-
ciones fiscales legales para nuevas industrias, inversiones o para la 
importación de bienes de capital, así como la depreciación acelerada. 
Los ingresos están sujetos a desgravaciones fiscales muy elevadas, 
así como a tipos impositivos máximos muy bajos, en torno al 26 % en 
América Latina, frente al 41 % en la UE (Jiménez, 2017). Los impuestos 
de sucesiones son bajos o inexistentes, pero en cambio existe una to-
lerancia culturalmente encubierta hacia el fraude fiscal ilegítimo y 
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la evasión de impuestos al extranjero, tanto por parte de particulares 
como de empresas transnacionales (CEPAL, 2021). Se estima que es-
tas tasas históricamente elevadas de evasión fiscal permanecen siste-
máticamente al 50 % en el ámbito de los impuestos sobre los ingresos 
y sobre sociedades (Centrángolo et al., 2017, p. 350); en total, su alcan-
ce se estima en el 60 % de los potenciales ingresos fiscales regionales 
(CEPAL, 2020b, p. 58). Gracias a esta política, el 10 % más rico paga un 
tipo impositivo efectivo del 5,4 %, frente al 20 % que paga en la UE 
(Busso y Messina, 2020, p. 286).

Paralelamente, se observa en la región un nivel elevado y un au-
mento regular de los impuestos indirectos (especialmente el IVA). 
Una vez más, no ha habido cambios significativos durante el auge 
de las materias primas: los impuestos sobre el consumo de bienes 
y servicios representan actualmente el 46,2 %, frente al 32,3 % de la 
OCDE (CEPAL, 2021, p. 67). Los impuestos indirectos en América Lati-
na son, por tanto, casi 14 puntos porcentuales superiores a la media 
de la OCDE.

En general, los sistemas fiscales latinoamericanos siguen carac-
terizándose por una presión fiscal notablemente baja para los ricos 
y relativamente alta para las rentas bajas. Son altamente regresivos 
(Clifton et al., 2017), no reducen las desigualdades, sino las perpetúan 
o incluso las aumentan en los distintos países.

En tercer lugar, los sistemas fiscales latinoamericanos se carac-
terizan por una política fiscal tradicionalmente distributiva y asig-
nativa, que favorece especialmente a las clases medias y a las elites 
económicas.4 El gasto público se centra tradicionalmente en las ta-
reas esenciales de la Administración (el cuerpo militar, la adminis-
tración, la política estructural, las subvenciones a las empresas y el 
servicio de la deuda) y descuida las importantes áreas de legitimación 

4  En este contexto, la CEPAL (2018, p. 31) habla de una combinación de acceso privi-
legiado de los ingresos de las materias primas, así como de la recaudación de dinero 
público o cuasi rentas por parte de actores con mayor poder económico y político, que 
la fiscalidad anterior no pudo corregir porque una “cultura del privilegio” sostiene el 
sistema de altas exenciones fiscales y bajos impuestos sobre los salarios.
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fiscal de los servicios públicos (como la sanidad, la educación, la cul-
tura). Así, desde su aparición, el Estado fiscal latinoamericano solo 
ha cumplido tareas redistributivas de forma muy limitada (Abad y 
Lindert, 2017) o apenas reduce la heterogeneidad estructural de la 
región.

Esta constelación también ha cambiado poco durante el últi-
mo boom de las materias primas. A pesar del esbozado aumento 
del gasto social y de una leve mejora en la progresividad de los 
sistemas tributarios regionales (Martorano, 2018), el potencial re-
distributivo de los impuestos en América Latina alcanza a un ape-
nas 5 %. En comparación, la redistribución después de impuestos 
en la UE-OCDE es hoy del 38 % (Izquierdo y Pessino, 2020, p. 283). 
Esto refleja tanto la baja fiscalidad de los salarios altos y la riqueza 
como el alto nivel de empleo informal en la región: así, cerca de 
la mitad de la población trabajadora tiene poco o ningún acceso 
a prestaciones públicas financiadas con impuestos y aún menos 
a subvenciones económicas estatales. Sin embargo, cofinancia la 
distribución y asignación de la política fiscal a través de los im-
puestos indirectos, que benefician principalmente a las rentas 
más altas.

En resumen, puede decirse que, durante el reciente auge de las 
materias primas, los Gobiernos de América Latina cumplieron todos 
los requisitos para aplicar reformas estructurales en los sistemas fis-
cales gracias a una prosperidad económica sostenida, unas políticas 
sociales expansivas y una elevada legitimidad política. Sin embargo, 
se omitieron o evitaron en gran medida.
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Gráfico 1. Ingresos fiscales en porcentaje del PIB, comparación entre 
América Latina y la OCDE 1990-2020

Fuente: OECD et al., 2022, p. 47.

Solo unos pocos países (como Argentina, Chile, Ecuador y Uruguay) 
se aventuraron en reformas fiscales discretas con potencial redistri-
butivo (Strada et al., 2021). La riqueza excesivamente concentrada 
de las elites económicas, en cambio, apenas se tocó o no se gravó en 
absoluto. Al mismo tiempo, durante la fase de auge, el impuesto re-
gresivo sobre las ventas, es decir, el impuesto sobre las ventas que 
impone una carga más pesada a las clases más pobres en particular 
aumentó en un tercio hasta algo menos del 40 % y se ha convertido 
en la mayor fuente de ingresos fiscales hasta la fecha (Cornia et al., 
2011; CEPAL, 2021).

Sin embargo, la falta de aplicación de las reformas fiscales no 
es tanto una expresión de una asertividad institucional, atribuida 
frecuentemente. Tampoco puede explicarse exclusivamente por 
el desaliento político o el oportunismo. Más bien, son un resultado 
estructural del propio modelo de desarrollo exportador de materias 
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primas. Por un lado, ha producido elites pequeñas pero muy ágiles y 
poderosas (empresariales, políticas, militares) que, debido a la escasa 
diversificación de la economía y a la baja diferenciación de la socie-
dad, tienen un enorme poder de veto y sabotean cualquier forma de 
política redistributiva que les afecte. Por otra parte, los abundantes 
ingresos procedentes de las materias primas durante la fase de auge 
tentaron a los Gobiernos a no luchar contra estos conflictos, sino a 
utilizar los ingresos adicionales de la exportación de materias pri-
mas para desactivar la cuestión social y ganar así legitimidad políti-
ca (Burchardt, 2017).

Un nuevo “extractivismo verde” que quiera utilizar sus recursos 
para el desarrollo sostenible solo podrá tener éxito si rompe con 
esta lógica y esta cultura. Para conseguir eso no se trata de llamar 
al conflicto con las elites. Más bien, la prosperidad económica de la 
próxima fase de auge debe aprovecharse para aplicar reformas es-
tructurales con legitimidad democrática. Una reforma fiscal que 
busque efectivamente gravar las rentas más altas y la riqueza no es 
solo una cuestión de aplicación técnica. Al mismo tiempo, debe crear 
legitimidad fiscal, es decir, reducir el rechazo a los impuestos entre 
partes importantes de la sociedad. Esto puede lograrse no solo con 
leyes o administraciones eficientes, sino con un Estado que ofrezca 
bienes públicos de alta calidad ampliamente accesibles, que mejore 
la formación y las condiciones de trabajo de gran parte de la pobla-
ción trabajadora y que, al hacerlo, aproveche potenciales de produc-
tividad que dinamicen la economía y la sociedad. Se trata de marcar 
el rumbo de una distribución y asignación de la política fiscal que 
aumente notablemente la calidad de vida de los contribuyentes.

Las reformas necesarias pueden lograrse a través de diversas me-
didas. No cabe duda de que es necesario mejorar rápidamente la si-
tuación de los datos relativos al registro de las rentas altas y de los 
patrimonios, así como de la propiedad de la tierra y los bienes inmue-
bles, tanto en cada uno de los países como en el conjunto de la región, 
mediante la creación de registros públicos de patrimonio, así como 
de un observatorio de la riqueza y los impuestos, que proporcione 
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información y posibilidades de comparación sobre el estado actual 
de la concentración de la riqueza nacional y sobre la situación fiscal 
respectiva.

Esta es una buena base para una lucha eficaz contra la evasión y 
la elusión fiscales, que debe aplicarse mediante una amenaza gene-
ralizada de sanciones, es decir, nada más que exigir el cumplimento 
de la ley. Según diversas estimaciones, esto aumentaría los ingresos 
fiscales regionales en al menos la mitad (CEPAL, 2020b, p.  54).5 La 
supresión de las exenciones fiscales a tarifa para las rentas altas y el 
patrimonio podría generar unos ingresos adicionales de entre el 2 % 
y el 6 % del PIB, dependiendo del país (CEPAL y Oxfam, 2019, p. 24; 
Ruiz, 2020). También hay mucho margen de mejora en la compara-
tivamente baja presión fiscal máxima (25-40 % para las rentas altas, 
solo 5-15 % para las rentas financieras y de capital). Los impuestos 
sobre el patrimonio solo existen en América Latina en Argentina, 
Uruguay y Colombia (CIAT, 2018); los impuestos sobre sucesiones y 
propiedades se fijan demasiado bajos o son inexistentes. En definiti-
va, hay un amplio margen sin que nadie tenga que pasar hambre. En 
comparación, si el 10 % más rico de América Latina tributara al tipo 
efectivo de la UE, la desigualdad social en la región podría reducirse 
casi hasta la media de la OCDE (Valdés, 2017, p. 84).

Por el contrario, cuando no puede generarse suficiente legiti-
midad fiscal y la redistribución activa no puede imponerse políti-
camente, puede aplicarse una redistribución pasiva mediante el 
desmantelamiento de la protección y las subvenciones a las empre-
sas, así como una política estructural financiada con impuestos a 
favor del sector público. Por este motivo, debe intensificarse la inves-
tigación que examina los sistemas fiscales latinoamericanos desde la 
perspectiva de los intereses asignativos y las alianzas de los distintos 

5  Esto requiere una red complementaria de acuerdos bilaterales y multilaterales 
sobre el intercambio automático de información entre las agencias tributarias, así 
como una flexibilización del secreto bancario. Esto incluye también el apoyo al tipo 
impositivo mínimo global del 25 % para que las empresas tributen allí donde distribu-
yan sus bienes o servicios.
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sectores económicos y las coaliciones (inter-) sectoriales. Además, es 
necesario examinar qué instrumentos no fiscales de regulación de la 
riqueza y las rentas de los productos básicos pueden identificarse en 
el ámbito de la política de precios y comercial, así como en las inter-
venciones de política monetaria (Ocampo, 2017).

Desde las materias primas  
a la transformación socio-ecológica

El último boom de las materias primas en Latinoamérica lo ha deja-
do claro: el desarrollo no es una cuestión de escasez. Hay recursos su-
ficientes. Solo es cuestión de movilizarlos y distribuirlos sabiamente. 
Por tanto, el desarrollo mediante la exportación de materias primas 
es siempre una cuestión de política.

El presente análisis de los sistemas fiscales muestra que, a pesar 
de las excelentes condiciones de partida y de una voluntad política 
claramente articulada para promover el cambio estructural, el Esta-
do y la política no han conseguido ni siquiera acercarse a la consecu-
ción de sus objetivos. La razón de ello es que el Estado y los Gobiernos 
no operan independientemente de los recursos, sino que estos les 
dan forma. En las economías extractivas, los ingresos se generan me-
diante la explotación de la naturaleza. Los ingresos generados por las 
materias primas no suelen ir acompañados de un profundo rendi-
miento de trabajo o de inversión por parte del beneficiario, sino que 
son relativamente accesibles de manera libre. En este sistema el tra-
bajo tiene poco o ningún valor para la creación de riqueza. Al mismo 
tiempo, la distribución de los ingresos procedentes de los recursos 
no se decide a través de la asignación económica, la competencia y 
la eficiencia, sino principalmente de forma política y sobre todo por 
el Estado como actor central (Warnecke-Berger, 2021). Coronil (2008, 
p. 19) lo dijo una vez de forma sucinta: si en las economías de merca-
do “el negocio de la política es el negocio”, es decir, el Estado establece 
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los parámetros centrales de la acumulación capitalista, en los Esta-
dos rentistas se denomina: “the business of business is politics”.

Además, los ingresos por materias primas procedentes del exte-
rior liberan al Estado de la necesidad de gravar a la población. Pero 
cuando no hay necesidad de un contrato fiscal entre el Estado y la so-
ciedad, también se reduce la necesidad de garantizar la legitimidad 
del Estado principalmente a través de la participación democrática y 
social: No Taxation, No Representation. El Estado y los Gobiernos pue-
den permitirse no responder a las demandas sociales y actúan cada 
vez más como agentes de distribución.

No es la participación democrática la que asegura la legitimidad 
por parte de la población, sino la promesa de participación material a 
través de la distribución de los ingresos procedentes de los recursos. 
Así pues, las políticas de gasto público en las sociedades de materias 
primas tienen como principal objetivo garantizar la lealtad política 
y la estabilidad.6 La distribución (desigual) de las rentas de los recur-
sos entre la población permite al Estado cooptar a diferentes grupos 
sociales y tiende a pacificar la sociedad, al menos en épocas de altos 
ingresos.

Esta mezcla particular inhibe el potencial de transformación de 
los Gobiernos y Estados que persiguen modelos de desarrollo expor-
tadores de materias primas. Si el poder, el estatus y la riqueza depen-
den principalmente del acceso a las rentas de los productos básicos 
y, por lo tanto, del acceso al Estado, el aparato estatal en su conjunto 
no es capaz de crear alternativas de desarrollo en términos de ma-
yor productividad, diversificación o crecimiento sostenible (War-
necke-Berger e Ickler, 2023). Más bien, muchos actores del Estado 
y de los Gobiernos tienen interés en asegurar institucionalmente y 

6  Se trata de medidas como la subvención directa de alimentos, vivienda o combus-
tible, así como la subvención indirecta del consumo mediante la sobrevaloración de 
la moneda nacional. Además, cabe mencionar la creación de empleo público, por 
ejemplo, mediante proyectos de construcción e infraestructuras y la subvención de 
empresas privadas no competitivas a escala internacional, así como la exención de 
impuestos, los programas sociales asistencialistas y la adjudicación de contratos pú-
blicos, licencias de importación, etc. por parte del Estado a empresarios individuales.
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profundizar aún más el modelo extractivista para preservar su auto-
nomía y sus propios privilegios.

Esto explica por qué, durante la última fase de auge, incluso en 
condiciones óptimas de reforma (mayorías parlamentarias, demo-
cracia consolidada, prosperidad económica, arcas del Estado llenas 
y alta legitimidad), las elites políticas latinoamericanas no lograron 
aplicar la universalización de la política social, una regulación más 
estricta del trabajo informal y la redistribución fiscal que garantizan 
una mayor cohesión social, productividad económica y estabilidad 
política duradera.

La dinámica de esta constelación de fuerzas puede describirse 
como un efecto ascensor, es decir, una movilidad colectiva ascen-
dente en la que (casi) todos los grupos implicados ascendieron por 
igual durante la fase de auge sin cambiar la composición interna 
de la sociedad. El Estado ejercía la función central de regular conti-
nuamente este equilibrio. Los conflictos con los grupos influyentes, 
especialmente con las elites económicas, que inevitablemente hu-
bieron surgido con una política laboral más activa o con reformas 
fiscales, se compensaron y evitaron mediante un gasto adicional. Por 
tanto, las elites económicas no solo pudieron mantener su riqueza 
bajo Gobiernos progresistas, sino que a menudo incluso la amplia-
ron (Heredia, 2016; Wolff, 2016). En general, el consenso que surgió 
no se basaba en la cohesión social, sino más bien en una especie de 
“comunidad de botín” basada en los productos básicos, que se man-
tenía estable mientras había abundancia para distribuir (Burchardt 
y Dietz, 2014).

Sin embargo, en las alianzas políticas que se caracterizan prin-
cipalmente no por el compromiso, sino como una comunidad de 
presas, la legalidad institucional y las instituciones democráticas se 
erosionan sigilosamente. Los estudios demuestran que las políticas 
autoritarias suelen prevalecer en los modelos de desarrollo expor-
tadores de materias primas, ya que las elites tienen poca fuerza o ca-
pacidad para legitimarse mediante éxitos económicos o políticos, y 
recurren repetidamente a políticas represivas, especialmente en las 
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crisis (Ross, 2012). Tanto el fortalecimiento de las tendencias auto-
ritarias en países como Venezuela como el drástico aumento de la 
influencia de los Gobiernos y movimientos populistas (de derechas) 
en América Latina hacen temer que los Gobiernos progresistas, que 
durante el último boom de las materias primas intentaron aumen-
tar la participación social en la región a través de la extracción de 
materias primas, puedan haber debilitado a largo plazo la forma de 
Gobierno que los llevó al poder: la democracia.

Solo a primera vista, se trata de una valoración pesimista. Más 
bien se pueden extraer lecciones de este hallazgo. El último boom de 
las materias primas en América Latina sirve de excelente lección so-
bre cómo un “extractivismo verde” en el sentido de que esté basado 
en las materias primas puede transformarse en un desarrollo sos-
tenible con amplia participación social y nos da importantes ideas 
para el futuro. En lugar de una redistribución fiscal, se produjo una 
(mayor) distribución de los ingresos generados adicionalmente por 
los productos básicos. Con la renuncia a las reformas estructurales 
compradas por las exportaciones de materias primas, los conflictos 
de distribución social y la resistencia de las clases medias y altas pu-
dieron ser convenientemente debilitados o eludidos. Políticamente, 
las estructuras de poder (a menudo excluyentes y clientelistas) se 
solidificaron en torno al modelo de exportación de materias primas 
y no tenían un interés más profundo en la transformación. Estas di-
námicas no eran leyes naturales, sino pautas que dependían en gran 
medida de su arraigo institucional, social y cultural, lo que daba a la 
política claras opciones de actuación el día de mañana (Karl, 1997 / 
2004).

De esta constatación se derivan varias recomendaciones para la 
política y la ciencia.

Para una política que quiera aprovechar el auge de las nuevas ma-
terias primas para una transformación socio ecológica, hay una hoja 
de ruta clara: el despliegue de tecnologías verdes no será suficiente. 
Para lograr un desarrollo sostenible, el “extractivismo verde” debe 
vincularse sistemáticamente a reformas estructurales de la política 
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social, las relaciones laborales y los sistemas fiscales que reduzcan la 
heterogeneidad estructural. Y tan estrechamente que toda actividad 
extractiva recién iniciada encuentra su eco concreto en tales medi-
das de reforma.

La reforma del sistema fiscal debe estar en el centro de cualquier 
estrategia de exportación de productos básicos que persiga una 
transformación socio ecológica (Bárcena y Prado, 2016). A través de 
los impuestos, el Estado puede garantizar ingresos que no estén di-
rectamente sujetos a la explotación natural ni a la volátil dinámica 
del mercado mundial, que ayuden a financiar la expansión a largo 
plazo y de alta calidad de los servicios públicos como derechos socia-
les, y que contribuyan a promover la diversificación económica y los 
potenciales de productividad. Si en un principio estas medidas pue-
den financiarse también con nuevos ingresos procedentes de los pro-
ductos básicos, debe formularse claramente desde el principio cómo 
se convertirán gradualmente en financiación fiscal. La mejor forma 
de conseguir una amplia legitimidad para estas reformas fiscales es 
que los Gobiernos las lleven a cabo durante períodos de prosperidad 
económica.

Los minerales y las tierras raras (como el litio, el cobre, el alumi-
nio, el magnesio y el níquel), por su parte, ganarán en importancia y 
prometen nuevos ingresos elevados.7 Sin embargo, a diferencia de la 
producción de petróleo y gas, la minería no suele estar organizada 
de forma centralizada ni regulada por el Estado. En cambio, el nivel 
local y los agentes tanto privados como transnacionales están ga-
nando influencia en este ámbito. Si no se responde a esta situación 
con formas de regulación y mecanismos fiscales adaptados, América 
Latina se ve amenazada por un peligroso aumento de las disparida-
des territoriales, que puede alimentar nuevos conflictos políticos e 
inestabilidades.

7  La Agencia Internacional de la Energía (IEA, 2021) prevé que la demanda de litio se 
multiplique por 43, la de cobre por 28 y la de cobalto por 21 de aquí a 2040 en compa-
ración con 2020.
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Si esto no ocurre, la incipiente fase de auge en América Latina 
no promoverá la sostenibilidad ni la cohesión social. Lo que quedará 
atrás será una región aún más esquilmada en recursos y personas. 
La historia se repetiría, esta vez como una farsa porque los políticos 
supieron a tiempo lo que había que hacer.

En la ciencia, ya no debería haber continuas discusiones sobre los 
pros y los contras del desarrollo exportador de productos básicos. En 
el futuro, la atención deberá centrarse menos en los movimientos 
sociales ecologistas críticos con las materias primas, ya demasiado 
investigados, o en los actores transnacionales, tradicionalmente sos-
pechosos, y más en la generación, distribución y legitimación de la 
extracción de materias primas (Burchardt et al., 2021).

En concreto, es necesario investigar los mecanismos y las prác-
ticas sociales que respaldan la explotación de la naturaleza en las 
sociedades extractivistas a pesar de sus negativas consecuencias eco-
nómicas, sociales y medioambientales. Estas producen ganadores y 
perdedores, moldean las estructuras sociales y las atribuciones étni-
cas y de género, (re)producen o cambian las desigualdades sociales 
y consolidan determinadas configuraciones políticas. Se tiene que 
tratar de analizar las estructuras económicas y de poder de Estados y 
sociedades enteros asociados a la explotación de materias primas. La 
aproximación a los distintos conceptos y categorías de los enfoques 
de la teoría de la renta promete aquí un progreso científico significa-
tivo. Hay que intentar disolver diferencias metodológicas y teóricas 
como las de la economía rentista de influencia neoclásica o el Estado 
rentista de carga institucionalista y llevarlas más allá mediante nue-
vas síntesis. Sin duda, es necesario un enfoque histórico y sensible 
al contexto que tenga en cuenta no solo las estructuras y las institu-
ciones, sino también las culturas y las prácticas sociales, y que esté 
dispuesto a romper con las categorías occidentales (véase Burchardt 
y Leinius, 2022). Los países exportadores de materias primas deben 
entenderse como formaciones sociales particulares que siguen sus 
propios patrones y que solo pueden comprenderse inadecuadamen-
te con conceptos a gran escala como capitalismo, democracia liberal, 
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Estado burgués o poscolonialismo. Las propuestas que abordan el 
modelo de exportación de materias primas con el concepto de “socie-
dades de renta” ofrecen aquí una sugerencia productiva.

Así pues, tanto en el análisis de los sistemas fiscales de América 
Latina como en el seguimiento científico ulterior de la maduración 
del “extractivismo verde”, hay que tener en cuenta siempre: bring the 
rent back in.
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